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ANTECEDENTES  I  RESULTADOS. 


i. 


«Estando  reunidas  ambas  cámaras  en  sesión  de  hoi, 
»i  finalizada  la  ceremonia  con  que  se  habia  acordado 
»que  debían  concluir  las  funciones  del  Cuerpo  Lejislati- 
»vo,  el  Presidente  declaró  que  el  Congreso  Nacional 
» instalado  el  25  de  febrero  de  4828,  después  de  haber 
y>dado  la  Constitución  de  la  República,  i  dictado  las  leyes 
y> principales  para  su  planteamiento,  cerraba  sus  sesiones.» 

Tal  era  la  declaración  que  hacia  la  leí  de  2  de  febre- 
ro de  1829  (1),  en  los  momentos  de  terminar  el  Congre- 
so sus  funciones  con  una  acción  de  gracias  al  Todopode- 
roso, rendida  en  la  catedral  de  Santiago,  en  unión  de 
las  demás  autoridades.  El  Congreso  se  disolvía  dejando 
constituida  la  República  por  medio  de  un  código  que 
en  su  sentir  «reunía  las  disposiciones  mas  convenientes 
a  la  situación,  hábitos  i  carácter  del  pueblo  de  Chile, 
redactadas  con  la  mayor  claridad  i  precisión;  i  en  cuya 
confección  se  habían  empleado  el  celo  mas  puro  i  las 
meditaciones  i  estudios  mas  serios.»  La  comisión  autora 
de   la    Constitución    de  828   habia    tenido  presentes, 

(i)  Bol.,  lib.  4.°.  núm.5.« 


vi 
al  formarla,  «no  solo  las  doctrinas  de  los  escritores  mas 
ilustres  i  las  institucionel  de  los  pueblos  mas  célebres, 
sino  las  circunstancias  particulares  de  nuestro  pais  i  de 
su  tiempo,  circunstancias  que  influyeron  mui  particular- 
mente en  sus  opiniones,  convencida  de  que  las  leyes 
mas  sabias  llegan  a  ser  las  mas  funestas,  cuando  no  se 
acomodan  a  las  ideas  i  a  las  costumbres  de  los  hombres 
que  han  de  practicarlas.»  (i) 

Con  todo,  el  gobierno  a  quien  tocaba  la  ejecución  i 
desarrollo  del  sistema  político  adoptado  no  se  hallaba 
en  situación  de  llenar  tan  alta  empresa.  Él  representa- 
ba, es  verdad,  el  gvan  principio  de  la  rejeneracion  so- 
cial, que  comenzaba  a  ponerse  por  obra  en  aquella 
época  por  la  adopción  completa  de  la  República  demo- 
crática representativa,  como  único  complemento  de  la 
revolución  de  la  independencia,  i  como  único  medio  de 
restablecer  el  principio  de  autoridad,  sin  mengua  de  la 
dignidad  humana,  en  el  Estado,  en  la  relijion  i  en  la 
moralidad.  Pero  en  Chile,  asi  como  en  las  demás  sec- 
ciones americanas,  ese  gran  principio  reaccionario  tenia 
que  luchar  con  todos  los  intereses,  con  todas  las  preo- 
cupaciones del  pasado,  con  un  sistema  completo  de  ideas, 
de  creencias,  de  hábitos  i  de  afecciones  que  todavia  se 
mantenía  fuerte,  vivo  i  poderoso  en  la  sociedad.  Por 
eso  es  que  aquel  gobierno  no  tenia  ni  la  fuerza  ni  el 
prestijio  que  necesitaba  para  convertir  en  una  realidad 
el  código  fundamental :  terminada  ya  la  guerra  de  la 
independencia  él  había  tenido  que  reorganizar  i  refor- 
mar el  ejército,  hiriendo  de  frente  muchas  susceptibili- 

(1 )  Informe  de  la  comisión  de  Constitución  del  Congreso  de  828, 
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ílades,  que  convertía  en  otros  tantos  enemigos,  i  dejando 
una  multitud  de  militares  entregados  al  azar  para  fijar 
su  porvenir:  exhausto  el  erario  i  recargado  con  una 
in)ente  deuda,  habia  tenido  que  acudir  a  arbitrios  estre- 
mos  para  procurarse  fondos,  tal  como  el  de  incorporar 
al  dominio  del  Estado  las  temporalidades  de  las  órdenes 
relijiosas,  granjeándose  asi  por  enemigos  no  solo  al 
clero,  sino  al  pueblo,  que  veia  en  este  acto  un  ataque  a 
larelijioir.  consecuente  con  sus  principios  i  aun  con  los 
errores  políticos  que  circulaban  entonces  como  otras 
tantas  verdades,  acataba  la  voluntad  popular,  como 
soberana,  i  la  consultaba  en  ocasiones  solemnes,  sin 
advertir  que  lejos  de  captarle  estas  medidas  el  respeto, 
le  atraían  el  menosprecio  de  sus  enemigos,  sin  conquis- 
tarle el  corazón  de  los  pueblos,  i  sin  otro  resultado 
práctico  que  el  de  crear  i  fomentar  la  demagojia:  por 
fin,  obligado  a  mantener  el  orden,  tenia  que  alzar  pa- 
tíbulos para  sofocar  los  motines  militares  que  se  multi- 
plicaban, i  que  alternar  con  el  rigor  de  las  leyes  las 
amnistías,  que  no  servían  mas  que  para  dar  nuevos  res- 
piros al  espíritu  de  desorganización,  que  estaba  encar- 
nado en  la  sociedad,  i  que  esplotaba  en  su  provecho  los 
golpes  de  autoridad,  aclamándose  vengador  de  la  sangre 
derramada  bajo  el  hacha  del  verdugo, 
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II. 


Tales  son- los  auspicios  bajo  los  cuales  aparece  la 
Constitución  de  828:  su  destino  no  era  dudoso.  El  espí- 
ritu viejo  la  condenaba  como  la  fórmula  de  la  reacción, 
i  no  podia  ver  en  ella  sino  la  espresion  de  un  sistema. 
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nuevo  que  iba  a  cimentarse  sobre  las  ruinas  del  pasado, 
i  a  organizarse  con  sus  despojos.  Ese  espíritu  estaba  en 
la  sociedad,  i  su  acción  naturalmente  estaba  confiada  a 
los  hombres  que  mas  tenían  que  perder  con  el  triunfo 
de  la  reacción.  Esos  hombres  eran  las  cabezas  de  las  an- 
tiguas familias  ricas  que  echaban  de  menos  la  quietud 
del  coloniaje,  i  que  se  sentian  contrariadas  por  el  espí- 
ritu nuevo  en  sus  instintos  aristocráticos,  en  la  fe  de  sus 
abuelos,  en  sus  hábitos  de  poder  i  de  privilejios,  i  mas 
que  todo  en  sus  intereses  pecuniarios  puestos  en  peligro 
por  la  anarquía  que  se  perpetuaba,  i  por  el  advenimien- 
to de  hombres  nuevos,  sin  relaciones  i  sin  riqueza,  que 
escalaban  los  puestos  públicos:  estos  fueron  bautizados 
con  el  nombre  de  pipiólos,  i  aquellos  comenzaron  a  ape- 
llidarse pelucones,  como  para  mostrar  que  la  probidad 
no  podia  hallarse  sino  debajo  de  las  canas  i  de  las  for- 
mas vetustas. 

Llegada  la  ocasión  de  poner  'en  práctica  por  primera 
vez  el  derecho  electoral,  según  la  nueva  Constitución, 
estallaron  las  pasiones  i  los  intereses  políticos,  i  ocupa- 
ron el  lugar  de  la  lei  las  intrigas,  las  violencias  i  los 
abusos  de  la  autoridad  i  de  la  demagojia.  La  conflagra- 
ción fué  jeneral,  i  los  síntomas  de  la  anarquía  aparecie- 
ron tanto  en  el  centro  mismo  de  los  poderes  políticos, 
como  en  las  filas  del  partido  pelucon  que  se  sublevó, 
apoyado  por  el  jeneral  en  jefe  del  ejército  del  Sur, 
invocando  la  causa  de  la  libertad  i  de  los  pueblos  i 
bautizándose  con  el  nombre  de  partido  popular.  Todo 
el  año  29  trascurrió  entre  los  conflictos  de  la  anarquía  i 
del  desquicio  mas  completo,  sin  que  la  bella  Constitución 
de  828  sirviese  de  otra  cosa  que  de  pretesto  a  las  in- 
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vocaciones  i  aclamaciones  de  los  gobernantes  i  de  los  re- 
volucionarios. 

El  7  de  enero  de  1830,  la  junta  gubernativa,  que  el 
partido  popular,  casi  triunfante,  habia  logrado  estable- 
cer en  Santiago,  anunciaba  en  una  circular  dirijida  a  las 
demás  provincias  para  que  concurriesen  a  formar  un 
Congreso  de  Plenipotenciarios,  que  habían  triunfado  la 
causa  de  los  pueblos  i  de  la  libertad^  i  la  Constitución 
hollada  por  los  que  con  tanto  descaro  se  llamaban  constitu- 
cionales. De  este  modo  quedaba  sellado  el  triunfo  de  la 
Constitución  con  una  estupenda  infracción  de  su  letra  i 
de  su  sistema,  que  no  reconocían  ese  recurso  insólito  de 
un  Congreso  de  Plenipotenciarios  a  que  se  apelaba.  (1) 

Sin  embargo  el  12  de  febrero  de  1830,  aniversario  de 
la  gloriosa  batalla  de  Chacabuco,  que  hizo  brillar  en 
su  verdadero  esplendor  la  primera  aurora  de  libertad 
para  Chile,  se  instalaron  en  Congreso  Nacional  de  Pleni- 
potenciarios, los  de  las  provincias  de  Aconcagua,  Col- 
chagua,  Concepción,  Coquimbo,  Maule  i  Santiago,  anun- 
ciándolo asi  a  toda  la  nación  i  exijiendo  a  todas  las  au- 
toridades civiles,  eclesiásticas  i  militares  su  reconoci- 
miento i  obediencia.  (2) 

Este  Congreso,  cuya  existencia  era  una  protesta  pal- 
pitante contra  la  Constitución  vijente,  inauguró  sus  fun- 
ciones invocando  esa  misma  Constitución  para  autorizar 
otras  nuevas  infracciones,  que  subvertían  i  conculcaban 
el  réjimen  establecido  en  aquel  código.  Declarándose 
reunido  con  el  fin  de  restituir  el  pacto  social,  estableció: 
— Que  la  voluntad  jeneral  habia  declarado   nulas  i  re- 


(1)  Véase  esta  circular  en  el  Bol.,  lib.  4.°,  nuiri.  7.° 

(2)  Bol.,  lib.  4.°,núm.8.° 


fractorias  de  la  Constitución  a  las  últimas  cámaras  lcjis- 
lativas,  i  que  por  tanto  también  eran  nulos  todos  los 
actos  emanados  de  ellas:— Que  el  Congreso  de  Pleni- 
potenciarios debia  proceder  a  elejir  Presidente  i  Vice 
Presidente  de  la  República,  para  que,  con  arreglo  a  la 
Constitución,  ejerciera  el  gobierno  provisorio  hasta  las 
elecciones  constitucionales,  i  los  elijió  en  efecto:— Que 
en  el  año  siguiente  se  verificarían  en  toda  la  República 
las  elecciones  de  cabildos,  asambleas  provinciales,  elec- 
tores para  la  presidencia  i  diputados  al  Congreso,  sub- 
sistiendo entre  tanto  las  autoridades  provinciales,  de 
cuyas  elecciones  no  se  hubiese  reclamado,  i  autorizando 
al  Ejecutivo  para  que  elijiese  sin  las  fórmulas  constitu- 
cionales intendentes  i  vice  intendentes  para  las  provin- 
cias donde  no  los  hubiera:— Que  el  mismo  Congreso  de- 
bía proceder  a  la  reforma  de  la  lei  de  elecciones,  i  que 
terminado  este  trabajo,  ejerceria  las  funciones  de  Comi- 
sión Permanente,  con  arreglo  a  la  Constitución  i  al  artí- 
culo 5.°  de  esta  lei.  (1) 

En  seguida  autorizó  al  Poder  Ejecutivo  con  facultades 
amplias  extraordinarias  para  usar  de  las  rentas  i  bienes 
de  la  Nación  i  de  cuantos  arbitrios  le  dictare  su  pruden- 
cia, a  fin  de  proporcionarse  recursos  con  qué  subvenir 
a  los  gastos  que  se  ofrecieren  hasta  que  se  restableciera 
el  orden;  i  para  que  destinase  dentro  i  fuera  del  pais  a 
los  individuos  que  fuese  necesario  para  conservar  la 
tranquilidad  pública.  (2)  Ademas  expidió  varias  leyes, 
tales  como  la   que  restituye  sus  temporalidades  a"  los 

(1)  Decretos  del  C.  de  P.,  Bol.,  lib.  4.»,  núm.  8  ° 
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regulares,  i  la  jeneral  de  elecciones,  las  cuales  promul- 
gó- el  Ejecutivo  en  la  forma  constitucional,  sin  que  el 
Congreso  de  Plenipotenciarios  se  convirtiese  después  de 
estaleien  Comisión  Permanente,  como  [lo  habia  pro- 
metido, sino  que  por  el  contrario  continuó  sus  funciones 
hasta  la  reunión  de  las  nuevas  cámaras  de  831,  no  sin 
haber  dado  antes  su  golpe  de  gracia  a  la  Constitución, 
que  hasta  entonces  habia  sido  un  fantasma  evocado  de 
vez  en  cuando  para  cohonestar  las  irregularidades  de 
aquel  réjimen  extraordinario.  El  Congreso  de  Plenipo- 
tenciarios terminó  pues  sus  funciones  haciendo  una  nue- 
va elección  ele  Presidente  de  la  República,  i  expidiendo 
una  lei  que  ordena  al  poder  Ejecutivo  imprimir  i  circu- 
lar a  todos  los  pueblos  la  representación  que  hizo  el 
cabildo  de  Santiago  pidiendo  la  reforma  de  la  Constitu- 
ción, i  que  invita  a  las  Asambleas  provinciales  i  a  los 
electores  de  Diputados  para  que  espresen  en  sus  sufra- 
jios  si  dan  a  los  Senadores  i  Diputados  que  nombren 
la  facultad  de  anticipar  i  convocar  la  Gran  Convención , 
que  debia  emprender  la  reforma.  (1) 

Asi  es  como  la  Constitución  de  28,  que  no  habia  me- 
recido de  sus  autores  i  sostenedores  la  suerte  de  ser  eje- 
cutada, ni  aun  respetada,  llegó  a  ser  en  manos  del  par- 
tido vencedor  una  palabra  sin  sentido,  un  resorte  aco- 
modaticio, que  se  usaba  según  las  circunstancias  i  con- 
veniencias de  aquel  réjimen  excepcional  i  anómalo:  mal 
puede  asegurarse  entonces  que  la  esperiencia  hubiese 
acusado  aquel  código  de  impracticable,  puesto  que  nun- 
ca tuvo  la  fortuna  de  ser  practicado,  ni  siquiera  respe- 
tado. No  obstante  el  Senado  de  1831  invocaba  la  espe- 
dí) Dec.  del  C.  de  F.  de  22  de  feb.  de  1831.  Bol.,  lib.  £.«,  núm.  O 
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riéncia  para  asegurar  que  con  esa  Constitución  no  podía 
obtenerse  la  tranquilidad  interior;  la  Cámara  de  Diputa- 
dos la  acusaba  de  entorpecer  la  marcha  de  la  adminis- 
tración i  la  llamaba  fuente  impura,  cuyos  males  no 
podian  correjirse;  i  la  Municipalidad  de  Santiago  le  atri- 
buía el  despotismo  i  la  anarquía  de  que  la  República 
habia  sido  víctima.  (1 ) 


III. 


Lo  que  el  Congreso  de  Plenipotenciarios  habia  decre- 
tado acerca  de  la  reforma,  se  ejecutó  en  las  elecciones 
de  las  nuevas  Cámaras,  i  dándose  estas  por  autorizadas 
con  el  voto  de  los  pueblos,  expidieron  una  lei  en  1 .°  de 
octubre  de  1831 ,  (2)  declarando  que  la  Constitución  de 
828  necesitaba  reformarse  i  adicionarse,  i  que  al  efecto, 
i  siguiendo  el  modelo  señalado por  la  misma  Constitución 
en  el  artículo  133,  se  reuniría  a  la  mayor  brevedad  una 
Convención  con  el  único  i  esclusivo  objeto  de  reformar- 
la o  adicionarla.  Este  modelo  seguido  habia  fijado  para 
el  año  de  1836  la  reunión  de  la  Gran  Convención  con  el 
objeto  de  reformar  la  Constitución,  encargando  a  una 
lei  particular  la  determinación  del  modo  de  proceder, 
del  número  i  demás  circunstancias  de  aquel  cuerpo. 
Esta  era  una  lei  que  el  Congreso  expedía  cinco  años  antes 
del*  fijado  por  el  modelo,  mandando  que  la  Convención 
se  compusiera  de  diez  i  seis  diputados,  de  los  elejidos 
por  el  pueblo  para  aquellas  Cámaras,  i  de  veinte  ciuda- 


(1)  Informes  de  las  Cámaras  i  representación  del  Cabildo  de  Santiago, 
sobre  la  necesidad  de  la  reforma. 

(2)  Bol.,  lib.  5.°,  núm.  4.° 
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danos  de  conocida  probidad  e  ilustración,  todos  los  cua- 
les debían  ser  \ designados  por  el  mismo  Congreso,  i 
reunirse  en  cuerpo  con  ciertas  solemnidades  para  hacer 
la  reforma,  sin  embargo  de  lo  cual  podria  el  Congreso 
celebrar  sesiones  extraordinarias,  conforme  a  la  Constitu- 
ción, no  obstante  que  era  imposible  adaptar  a  sus  dispo- 
siciones esta  nueva  anomalía,  que  consistía  en  hacer 
funcionar  simultáneamente  una  Convención  constituyente 
i  un  Congreso  ordinario.  Empero,  ello  se  verificó  como 
esa  leí  singular  lo  ordenaba:  la  Convención  se  instaló  el 
22  de  aquel  mismo  mes,  compuesta  de  diez  i  seis  repre- 
sentantes de  la  nación  i  de  un  número  mayor  de  parti- 
culares, que  nada  representaban;  i  el  Congreso  continuó 
funcionando  a  nombre  de  la  Constitución  que  aquella 
Convención  reformaba. 

Esta  situación  extraordinaria  en  los  fastos  dé  la  histo- 
ria constitucional — un  Estado  con  dos  cuerpos  lejislado- 
res  independientes  entre  sí — debia  cesar  por  la  renova- 
ción de  las  dos  Cámaras  del  Congreso,  que  habia  de  ve- 
rificarse en  marzo  de  1833,  segan  la  Constitución  que 
se  finjia  vijente;  mas  no  convenia  que  sucediera  asi, 
porque  la  elección  de  un  nuevo  Congreso  habria  dejado 
sin  representación  a  los  diez  i  seis  diputados  que  habían 
entrado  a  formar  la  Convención,  i  por  otra  parte  habria 
restablecido  el  orden  constitucional,  a  riesgo  de  que  la 
reforma  no  se  verificase  de  la  manera  extraconstitucio- 
nal  que  la  lei  de  831  habia  adoptado.  Entonces  fué 
necesaria  otra  anomalía:  la  Gran  Convención  comunicó 
al  Ejecutivo  que  habia  derogado  los  artículos  7,  25, 26, 27, 
28,  29,  30, 131  en  que  la  Constitución  fijaba  las  épocas 
i  formalidades  de  las  elecciones  de  los  miembros  de  ara- 
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bas  Cámaras;  el  Ejecutivo  lo  anunció  al  Congreso,  reca- 
vando las  ¡nedidas  oportunas,  i  éste  dictó  una  lei  mandan- 
do suspender  las  próximas  elecciones,  i  que  continuasen 
en  sus  cargos  ios  senadores,  diputados,  miembros  de  las 
asambleas  provinciales  i  délas  municipalidades  indefini- 
damente, i  prometiendo  reconsiderar  el  negocio,  si  a  la 
primera  reunión  ordinaria  del  Congreso  no  estuviese  to- 
davía promulgada  la  nueva  Constitución.  (1) 

Entre  tanto,  la  Convención  habia  acordado  hacer  una 
reforma  completa  del  Código  fundamental,  i  al  efecto  se 
le  habían  presentado  por  una  comisión  de  su  seno,  tres 
proyectos  distintos  de  Constitución.  Uno  de  ellos,  el  que 
revelaba  mas  netamente  el  espíritu  de  la  nueva  política, 
componia  la  representación  nacional  del  Presidente 
de  la  República,  de  un  Senado  i  de  una  Cámara  de  Dipu- 
tados; daba  al  Presidente  la  facul&d  de  disolver  esta 
Cámara,  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  i  organiza- 
ba el  Senado  con  senadores  perpetuos,  que  lo  eran  de 
derecho  el  majistrado  que  ejerce  la  superintendencia  de 
justicia,  los  ex-presidentes  de  la  República,  los  arzobispos 
i  obispos,  los  dos  Consejeros  de  Estado  mas  antiguos  i  el 
superintendente  jeneral  de  instrucción  pública,  icón  ca- 
torce senadores  elejidos  cada  quince  años  i  elejibles  in- 
definidamente. Para  la  elección  de  Presidente  de  la 
República  i  de  los  senadores  elejibles  fijaba  un  mecanis- 
mo singular,  que  consistía  en  propuestas  hechas  pol- 
la elección  de  los  pueblos  i  del  Senado,  sobre  las  cua- 
les debia  hacerse  la  elección  definitiva.  Para  la  adminis- 
tración provincial  establecía  asambleas  de  Diputados 
i  Municipalidades.  Finalmente  en  este  proyecto  aparecia 

(i)  Oficios  i  lei  de  diciembre  de  1833,  Bol.,  lib.  S.«,  níim.  i8> 
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por  primera  vez  la  novedad  del  estado  de  sitio  i  de  sus 
peregrinas  consecuencias. 

Con  todo  la  Convención  no  se  atrevió  a  ir  tan  lejos,  i 
desechando  los  puntos  capitales  del  proyecto  adoptó  su 
espíritu  i  los  detalles  que  mejor  lo  traducían.  Tal  vez  por 
esto  se  ha  glorificado  después  con  el  título  de  autor  de 
la  Constitución  al  que  lo  fué  de  aquel  monstruoso  em- 
brión. 

Elaborado  el  nuevo  código  por  la  concurrencia  de  los 
intereses  homojéneos  i  de  las  ideas  converjentes  que 
representaban  los  miembros  de  la  Convención,  apareció 
en  la  forma  que  hoi  le  conocemos. 


IV. 


La  Constitución  reformada  fué  aceptada  por  el  Con- 
greso, sin  discusión  tal  como  la  habia  concebido  la  Con- 
vención, i  jurada  por  él  i  las  demás  autoridades  sucesi- 
vamente en  los  dias  25,  26  i  27  de  mayo  de  1833.  El 
Presidente  de  la  República  la  promulgó  con  esta  alocución 
a  los  pueblos: 

«Conciudadanos:  acaba  de  ser  jurada  por  todos  los 
«majistrados  la  Constitución  reformada  por  la  Gran 
«Convención;  i  al  ejecutar  el  cargo  de  promulgarla  debo 
«preveniros,  que  seré  el  mas  severo  observador  de  sus 
«disposiciones,  i  el  mas  cuidadoso  centinela  de  su  cum- 
plimiento. No  me  corresponde  hacer  el  análisis  de  la 
«reforma:  mi  obligación  es  guardarla  i  hacerla  guardar; 
«mas  como  encargado  de  vijilar  sobre  la  conducta  de 
«vuestros  funcionarios  i  daros  cuenta  de  ella,  me  es  sa- 
«tisfactorio  recomendar  a  vuestra  gratitud  la  constancia 
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)>i  empeño  con  que  los  ciudadanos  elejidos  por  la  leí  para 
»correjir  nuestro  código  político,  han  procurado  desem-, 
» penar  esta  interesante  empresa.  No  han  tenido  pre- 
» senté  mas  que  vuestros  intereses;  i  por  esto  su  único 
»  objeto  ha  sido  dar  a  la  administración  reglas  adecuadas 
»a  vuestras  circunstancias.  Despreciando  teorias  tan 
»alucinadoras  como  impracticables,  solo  han  fijado  su 
»  atención  en  los  medios  de  asegurar  para  siempre  el  ór- 
»den  i  tranquilidad  pública  contra  los  riesgos  de  los 
» vaivenes  de  partidos  a  que  han  estado  expuestos.  La 
» reforma  no  es  mas  que  el  modo  de  poner  fin  a  las  re- 
evoluciones  i  disturbios  a  que  daba  oríjen  el  desarreglo 
» del  sistema  político  en  que  nos  colocó  el  triunfo  déla 
» independencia.  Este  es  el  medio  de  hacer  efectiva  la  li- 
bertad nacional,  que  jamas  podríamos  obtener  en  su 
» estado  verdadero,  mientras  no  estuviesen  deslindadas 
»con  exactitud  las  facultades  del  Gobierno,  i  se  hubiesen 
»  opuesto  diques  a  la  licencia. 

((Conciudadanos:  si  por  una  imprevisión  inculpable 
»no  se  encuentran  en  el  código  las  reglas  precisas  para 
» proveer  a  todos  los  casos  que  pueden  presentar  las 
»  continencias  i  vicisitudes  humanas,  vuestra  moral  i  la 
»  estricta  sumisión  del  Gobierno  al  espíritu  de  la  lei  cons- 
titucional, allanarán  todos  los  obstáculos  que  puedan 
» embarazar  su  observancia.  No  omitiré  j enero  alguno 
»de  sacrificios  para  hacerla  respetar,  porque  con  su 
» veneración  considero  que  se  destruirá  para  siempre 
»el  móvil  de  las  variaciones  que  hasta  ahora  os 
»han  mantenido  en  inquietudes.  Como  custodio  de 
» nuestros  derechos,  os  protesto  del  modo  mas  solemne, 
» que  cumpliré  las  disposiciones  del  código  que  se  acaba 
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»de  jurar  con  toda  relijiosidad,  i  que  las  haré  cumplir 
»  valiéndome  de  todos  los  medios  que  él  me  proporciona, 
»por  rigorosos  que  parezcan.» 

Asi  quedaba  complementado  el  triunfo  del  partido 
pelucon:  él  hizo  la  revolución  a  nombre  de  los  pueblos, 
de  la  libertad  i  de  la  Constitución  de  828  hollada  por 
sus  sostenedores;  después  de  su  triunfo,  estableció  en  el 
Estado  una  organización  insólita  i  extraordinaria,  apa- 
rentando respetar  aquel  código;  pero  una  vez  terminada 
su  reforma,  se  mostró  mas  franco  en  la  proclamación 
de  sus  principios,  i  llevó  su  franqueza  hasta  el  punto  de 
imponer,  que  no  de  aconsejar,  a  los  pueblos  el  cumpli- 
miento de  la  reforma,  conminándolos  por  medio  del 
Presidente  con  el  uso  de  todos  los  arbitrios  que  ella  al 
efecto  le  proporcionaba,  por  rigorosos  que  parecieran. 

La  alocución  del  Presidente  revelaba  sin  reservas  el 
verdadero  espíritu  de  la  reforma.  Esas  teorías  tan  alu- 
cinadoras  como  impracticables  que  esta  habia  despre- 
ciado eran  sin  duda  las  que  los  lejisladores  de  28  decían 
haber  consultado:  la  reforma  solo  fijaba  su  atención  en 
los  medios  de  asegurar  para  siempre  el  orden  i  tranqui- 
lidad pública  contra  los  riesgos  de  los  vaivenes  de  parti- 
dos a  que  antes  estaban  expuestos;  ella  no  era  mas  que 
el  modo  de  poner  fin  a  las  revoluciones  i  disturbios; 
era  el  medio  de  hacer  efectiva  la  libertad  nacional,  des- 
lindando con  exactitud  las  facultades  del  Gobierno  i 
oponiendo  diques  a  la  licencia.  Esas  seguridades  del 
orden,  ese  término  de  los  disturbios,  esa  efectividad  de 
la  libertad  nacional,  consistían  en  las  restricciones  o 
trabas  que  la  reforma  ponia,  en  obsequio  de  la  libertad 
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nacional,  a  la  libertad  individual,  i  a  la  organización  i 
facultades  délos  demás  poderes  i  de  la  administración 
de  las  comunidades  provinciales.  Contra  la  libertad  in- 
dividual se  dirijian  la  supresión  de  la  sumaria  que  la 
Constitución  anterior  exijia  para  decretar  la  prisión  de 
un  individuo,  la  vaguedad  indefinible  de  las  garantías 
que  se  establecían  en  favor  de  las  personas,  i  mas  que 
todo  el  uso  de  facultades  extraordinarias  i  la  nueva  in- 
vención de  las  declaraciones  de  estado  de  sitio  con  que 
se  armaba  el  Ejecutivo  para  suspender  i  anular  aun 
aquellas  vanas  formas  protectoras  de  los  derechos  del 
ciudadano  que  la  nueva  Constitución  establecía  con  es- 
tudiada ambigüedad.  Contra  los  demás  poderes  estaba 
la  centralización  en  manos  del  Ejecutivo  de  una  auto- 
ridad inmensa:  el  Senado  dejaba  de  ser  una  representa- 
ción de  los  grandes  intereses  provinciales  i  pasaba  a  ser 
el  resultado  de  un  mecanismo  electoral  calculado  para 
asegurar  la  influencia  del  Ejecutivo;  la  nación  dejaba 
de  tener  parte  en  la  constitución  del  poder  judicial,  que 
pasaba  a  ser  lina  emanación  del  Presidente;  las  asam- 
bleas provinciales  desaparecían,  i  en  su  lugar  quedaban 
las  municipalidades  sujetas  i  encadenadas  en  su  admi- 
nistración al  Ejecutivo;  las  facultades  de  este,  finalmen- 
te, se  ensanchaban  de  modo  que  pudiese  justificar  coií  el 
hecho  el  nuevo  título  de  Administrador  del  Estado  i  de 
Supremo  Jefe  de  la  nación  que  se  añadía  al  dePresidente 
de  la  República. 
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V. 


Esta  política  centralizadora  i  restrictiva  no  era  nueva 
en  nuestra  historia  constitucional;  mas  las  Constituciones 
de  818  i  de  822,  que  lahabian  ensayado,  no  la  organi- 
zaban de  una  manera  tan  perfecta  como  la  de  833.  Por 
eso  es  que  bajo  el  imperio  de  este  código  ha  podido  ella 
desarrollarse  en  la  práctica  con  tanta  latitud,  que  no 
se  ha  vacilado  en  infrinjir  ese  mismo  código,  ni  en  torcer 
su  espíritu,  siempre  que  se  ha  tratado  de  llevarla  hasta 
sus  últimos  resultados  en  las  leyes,  ordenanzas,  decre- 
tos i  actos  del  partido  que  la  ha  proseguido.  El  análisis 
de  estas  disposiciones  complementarias  que  hacemos 
con  relación  a  cada  artículo  de  la  Constitución  probará 
en  todo  rigor  esta  verdad,  i  demostrará  que  no  es  la 
lealtad  en  comprender  i  obedecer  la  Constitución  la  vir- 
tud sobresaliente  en  sus  admiradores. 

Empero  ¿esa  política  ha  conseguido  acaso  el  gran  ob- 
jeto que  se  propuso  su  código  de  asegurar  para  siempre 
el  orden  i  tranquilidad,  poniendo  fin  a  las  revoluciones 
i  disturbios  i  haciendo  efectiva  la  libertad  nacional?  La 
historia  vendrá  a  resolver  esa  cuestión.  Entre  tanto,  por 
lo  que  toca  a  nosotros,  contemporáneos  i  adversarios 
francos  de  esa  política,  pero  no  apasionados  por  intere- 
ses departido,  tenemos  que  responder  negativamente  a 
aquella  pregunta,  apoyando  nuestro  juicio  en  los  hechos. 
Allí  están,  en  la  época  de  la  preponderancia  de  esa  po- 
lítica, los  innumerables  motines  i  conspiraciones  sobre, 
que  se  han  levantado  procesos  judiciales,  las  sangrien- 
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tas  conspiraciones,  revoluciones  i  batallas  de  837,  de 
850  i  de  851;  i  por  fin  los  diez  años  un  mes  i  cuatro 
dias  que  han  durado  los  diversos  períodos  en  que  la  re- 
pública ha  estado  bajo  el  peso  ele  los  estados  de  sitios  i 
de  las  facultades  extraordinarias  contra  las  personas, 
para  demostrarnos  que  ni  las  revoluciones  i  distur- 
bios han  cesado,  ni  se  ha  asegurado  el  orden  en  los  tan 
decantados  largos  años  de  paz  que  se  atribuyen  a  la  Cons- 
titución, sino  que  antes  bien  ha  sido  necesario  gobernar 
sin  ella  i  sacrificar  la  libertad  nacional  para  perpetuar 
tan  errónea  política.  (1)  ¡Tan  cierto  es  que  la  política  res- 
trictiva o  absolutista  no  puede  conservar  el  orden,  por 
que  ella  en  sí  misma  es  un  desorden  i  subversión  sistema- 
da de  la  justicia,  única  base  posible  de  la  tranquilidad  i 
del  progreso  de  las  sociedades  humanas! 

¿Habrían  sido  mas  numerosos  esos  disturbios  i  mas 
terrible  la  anarquía,  sino  se  hubiesen  empleado  esa  po- 
lítica i  ese  réjimen  extraordinario  durante  esos  largos 
períodos  que  suman  ciento  veintiún  meses  i  cuatro  dias? 
Seguramente  que  no,  puesto  que  una  política  justa,  i 
por  consiguiente  liberal,  i  el  imperio  de  las  leyes  son  las 
mejores  áncoras  del  orden  i  las  mas  sólidas  garantías  de 
seguridad  i  de  tranquilidad.  La  historia,  i  no  solamente 
la  historia,  sino  también  la  razón  nos  convencen  de  que 
no  es  esta  una  simple  teoría,  sino  una  verdad  práctica. 
¿O  por  ventura  será  tan  desgraciada  la  humanidad,  que 
no  pueda  gobernarse  sino  por  la  falsia  i  el  despotismo? 

(1)  Véanse  en  los  boletines :  Oficios  de  30  de  setiembre  de  1830,  de  16 
de  febrero  i  29  de  octubre  de  1841,  i  de  31  de  agosto  de  1833.  Leyes  de  9 
de  noviembre  de  1836,  de  31  de  enero  de  1837,  de  14  de  setiembre  de  1831 
i  de  15  de  setiembre  de  1852,  i  decretos  de  10  de  febrero  de  1840,  de  8  de 
marzo  de  1846  i  de  7  de  noviembre  de  1850,  todos  los  cuales  son  relativos 
a  concesión  de  facultades  extraordinarias  i  declaraciones  de  sitio. 
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Cuando  estos  elementos  desorganizadores  aparecen  en 
un  Estado,  ya  sea  a  la  sombra  de  sus  propias  leyes,  ya 
sea  contrallándolas,  fermenta  con  ellos  la  discordia,  i 
por  mas  que  se  emplee  el  terror  para  aniquilar  los  espí- 
ritus activos  de  la  sociedad,  tarde  o  temprano  halla  su 
ruina  ese  falso  sistema  en  los  mismos  medios  que  emplea 
para  prolongar  su  imperio.  Testigos  de  esta  verdad  son 
todos  los  pueblos  hispano-americanos,  i  lo  son  principal- 
mente entre  nosotros  esa  Constitución  de  828,  que  mu- 
rio  sin  haber  vivido,  merced  a  la  política  falsa  i  arbi- 
traria que  quiso  apoyarse  en  ella,  i  esa  misma  Consti- 
tución de  833,  que  sin  embargo  de  sancionar  semejante 
política,  no  ha  vivido  sino  dos  terceras  partes  de  su 
edad,  para  ser  un  vano  simulacro  destinado  a  cohones- 
tar i  disimular  los  avances  de  la  política  que  ella  san- 
cionó con  un  propósito  que  ni  ella  ni  esa  política  han 
logrado  realizar. 


VI. 


Sabemos  que  el  orden,  es  decir,  esa  tranquilidad  fe- 
cundadora,  que  se  apoya  en  el  respeto  de  las  leyes  i  en 
la  seguridad  i  libertad  individual,  es  el  medio  más  eficaz 
i  poderoso  de  conseguir  el  progreso  de  las  naciones; 
pero  también  estamos  profundamente  convencidos  de 
que  ni  en  Europa  ni  en  América  ha  podido  jamas  conse- 
guirse tan  alto  bien  por  medio  de  esa  política  absolu- 
tista, que  según  la  moda  francesa  i  por  una  amarga 
ironia  se  llama  conservadora,  i  que  no  hace  mas  que 
conservar  la  falsia  en  el  gobierno  del  Estado  i  la  corrup- 
ción en  la  sociedad.   Ella  se  propone  el  orden  como  un 
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fin  social  i  sacrifica  a  este  fin  la  libertad  i  la  justicia,  el 
progreso  i  desarrollo  intelectual  i  material;  pero  el  orden 
no  es  para  esa  política  la  armonía  social,  sino  la  obe- 
diencia pasiva.  Los  mas  perspicaces  de  entre  sus  adep- 
tos han  pretendido  buscarle  apoyo  en  la  filosofía:  tam- 
bién el  despotismo  tiene  sus  filósofos.  Esa  política,  han 
dicho,  es  la  que  resiste  a  las  pasiones  sin  freno  que 
traen  el  abuso  de  las  libertades  públicas,  la  que  resiste 
el  espíritu  revolucionario  para  afianzar  el  principio  de 
autoridad,  i  que  establece  la  paz  no  solamente  en  la  so- 
ciedad, sino  antes  de  todo  en  las  conciencias,  levantando 
en  ellas  el  sentimiento  relijioso,  que  nos  recuerda  nues- 
tras obligaciones  a  fin  de  que  no  abusemos  de  nuestros 
derechos. 

Esta  definición,  que  es  bella  por  lo  que  tiene  de  injé- 
nua,  nos  revela  que  esa  política  no  tiene  otro  sistema 
que  el  de  la  resistencia:  como  si  ella  fuera  la  imajen  de 
Dios,  impecable,  exenta  de  pasiones,  incapaz  de  abusar, 
se  arroga  el  derecho  de  calificar  de  desenfrenadas  las 
pasiones  de  sus  adversarios  para  resistirlas,  de  fijar  el 
punto  en  que  principia  el  abuso  de  la  libertad,  para  re- 
sistirlo, de  apellidar  revolucionaria  cualquiera  mani- 
festación del  espíritu  humano  que  choca  a  sus  intereses* 
también  para  resistirla.  Su  misión  es  establecer  la  paz, 
mas  no  aquella  paz  cordial  i  fecundadora  que  se  apoya 
en  todos  los  intereses  sociales  i  en  los  principios  de  jus- 
ticia, sino  la  paz  taciturna  i  estéril  que  aparece  en  el 
semblante  cuando  el  corazón  está  lacerado  por  el  dolor. 

Esa  es  la  política  que  autorizó  las  matanzas  de  lá  an- 
tigua revolución  francesa  i  que  mantuvo  alzada  la  gui- 
llotina,   como  elemento  conservador  del   poder  de  los 
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reyes  restaurados  i  del  imperio  ;  la  que  hace  crucificar 
a  los  cristianos  en  China,  la  que  puebla  la  Siberia  de 
condenados  políticos*  la  que  últimamente  repleto  las 
cárceles  i  presidios  de  Ñapóles  hasta  el  estremo  de  pro- 
vocar el  asombro  i  la  reclamación  de  la  Gran  Bretaña * 
la  que  convirtió  el  degüello  i  la  proscripción  en  medios 
de  buen  gobierno  en  la  República  Arjentina,  la  que  alza 
en  fin  los  patíbulos  políticos  en  las  monarquías  europeas 
i  en  las  repúblicas  americanas.  Esa  es*  decimos,  la  polí- 
tica de  todos  los  sistemas,  de  todas  las  formas  de  go- 
bierno* de  todos  los  intereses  esclusivos  que  se  apoderan 
de  la  dirección  de  los  Estados.  Ella  no  tiene  principios: 
si  proclama  el  de  autoridad,  no  es  como  principio  de 
justicia  ni  como  un  derecho  emanado  déla  sociedad  i 
basado  en  los  intereses  de  esta,  sino  como  el  poder  de 
mandar,  sea  este  lejítimo  o  usurpador,  justo  o  estrafa- 
lario, bienhechor  o  asesino:  si  invoca  los  intereses  ma- 
teriales, no  es  porque  en  ellos  procure  hallar  el  desar- 
rollo de  todas  las  facultades  morales  e  intelectuales  de 
la  sociedad  para  conducirla  a  su  perfección  completa* 
sino  porque  en  esos  intereses  encuentra  un  elemento  de 
egoísmo  que  esplotar,  para  comprometer  a  la  riqueza  en 
la  conservación  del  poder  que  se  apoya  en  ella,  i  hacer 
causa  común  con  ella  contra  todo  lo  que  puede  revelar 
las  falsas  bases  de  ese  poder:  si,  por  fin,  se  constituye 
en  guardián  del  sentimiento  relijioso,  no  es  para  dar  a 
la  conciencia  el  conocimiento  verdadero  de  las  obliga- 
ciones i  derechos  del  hombre,  sino  para  pervertir  esa 
fuente  de  nuestra  actividad  con  la  inicua  convicción  ele 
que  la  relijion  nos  ordena  mirar  al  que  manda  como  a 
la  imájen  de  Dios  i  nos  prohibe  el  examen  de  sus  actos 
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i  de  Jos  antecedentes  i  móviles,  de  los  intereses  i  fines 
de  su  poder.  Semejante  política  es  una  monstruosidad 
que  no  merece  el  nombre  de  tal  política,  que  por  otra 
parte  no  se  le  lia  dado,  sino  para  disfrazar  allá  en  lo 
alto  del  Estado  lo  que  acá  abajo,  en  la  sociedad,  llama- 
mos perversidad,  pretendiendo  asi  que  lo  que  es  malo  i 
condenado  en  nuestras  relaciones  privadas,  pase  a  ser 
bueno  i  justificado  cuando  está  revestido  con  las  insig- 
nias del  poder.  No,  la  verdadera  política  supone  princi- 
pios, supone  ciencia  i  mas  que  todo  moralidad,  i  la 
llamada  política  conservadora  no  ha  mostrado  esas 
cualidades,  ni  aun  cuando  ha  sido  dirijidaporlos  tiranos 
mas  sabios  i  brillantes. 

Ved,  sino,  a  sus  prosélitos  cuando  están  fnera  del  po- 
der. Abrid  la  historia  de  todos  ios  pueblos,  i  ella  os 
atestiguará  que  no  tienen  principios  fijos,  pues  que  si 
no  son  dueños  del  gobierno,  ellos  atizan  las  pasiones 
que  antes  combatían,  abusan  'de  la  libertad  para  atacar 
los  abusos  de  la  autoridad  que  antes  miraban  como  san- 
tos, reaccionan  i  revolucionan  contra  la  autoridad,  por- 
que ya  no  ven  en  ella  aquel  principio  tutelar,  sino  una 
usurpación,  i  promueven  por  todos  medios  el  desorden, 
porque  solo  debe  haber  orden  bajo  su  dominación. 

La  política  conservadora  es,  pues,  esencialmente 
corruptora.  Como  su  único  sistema  es  la  resistencia  a 
todo  lo  que  tienda  a  despojarla  del  poder  i  a  revelar 
que  ella  no  tiene  otro  propósito  que  el  de  conservar  la 
autoridad  como  elemento  del  orden,  su  principal  esfuer- 
zo se  dirije  a  constituir  i  organizar  un  poder  fuerte,  cuya 
enerjía  para  resistir  i  atacar  sea  irresistible.  Mas,  esa 
fuerza  no   se  busca  en   la  representación  completa  de 
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todos  los  intereses  morales,  materiales  i  políticos  qiK* 
forman  la  sociedad,  sino  en  la  posesión  de  las  armas  i  do 
los  tesoros  del  Estado,  en  la  dispensación  dó  todas  las 
gracias  i  privilejios,  de  todos  los  empleos  i  favores  del 
Estado,  i  en  el  terror  que  inspira  la  inflexibilidacl  para 
enfrenar  las  pasiones  i  correjir  los  usos  i  los  abusos  de 
la  libertad  hasta  con  el  patíbulo,  si  las  demás  penas  no 
bastan  a  inspirar  ese  terror,  o  hasta  con  el  asesinato  i 
la  crueldad,  si  tampoco  el  cadalso  fuere  bastante.  La 
política  conservadora  recorre  todos  esos  grados  del 
terror,  según  las  circuntancias;  i  desde  que  sus  adver- 
sarios han  invocado  la  razón  para  combatirla,  ella  se  ha 
apresurado  a  buscar  el  apoyo  de  sus  medios  en  las  leyes, 
dictándose  las  que  considera  mas  adecuadas  a  sus  fines, 
para  hallar  en  los  textos  legales  la  justicia  que  necesita 
finjir,  o  en  una  interpretación  acomodaticia  de  ellos, 
cuando  el  caso  que  intenta  justificar  no  se  halla  previs- 
to. Las  leyes  no  son,  pues,  para  esa  política  una  bar- 
rera, sino  medios  de  conservación  tan  manejables  i  có- 
modos como  las  armas  i  el  tesoro,  comb  los  favores  i  el 
terror. 
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Desde  que  esto  sucede  en  un  Estado,  la  sociedad  se 
habitúa  a  respetar  el  principio  de  autoridad  en  las  manos 
que  lo  ejercen  i  no  en  las  leyes,  a  buscar  su  derecho  en 
esas  manos  i  no  en  las  instituciones,  a  esperar  su  pro- 
tección de  parte  del  hombre  i  no  de  la  justicia,  a  con- 
ciliarse  el  favor  de  la  voluntad  suprema  i  no  el  del 
derecho.  Este  falso  sistema  lo  pervierte  todo,  desde  las 
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fuentes  de  la  justicia  hasta  los  resultados  mas  remotos 
de  nuestras  acciones.  El  gobierno  no  es  entonces  el 
tipo  de  la  justicia  niel  punto  de  apoyo  para  el  progreso 
social  |  sino  un  centro  de  corrupción  alrededor  del  cual 
se  forma  una  multitud  de  intereses  antisociales,  i  a  cu- 
yo abrigo  pulula  una  muchedumbre  de  hombres  que 
especulan  con  el  error  i  que  sacan  sus  ganancias  del 
favor  que  se  les  dispensa:  el  poder  se  convierte  en  un 
elemento  de  logro  i  granjeria,  i  deja  de  ser  el  custodio 
de  nuestros  derechos.  Por  eso  es  que  la  política  con- 
servadora, cualquiera  que  sea  la  forma  del  gobierno  que 
la  adopta,  encuentra  siempre  su  mas  fuerte  apoyo  en  el 
egoísmo  de  la  sociedad,  que,  estimulado  por  el  favor  o 
amedrentado  por  el  terror,  la  ayuda  a  resistir  la  luz  de 
la  justicia  i  a  sofocar  todos  los  respiros  de  la  libertad. 
Su  influencia  corruptura  penetra  mas  allá  todavía,  pues 
va  hasta  buscar  en  la  conciencia  la  justificación  de  su 
falsía,  invocando  la  relijion  i  la  ciencia  para  producir 
la  convicción.  ¡Desgraciadamente  también  hai  falsa  re- 
lijion i  falsa  ciencia  que  le  prestan  sus  servicios! 

¿Necesitaremos  señalar  en  nuestra  sociedad  los  resul- 
tados de  esa  acción  corruptora,  o  podremos  ahorrarnos 
el  dolor  de  semejante  tarea?  Los  comentarios  de  la 
Constitución  que  van  a  leerse  mostrarán  que  no  le  ha 
bastado  a  esa  política  el  hallarse  sancionada  en  aquel 
código,  sino  que  se  ha  avanzado  también  a  buscar  en  su 
trasgresion  i  aun  en  la  de  las  leyes  con  que  ha  procura- 
do desarrollar  su  espíritu  los  medios  de  justificación  que 
ese  código  o  estas  leyes  le  negaban.  La  falacia  i  el  so- 
fisma no  han  tardado  en  aparecer  disfrazados  con  las 
formas  de  la  jurisprudencia  para  interpreta]    las   leyes 
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existentes  o  formar  otras  que  diesen  a  la  política  el 
prestijio  de  la  legalidad;  i  la  fuerza  i  el  terror  santifi- 
cados con  el  título  de  enerjía  han  hecho  también  sus 
estragos  entre  nosotros  como  donde  quiera  que  aquella 
falsa  política  impera.     . 

Pero  no  cometeremos  la  injusticia  de  acusar  a  la 
Constitución  fundadora  de  aquella  política  del  crimen 
de  haber  enjendrado  en  nuestra  sociedad  aquella  funes- 
ta corrupción.  No,  esa  había  sido  la  obra  del  réjímen 
colonial:  la  Constitución  no  ha  hecho  mas  que  conser- 
varla i  fortificarla-^-la  acción  de  la  política  conservadora 
entre  nosotros  no  ha  sido  otra  que  la  de  rehabilitar  la 
colonia,  perpetuar  su  espíritu,  conteniendo  la  rejenera- 
€Íon  social,  paralizando  la  revolución  de  810  en  el  pun- 
to en  que  habia  principiado  la  reacción  del  espíritu  nuevo 
adoptado  por  la  Constitución  de  828. —Su  tarea  está  con- 
sumada, pero  solo  hasta  cierto  punto,  porque  tanto  en 
el  Estado  como  en  la  sociedad,  esa  política  ha  tenido 
que  respetar  ajgunas  conquistas  de  la  revolución,  tales 
como  la  forma  de  gobierno,  el  libre  cultivo  de  la  inteli— 
jencia  i  la  libertad  industrial,  que  tarde  o  temprano 
completarán  nuestra  rejeneracion,  dando  al  gobierno  la 
justicia  i  la  verdad,  i  al  pueblo  el  hábito  de  buscar  su 
derecho  i  la  satisfacción  de  sus  necesidades  en  las  ins- 
tituciones i  en  la  aplicación  libre  de  sus  facultades  al 
trabajo. 

Lo  que  hai  es  que  esa  política  que  tan  bien  se  amol- 
daba al  réjimen  de  la  colonia,  se  adapta  del  mismo  mo- 
do al  réjimen  de  la  república,  a  pesar  de  las  diferencias 
de  las  épocas  i  de  los  progresos  que  esta  tiene  que  res- 
petar o  impulsar.  Su  acción  es  la  misma  en  uno  i  otro 
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caso,  bien  que  antes  de  la  Constitución  existían  ya  los 
jérmenes  corruptores,  i  a  pesar  de  que  bajo  el  imperio 
de  esta  se  haya  operado  el  desarrollo  natural  de  nuestra 
riqueza,  de  nuestra  educación  social,  i  de  nuestras  re- 
laciones todas. 
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¿Mas  será  justo  ni  conveniente  que  ese  desarrollo  de 
nuestros  elementos  de  progreso  no  sea  completo?  ¿Que 
las  instituciones  i  la  autoridad  no  estén  fundadas  en  la 
verdad  i  la  justicia;  que  preponderen  sobre  ellas  la  vo- 
luntad del  hombre,  que  ellas  sirvan  de  medios  o  ins- 
trumentos a  ciertos  intereses  esclusivos  i  no  de  norma 
reguladora  del  derecho  de  todos,  que  sirvan  de  apoyo 
al  egoísmo  i  de  centro  a  una  clase  numerosa  que  medra 
con  su  favor,  i  no  de  amparo  a  todos  los  intereses  sociales 
i  a  todas  las  ideas  fundamentales  de  la  actividad  social? 
Será  justo  ni  conveniente  mantener  ese  sistema  de  resis- 
tencia, que  lleva  en  sí  mismo  el  fómes  de  la  discordia  i 
de  la  lucha,  i  por  consiguiente  del  desorden;  que  per- 
vierte las  fuentes  de  la  moralidad,  sancionando  como 
bueno  en  política,  lo  que  es  malo  según  el  derecho  pri- 
vado; i  que  a  trueque  de  asegurarse  la  obediencia,  pros- 
tituye la  influencia  bienhechora  de  la  relijion,  autoriza 
la  deslealtad,  el  disimulo  i  la  hipocresía,  i  da  rienda 
suelta  a  la  intolerancia,  al  egoísmo  i  al  orgullo,  como 
para  hallar  en  tan  innobles  pasiones  un  apoyo  contra 
toda  idea  nueva  que  tienda  a  revelar  la  falsía  i  la  defor- 
midad de  un  orden  semejante?  Los  hombres  de  corazón,, 
i  aun  I  As  que  aceptan  esa  política,   responderán  que  no, 
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si  advierten  que  no  está  en  ella  el  interés  de  la  patria,  i 
que  este  pueblo  noble  i  jeneroso  de  que  todos  formamos 
parte  es  mui  digno  de  ser  rejido  por  un  sistema  mas 
amplio  de  verdad  i  de  justicia  que  lo  encamine  a 
su  fin. 

Si  esa  política  de  sacrificios  que  la  Constitución  san- 
ciona ha  tenido  su  misión,  esta  no  ha  podido  ser  otra  que 
la  de  dar  a  la  autoridad  una  organización  capaz  de  re- 
sistir al  desarreglo  del  sistema  político  en  que  nos  colocó 
el  triunfo  de  la  independencia,  como  decia  el  Presidente 
al  promulgar  aquel  código.  Semejante  misión  está  cum- 
plida, desde  que  los  hábitos  de  organización  están  ya 
adquiridos,  desde  que  la  marcha  de  la  república  está 
encarrilada  en  la  necesidad  del  orden.  Fuerza  es,  pues, 
que  no  pervirtamos  ese  beneficio  ni  lo  espongamos  a 
los  peligros  desorganizadores  que  el  sistema  adoptado 
lleva  en  su  seno:  fuerza  es  que  principiemos  ya  a  buscar 
su  apoyo  en  otras  bases  mas  sólidas  por  su  conformidad 
al  interés  jeneral.  He  aquí  el  único  medio  de  convertir 
en  provechosos  los  resultados  de  la  Constitución  de  833, 
que  mucho  tiempo  hace  han  empezado  a  ser  maléficos. 
He  aquí  el  único  arbitrio  para  asegurar  la  tranquilidad 
interior,  para  lograr  que  sea  perpetuo,  completo  i  pron- 
to el  desarrollo  de  la  riqueza  jeneral  i  de  las  empresas 
industriales,  para  hacer  que  sirvan  solo  a  su  fin  las 
facilidades  de  comunicación,  para  alcanzar  que  la  edu- 
cación se  difunda  doblemente  en  la  cuarta  parte  del 
tiempo  que  hemos  gastado  en  colocarla  donde  se  halla, 
para  que  se  organice  i  arregle  definitiva  i  no  gradualmen- 
te el  servicio  de  la  administración  pública,  destinándolo 
solo  a  su  objeto  i  no  distrayéndolo  para  fines  políticos 


XXX 


en  la  mayor  parte  del  tiempo  i  casi  en  todos  los  casos 
que  ocurren  a  la  aplicación  de  su  poder.  He  aquí  por  fin 
el  único  camino  que  nos  conduce  a  encontrar  una  base 
inalterable  para  la  estabilidad  de  nuestras  instituciones 
fundamentales. 


LA' 


CONSTITUCIÓN  POLÍTICA 

BE  LA 

REPÚBLICA  DE  CHILE, 

CtlIEITAl  A . 


«EL'  PRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA 

«Por  cuanto  la  Gran  Convención  ha  sancionado  i  de- 
cretado la  siguiente  reforma  de  la  Constitución  política 
de  Chile,  promulgada  en  1828,  que  ha  jurado  el  Con- 
greso Nacional ,  en  los  términos  siguientes : 

((En  el  Nombre  de  Dios  Todopoderoso,  Creador, 
Supremo  tejislador  del  Universo  = 

«La  Gran  Convención  de  Chile  llamada,  por  lei  de  1.° 
de  octubre  de  1837,  a  reformar  o  adicionar  la  Consti- 
tución política  de  la  Nación ,  promulgada  en  8  de  agos- 
to de  1828,  después  de  haber  examinado  este  código, 
i  adoptado  de  sus  instituciones,  las  que  ha  creido 
Last.— c.  P.  9 
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convenientes  para  la  prosperidad  i  buena  administración 

del  Estado,  modificando  i  suprimiendo  otras  ,  i  añadien- 
do las  que  lia  juzgado  asi  mismo  oportunas  para  promo- 
ver tan  importante  íin ,  decreta :  que  quedando  sin  efecto 
todas  las  disposiciones  allí  contenidas,  solo  la  si- 
guiente es 
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LA  CONSTITUCIÓN  POLÍTICA 


CAPITULO  i. 


BEL     TERRITORIO. 


«El  territorio  de  Chile  se  estíende  desde  el  desierto  de 
Átacama  hasta  el  Cabo  de  Hornos  i  desde  las  cordilleras 
de  los  Andes  hasta  el  mar  Pacífico,  comprendiendo -el 
archipiélago  de  Chiloé,  todas  las  islas  adyacentes  i  las 
de  Juan  Fernandez»» 


Este  artículo,  tal  como  aparece  en  la  Constitución  YÍjente,  lo 
habían  consignado  ya  las  constituciones  políticas  de' Chile,  pro- 
mulgadas en  1822,  en  ^823  i  en  1828.  El  Reglamento  Orgánico, 
acordado  por  los  plenipotenciarios  de  la  República  en -30  de 

marzo  de  1823,  al  lijarlos  departamentos  en  que  debía  dividir- 
se Chile,  se  limitó  a  señalar  el  límite  del  norte  en  el  desierto 
de  Atacama,  dejando  indeterminado  el  del  sur. 

Esta  resolución  no  hace  mas  que  confirmar  los  límites  que 
■la  cédula  de  erección   del  obispado  de  Santiago  había  señalado 
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a  Chile  por  el  norte,,  lijándolos  en  el  desierto  de  Atacama,  i 
los  que  la  lei  !?,  tít.  44,  lib.  2.°  de  indias  le  había  dado  por  el 
sur,  estendiendo  la  jurisdicción  de  la  Audiencia  a  lo  que  se  re- 
dujiere,  poblare  i  pacificare  dentro  i  fuera  del  Estrecho  de  Ma- 
gallanes. 

Chile  ha  estendido  siempre  su  imperio  i  jurisdicción  en  el 
norte  hasta  el  territorio  del  Paposo  i  bahía  de  Nuestra  Señora; 
pero  en  la  parte  continental  del  sur  solo  dominaba  la  provin- 
cia de  Valdivia,  hasta  1843,  en  cuyo  año  tomó  posesión  solem- 
ne del  Estrecho  de  Magallanes,  estableciendo  una  colonia  i 
un  fuerte  en  el  puerto  de  San  Felipe  i  extendiendo  asi  su  ocu- 
pación real  mas  allá  de  los  límites  de  aquella  provincia. 

Antes  de  este  acontecimiento,  podría  haberse  dicho  que  el 
artículo  primero  de  la  Constitución  era  ilusorio,  i  que  el  terri- 
torio de  Chile  no  se  estendiaal  sur  de  la  provincia  de  Valdivia, 
ni  aun  a  las  tierras  que  en  ella  ocupan  los  Araucanos,  porque 
el  Derecho  de  lentes  no  reconoce  la  soberanía  de  una  nación 
sobre  los  países  vacíos,  sino  cuando  los  usa  actualmente  i  los 
ocupa  de  hecho  por  medio  de  los  establecimientos  que  en  ellos 
haya  formado. 

Aunque  bastaría  para  desvanecer  este  argumento  la  sencilla 
reflexión  deque  un  Estado  tiene  derecho  de  dominar  toda  aque- 
lla parte  de  territorio,  cuya  ocupación  le  aprovecha  i  es  nece- 
saria a  su  seguridad,  siempre  que  no  perjudique  o  menoscabe 
los  derechos  reconocidos  de  otra  potencia,  tenemos,  a  mayor 
abundamiento,  en  apoyo  del  artículo  constitucional  la  doctrina 
del  Derecho  de  lentes,  que  las  naciones  europeas  i  americanas 
han  reconocido  i  sancionado  por  su  práctica  en  América 

Según  esta  doctrina,  las  potencias  que  han  ocupado  el  con- 
tinente americano  tienen  el 'dominio  eminente  délos  territorios 
adyacentes,  i  aunque  estén  ocupados  por  las  tribus  indíjenas, 
ejerqen  sobre  ellos  una  especie  de  supremacía,  en  virtud  de  la 
cual  definen  las  controversias  que  se  suscitan  con  los  indíjenas 
sobre  derechos  territoriales,  dan  o  venden  el  suelo,  aunque  se 
halle  en  poderde  aquellas  tribus,  i  no  reconocen  las  enajena- 
ciones hechas  por  éstos  sino  como  las  que  hiciera  un  particular, 
las  cuales  no  menoscaban  ni  alteran  en  lo  menor  el  dominio 
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eminente.  Tan  espresamente  está  reconocido  en  la  práctica  es- 
te dominio  directo  que  ejercen  las  naciones  a  título  de  primer 
ocupante  en  el  territorio  adyacente  a  aquel  en  que  han  sentado 
su  imperio,  que  los  gobiernos  americanos  i  europeos  se  lo  han 
trasmitido  recíprocamente  por  tratados  solemnes,  que  se  han 
respetado  siempre  como  lejítimos  i  eficaces.  La  Gran  Bretaña, 
la  Francia,  los  Estados-Unidos  i  la  España  se  han  hecho  variasf 
trasmisiones  de  esta  especie  en  diversas  épocas. 

Por  consiguiente,  aunque"  Chile  no  ocupara  de  hecho  el  ter- 
ritorio que  se  extiende  dentro  de  les  limites  señalados  por  este 
artículo  constitucional,  i  aun  cuando  no  hubiese  ejercido  nun- 
ca sobre  los  habitantes  de  este  territorio  ningún  acto  de  impe- 
rio o  de  jurisdicción,  su  dominio  eminente  no  podría  ser  desco- 
nocido, ni  podría  disputársele  su  posesión  civil  o  de  simple 
derecho  por  ninguna  otra  potencia,  sin  hacerle  una  ofensa  que 
dada  justo  motivo  para  la  guerra. 

El  Estado  de  Chile,  a  título  de  primer  ocupante  del  suelo 
que  ocupan  sus  autoridades,  ha  podido  en  este  artículo  de  su 
Constitución  declarar  comprendidas  en  su  territorio  todas  las 
tierras  adyacentes,  que  ningún  otro  Estado  podría  ocupar  sin 
menoscabar  sus  derechos  i  sin  perturbarle  en  el  goce  pleno  i 
seguro  de  su  independencia. 

Tal  vez  la  disposición  de  este  artículo  es  una  novedad  en  la 
historia  de  las  constituciones  políticas';  pero  ella  es  necesaria  i 
de  gran  utilidad  en  el  pacto  político  de  un  Estado  que  aparece 
por  primera  vez  a  la  faz  de  la  gran  sociedad  de  las  naciones, 
fijando  sus  derechos  i  estableciendo  formalmente  el  hecho  de 
su  independencia, 


CAPÍTULO  II. 

BE  LA  FORMA   DE    GOBIERNO. 

Aríscalo  jfc? 

«El  gobierno  de  Chile  es  popular  representativo.» 


Esta  denominación  que  se  dá  al  gobierno  del  Estado  no  es  pre- 
cisa, ni  está  comprendida  en  las  clasificaciones  de  la  ciencia. 

Gobierno  popular  representativo  puede  ser  el  de  una  monar- 
quía i  el  de  una  república  aristocrática  o  democrática,  sien 
ellas  se  reconoce  el  principio  de  la  soberanía  nacional  i  se  cons- 
tituye la  autoridad  por  medio  de  una  elección  popular. 

Para  conocer  nuestra  forma  de  gobierno  no  basta  este  artí- 
culo. Es  necesario  apelar  a  los  demás  en  que  se  determina  la 
constitución  de  las  varias  ramas  del  poder  público. 

Mas  preciso  habría  sido  establecer  que  el  gobierno  de  Chile 
es  una  República  democrática  representativa,  porque  los  ajenies 
de  todas  las  ramas  del  poder  político  son  elejidos  sin  mas  con- 
sideración que  la  de  su  capacidad  personal  i  .ejercen  sus  funcio- 
nes-por  tiempo — limitado. 

Artículo  H0° 

«La  República  de  Chile  es  una  é  indivisible.» 


Este  artículo ,  en  que  accidentalmente  se  da  al  gobierno  el 
título  de  República-,  establece  la  unidad  e  indivisibilidad  del  Es- 
tado de  una  manera  incontrovertible. 

No  puede  haber  en  Chile  mas  de  un  Estado:  por  consiguiente 
no  hai  federación;  el  gobierno  es  unitario.  El  poder  municipal  o 
local  debe  constituirse  de  manera  que  esté  en  relación  directa 
con  el  poder  jeneral  i  no  obre  con  la  independencia  que  obra- 
ría en  una  federación. 

No  puede  existir  tampoco  sino  una  sola  lejislacion  adminis- 
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liativa,  civil  i  penal  pura  todo  el  Estado;  de  manera  que  nin 
guna  provincia,  ninguna  parte  del  territorio  puede  ser  rejida 
por  autoridades  o  por  leyes  distintas  de  las  que  rijen  a  toda  la 
República.  Los  pueblos  indíjenas  o  las  colonias  que  se  estable- 
cieren pueden  gozar  de  exenciones  que  no  sean  contrarias  a 
esta  unidad,  pero  las  leyes  a  quesean  sometidas  no  pueden  ser- 
les dadas  por  una  autoridad  distinta  de  la  que  lejisla  para  todo 
el  Estado.  Por  consiguiente  es  contraria  a  este  artículo  de  la 
Gonsfcitucion  la  lei  de  <2  de  julio  de  1852  que  establece  la  pro- 
vincia de  Árauco ,  no  solo  porque  en  ella  se  autoriza  al  Presi- 
dente de  la  República,  aunque  temporalmente,  para  dictar  le- 
yes al  gobierno  de  las  fronteras  i  aun  para  arreglar  los  contra- 
tos i  relaciones  de  comercio  con  los  indíjenas,  sino  que,  lo  que 
es  mas,  se  establece  de  un  modo  permanente  que  los  territorios 
habitados  por  indíjenas  i  los  fronterizos  se  sujeten  a  las  auto- 
ridades i  al  réjimen  que  determine  el  Presidente.  De  este  modo 
-quedan  esos  territorios  formando  un  gobierno  excepcional,  que 
puede  tener  una  distinta  organización  política ,  quebrando  asi 
violentamente  la  unidad  que  la  Constitución  ha  querido  esta- 
blecer i  la  indivisibilidad  del  Estado.  ( 1 ) 

Chile  tiene,  pues,  una  sola  autoridad  que  lo  dirije  i  repre- 
senta, una  sola  personalidad  en  el  Derecho  de  lentes;  i  en  el 
territorio  que  su  Constitución  designa  no  puede  haber  otro 
Estado  independiente  o  soberano,  ni  otra  fracción  con  diferen- 
te réjimen  político  o  legal. 

Apílenlo  4L0' 

«La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  nación  que 
delega  su  ejercicio  en  las  autoridades  que  establece  esta 
Constitución.» 


lié  aquí  reconocido  formalmente  el  dogma  de  la  soberanía 
nacional,  es  decir,  el  poder  que  la  sociedad  tiene  de  consti- 
tuirse como  mejor  le  convenga,  para  realizar  su  fin  natural. 


(1)  Véase  la  lci  citada,  Bol,  I-ih.  20  ^  núm.  7«° 
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AI  reconocer  este  hecho,  la  Constitución  ha  definido  con 
claridad  el  espíritu  de  nuestras  instituciones  i  ha  esplicado 
nuestra  forma  de  gobierno  con  mas  precisión  que  lo  había 
hecho  en  el  artículo  2.° 

El  poder  político  del  Estado  de  Chile  no  es  el  patrimonio  de 
nadie,  ni  su  ejercicio  puede  tener  otro  objeto  que  la  aplicación 
del  derecho— del  principio  de  justicia- — a  la  perfección  i  desarro- 
llo de  las  facultades  i  de  las  relaciones  de  la  sociedad. 

Todo  lo  que  coíitraríe  este  objeto  es  injusto,  es  un  ataque  al 
principio  de  la  soberanía  nacional. 

La  soberanía  tiene  su  fundamento  en  la  justicia  i  solo  en  ella 
puede  encontrar  la  sanción  de  todos  sus  actos.  De  consiguiente 
las  autoridades  que,  en  virtud  de  la  Constitución,  ejercen  e-I 
poder  de  la  soberanía,  np  pueden  desviarse  de  este  principio? 
ni  pueden  tener  otras  atribuciones  que  las  que  sean  indispen- 
sables para  llenar  aquel  objeto  del  poder  político. 

Cuando  la  Constitución  no  tasa  las  atribuciones  de  una  auto- 
ridad, como  sucede,  por  ejemplo,  respecto  de  la  lejisíativa, 
esa  autoridad  tiene,  sin  embargo,  un  principio  que  le  sirve  de 
norma  i  de  límite  en  el  ejercicio  de  su  poder,  es  a  saber,  el 
principio  del  derecho  o  de  la  justicia:  todos  los  actos  de  esa 
autoridad  que  sean  contrarios  a  aquello  que  es  una  condición 
de  la  existencia  i  del  desarrollo  de  la  sociedad,  son  actos  con- 
trarios al  derecho,  son  injustos,  i  no  pueden  considerarse  como 
emanaciones  de  la  soberanía  nacional,  puesto  que  la  nación  no 
puede  obrar  fuera  de  los  límites  de  la  justicia. 

Al  reconocer  nuestra  Constitución  la  soberanía  nacional,  es 
decir,  el  poder  social,  i  al  organizar  las  autoridades  que  lo  han 
de  ejercer,  no  ha  podido  apartarse  del  fundamento  de  ese 
poder,  que  es  la  justicia.  Por  consiguiente  no  ha  podido  conce- 
der a  la  nación  ni  al  Estado  la  facultad  de  obrar  fuera  del  lí- 
mite puesto  por  la  naturaleza  a  la  libertad  humana. 

Ha  habido  en  algunos  Estados  americanos  constituciones  que 
han  proclamado  la  soberanía  del  pueblo ,  consignando  asi  un 
error  que  ha  sido  harto  funesto  al  progreso  social,  i  que  ha 
dado  a  los  escritores  absolutistas  muchos  argumentos  contra 
la  indisputable  doctrina  de  la  soberanía  nacional. 
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Entendiéndose  por  soberanía  del  pueblo  la  supremacía  de  la 
voluntad  jeneral,  según  las  erróneas  doctrinas  de  algunos  filó- 
sofos republicanos ,  i  aplicándose  vulgarmente  la  palabra  pue- 
blo para  significar  toda  aquella  parte  de  la  sociedad  que  no  es- 
tá en  el  gobierno  d  que  no  se  comprende  en  las  clases  eleva- 
das de  la  sociedad ,  se  ha  pretendido  establecer  que  la  sobera- 
nía es  el  predominio  de  la  voluntad  de  las  masas ,  del  popula- 
cho ,  que  precisamente  es  en  la  América  española  el  que  care- 
ce de  voluntad  propia  ,  i  que,  por  el  lamentable  atraso  en  que 
se  encuentra,  puede  servir  mejor  a  las  miras  siniestras  ele  los 
demagogos.  Con  esta  lójica  se  lian  justificado  los  motines  i  aun 
se  ha  prestado  muchas  reces- tin  poderoso  apoyo  al  despotismo. 

Semejante  doctrina,  que  considera  a  la  sociedad  dividida  en 
dos  fracciones  diferentes,  adjudicando  a  una  de  ellas  el  dere- 
cho de  dominar  con  su  mayor  número  de  voluntades  a  la  otra, 
a  quien  nada  concede ,  es  no  solamente  errónea  sino  pernicio- 
sa a  los  intereses  sociales.  Si  lo  que  con  tanta  impropiedad  se 
ha  llamado  pueblo ,  se  compusiera  de  hombres  que  tuviesen  la 
capacidad  necesaria  para  comprender  los  fines  de  la  sociedad 
i  la  voluntad  de  resolver  acertadamente  las  cuestiones  sociales, 
habría  motivo  para  atribuirle  el  ejercicio  de  la  soberanía;  pero 
nunca  seria  justo  atribuírselo  eselusivamente,  dejando  sin  par-* 
ticipacion  en  ese  derecho  a  toda  aquella  parte  de  la  sociedad 
que  en  el  lenguaje  de  la  demagojia  no  se  llama  pueblo.  La  ver- 
dadera doctrina  déla  soberanía  nacional  no  cuenta  las  volunta- 
des sino  que  las  pesa;  no  llama  al  gobierno  solo  la  voluntad, 
sino  la  intelijencia,  la  capacidad  de  las  cuestiones  sociales;  no 
escluye  a  nadie  de  su  participación,  sino  que  deja  a  todos  los 
hombres  en  la  libertad  de  elevarse  a  su  ejercicio. 

Nuestra  Constitución  ha  evitado  todos  estos  errores  estable- 
ciendo la  soberanía  de  la  nación  íntegramente ,  i  para  mostrar 
que  nuestro  gobierno  es  representativo  lia  declarado  que  esa 
soberanía  no  es  ejercida  por  la  nación  misma,  sino  por  las 
autoridades  en  quienes  se  delega. 

De  este  modo  queda  condenada  la  falsa  doctrina  de  la  demo- 
cracia absoluta,,  cuya  forma  jamas  ha  existido,  ni  es  posible  en 
el   estado   actual   de   nuestras  sociedades;   i  queda   también 
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sancionado  el  principio  de  que  los  ciudadanos  que  ejercen  el 
derecho  de  sufrajio,  según  ia Constitución,  constituyen,  en  el 
acto  de  ejercerlo,  una  verdadera  autoridad,  que  por  una  dele- 
gación legal  representa  todos  los  intereses  sociales ,  inclusos 
los  de  aquella  parte  de  la  sociedad  que  no  tiene  el  uso  de  tal 
derecho. 

De  consiguiente,  todo  acto  dirijido  a  coartar  o  perturbar  el 
libre  ejercicio  del  derecho  de  sufrajio,  es  un  atentado  contra 
una  autoridad  establecida  por  la  Constitución,  que  ejerce  una 
parte  de  la  soberania  nacional,  un  poder  tan  lejítimo  como  el 
que  representan  los  depositarios  de  los  poderes  lejislativo, 
ejecutivo  i  judicial* 

Según  lo  espuesto,  es  fácil  concebir  que  el  Código  funda- 
mental de  Chile  está  conforme  en  esta  parte  a  la  teoría  del 
Derecho  Público  Constitucional ,  porque  reconoce  la  soberania 
nacional,  atribuyendo  su  ejercicio,  según  la  ostensión  i  natura- 
leza de  los  intereses,  a  un  poder  nacional,  que  subdivide, 
como  vamos  a  verlo,  según  la  manera  como  se  aplica,  en 
electoral,  lejislativo ,  ejecutivo ,  judicial  i  conservador ;  i  a  un  po- 
der municipal  a  quien  comete  el  cuidado  i  administración  de  los 
intereses  locales. 

«  El  conjunto  de  estas  ramas  del  poder  político  forma  la  jerar- 
quía de  las  autoridades  establecidas  por  la  Constitución,  a  las 
cuales  la  nación  delega  el  ejercicio  de  su  soberanía. 

Estas  autoridades,  tomadas  cada  una  de  ellas  colectivamen- 
te, en  razón  de  la  especialidad  i  homojeneidad  de  las  atribu- 
ciones ,que  la  Constitución  les  señala,  forman  otros  tantos 
poderes  públicos,  porque  cada  una  de  ellas  está  investida  de 
los  medios  de  fuerza  que  son  indispensables,  o.  mas  propia- 
mente, de  las  facultades  que  necesita  para  ejercer  su  acción. 
Decir  que  la  autoridad  lejislativa,  por  ejemplo,  es  un  poder, 
i  que  no  lo  son  la  autoridad  municipal  o  la  electoral ,  seria 
desconocer  el  valor  de  las  palabras  i  el  espíritu  de  nuestra 
Constitución. 

Las  constituciones  políticas  anteriores  a  la  vijente,  no  eran, 
sobre  esta  materia,  tan  esplicitas  i  tan  lójicas.  La  de  184-8  es- 
tableció que  pertenecía  «a  la  nación  chilena,  reunida  en  socie- 
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dad,  por  un  derecho  natural  e  inamisible,  la  soberanía  o 
facultad  para  instalar  su  gobierno  i  dictar  las  leyes  que  la  han 
de  rejir;  debiendo  hacer  esto  por  medio  de  sus  diputados  reu- 
nidos en  Congreso»  (1).  La  de  ^823  declara  que  «la  soberanía 
reside  esencialmente  en  la  nación,  i  el  ejercicio  de  ella  en  sus 
representantes.»  (2)  La  de  4828  estatuye ,  en  su  artículo  primero, 
que  en  la  nación  chilena  «reside  esencialmente  la  soberanía, 
i  el  ejercicio  de  ésta  en  los  poderes  supremos,  con  arreglo  a  las 
leyes.»  Mas  exacta  había  sido  la  Carta  de  1822,  porque  se 
limitó  a  reconocer  la  soberanía,  diciendo  que  su  ejercicio  se 
«delega  conforme  a  la  Constitución.» 

Todos,  estos  códigos  reconocen  el  dogma  de  la  soberanía;  pe- 
ro los  dos  primeros  establecen  la  soberanía  actual  en  los  re- 
presentantes del  pueblo,  sin  conocer  que  las  demás  ramas  del 
poder  político  no  existen  sino  en  virtud  de  la  soberanía,  ni 
ejercen  otra  autoridad  que  tenga  un  oríjen  distinto  de  la  autori- 
dad lejislativa;  i  el  tercero  solo  considera  como  poderes  de  la 
soberanía  a  los  supremos,  sin  recordar  que  los  que  vulgarmen- 
te no  tienen  este  atributo,  tales  como  el  judicial  i  el  municipal," 
son  también  órganos  verdaderos  de  la  soberanía  nacional.. 

Si  estas  constituciones  desconocen  los  principios  del  Derecho 
Público  que  sanciona  la  vijente  en  su  artículo  4.°,  no  fué,  sin 
duda,  porque  pretendiesen  establecer  que  en  la  República  no 
había  mas  poder  que  el  legislativo,  sino  por  un  error  nacido 
del  atraso  en  que  a  la  sazón  se  hallaba  la  ciencia  política.  No 
es  estraño  que  en  aquellas  épocas  apareciese  la  autoridad  lejis- 
lativa como  el  único  poder  soberano,,  porque,  tratándose  de 
constituir  un  Estado,  era  natural  que  desapareciesen  los  po- 
deres administrativos  i  los  que  no  tenían  una  incumbencia 
suprema,  en  presencia  del  'esplendor  de  la  potestad  encargada 
de  organizar,  de  constituir  i  de  establecer  los  principios  regula- 
dores de  las  relaciones  públicas  i  privadas. 


(1)  Tít.  3.°,  cap.  i.0,  art.  único. 

(2)  Tít.  I.»,  art.  3.<> 
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CAPÍTULO  III. 


DE    LA    RELIJION. 


«La  relijion  de  la  República  de  Chile  es  la  Católica, 
Apostólica,  Romana,  con  esclusion  del  ejercicio  público 
de  cualquiera  otra.» 


Este  articulo  reconoce  un  hecho,  tal  como  lo  hicieron  las 
constituciones  anteriores,  exceptóla  de  4842  que  declaró  que 
la  Relijion  Católica,  Apostólica  era  la  de  CJhile,  lo  cual  era  una 
falsedad,  a  no  ser  que  ese  Código  se  hubiese  propuesto  impo- 
ner al  Estado  una  relijion  que  no  reconociese  al  Papa  como  cabe- 
za de  la  Iglesia,  en.  cuyo  casóla  disposición,  tal  como  apareció, 
habría  sido  vaga. 

Pero  el  artículo  que  examinamos  no  solo  reconoce  un  hecho, 
sino  que  ademas  contiene  un  precepto  legislativo,  que  con- 
siste  en  imponer  al  Estado  la  obligación  de  reconocer  solo  la 
relijion  Católica,  Apostólica,  Romana,  con  esclusion  de  cual- 
quier otro  culto  público. 

Considerada  la  relijion  como  la  unión  del  hombre,  por  medio 
de  la  intelijencia  i  del  corazón^,  con  el  Ser  Supremo,  no  está  so- 
metida a  la  acción  del  derecho,  i  por  tanto  no  puede  ser  objeto 
de  la  Constitución  política.  Consistiendo  esta  unión  en  las  rela- 
ciones que  se  derivan  de  la  naturaleza  de  Dios  i  de  la  del  hom- 
bre, (4)  la  lei  no  podría  avanzarse  a  tocar  esas  relaciones  sin 
atacar  la  libertad  de  la  intelijencia  i  la  espontaneidad  del  corazón, 
que  son  unas  de  las  primeras  condiciones  de  la  vida  del  ser 
intelijente. 

Desde  que  la  necesidad  de  manifestar  el  sentimiento  relijioso 
hace  aparecer  en  la  sociedad  una  institución  públicamente  or- 

(1)  Lamennais,  citado  por  el  señor  García  en  su  Tratado  de  la  Verda- 
dera Relijion  i  de  la  Verdadera  iglesia.  Parte  1.a ,  cap.  17. 


ganizada,  el  derecho  puede  intervenir;  pero  solamente  para  su- 
ministrar a  esa  institución  las  condiciones  de  su  desarrollo  i 
establecer,  con  arreglo  al  principio  de  justicia,  sus  relaciones 
públicas  con  las  demás  instituciones  sociales,  i  nunca  para  tocar 
el  sentimiento  relijioso. 

En  los  países  católicos,  como  Chile,  aquella  institución  e 
Iglesia,  de   oríjen  divino,  que  está  constituida  en  el  cuerpo 
de  los  pastores  sujetos  i  unidos  ai  centro  de  unidad  que  es  el  mismo 
Pontífice,  el  episcopado  universal  unido  al  papado,  al  pontificado 
soberano  i  supremo.  (2) 

Por  consiguiente,  i  según  los  principios  espuestos,  el  art.  5.° 
de  la  Constitución  no  es  una  prescripción  de  derecho  referen- 
te a  la  relijion  considerada  en  toda  su  pureza,  ni  afecta  en  lo 
menor  al  sentimiento  relijioso  de  los  chilenos,  ni  se  dirije  ala 
libertad  natural  de  que  goza  el  hombre  en  sus  relaciones  con 
la  Divinidad.  Lo  único  a  que  se  dirije  esta  disposición  es  ala 
iglesia,  porque  esta  es  la  única  que,  en  su  carácter  de  institu- 
ción existente  en  la  sociedad,  está  en  relaciones  con  el  dere- 
cho, con  la  leí. 

El  artículo  contiene  dos  partes.  En  la  primera  declara  que  la 
relijion  de  la  República  de  Chile  es  la  Católica,  Apostólica,  Romana. 
La  Constitución  no  pudo  reconocer  este  hecho  en  1833  in- 
útilmente: no  pudo  ni 'tuvo  por  qué  consignar  esa  declaración' 
tan  solo  para  que  se  supiera  que  aquella  era  la  relijion  existen- 
te: la  sociedad  no  tenia  necesidad 'de  esa  noticia,  ni  el 'Estado 
podia  ceñirse  esclusivamcnte  a  reconocer  el  hecho,  pues  que 
el  Estado,  como  encargado  de  la  aplicación  del  principio  del 
derecho,  tiene  el  deber  de  suministrar  a  la  relijion,  considera- 
da como-  institución,  las  condiciones  de  su  existencia  i  de  su 
desarrollo,  i  de  reglar  sus  relaciones  esternas.  Luego ,  esas  pala- 
bras de  la  Constitución,  en  vez  de  ser  inútiles,  contienen  un 
precepto,  es  a  saber;  que  el  Estado  debe  prestar  a  la  relijion 
Católica,  Apostólica,  Romana,  las  condiciones  de  su  existencia  co- 
mo institución  i  reglar  sus  relaciones  sociales.  Concebida  en 
estos  términos  Ja  disposición  harria  sido  mas  clara  i  precisa. 


(2)  Trat.  de  la  Verd.  Rch,  Parí.  2.a,  cap,  2.<> 
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La  segunda  parte  está  concebida  así:  con  esclusion  del  ejerci- 
cio público  de  cualquiera  otra.  Si  e!  artículo  hubiese  tenido  por 
único  objeto  declarar  un  hecho,  es  evidente  que  no  podríamos  • 
tacharlo  de  inexacto;  pero  como  se  ha  esíendido  a  consignar 
un  precepto,  las  palabras  que  aquí  copiamos  significan  que  el 
Estado  solo  puede  protejer  la  relijion  Católica ,  Apostólica,  Ro- 
mana, i  que  no  debe  amparar  el  ejercicio  público  de  ninguna 
otra.  Cualquiera  otro  culto  público  está  por  consiguiente  fuera 
de  la  lei  i  no  puede  reclamar  para  su  existencia  i  relaciones 
el  amparo  del  Estado. 

Tal  es  la  intelijeucia  jenuina  del  artículo  constitucional. 
Luego  este  artículo  limita  a  la  relijion  Católica,  Apostólica,  Ro- 
mana el  cumplimiento  del  deber  que  el  Estado  tiene  de  su- 
ministrar las  condiciones  de  derecho  a  la  relijion  considerada 
como  institución.  Esto  es  lo -mismo  que  si  se  limitase  solo  en 
favor  de  la  industria  agrícola  el  deber  que  el  Estado  tiene  de 
prestar  las  condiciones  de  derecho  a  la  industria  en  jeneral.  El 
Estado  aplica  el  principio  del  derecho,  i  no  podría  aplicarlo 
con  excepciones  sin  contrariar  el  fin  de  su  institución  i  sin  ul- 
trajar a  la  naturaleza  que  no  conoce  limitaciones  en  la  aplica- 
ción de  ese  principio. 

Ya  hemos  -dicho  i  demostrado  que  el  artículo  que  examina- 
mos no  es  un  precepto  dirijido  al  sentimiento  relijíoso  de  los 
chilenos,  ni  a  la  libertad  natural  que  el  hombre  tiene  en  sus  re-, 
laciones  con  la  Divinidad:  luego,  tampoco  puede  dirijirse  a 
obligar  a  la  sociedad  chilena  a  quesea  católica,  apostólica, 
romana,  ni  a  imponera  los  habitantes  de  este  territorio  la  obli- 
gación de  que  tengan  esa  creencia.  La  Constitución  de  1822 
habia  impuesto  a  los  habitantes  el  mayor  respeto  i  veneración 
por  esta  relijion,  cualesquiera  que  fuesen  sus  opiniones  privadas; 
i  la  Constitución  vijente  ha  manifestado  con  bastante  claridad 
que  no  pretende  herir  la  libertad  del  pensamiento  en  el  hecho 
de  escluir  solamente  el  ejercicio  público. 

Pero  ha  herido  esa  libertad  i  la  lia  herido  de  muerte  al  limi- 
tar el  deber  del  Estado  solo  a  la  protección  de  la  relijion  cató- 
lica. Prohibiendo  al  Estado  que  proteja  cualquier  otro  culto, 
público,  i  limitando  así  sus  deberes  naturales,  impone  disimu- 
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todamente"  a  la  sociedad  la  obligación  de  tener  sola  i  unánime- 
mente una  creencia.  ¿Qué  importa  que  no  se  persiga  al  indivi- 
duo por  sus  creencias  relijiosas,  cuando  se  le  impide  el  culto 
que  es  una  parte  esencial  de  aquella  libertad,  puesto  que  no 
es  otra  cosa  que  su  manifestación  esterna?  Dejar  al  hombre  la 
libertad  de  creer,  prohibiéndole  la  de  manifestar  lo  que  cree, 
es  atacarle  esa  libertad:  es  lo  mismo  que -si  le  permitiéra- 
mos pensar  como  quisiera  en  política  i  le  prohibiéramos  el 
hablar  i  el  escribir  sus  pensamientos.  Semejante  restricción  es 
la  negación  de  lo  que  se  concede. 

Este  precepto  no  ha  producido  sus  efectos  fatales,  porque, 
afortunadamente,  no  ha  habido  en  Chile  diversidad  de  cultos. 
El  hecho  ha  favorecido  la  observancia  de  la  lei. 

Mas,  ¿cuál  será  el  resultado  de  esta  disposición  cuando  exista 
el  hecho  contrario,  es  decir,  cuando  haya  diversos  cultos? 
Chile  tiene  con  naciones  de  diversos  cultos  relaciones  comer- 
ciales e  intereses  que  cada  dia  toman  mayor  incremento:  tiene 
también  vastas  comarcas  que  necesita  colonizar.  Si  esos  estran- 
jerosque  se  establecen  en  Chile,  por  intereses  comerciales  o*por 
la  colonización,  llegan  a  formar  un  círculo  bastante  numeroso 
que  necesite  ejercer  su  culto  especial ,  para  no  vivir  en  la  indife- 
rencia i  abandono  de  su  reíijion,  el  Estado  no  podría  prohibír- 
selo sin  cometer  una  tiranía.  Si  la  libertad  de  cultos  es  contra- 
ria a  la  reíijion  católica  i  a  la  Constitución,  seria  mas  lójico 
quitar  a  los  ciudadanos  la  libertad  que  se  les  concede  para 
manifestar  sus  opiniones,  establecer  un  tribunal  que  velase 
sobre  la  conservación,  fuerza  e  inviolabilidad  de  la  reíijion, 
(cuya  incumbencia  daban  a  los  jefes  del  Estado  las  Constitu- 
ciones de  818  i  de  822)  i  prohibir  a  los  estranjeros  su  entrada 
en  el  territorio.  Si  se  les  admite,  es  necesario  prestarles  la  se- 
guridad que  en  favor  de  sus  derechos  reclama  la  lei  de  la  hu- 
manidad; i  como  uno  de  los  derechos  mas  caros  del  hombre  es 
el  de  tributar  culto  a  Dios,  no  podría  negárseles  sin  violar  esa 
leí  i  sin  despojarlos  de  uno  de  sus  primeros  atributos. 

Este  hecho  comienza  ya  a  verificarse,  pues  hai  en  el  pais 
mas  de  un  templo  público  de  cultos  estaños.  O  el  Estado 
cumple  con  su  Constitución  o  no  cumple,:  si  lo  primero,  debe- 
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ria  hacer  observar  el  artículo  o.°;  si  sucede  lo  segundo,  reco- 
noce que  ese  artículo  no  puede  cumplirse,  porque  es  injusto 
i  contrario  a  los  intereses  sociales. 


CAPÍTULO  IV. 


DE    LOS     CHILENOS. 


«Son  chilenos: 

«1 .°  Los  nacidos  en  el  territorio  de  Chile. 

((2.°  Los  hijos  de  padre  o  madre  chilenos,  nacidos 
en  territorio  estranjero ,  por  el  solo  hecho  de  avecin- 
darse en  Chile.— -Los  hijos  de  chilenos  nacidos  en  terri- 
torio estranjero,  hallándose  el  padre  en  actual  servicio 
de  la  República ,  son  chilenos  aun  para  los  efectos  en 
que  las  leyes  fundamentales,  o  cualesquiera  otras,  re- 
quieran nacimiento  en  el  territorio  chileno. 

((3.°  Los  estranjeros  que,  profesando  alguna  ciencia, 
arte  o  industria,  o  poseyendo  alguna  propiedad  raiz,  o 
capital  en  jiro,  declaren,  ante  la  Municipalidad  del  terri- 
torio en  que  residan,  su  intención  de  avecindarse  en 
Chile ,  i  hayan  cumplido  diez  años  de  residencia  en  él 
territorio  de  la  República.— Bastarán  seis  años  de  resi- 
dencia, si  son  casados  i  tienen  familia  en  Chile;  i  tres 
años  si  son  casados  con  chilena, 

((4.°  Los  que  tengan  especial  gracia  de  naturalización 
por  el  Congreso.» 


Este  artículo  establece  los  cuatro -modos  de  adquirir  la  ciu- 
dadanía conocidos  generalmente  en  todos  los  países  cultos — el 
nacimiento,  la  estraccion,  el  domicilio  i  el  privilejio. 

El  nacimiento  en  el  territorio  de  Chile  hace  al  nacido  miem- 
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bro  de  la  asociación  civil,  aunque  sus  padres  sean  extranjeros. 
Por  consiguiente  no  tiene  fuerza  la  disposición  de  la  lei  7,  tiL 
4  4,  lib.  4.°  de  la  Novísima  Rec.  que  había  limitado  esta  calidad 
al  hijo  de  padre  o  madre,  o  a  lo  menos  de  padre,  que  hubieran 
nacido  o  contraído  domicilio  en  los  dominios  de  España,  dero- 
gando el  liberal  precepto  de  las  leyes  de  Partidas  i  del  Orde- 
namiento Real  que  antiguamente  disponían  lo  mismo  que 
ahora  la  Constitución  chilena. 

4  El  hijo  de  estranjeros  en  Chile  será,  pues,  ciudadano  chileno, 
i  si  sus  padres  pertenecen  a  un  país  cuyas  leyes  reconozcan  el 
título  de  la  estraccion ,  como  la  Inglaterra  o  la  Francia ,  por  ejem- 
plo, será  ciudadano  de  Chile  i  del" país  de  sus  padres.  La  ciuda- 
danía chilena  quedará  para  este  individuo  irrevocablemente  fija- 
da si  su,  padre  se  naturaliza  en  Chile  o  si  él  se  califica  como 
ciudadano  activo;  pero  si  su  padre  vuelve  con  él  a  su  propia 
patria,  i  se  establece  allí,  permaneciendo  ciudadano  de  ella, 
pierde  el  hijo  la  ciudadanía  chilena  porque  sigue  la  condición 
del  padre.  Otro  tanto  sucedería,  si,  siendo  el  hijo  mayor  de 
edad,  adoptase  la  ciudadanía  estranjera.  De  modo  que,  en  tales 
casos,  no  podría  volver  a  ser  ciudadano  en  Chile  sino  le  reha- 
bilita el  Senado,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  4  4  de  la 
Constitución.  El  hijo  nacido  bajo  el  pabellón  de  la  República 
en  el  extranjero,  aunque  su  padre  sea  estranjero,  se  reputa 
chileno.  Y  se  entiende  nacido  bajo  el  pabellón  de  la  República 
el  hijo  de  un  estranjero  que  se  halla  ai  servicio  de  alguna  le- 
gación chilena.  Asilo  declaró  la  Cámara  de  Diputados  en  sesión 
de  8  de  junio  de  4849. 

La  estraccion  no  es  titulo  de  ciudadanía  para  los  hijos  de 
padre  o  madre  chilenos,  nacidos  en  territorio  estranjero,  sino 
cuando  esos  hijos  se  avecindan  en  Chile. 

No  es  necesario  que  ambos  padres  sean  chilenos,  basta  que 
lo  sea  uno  u  otro.  Por  consiguiente  está  revocada  la  disposición 
de  la  citada  leí  7  de  la  Nov.  Rec.  /  según  la  cual  era  el  padre  i 
no  la  madre  quien  trasmitía  la  ciudadanía  al  hijo  nacido  en  el 
estranjero,  como  sucede  también  en  Inglaterra,  lioi  en  España, 
desde  la  Constitución  de  837,  i  en  Francia  se  sigue  la  misma 
regla  que  en  Chile. 


—  n  — 

Pero  pueden  hallarse  el  padre  o  madre  que  residen  en  c! 
estranjero  en  uno  de  estos  tres  casos:  4.°  manteniéndose 
siempre  chilenos,  2.°  sirviendo  actualmente  a  la  República,  i 
3.°  habiendo  perdido  la  ciudadanía  chilena,  por  alguna  de  las 
cinco  causas  que  señala  el  artículo  11  de  la  Constitución. 

En  el  primero  de  estos  casos  los  hijos  son  considerados  co- 
mo chilenos  por  estraccion  desde  el  momento  en  que  tomen 
vecindad  en  Chile.  En  el  segundo,  son  chilenos  aun  para  Jos 
efectos  en  que  las  leyes  requieren  nacimiento  en  el  territorio 
de  Chile.  En  el  tercero,  no  puede  establecerse  que  adquieran 
la  ciudadanía  per  el  solo  hecho  de  avecindarse  en  Chile,  i  e's 
preciso  hacer  algunas  distinciones,  por  razón  de  qiíe  sus  pa- 
dres no  podían  considerarse  como  ciudadanos,  desde  el  mo- 
mento que  incurrieron  en  algunas  de  las  causales  del  art.  11. 

Si  después  de  nacido  un  hijo  de  chilenos  en  pais  estranjero, 
sus  padres  pierden  la  ciudadanía  chilena  por  haber  sido  con- 
denados en  Chile  a  pena  aflictiva  o  infamante,  por  haber  hecho 
quiebra  fraudulenta,  o  por  haber  residido  en  el  estranjero  mas 
de  diez  años,  sin  permiso  del  Presidente  de  la  República,  el 
hijo  conserva  su  derecho  para  hacerse  ciudadano  chileno  por 
estraccion,  avecindándose  en  Chile,  porque  sus  padres  han  per- 
dido la  ciudadanía  chilena  por  vía  de  pena ,  i  la  pena  no  puede 
afectar  aí  hijo  inocente  ni  puede  perturbarle  en  el  uso  de  sus 
derechos  adquiridos. 

Pero  si,  después  de  nacido  el  hijo  i  pendiente  todavía  su  me- 
nor edad,  se  naturalizan  los  padres  en  pais  estranjero  o  ad- 
quieren ciudadanía  por  haber  admitido  de  un  gobierno  estran- 
jero empleos,  funciones,  distinciones  o  pensiones,  sin  permiso 
del  Congreso  chileno,  el  hijo  pierde  su  título  de  estraccion, 
porque  sigue  la  condición  de  sus  padres  i  queda  naturalizado 
en  el  pais  donde  éstos  se  naturalizaron.  Asi  es  que  si  el  hijo  que 
se  halla  en  este  caso  viene  a  Chile,  no  se  hace  ciudadano  por  el 
hecho  de  avecindarse,  sino  que  necesita  impetrar  rehabilitación 
del  Senado,  pues  que  había  perdido  su  carácter  de  chileno  por 
estraccion,  en  el  acto  de  naturalizarse  con  sus  padres  en  pais 
estranjero. 

Mas,  si  sus  padres  no  adquirieron  ciudadanía  en  el  pais  de 
cuyo  gobierno  admitieron  empleos  ti  otras  distinciones,  porque 
Last.— -c.  p.  3 
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no  bascasen  tales  circunstancias  según  ías  leyes  de  este  país 
para  naturalizar  a  un  extranjero,  el  hijo  no  pierde  tampoco  su 
título  de  chileno  por  cstraccion.  Sus  padres  perdieron  la  ciuda- 
danía chilena  por  haber  admitido  estas  distinciones,  pero  como 
esa  pérdida  es  una  pena,  no  se  considera  afectado  por  ella  el 
hijo  inocente.  Este  se  encontraría  en  la  misma  situación  en  que 
se  hallaría  á  sus  padres  hubiesen  perdido  la  ciudadanía  chile- 
na por  condena  a  pena  aflictiva  o  infamante,  por  quiebra  frau- 
dulenta o  ponina  residencia  de  mas  de  diez  años  en  país 
estranjero  sin  permiso  del  Presidente  de  la  República. 

El  domicilio  en  el  territorio  de  la  República  confiere  la  ciuda- 
danía, pero  supone  el  consentimiento  del  estranjero  domiciliado- 
Solo  pueden  aprovechar  esta  concesión  los  estranjeros  que 
profesen  alguna  ciencia,  arte  o  industria,  o  posean  alguna 
propiedad  raiz  o  algún  capital  en  jiro,  i  entonces  el  tiempo 
de  residencia  es  de  diez  años  para  los  solteros,  de  seis  para  los 
casados  que  tienen  familia  en  Chile,,  i  de  tres  para  los  casado^ 
con  chilena. 

El  estranjero  que  se  halla  en  posesión  de  estos  requisitos  i 
desea  naturalizarse,  se  presenta  a  la  Municipalidad  del  depar- 
tamento en  que  reside ,  declarando  m  intención  i  acreditando 
de  un  modo  fehaciente  que  posee  las  cualidades  mencionadas. 
Después  se  presenta  al  Senado  con  las  dilijcnrias  obradas  ante 
la  Municipalidad,  para  que  declare  sise  encuentra  o  no  el 
pretendiente  en  el  caso  de  naturalizarse.  Hecha  la  declaración 
de  un  modo  afirmativo,  el  Senado  mismo  la  comunica  al  Pre- 
sidente de  la  República,  i  este  espide  por  el  Ministerio  del  In- 
terior la  carta  de  ciudadanía  en  favor  del  estranjero. 

¿El  privilejio  es  título  de  ciudadanía,  cuando  el  Congreso 
concede  gracia  especial  de  naturalización  en  favor  de  un  es- 
tranjero, en  atención  a  sus  méritos  para  con  la  República. 

Lo  que  acabamos  de  establecer  respecto  del  estranjero  que 
se  halla  en  el  caso  de  pedir  carta  de  ciudadanía  está  espiieado 
en  el  siguiente  artículo,  que  sirve  de  corolario  al  anterior: 
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«Al  Senado  corresponde  declarar,  respecto  de  los  que 
no  hayan  nacido  en  el  territorio  chileno,  si  están  o  no 
en  el  caso  de  obtener  naturalización  con  arreglo  al  ar- 
tículo anterior,  i  el  Presidente  de  la  República  espedirá 
a  consecuencia  la  correspondiente  carta  de  natura- 
lización.» 


De  todas  las  constituciones  de  Chile,  ninguna  como  la  vij en- 
te ha  sido  tan  estrecha  en  la  concesión  de  la  ciudadanía  a  los 
estranjeros.  La  mas  liberal  fué  la  de  823,  que  atribuía  la  con- 
dición de  chilenos,  sin  exijir  tiempo  íijo,  a  los  estranjeros  resi- 
dentes, casados  con  chilena  i  domiciliados  con  alguna  profesión; 
i  a  los  casados  con  estraujera,  después  de  un  año  de  residencia, 
con  domicilio  legal  i  profesión  de  qué  subsistir.  (4)  Con  todo, 
ui  este  Código  ni  el  de  822  mencionaron  a  los  estranjeros  sol- 
teros como  dignos  de  la  ciudadanía;  i  solo  en  ei  de  4828  se 
encuentra  por  primera  vez  una  disposición  que  se  la  concede 
después  de  ocho  años  de  residencia  i  con  tal  que  profesen  al- 
guna ciencia,  arte  o  industria,  o  posean  algún  capital  en  jiro  o 
propiedad  raiz.  (2) 

Semejante  política  es,  sin  duda,  la  continuación  de  la  misma 
que  dictó  las  leyes  en  que  la  España  prohibía  a  las  colonias 
americanas  toda  comunicación  con  hombres  que  no  fuesen  de 
raza,  de  lengua  i  de  creencias  españolas^  política  que  debe  ya 
abjurar  la  República  de  Chile,  cómalo  han  hecho  algunas  de  sus 
hermanas.  No  está  en  ella  nuestro  interés  sino  en  la  adopejon 
franca  i  sin  restricciones  de  la  libertad  que  los  norte-ameri- 
canos han  dejado  a  ios  hombres  de  todo  el  mundo  para  llegar 
a  participar  en  su  suelo  priviiejiado  de  la  protección  de 
sus  instituciones  i  la  ciudadanía  que  los  habilita  para  hallar  una 
nueva  patria  en  el  lugar  donde  van  a  poner  en  ejercicio  sus 
fuerzas  individuales. 


(1)  Art.  G.°,  húm.  3  i  4, 

(2)  Art.  6.%  núm.  4.° 
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A  esa  libertad  de  incorporación  que  los  eslranjeros  han  go- 
zado en  los  Estados-Unidos,  desde  que  éstos  fueron  una  colo- 
nia, se  deben  el  incremento  de  la  población,  el  progreso  de  la 
industria  i«  el  consiguiente  desarrollo  de  la  riqueza  de  aquel 
país  asombroso;  mientras  que  en  ías  Repúblicas  de  oríjcn  es- 
pañol se  puede  graduar  el  atraso  i  la  pobreza  de  sus  poblacio- 
nes por  su  contacto  mas  o  menos  limitado  con  los  estranjeros. 

No  basta,  empero,  naturalizar  al  estranjero,  porque  los 
beneficios  de  la  naturalización  no  son  otros  que  los  mismos  que 
goza  antes  de  ser  naturalizado:  es  necesario,  ademas,  conferirle 
la  ciudadanía  desde  el  momento  que  él  la  desee,  bien  enten- 
dido que,  en  el  lenguaje  de  la  política  moderna,  la  ciudadanía 
no  tiene  otro  sentido  que  el  de  una  participación  amplia  i  acti- 
va en  los  asuntos  del  Estado  civil  a  que  pertenecemos. 

Artículo  @»° 

«Son  ciudadanos  activos,  con  derecho  de  sufrajio — 
Los  chilenos  que  habiendo  cumplido  veinte  i  cinco  años,, 
si  son  solteros,  i  veinte  i  uno,  si  son  casados,  i  sabiencla 
leer  i  escribir  tengan  alguno  ele  los  siguientes  requisitos: 

«■1.°  Una  propiedad  inmoble,  oun  capital  invertida 
en  alguna  especie  de  jiro  o  de  industria.  El  valor  de  la 
propiedad  inmoble,  o  del  capital,  se  fijará  para  cada 
provincia  de  diez  en  diez  años  por  una  lei  especial. 

«2.°  El  ejercicio  de  una  industria  o  arte,  o  el  goce  de 
un  empleo,  renta  o  usufructo,  cuyos  emolumentos  o 
productos  guarden  proporción  con  la  propiedad  inmoble 
o* capital  de  que  se  habla  en  el  número  anterior.» 


Se  comprende,  pues,  que  la  ciudadanía,  según  la  Constitu- 
ción, es  pasiva  i  activa,  i  que  esta  supone  que  el  ciu.'adano  se 
halle  en  posesión  de  la  primera. 

La  ciudadanía  pasiva,  o  si  se  quiere,  la  simple  calidad  de 
chileno  natural  o  naturalizado,  lo  tiene  uso  político  ninguno,, 
sino  en  cuanto  para  algunos  emplees  públicos,  como  el  de  Mi- 
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nistro  de  Estado,  por  ejemplo,  se  requiere  la  calidad  de  chileno 
natural.  Fuera  de  esto  no  tiene  mas  utilidad  la  ciudadanía  pa- 
siva, que  la  de  habilitar  al  que  la  posee  para  reclamar  en  pue- 
blo estranjero  la  protección  internacional  de  los  diplomáticos 
o  cónsules  de  Chile;  i  decimos  en  pueblo  estranjero,  porque 
la  protección  nacional  se  presta  en  la  República  a  todos  los  es- 
tantes i  habitantes  sin  averiguar  su  oríjen  o  ciudadanía. 

La  activa,  con  derecho  de  sufrajio,  supone  los  siguientes 
requisitos : 

4.°  La  edad  de  veinte  i  cinco,  o  de  veinte  i  un  años. 

2.°  La  calidad  de  saber  leer  i  escribir. 

3.°  Lá  de  tener  una  propiedad  o  un  capital  en  jiro,  o  una 
industria,  empleo,  renta  o  usufructo. 

Requisitos  que  la  Constitución  exije  como  una  muestra  de  la 
capacidad  de  comprender  los  negocios  del  Estado  i  de  intere- 
sarse por  ellos;  pues  la  Constitución  no  da  el  sufrajio  umver- 
salmente a  todos,  ni  quiere  que  los  negocios  públicos  sean  re- 
sueltos por  la  cantidad  numérica,  independientemente  del  va- 
lor i  capacidad  de  las  unidades  de  que  esa  cantidad  se  compone. 

Aquí  aparece  condenado  por  la  Constitución,  como  dijimos 
antes,  el  sufrajio  universal,  i  constituida  la  soberanía  en  su 
ejercicio  del  modo  único  que  puede  producir  resultados  segu- 
ros en  la  democracia  representativa,  i  salvar  esta  forma  de  go- 
bierno de  las  aberraciones  i  estravagancias  a  que  está  sujeta 
en  los  pueblos  que,  como  los  de  la  raza  latina,  han  adoptado  el 
estremo  contrario ,  sin  advertir  que  la  ignorancia,  la  corrupción 
i  la  falta  de  hábitos  democráticos  de  sus  masas  eran  los  elemen- 
tos mas  apropósito  para  pervertir  el  sufrajio  universal  i  hacer- 
lo producir  resultados  opuestos  a  los  que  ostenta  en  pueblos 
que  no  lloran  defectos  semejantes. 

La  democracia  representativa  con  el  sufrajio  universal  es, 
para  pueblos  atrasados  que  principian  a  ensayar  la  vida  pública, 
un  bello  ideal,  que  no  pueden  alcanzar,  sino  a  fuerza  de 
práctica  i  de  moderación  en  el  [ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos. 

Pero  es  necesario  tener  presente  que  la  universalidad  del  su- 
frajio no  existe  en  ningún  Estado  con  aquella  latitud  que  quie- 
ren darle  los  que  la  proclaman,  pues  aun  en  las  repúblicas 


americanas  que  mejor  han  realizado  esa  pretendida  universa- 
lidad ,  tales  como  los  Estados-Unidos  del  Norte  i  la  Nueva-Gra- 
nada, nunca  se  ha  dado  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  ni 
a  todos  los  habitantes,  ni  aun  atóelos  los  varones:  véanse  sus 
constituciones  políticas  i  se  hallará  que  no  conceden  el  derecho 
de  sufrajio,  sino  exijiendo,  a  lo  menos,  el  requisito  de  la  edad  i 
el  de  domicilio  por  determinado  tiempo. 

Esta  universalidad  en  la  práctica  no  es  otra  que  la  de  los 
hombres  capaces  de  ejercer  los  derechos  políticos,  sin  distin- 
ción de  clases  i  sin  esclusion  de  los  qiíe  posean  las  calidades 
que  en  todos  los  pueblos  se  exijen  como  muestra  de  aquella 
capacidad:  proclamarla  en  un  sentido  absoluto,  es  incurrir  en 
el  error  de  los  que  creen  que  también  es  absoluta  la  igualdad. 
Todos  los  hombres  son  iguales,  es  verdad;  pero  eso,  porque 
todos  han  recibido  de  la  naturaleza  un  derecho  igual  al  goce 
de  la  vida  i  del  libre  ejercicio  i  desarrollo  de  sus  facultades  fí- 
sicas, morales  e  intelectuales.  En  el  orden  político,  la  partici- 
pación de  todos  no  puede  ser  igual,  sino  en  cuanto  sean  igua- 
les en  la  posesión  de  las  calidades  que  prueben  que  los  hombres 
que  han  de  participar  del  poder  deben  tener  la  intelijencia  de 
las  cuestiones  sociales  i  la  voluntad  de  resolverlas  en  el  senti- 
do del  interés  jeneral. 

Conceder  el  derecho  de  sufrajio  a  todos  sin  distinción,  so 
pretesto  de  que  todos  son  iguales,  es  confiar  el  ejercicio  de  la 
soberanía  a  los  que  ninguna  garantía  ofrecen  de  sus  buenas 
intenciones,  de  su  independencia  i  de  su  interés  por  la  socie- 
dad. Los  resultados  han  sido  mas  funestos  a  medida  que  mas  se 
han  aproximado  a  este  estremo  las  constituciones  políticas  o  las 
prácticas  viciosas:  ahí  está  la  Francia,  que  con  sus  exajera- 
ciones  democráticas  i  su  sufrajio  universal  ha  contribuido  tanto 
en  Europa  al  descrédito  i  a  la  ruina  de  la  república  represen- 
tativa, como  contribuye  en  Chile  al  mismo  descrédito  la  prác- 
tica abusiva  de  verificar  las  elecciones  populares  por  medio  de 
los  gañanes,  inquilinos  i  soldados  a  quienes  la  Constitución 
había  escluido  de  su  ejercicio. 

Concretando  ahora  nuestras  observaciones  a  los  tres  requisi- 
tos constitucionales,  hallamos  que  el  relativo  a  la  edad  podría 
sufrir  una ' modificación:  diez  i  ocho  años  bastarían  en  los  elec- 


lores  i  veintiuno  en  ios  elcjibles,  sin  consideración  a  su  estado 
de  casados  o  solteros,  porque  a  esa  edad,  mas  o  menos,  se 
hallan,  bajo  la  iníluencia  de  nuestro  clima,  las  facultades  del 
hombre  en  todo  el  desarrollo  que  puede  apetecerse  para  e 
ejercicio  de  los  derechos  políticos  i  aun  para  el  de  los  civiles. 
Así  la  lci  seria  mas  conforme  con  nuestra  naturaleza  i  aun  con 
la  práctica  que  hai  de  respetar  el  ejercicio  de  tales  derechos 
en  los  hombres  de  aquella  edad. 

En  cuanto  al  requisito  de  saber  leer  i  escribir,  la  Constitu- 
ción no  lo  exijió  sino  para  después  de  cumplido  el  año  de 
4840.  (1)  Con  efecto,  una  íei  de  842  estableció  que  «ningún 
chileno  podría  en  lo  sucesivo,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el 
artículo  8.°  de  la  Constitución ',  calificarse  para  entrar  al  ejer- 
cicio de  ciudadano  elector  con  derecho  de  sufrajio,  sino  tiene 
la  calidad  de  saber  leer  i  escribir.»  (2). 

Pero  esa  misma  lei  destruyó  las  previsiones  de  la  Constitu- 
ción estableciendo  que  «Los  chilenos  que  hubiesen  sido  hasta 
entonces  calificados  como  ciudadanos  electores  con  derecho  de 
sufrajio  i  estuviesen  en  posesión  de  este  derecho,  continuarían 
gozándolo  hasta  su  muerte  (sino  lo  perdiesen  o  fuesen  legal- 
niente  suspendidos  de  su  uso)  aunque  no  tuviesen  la  calidad  de  sa- 
ber leer  i  escribir.»  (3) 

La  razón  fundamental  de  esta  disposición,  según  se  vé  en 
el  Mensaje  con  que  el  Ejecutivo  acompañó  el  proyecto  i  en  los 
debates  de  las  Cámaras,  consiste  en  que  la  lei  no  puede  privar 
a  los  ciudadanos  de  sus  derechos  adquiridos  ni  tener  efecto  re- 
troactivo. Lo  especioso  de  semejante  fundamento  está  demos- 
trado no  solo  en  las  conclusiones  de  la  ciencia  de  la  jurispru- 
dencia, sino  también  en  la  práctica  legislativa  de  las  naciones 
cultas,  que  han  resuelto  la  cuestión  de  los  derechos  adquiridos 
de  una  manera  bien  contraria  a  la  adoptada  por  la  lei  de  842. 

Según  esas  conclusiones  i  esa  práctica,  los  derechos  que  se 
adquieren,  i  que  no  son  innatos  o  inherentes  a  nuestra  natura- 


(1)  Árt.  i.°  de  las  disposiciones  transitorias. 

(2)  Art.  1.°  De  los  Adicionales  al  Suplemento  a  la  lei  jeneral  de  Elec- 
ciones de  12  de  noviembre  de  1842.  Bol.  L.  X?  núm.  11. 

(3)  Art.  2.°  de  id.  id. 
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íeza,  nos  vienen  de  dos  maneras:  o  por  hechos  consumados  por 
nosotros  mismos,  en  los  cuales  tiene  parte  nuestra  voluntad,  o 
por  el  simple  ministerio  de  la  lei   e  independientemente  de 
nuestra  voluntad. 

Los  primeros,  es  decir,  esos  derechos  constituidos  por  nos- 
otros mismos,  mediante  la  sanción  que  la  lei  presta  a  todos 
nuestros  actos  lejítimos,  como  los  contratos,  por  ejemplo,  son 
verdaderas  condiciones  de  nuestro  desarrollo,  de  nuestra  exis- 
tencia o  de  nuestra  condición  personal  i  social.  Esos  son  dere- 
chos adquiridos,  que  no  pueden  ser  tocados  ni  revocados  por 'la 
lei,  pues  que  cualquiera  modificación  que  ella  les  impusiera, 
seria  un  ataque  a  nuestra  personalidad  o  a  nuestra  propiedad. 
De  consiguiente,  si  una  lei  altera  las  formas  sustanciales  de  los 
contratos  i  los  derechos  que  de  ellos  emanan,  o  si  modifica  los 
resultados  de  cualquiera  de  aquellos  actos  que  en  virtud  de  su 
sanción  producen  derechos,  esa  leí  no  puede  tener  efecto  retro- 
activo, es  decir,  no  puede  afectar  los  derechos  adquiridos  le- 
galmente  antes  de  su  fecha,  porque  entonces  atacaría  las  con- 
diciones de  nuestra  existencia  i  desarrollo,  cometería  lo  que 
propiamente  se  llama  una  injusticia.  Otro  tanto  se  aplica  a  las 
espectativas  legales  adquiridas,  que  son  aquellas  que  nacen  de 
hechos  que  ejecutamos,  con  el. favor  de  la  lei,  para  adquirirlas 
i  tener  después  un  derecho:  el  que  aplica  su  industria  de  una 
manera  lejítima  para  obtener  un  derecha  o  un  producto,  lo  ha- 
ce con  la  espectativa  legal  de  que  no  se  le  perturbará  en  el 
goce  de  ese  derecho  o  de  ese  producto:  la  lei  no  podría  inno- 
var, revocando  retroactivamente  aquella  espectativa,  sin  hacer 
una  injusticia:  la  lei  puede  innovar,  pero  para  lo  futuro. 

Por  el  contrario,  los  derechos  o  las  espectativas  que  adqui- 
rimos por  el  simple  ministerio  de  la  lei,  sin  intervención  de 
nuestra  parte,  sin  relación  a  nuestra  voluntad,  son  derechos 
que  no  merecen  propiamente  el  nombre  de  condiciones  sino  el 
de  meras  facultades,  porque  ellas  no  son  jamas  condiciones  de 
nuestra  existencia  ni  de  nuestro  desarrollo.  Los  antiguos  juris- 
consultos los  llamaban  de  mera  facultad.,  porque  son  simples 
poderes,  que  no  se  pierden  por  el  no  uso,  como  los  derechos 
condicionales,  i  porque  no  se  ejercitan  sino  en  ciertos  casos 
marcados  por  !a  lei  o  por  las  circunstancias,  sin  estar  compro- 
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metida  en  su  ejercicio  nuestra  personalidad,  k  esta  clase  per- 
tenecen todos  los  derechos,  facultades  o  poderes  políticos  que 
proceden  de  la  organización  del  Estado  i  no  de  la  naturaleza, 
i  asi  mismo  todos  los  derechos  civiles  que  nos  conceden  las  le- 
yes sin  consideración  a  nuestra  voluntad,  como  el  de  heredar 
a  nuestros  padres,  por  ejemplo.  Estos  derechos  pueden  dero- 
garse, aunque  los  hayamos  ejercitado  alguna  vez  i  podamos 
llamarlos  adquiridos,  ¿a  leí  que  los  altera  o  modifica  no  ataca 
ninguna  de  las  condiciones  de  nuestro  ser,  i  al  privarnos,  en 
todo  o  en  parte,  de  las  concesiones  que  antes  nos  habia  hecho, 
no  tiene  un  verdadero  efecto  retroactivo,  por  mas  que  alguna 
vez  hayamos  gozado  de  tales  concesiones.  Ese  efecto  retroac- 
tivo existiría  i  seria  un  verdadero  ataque,  si  la  lei,  que  deroga 
para  lo  futuro  una  de  esas  facultades  o  derechos  que  nos  con-., 
cedia,  anuíase  también  el  ejercicio  ya  consumado  de  tai  dere- 
cho, como,  por  ejemplo,  si  obligase  a  los  hijos  que  habían  he- 
redado a  su  padre  muerto,  a  devolver  la  herencia  percibida. 

Estos  principios  de  la  ciencia  han  sido  siempre  respetados  i 
practicados,  tanto  en  el  orden  político,  como  en  el  civil.  Prue- 
ba de  ello  son  las  infinitas  constituciones  políticas  que  en  Eu- 
ropa i  en  América  se  han  dictado  sucesiva  meo  te  organizando 
el  Estado  i  constituyendo  los  derechos  políticos,  con  modifica- 
ciones mas  o  menos  contrarias  a  las  anteriores,  sin  que  a  na- 
die se  le  haya  ocurrido  alegar  contra  tales  m edificaciones  los 
derechos  adquiridos.  El  derecho  a  la  herencia  i  todos  aquellos 
que  tienen  su  oríjen  en  las  leyes  que  determinan  las  formas  de 
los  juicios,  son  i  han  sido  frecuentemente  alterados,  modifica- 
dos o  revocados  en  todas  las  naciones,  sin  que  las  leyes  dero- 
gatorias hayan  sido  acusadas  de  atacar  derechos  adquiridos,  i 
sin  que  su  efecto  de  anular  las  facultades  o  derechos  que  las 
anteriores  concedían,  se  haya  tildado  con  la  injusticia  que  lleva 
en  sí  el  efecto  retroactivo. 

Todo  esto  nos  muestra,  pues,  que  la  lei  de  842  alteró  sustan- 
cialmente  la  Constitución,  cuando  dejó  subsistente  para  des- 
pués de  4840  el  derecho  de  siífrajio  en  los  que  no  sabían  leer 
ni  escribir.  La  Constitución  quería  que  este  requisito  fuese  in- 
ispen sable  desde  aquella  época  en  todos  ios  ciudadanos  acti* 
ves,  de  modo  que  no  concedía  el  derecho  de  sufrajio  sino  con 
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tal  condición.  Los  (fue  lo  habían  ejercicio  sin  ella  hasta  1840 
no  tenían  un  derecho  adquirido  para  continuar  después  de  este 
año  contrariando  la  prescripción  espresa  de  la  Constitución, 
sino  un  poder,  o  un  derecho,  si  se  quiere,  pero  de  mera  facul- 
tad i  temporal,  del  cual  la  Constitución  misma  los  privaba,  i 
del  cual,  ellos  mismos  sabían  que  podían  ser  privados  si  para 
1840  no  tenían  el  requisito  que  se  les  exijía  como  una  condición. 
Conservarlos  en  el  goce  de  esa  facultad,  con  el  pretesto  de  que 
tenían  un  derecho  adquirido,  era  lo  mismo  que  imposibilitar  la 
reforma  prevista,  decretada  i  aplazada  por  la  Constitución.  Con 
esta  lójica  se  podría  dejar  para  siempre  subsistente  cualquier  de- 
recho político  concedido  temporalmente,  sin  advertir  que  estos 
derechos,  por  ser  de  mera  facultad,  no  se  usucapen  con  el 
uso,  ni  se  pierden  con  el  no  uso;  i  sin  tener  en  cuenta  que  son 
revocables  como  todas  aquellas  concesiones  legales  que  cons- 
tituyen un  derecho  independiente  de  nuestra  voluntad  i  de 
nuestros  actos. 

El  error  de  la  lei  de  842  fué  funesto  i  trascendental.  No  so- 
lamente continuaron  calificándose  en  adelante  para  ejercer  el 
derecho  de  sufrajio  los  mismos  peones  de  las  haciendas  de 
campo  i  los  mismos  soldados  cívicos  que  antes  lo  habían  sido 
en  tropas,  sin  saber  leer  ni  escribir,  sino  todos  los  de  igual 
condición  que  después  de  1840  no  tienen  el  requisito  i  que  son 
calibeados  o  por  la  igualdad  de  circunstancias,  que  dá  pretesto 
al  abuso,  o  por  la  dificultad  de  distinguirlos  de  los  que  antes 
de  aquella  fecha  fueron  ciudadanos.  Así  puede  asegurarse  que 
en  la  práctica  es  nula  esta  exijencia  de  la  Constitución,  i  que 
la  gran  mayoría  de  los  electores  no  debe  su  calificación  a  la 
posesión  de  este  requisito,  sino  al  interés  de  los  hacendados  o 
de  los  comandantes  de  batallón  o  de  los  cabecillas  de  partido 
que  tienen  medios  de  calificarlos  con  ofensa  del  código  fun- 
damental. 

Otro  tanto  sucede  con  el  tercer  requisito  de  la  ciudadanía  ac- 
tiva. En  vano  la  Constitución  exije  la  posesión  de  una  propie- 
dad o  de  un  capital  en  jiro,  o  de  una  industria,  empleo,  renta 
o  usufructo,  como  muestra  de  la  independencia  del  ciudadano. 
En  la  práctica,  el  que  ha  sido  calificado  una  vez,  no  tiene  para 
qué  probar  la  posesión  de  ese  requisito  en  adelante,  i  el  que 


es  presentado  por  su  patrón  o  por  su  jefe  para  serlo,  tampoco 
necesita  poseerlo.  Lo  que  importa  es  tener  gran  número  de  ca- 
lificaciones, no  de  ciudadanos  constitucionales,  para  hacer  las 
elecciones;  i  este  abuso  se  perpetúa  en  la  mayor  parte  del 
tiempo  sin  una  necesidad  política  que  lo  escuse,  sino  por  si 
ocurre  el  peligro  de  tener  que  luchar  con  algún  partido  en  el 
campo  electoral. 

De  consiguiente  el  sufrajio  universal  existe  de  hecho  i  no  en 
nuestro  derecho ,  i  como  con  esa  universalidad  ignorante  se 
triunfa  numéricamente  en  las  elecciones,  estas  no  dan  jamás 
un  resultado  constitucional,  sino  político;  ni  representan  el 
interés  local  o  nacional,  sinp  el  del  que  posee  las  calificaciones. 

«Esto  contraría  naturalmente  el  sistema  republicano,  hemos 
dicho  otra  vez,  i  viola  la  Constitución  que  ha  querido  entregar 
la  dirección  del  pais  a  la  inteligencia  i  no  a  la  ignorancia,  a  la 
sabiduría  i  no  a  la  incuria,  a  la  voluntad  nacional  i  no  a  la  in- 
diferencia o  al  cohecho  o  a  la  arbitrariedad.  Los  funestos  re- 
sultados de  esta  desgracia  han  consistido  principalmente  en 
que  los  hombres  honrados  comienzan  a  mirar  con  temor  el 
sistema  que,  bajo  el  nombre  de  representativo,  se  les  ofrece,  i 
en  que  el  pueblo  toma  una  idea  equivocada  de  la  República,! 
adquiere  hábitos  peligrosos  i  contrarios  al  sistema  que  hemos 
adoptado  para  gobernarnos.  Así  la  República  no  existe  propia- 
mente en  el  corazón  de  nuestra  sociedad,  sino  en  la  lei;  no 
tiene  su  apoyo  en  los  intereses  sociales,  sino  que  sirve  de 
instrumento  a  los  intereses  de  cualquier  círculo  o  partido  que 
quiera  aprovecharse  de  estos  vicios.» 

Importa,  pues,  que  la  Constitución  sea  en  este  punto  reli- 
jiosamente  observada,  que  así  será  también  una  verdad,  i  no 
una  falsa  fórmula  la  lei  que  ella  manda  dictar  cada  diez 
años  para  fijar  el  valor  de  la  propiedad  i  capacidad  que 
exije. 

La  que  se  dictó  en  24  de  octubre  de  1854  (4 )  establece: 

((Artículo  único. — El  valor  de  la  propiedad  inmoble,  el  capi- 
tal empleado  en  alguna  especie  de  jiro  o  industria,  el  ejercicio 
de  una  industria  o  arte  i  el  goce  de  un  empleo,  renta  o  usu- 


(1)  Bol.  Lib.  XXII,  núm.  10 
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fructo,  de  que  hablan  las  partes  f>  i  3.a  del  artículo  8.°  de  la 
Constitución,  consistirán: 

«En  las  provincias  de  Atacama,  Coquimbo,  Aconcagua,  San- 
tiago i  Valparaíso,  en  una  propiedad  inmoble  cuyo  valor  no 
baje  de  mil  pesos  o  un  capital  en  jiro  ele  dos  mil,  o  el  ejercicio 
de  alguna  arte  o  industria,  cuya  renta  sea  al  menos  de  doscien- 
tos pesos  anuales. 

«En  las  provincias  de  Colchagua,  Talca,  Maule,  Nuble,  Con- 
cepción i  Arauco  indistintamente,  el  valor  de  la  propiedad 
inmoble  será  de  quinientos  pesos,  el  capital  en  jico  de  mü\  i  la 
renta  del  arte  o  industria  de  ciento  cincuenta  pesos  anuales. 

«En.  las  provincias  de  Valdivia  i  Chiloé  indistintamente,  el 
capital  en  jiro  será*  de  quinientos  pesos,  la  renta  de  arte  o  indus- 
tria de   cien  pesos,    i  la  propiedad  valdrá  cuatrocientos  pesos.)) 

El  artículo  '¡1  de  la  Lqí  de  Elecciones,  enmendado  por  la  de 
42  de  noviembre  de  4842,  determina  del  modo  siguiente  los 
medios  de  justificarla  posesión  del  tercer  requisito: 

«Las  juntas  calificadoras,  dice,  admitirán  como  calificativos 
bastantes: 

«l.ü  La  manifestación  del  título  de  propiedad  de  un  inmue- 
ble del  valor  señalado,  ya  sea  este  inmueble  propiedad  esclu- 
siva  del  que  solicita  ser  calificado,  o  ya  sea  que  este  tenga  en 
él  una  parte  igual  o  superior  al  valor  exijido. 

«2.°  El  título  de  un  empleo  público  cuyo  sueldo  fijo  o  emo- 
lumentos igualen  o  excedan  a  la  renta  que  se  requiere.» 

«3.°  La  manifestación  del  título  o  certificado  auténtico  de 
autoridad  competente  que  acredite  el  ejercicio  de  una  profe- 
sión científica  o  industrial  que,  ajuicio  de  la  misma  junta,  su- 
frague una  cantidad  igual  a  la  exijida.» 

«4.°  La  manifestación  de  un  certificado  auténtico  de  autori- 
dad competente  que  acredite  el  pago  de  alguna  contribución 
pública,  fiscal  o  municipal,  de  cualquiera  clase  que  sea  i  que 
corresponda  a  la  renta  o  propiedad  inmueble  o  capital  en  jiro 
que  se  requiere.)) 

Estas  disposiciones  se  referían  al  artículo  |-4  de  la  Lei  de 
Elecciones  de  31  de  octubre  de  1833  (1)  que  fijaba  el  valor  de 


(1)  Bol.  Lib.  VI,  núm.  -4. 
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la  propiedad,  capital  o  reata,  de  una  manera  diferente  a  la 
adoptada  por  la  lei  de  854;  pero  están  vijentes  en  cuanto  a  los 
medios  justificativos  del  valor  que  ésta  determina. 

Artículo  flfc0 

«Nadie  podrá  gozar  del  derecho  de  sufrajio  sin  estar 
inscrito  en  el  rejistro  de  electores  de  la  Municipalidad  a 
que  pertenezca  i  sin  tener  en  su  poder  el  boleto  ele  cali- 
ficación tres  Ineses  antes  de  las  elecciones.» 


La  lei  de  2  de  diciembre  de  1833,  i  la  que  la  reformó  i  adicionó 
con  fecha  12  de  noviembre  de  1842,  determinan  el  modo  cómo 
las  Municipalidades  han  de  proceder  para  hacer  las-  calificacio- 
nes por  medio  de  calificadores  nombrados  por  ellas  mismas, 
que  se  instalan  i  funcionan  cada  tres  años,  desde  el  28  de  no- 
viembre hasta  el  7  de  diciembre  inmediato. 

La  práctica  de  veinte  años  ha  puesto  en  evidencia  los  defec- 
tos gravísimos  del  sistema  adoptado,  defectos  que  no  fueron 
atenuados  siquiera,  como  se  pretendió,  por  la  lei  reformatoria 
de  1842.  Afortunadamente  el  artículo  constitucional  no  necesi- 
ta ser  retocado  para  poner  remedio  al  mal,  pues,  conservando 
su  letra,  se  puede  introducir  una  reforma  completa  en  ambos 
reglamentos  (1)  En  cuanto  a  la  calificación  de  los  requisitos 
exijidos  para  ejercer  la  ciudadanía,,  ya  que  los  arbitrios  practi- 
cados en  otros  países  son  mas  o  menes  tan  defectuosos  como 
los  observados  entre  nosotros,  creemos  que  debería  estar  cons- 
tantemente abierto  en  todas  las  Municipalidades  un  Rejistro 
Comunal  en  que  se  inscribiesen  los  individuos  que  lo  solicita- 
ren i  que  comprobaren  la  posesión  de  los  requisitos  constitu- 
cionales. De  este  modo  se -evitarían  los  abuses  a  que  da  lugar 
ei  sistema  de  hacer  esa  calificación  por  medio  de  comisionados 
accidentales,  se  quitaría  la  ocasiona  la  concurrencia  de  ios  in- 

(1)  Vcsse  la  que  propusimos  al  Congreso  por  moción  de  3  de  julio  de 
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iereses  i  de  los  partidos  políticos  en  una  époea  dada  i  perento- 
ria, i  la  calificación  seria  un  asunto  ordinario  de  la  vida  civil 
que  cada  cual  podría  tratar  cuando  le  conviniera,  sin  necesi- 
dad de  esperar  la  sujestion  de  los  partidos  ni  la  escitacion  de 
las  épocas  electorales.  Las  Municipalidades  podrían  entonces 
ejercer  esta  función  con  mas  calma  i  rectitud,  porque  ella  lle- 
garía a  ser  un  negociado  administrativo  i  perdería  su  carácter 
de  asunto  puramente  político. 

ArtíCUlO  S®. 

«Se  suspende  la  calidad  de  ciudadano  activo  con  dere- 
cho de  sufrajio: 

«1.°  Por  ineptitud  física  o  moral  que  impida  obrar 
Libre  i  reflexivamente. 

«2.°  Por  la  condición  de  sirviente  doméstico. 

«3.°  Por  la  calidad  de  deudor  al  fisco  constituido  en 
mora. 

«4.°  Por  hallarse  procesado  como  reo  de  delito  que 
merezca  pena  aflictiva  o  infamante.» 

Articulo  11. 

«Se  pierde  la  ciudadanía: 

«1 .°  Por  condena  a  pena  aflictiva  o  infamante.     . 

«2.°  Por  quiebra  fraudulenta. 

«3.°  Por  naturalización  en  pais  estranjero. 

«4.°  Por  admitir  empleos,  funciones,  distinciones  o 
pensiones  de  un  gobierno  estranjero  sin  especial  permi- 
so del  Congreso. 

«5.°  Por  haber  residido  en  pais  estranjero  mas  de 
diez  años  sin  permiso  del  Presidente  de  la  República. 

«Los  que  por  una  de  las  causas  mencionadas  en  este 
artículo  hubieren  perdido  la  calidad  de  ciudadanos,  po- 
drán impetrar  rehabilitación  del  Senado.» 
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Las  causas  señaladas  cu  el  artículo  10  para  ía  suspensión  de 
la  ciudadanía  activa  san  correspondientes  a  los  motivos  que 
sirven  de  base  a  los  requisitos  que  la  Constitución  exije  para 
concederla,  porque  si  esos  motivos  son  la  capacidad  i  la  inde- 
pendencia del  individuo  para  ejercer  el  derecho  de  sufrajio,  no 
debe  existir  este  derecho  cuando  ocurren  causas  que  hacen 
imposibles  o  por  lo  menos  dudosas  esas  calidades. 

Pero  esta  razón  fundamental  déla  disposición  del  artículo  no 
es  aplicable  lójicamente  a  la  causa  señalada  en  el  número  3.° 
porque  no  se  puede  establecer  con  justicia  que  el  hombre  deje 
de  ser  capaz  e  independiente,  cuando  se  halla  en  calidad  de 
deudor  al  fisco  constituido  en  mora.  Motivos  muí  diversos  i  varios 
pueden  arrastrarnos  a  tal  situación,  sin  que  por  eso  pueda  te- 
ner razón  la  lei  para  dudar  de  nuestra  probidad,  ni  de  nuestra 
capacidad  e  independencia  como  ciudadanos.  El  precepto  déla 
Constitución  en  este  punto  es,  pues,  contrarío  a  la  lójica  i  a  la 
justicia  de  la  lei,  i  no  debe  mirarse  sino  como  un  resultado  de 
aquel  erróneo  sistema  fiscal  que  consiste  en  consultarlos  inte- 
reses del  bolsillo  del  Estado  a  costa  de  los  derechos  de  los  ciu- 
dadanos, i  que  arma  al  fisco  de  toda  clase  de  privilejios  para 
hacerlo  el  mas  formidable  de  todos  los  acreedores. 

La  misma  falta  de  lójica  se  encuentra  en  la  causa  de  pérdida 
de  ía  ciudadanía  señalada  en  el  número  5.°  del  artículo  41, 
pues  no  hallamos  por  qué  razón  se  haya  de  aplicar  semejante 
pena  al  chileno  que  haya  residido  en  país  estranjero  mas  de  diez 
años,  sin  permiso  del  Presidente  de  la  República.  ¿Es  por  -ventu- 
ra un  delito  o  un  acto  punible  por  sus  resultados  esa  residen- 
cia fuera  del  pais?  I  si  lo  es,  ¿deja  de  serlo  porque  media  el 
permiso  del  jefe  del  Ejecutivo?  ¿Qué  condiciones  perturba,  qué 
intereses  ofende  el  que  se  separa  de  su  patria  por  ese  lapso  de 
tiempo?  ¿Qué  mal  puede  sufrir  Chile  porque  algunos  de  sus 
hijos  no  visiten  sus  lares  en  diez  años?  Si  después  de  esa  resi- 
dencia, vuelve  el  chileno  a  su  pueblo,  i  para  calificarse  de  ciu- 
dadano activo,  prueba  que  posee  los  requisitos  constitucionales, 
no  sabemos  con  qué  justicia,  ni  aun  con  qué  pretesto  podría 
negársele  esa  calificación. 

Estas  razones  son  todavía  mas  fuertes  si  el  art.  \\  no  solo 
priva  de  la  ciudadanía  activa,  sino  también  de  la  calidad  de 
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chilenos  a  los  que  incurren  en  alguna  de  las  causales  que  se- 
ñala. Hai  quienes  creen  que  estas  causales  solo  privan  de  la 
ciudadanía  activa  con  derecho  de  sufrajio,  mas  no  de  la  cali- 
dad de  chilenos;  pero  esta  opinión  no  está  fundada  en  las  re- 
glas de  una  estricta  interpretación.  El  Código  distingue  dos 
especies  de  ciudadanía,  la  natural  i  la  política,  que  constante- 
mente llama  ciudadanía  con  derecho  de  sufrajio,  como  para 
diferenciarla  de  aquella.  El  artículo  10  habla  de  la  suspensión 
de  esta  segunda  ciudadanía  señalándola  terminantemente  con 
esas  palabras.  El  art.  11,  al  enumerar  las  cinco  causas  que  fija, 
principia  con  esta  frase:  «Se  pierde  la  ciudadanía;»  i  en  esto 
parece  que  se  refiere  a  la  ciudadanía  natural,  a  la  calidad  de 
chileno,  pues  no  solo  omite  el  complemento — con  derecho  de 
sufrajio,  usado  en  el  artículo  anterior  i  en  todos  los  casos  aná- 
logos, sino  que,  ademas,  limita  al  Senado  únicamente  la  atribu- 
ción de  indultar 'a  los  que  hubiesen  perdido  la  calidad  de  ciudadano 
por  las  causas  señaladas,  prueba  indudable  de  que  se  trata  en 
él,  no  de  la  pérdida  accidental  de  un  derecho  político,  sino  de 
la  de  un  derecho  natural,  como  es  el  que  da  la  ciudadanía  na- 
tural. Estas  causas,  por  otra  parte,  sonde  tal  naturaleza,  que  no 
se  refieren  a  la  capacidad  e  independencia  que  el  art.  8.°  bus- 
ca en  los  ciudadanos  activos,  al  lijar  los  requisitos  de  su  califi- 
cación, sino  a  ciertos  hechos  punibles  que  hacen  indigno  al  que 
los  ejecutó  de  la  protección  natural  del  Estado. 

En  este  sentido  hemos  discurrido  al  comentar  el  art.  6.°,  ha- 
blando de  sus  correspondencias  con  el  undécimo,  i  en  el  mismo 
nos  apoyamos  para  calificar  de  infundada  la  disposición  de  la 
parte  5.a  de  este  artículo. 

De  todos  modos,  si  estamos  equivocados  en  esta  inteiijencia, 
nuestra  equivocación  solo  probará  que  el  art.  11  da  lugar  a  ella 
i  que,  por  tanto,  necesita  ser  declarado  o  enmendado. 

No  terminaremos  este  comentario  sin  llamar  la  atención  so- 
bre un  abuso  introducido  en  la  observancia  del  artículo  11:  su 
parte  2.a  priva  de  la  ciudadanía  ¡wr  quiebra  fraudulenta,  i  en  la 
práctica  se  niega  la  calificación  de  ciudadano  activo  a  todo  in- 
dividuo que  se  halla  en  estado  de  falencia,  pues  ios  jueces  pa- 
san a  los  gobernadores  la  lista  de  los  fallidos,  no  limitándose  a 
nombrar  a  los  fraudulentos  procesados  como  tales  en  sus  juzgados, 
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según  lo  previene  el  artículo  7.°  de  la  lei  de  2  de  diciembre  de 
1833,  sino  incluyendo  en  ella  los  nombres  de  todas  las  perso- 
nas que  se  hallan  en  concurso  de  acreedores.  Las  mesas  cali- 
ficadoras, ateniéndose  a  esa  forma  ilegal  de  la  lista,  niegan  la 
calificación  a  todos  los  concursados  i  los  confunden  con  los 
fraudulentos  procesados  que  son  los  únicos  que  la  Constitución 
i  la  lei  han  querido  escluir. 

CAPÍTULO  V. 


DERECHO    PÚBLICO    DE    CHILE. 

Artículo  lfe. 

«La  Constitución  asegura  a  todos  los  habitantes  de 
la  República: 

«1.°  La  igualdad  ante  la  lei.  En  Chile  no  hai  clase 
privilejiada. 

«2.°  La  admisión  a  todos  los  empleos  i  funciones  pu- 
blicas, sia  otras  condiciones  que  las  que  impongan  las 
leyes. 

«3.°  La  igual  repartición  de  los  impuestos  i  contribu- 
ciones a  proporción  de  los  haberes,  i  la  igual  repartición 
de  las  demás  cargas  públicas.  Una  lei  particular  deter 
minará  el  método  de  reclutas  i  reemplazos  para  las 
fuerzas  de  mar  i  tierra. 

«4.°  La  libertad  de  permanecer  en  cualquier  punto  de 
la  República,  trasladarse  de  uno  a  otro,  o  salir  de  su 
territorio,  guardándose  los  reglamentos  de  policía,  i  sal- 
vo siempre  el  perjuicio  del  tercero;  sin  que  nadie  pueda 
ser  preso,  detenido  o  desterrado,  sino  en  la  forma  deter- 
minada por  las  leyes. 

«5.°  La  inviolabilidad  de  todas  las  propiedades,  sin 
distinción  de  las  que  pertenezcan  a  particulares  o  comu- 
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nidacles,  i  sin  que  nadie  pueda  ser  privado  de  la  de  su 
dominio,  ni  de  una  parte  de  ella,  por  pequeña  que  sea, 
o  del  derecho  que  a  ella  tuviere,  sino  en  virtud  de  sen- 
tencia judicial;  salvo  el  caso  en  que  la  utilidad  del  Es- 
tado, calificada  por  una  lei,  exija  el  uso  o  enajenación 
de  alguna;  lo  que  tendrá  lugar  dándose  previamente  al 
dueño  la  indemnización  que  se  ajustare  con  él,  o  se  ava- 
luare ajuicio  de  hombres  buenos. 

«6.°  El  derecho  de  presentar  peticiones  a  todas  las 
autoridades  constituidas,  ya  sea  por  motivos  de  interés 
jeneral  del  Estado,  o  de  interés  individual,  procediendo 
legal  i  respetuosamente. 

«7.°  La  libertad  de  publicar  sus  opiniones  por  la  im- 
prenta, sin  censura  previa,  i  el  derecho  de  no  ser  con- 
denado por  el  abuso  de  esta  libertad,  sino  en  virtud  de 
un  juicio  en  que  se  califique  previamente  el  abuso  por 
jurador,  i  se  siga  i  sentencie  la  causa  con  arreglo  a  la 
lei.» 


Por  este  artículo,  la  Constitución  establece  el  derecho  público 
de  Chile  sancionando  los  tres  graneles  principios  de— La  igual- 
dad, la  libertad  individual,  i  la  inviolabilidad  de  la  propiedad. 

Los  números  j.°,  2.°  i  3.°  se  refieren  al  primer  principio;  el 
4.°,  6.°  i  7.°  al  segundo;  i  el  5.°  sanciona  la  inviolabilidad  de 
las  propiedades. 


IGUALDAD    ANTE    LA    LEÍ* 

Esta  igualdad,  según  los  principios  de  la  ciencia,  i  el  espíritu 
de  nuestra  Constitución,  no  es  otra  cosa  que  el  derecho  que  to- 
dos tienen  al  goce  de  su  vida,  al  desarrollo  de  sus  facultades 
físicas  i  morales,  al  uso  i  protección  de  sus  derechos  civiles  i  políti- 
cos, a  no  tener  mas  obligaciones  que  las  que  estos  derechos  imponen, 
i,  en  fin,  a  que  no  se  establezcan  excepciones  o  privilejios  que  es- 
dmjan  a  unos  de  lo  que  se  concede  á  otros  en  iguales  circunstancias* 
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Estas  son  las  únicas  ideas  precisas  sobre  la  igualdad  que 
pueden  ser  sancionadas  por  la  Iei  de  un  Estado  republicano  i 
por  el  interés  de  los  ciudadanos.  Cualquiera  otra  intelijencia  o 
acepción  de  este  derecho  es  contraria  a  su  propia  naturaleza  i 
al  interés  social,  como  lo  es  efectivamente  aquella  que  hace  de  la 
igualdad  un  {echo  de  Procusto  para  todas  las  condiciones  de  la 
vida,  para  todos  los  estados  civiles  de  las  personas,  para  todas 
las  circunstancias  sociales;  i  que  quiere  que  tengan  un  tamaño 
igual  todos  los  hombres,  por  mas  que  la  naturaleza  los  haya  he- 
cho diferentes:  esas  diferencias  constituyen  la  gran  armonía  del 
universo  moral,  son  compatibles  con  el  derecho  i  en  nada  con- 
trarían la  igualdad  ante  la  leí. 

Con  todo,  la  igualdad  sancionada  por  la  Constitución  no  está 
consultada  en  las  leyes  civiles,  i  el  código  fundamental  que- 
dara traicionado,  mientras  estas  no  deroguen  los  fueros,  tribu- 
nales especiales  i  priviiejios  que  existen  en  Chile  para  el  cloro, 
la  clase  militar  i  para  otros  casos.  La  administración  de  justicia 
debe  ser,  en  materias  civiles,  una  i  competente,  para  toda  clase 
de  negocios  i  para  todos  los  habitantes;  i  la  única  excepción 
que  admite  esta  regla  es  respecto  de  la  materia  criminal  en  lo 
militar  i  en  la  disciplina  eclesiástica,  por  la  especialidad  de 
estos  dos  negociados  de  la  administración  pública  i  por  la  ne- 
cesidad en  que  se  hallan  esas  dos  clases  de  mantener,  según  sus 
propias  reglas,  la  disciplina  i  el  orden  que  les  son  peculiares, 
Otro  punto,  en  que  la  igualdad  constitucional  no  está  consul- 
tada por  las  leyes  especiales  es  la  repartición  de  los  impuestos 
i  contribuciones.  Estas  deben  distribuirse  de  un  modo  igual 
para  todos,  adoptando  una  sola  base,  la  de  los  haberes,  que  es 
la  que  la  Constitución  determina,  i  que  todavía  no  han  adopta- 
do  las  leyes  que  forman  nuestro  sistema  de  impuestos.  Según 
este  principio,  la  exacción  debería  arreglarse  de  modo  que  el 
capital  .raíz  i  el  capital  pecuniario  puesto  en  jiro  pagasen  un 
tanto  por  ciento  sobre  su  valor,  exceptuando  de  esta  regla  el 
capital  pecuniario  aplicado  a  ja  agricultura,  para  no  gravarla 
con  otro  impuesto  ademas  del  que  paga  la  tierra,  i  el  aplicado 
a  la  minería,  porque  no  siempre  es  productivo  ni  puede  ser 
considerado  como  un  haber  después  de  su  inversión,  desde  que 
no  esta  representado  por  una  propiedad  caracterizada  i  fija. 
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Los  impuestos  existentes  tienen  todos  bases  diversas  i  no  son 
conformes  a  la  Constitución:  el  de  Aduanas  i  el  de  especies  es- 
tancadas son  indirectos  i  afectan  el  consumo;  los  diezmos, 
catastro,  alcabalas  de  ventas  e  imposiciones,  patentes  de  casas 
de  comercio,  papel  sellado,  correos  i  derechos  de  peaje  son 
directos  i  afectan,  unos  el  capital,  otros  el  producto,  i  casi 
todos  embarazan  la  circulación  i  traban  la  industria,  mientras 
que  el  capital  en  numerario  queda  exento  de  gravamen.  El 
único  de  estos  impuestos  que  se  encamina  a  ser  establecido 
según  la  base  de  la  Constitución  es  el  diezmo  reformado  por 
lei  de  25  de  octubre  de  4853,  i  es  de  esperar  que  cuando  esta 
reforma  se  complete,  sirva  de  modelo  para  establecer  el  im- 
puesto directo  sobre  los  haberes,  que  es  el  único  que  la  Cons- 
titución ha  sancionado,  i  el  único  que  en  este  punto  puede  rea- 
lizar la  igualdad  que  el  código  fundamental  asegura  a  los  chi- 
lenos. 

La  igual  repartición  de  las  demás  cargas  públicas  está  jene- 
ralmente  bien  consultada  por  la  práctica  ,  i  el  método  de  reem- 
plazos para  la  fuerza  armada,  a  que  también  se  refiere  el  nú- 
mero 3.°  del  articulo  \%  se  halla  establecido  en  el  título  5.°  de 
la  Ordenanza  jeneral  del  ejército  i  en  el  Reglamento  de  organi- 
zación de  la  guardia  nacional. 


LIBERTAD  INDIVIDUAL. 

El  artículo  \%  asegura: 

La  libertad  de  permanecer  i  de  circular  en  el  territorio  de 
Chile,  la  cual  existe  de  un  modo  completo  desde  que  la  lei  de 
40  de  agosto  de  1850  (1 )  abolió  los  pasaportes: 

La  libertad  personal  para  que  nadie  pueda  soi*  preso  ,  deteni- 
do o  desterrado ,   sino  en  la  forma  determinada  por  las  leyes; 

La  libertad  de  petición  ante  las  autoridades  constituidas: 

La  libertad  de  imprenta. 

Pero  omite  la  libertad  de  asociación  para  todos  los  fines  de 
la  vida  i  la  de  profesar  una  creencia  relijiosa,  sin  cuyos  dere- 


i)  Bol.  Lib.  XVIII.  núffl-  &< 
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chos  no  puede  concebirse  la  libertad  individual.  La  omisión  de 
este  último  derecho  es  consecuente  con  el  precepto  del  artículo 
5.°,  que  establece  un  culto  esclusivo;  i  la  ád  derecho  de  aso- 
ciación da  lugar  en  la  práctica  a  excepciones  que  pueden  con- 
siderarse como  otros  tantos  ataques  a  la  libertad:  hai  facultad 
de  asociarse  para  fines  comerciales  i  relijiosos;  pero  no  con 
otros  objetos,  i  la  carencia  de  leyes  sobre  este  punto  dá  lugar 
a  que  el  derecho  de  asociación  con  otros  objetos,  tales  como 
los  políticos ,  por  ejemplo,  esté  a  la  merced  de  las  autoridades 
administrativas,  que  lo  restrinjen  o  amplían  por  una  orden  de 
policía,  según  su  arbitrio. 

La  libertad  de  circular  en  el  territorio  es  permitida  por  la 
Constitución,  salvo  siempre  el  perjuicio  de  tercero.  Esta  cláusula 
se  refiere  al  derecho  que  tiene  el  que  ha  de  entablar  una  acción 
contra  otro,  para  que  este  sea  arraigado  en  el  lugar  del  juicio, 
es  decir,  para  que  no  pueda  moverse  ni  circular  libremente, 
sin  dejar  apoderado  instruido  i  espensado  que  lo  represente  en 
el  juicio,  o  mientras  que  este  no  se  termine,  si  su  presencia 
personal  es  indispensable.  Ordinariamente  los  jueces  despachan 
este  arraigo,  a  petición  de  los  interesados,  sin  exijiríes  siquiera 
los  comprobantes  que  la  lei  5.a,  tít.  \\ ,  lib.  10  de  la  Nov.'Rec. 
pide  para  las  acciones  personales;  pero  semejante  providencia 
no  importa  una  restricción  de  la  libertad  de  circular,  sino, 
cuando  mas,  una  prevención  para  que  el  arraigado  no  salga  de 
su  jurisdicción,  sin  constituir  apoderado. 

En  cuanto  a  la  libertad  personal,  el  precepto  de  la  Constitu- 
ción está  destruido  por  su  letra  misma,  desde  que  la  establece 
en  la  forma  determinada  por  las  leyes.  Tanto  las  leyes  como  la 
práctica,  sobre  todo  la  de  la  policía,  autorizan  la  prisión  con 
tal  amplitud,  que  puede  asegurarse  que  la  libertad  personal  no 
tiene  mas  garantía  que  el  albedrio  de  los  funcionarios  pú- 
blicos. Según  la  doctrina  común  de  los  tribunales,  bastan  para 
decretar  la  prisión  de  una  persona,  o  simples  indicios  de  cri- 
minalidad, o  la  declaración  de  un  testigo,  aunque  éste  sea 
menos  idóneo;  i  esta  doctrina  se  considera  esplicatoria  déla  lei  1.a, 
título  29,  part.  7.a  que  dispone  que— «acusado  seyendo  algún 
home  de  yerro  que  hobiese  fecho,  puédalo  luego  mandar  recab- 
dar  el  juez  ordinario  ante  quien  fuese  fecho  el  acusamiento.»  En 
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presencia  de  tal  práctica  i  de  tal  lei  no  puede  ser  una  realidad  la 
libertad  personal  asegurada  por  la  Constitución. 

Materia  tan  delicada  como  esta  no  debe  ser  tratada  en  la  le- 
jislacion  i  práctica  de  un  Estado  republicano,  sino  bajo  el  res- 
peto mas  severo  a  la  persona,  i  tomando  siempre  por  guia  el 
axioma  que  aconseja  dejar,  mas  bien  sin  castigo  a  un  criminal 
que  castigar  a  un  inocente.  Por  eso  es  que  la  prisión  no  debe 
ser  decretada  sino  en  virtud  de  una  semiplena  prueba  o  cuando 
el  denuncio  o  la  deposición  de  un  testigo  están  bien  fundados 
según  las  circunstancias  i  pueden  escusar  al  juez  de  toda  nota 
de  arbitrariedad.  La  Constitución  toma  en  otros  artículos  pos- 
teriores algunas  medidas  en  favor  de  la  inocencia;  peío,  entre 
tanto,  necesita  ser  mas  completa  en  la  seguridad  que  presta 
a  la  libertad  personal ,  i  puede  serlo  con  solo  modificar  las 
leyes  a  que  ella  se  confia,  en  cuyo  número  debe  contarse 
mui  principalmente  la  que  autoriza  la  prisión  por  deudas, 
porque  este  atentado  contra  la  libertad  personal  no  está  escu- 
sado  por  ningún  principio  de  justicia  ni  por  ningún  interés 
social . 

Una  confianza  igual  en  las  leyes  complementarias  ha  sido 
causa  de  que  la  libertad  de  imprenta,  que  ella  asegura,  haya 
llegado  a  ser  uua  ilusión  i  no  una  verdad  práctica.  Como  to- 
das las  Constituciones  que  se  ha  dado  la  República ,  la  vijen- 
te  sancionó  la  libertad  de  imprenta ,  aboliendo  la  censura 
previa ,  i  reconociendo  que  de  esa  libertad  podian  cometerse 
abasos  (no  delitos)  que  sujetó  a  condenación,  en  virtud  de  un 
juicio  en  que  se  caüjiquen  previamente  tales  abusos  por  jurados. 
Parece  por  estas  palabras  que  el  artículo  \%  quiere  que  sola- 
mente se  haga  el  juicio  por  jurados  para  la  calificación  del 
abuso,  dejando  a  otra  clase  de  juicio  la  secuela  del  asunto  i 
la  condenación.  Pero  como  esta  interpretación  seria  contraria 
i  destructora  de  la  libertad  de  imprenta  misma,  las  'leyes 
complementarias  que  se  han  dadq  en  Chile  han  tenido 
siempre  el  buen  sentido  de  no  aceptarla  i  de  someter  a  jura- 
dos no  solo  la  calificación  del  abuso,  sino  también  su  conde- 
nación. Si  la  sentencia  de  un  juicio  de  esta  clase  hubiera  de 
sujetarse,  después  de  calificado  el  abuso  por  jurados,  alas 
sutilezas  i  al  interés  de  un  juez  de  derecho,  a  la  chicana,  costos, 
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dilaciones  c  inseguridad  de  nuestro  sistema  ordinario  de  en- 
juiciar, la  libertad  de  imprenta  desaparecería  completamente. 
Si  la  libertad  de  imprenta  supone  abusos  i  estos  suponen  nece- 
sariamente la  existencia  del  juri,  i  la  lei  que  no  lo  considera- 
se asi,  contrariada,  en  ycz  de  conservar  i  de  desarrollar,  el 
espíritu  de  la  Constitución.  Precisamente  los  defectos  de  la 
lei  de  46  de  setiembre  de  1846,  que  es  la  vijente,  nacen  de 
no  haberse  consultado  en  ella  tal  espíritu ,  porque  afectando 
conservar  tal  libertad,  esa  lei  la  sujeta  a  restricciones  mas  o 
menos  disimuladas;  procurando  clasificar  los  abusos,  los  halla 
aun  en  el  uso  mas  lejítinio  de  la  libertad  i  los  castiga  con  pe- 
nas desproporcionadas  i  arbitrarias;  i  tratando  de  organizar  el 
juri,  lo  desvirtúa  i  lo  convierte  en  un  verdadero  tribunal  or- 
dinario. Estos  defectos  de  la  lei  que  complementa  la-disposi-* 
cion  constitucional  son  los  que  impiden  la  realidad  del  dere- 
cho que  la  Constitución  asegura. 


INVIOLABILIDAD  DE  LA  PROPIEDAD. 

La  Constitución  asegura  la  de  todas  las  propiedades  sin 
excepción,  declarando  que  nadie  puede  ser  privado  de  la  suya 
sino  en  virtud  de  una  sentencia  judicial.  Este  derecho,  que  es 
parte  integrante  de  nuestra  personalidad,  solo  puede  dejar  de 
existir  cuando  su  pérdida  es  una  condición  del  bien  público; 
i  por  eso  la  Constitución  determina  que,  cuando  la  utilidad  del 
Estado  esté  calificada  por  una  lei,  el  propietario  ceda  el  uso  o 
el  dominio  de  su  propiedad,  pero  no  sin  darle  antes  una  in- 
demnización que  se  ajustará  con  él,  o  se  avaluará  ajuicio 
de  hombres  buenos.  Este  precepto  ha  sido  ya  puesto  en  prácti- 
ca varias  veces ,  i  aun  en  casos  de  que  la  nulidad  calificada 
por  una  lei  ha  sido  puramente  local  o  comunal. 
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CAPÍTULO  VI.. 

DEL   CONGRESO   NACIONAL. 

Artículo  !f$* 

«El  poder  lejislativo  reside  en  el  Congreso  Nacional, 
compuesto  de  dos  Cámaras ,  una  de  Diputados  i  otra 
de  Senadores.» 


La  Constitución  establece  el  poder  lejislativo  ien  el  Congreso 
de  dos  Cámaras ,  sin  hacer  mención  de  la  participación  que  dá 
en  este  poder  al  Presidente  de  la  República  el  artículo  43, 
que  exije  la  aprobación  de  este  funcionario  para  que  puedan 
promulgarse  como  leyes  del  Estado  los  proyectos  acordados 
por  las  Cámaras.  Si  el  poder  lejislativo  es  aquella  rama  del  po- 
der político  que  tiene  por  incumbencia  establecer  i  reformar 
las  leyes  de  los  diferentes  dominios  del  orden  social,  es  pre- 
ciso reconocer  que  el  jefe  del  Ejecutivo  hace  parte  de  ese  po- 
der, aunque  el  artículo  13  no  lo  esprese,  porque  el  43  le  da 
una  participación  directa  i  completa  en  la  formación  de  las 
leyes.  Tan  cierto  es  esto,  que  el  Congreso  Nacional,  aunque  el 
artículo  43  dice  que  en  él  reside  el  poder  lejislativo,  no  es  en 
la  práctica  nuestra  un  verdadero  poder,  desde  que  todos  sus 
acuerdos  lejislativos  carecen  de  una  autoridad  propia  i  no  apa- 
recen ante  la  sociedad  sino  por  el  órgano  i  bajo  la  suprema 
aprobación  del  jefe  del  Ejecutivo,  que  es  quien  les  da  valor, 
promulgándolos  con  el  anuncio  de  que  ha  tenido  a  bien  sancio- 
narlos. ( \ )  Por  esta  causa  el  Congreso  Nacional  no  es  en  Chile 

(1)  Después  de  1833  ha  sido  mui  varia  la  práctica  en  la  cláusula  de 
sanción  puesta  por  el  Ejecutivo  a  las  leyes:  las  que  se  dieron  en  ese  año  i 
mucho  tiempo  después  decian:  — «Por  cuanto  el  Congreso  Nacional  ha  de- 
cretado i  sancionado  con  tal  fecha  tal  cosa.  Por  tanto,  mando    se  cumpla 
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un  verdadero  poder,  ni  asume  ni  representa  los  caracteres  de 
tal,  i  esto  da  motivo  a  que  se  diga,  con  cierto  color  de  verdad, 
que  las  Cámaras  son  los  satélites  del  Presidente  de  la  República. 

La  división  en  dos  Cámaras  que  la  Constitución  adopta  es  la 
sancionada  por  la  práctica  de  las  repúblicas  americanas  i  la 
misma  que  estableció  la  Constitución  de  828.  La  promulgada  en 
octubre  de  1818,  el  Reglamento  Orgánico  de  marzo  de  1823  i  la 
Constitución  de  diciembre  de  este  mismo  año,  constituyeron  el 
Poder  Lejislativo  en  un  solo  cuerpo  colejiado  con  el  nombre  de 
Senado. 

Cuál  de  estos  dos  sistemas  sea  preferible,  es  una  cuestión  que 
solo  puede  resolverse  según  las  circunstancias  de  círxla  pais.  La 
división  del  Poder  Lejislativo  en  dos  Cámaras  con  la  Interven- 
ción necesaria  del  Ejecutivo  no  tiene  otro  fundamento  que  la 
clasificación  cíe  los  intereses  sociales  en  tres  órdenes  distintos, 
a  saber:  1.°,  los  intereses  de  las  grandes  divisiones  territoria- 
les; 2.°,  los  concernientes  a  cada  una  de  las  esferas  de  activi- 
dad en  que  se  ejecuta  el  desarrollo  de  los  diversos  fines  socia- 
les, el  moral,  el  relijioso,  el  científico,  el  artístico,  el  industrial, 
el  comercial  i  el  político;  3.°,  los  intereses  administrativos  res- 
pecto de  la  armonia  que  debe  existir  en  todas  las  relaciones 
internas  e  internacionales  de  la  sociedad.  Para  que  en  la  con- 
fección de  las  leyes  puedan  ser  tratados  estos  intereses  con 
acierto,  es  necesario  poseer  conocimientos  de  todo  punto  diver- 
sos i  aun  esclusivos.,  que  no  pueden  hallarse  sino  en  mandatarios 
diferentes.  Pero  si  tales  intereses  no  admiten  esa  clasificación, 
como  sucedería  en  un  pais  de  corta  estension  en  que  no  hubie- 
se necesidad  de  hacer  representar  por  diversos  mandatarios  los 


en  todas  sus  partes  como  lei  del  Estado  ,  imprimiéndose ,  publicándose  i 
circulándose. »  Mas  tarde  se  introdujo  la  práctica  de  decir: — Por  tanto  i 
habiendo  oido  a  mi  Consejo  de  Estado,  etc.  Últimamente  sa  ha  variado 
todo  i  el  Ejecutivo  se  espresa  de  esta  manera,  que,  aunque  es  verdadera? 
según  la  Constitución,  es  bien  ajena  del  sistema  adoptado: — «Por  cuanto 
el  Congreso  Nacional  ha  discutido  i  aprobado  el  siguiente  proyecto  de  lei. 
— I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado,  he  tenido  a  bien  sancionarlo. 
Por  tanto,  promulgúese  i  llévese  a  efecto  en  todas  sus  partes ,  como  lei  de 
ía  República.))  Creemos  mas  propia  la  fórmula  de  1833. 
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intereses  de  las  grandes  divisiones  territoriales,' por  ser  estos 
homojéneos  entre  sí  i  hallarse  comprendidos  en  los  demás  inte- 
reses sociales,  entonces  falta  la  razón  de  la  división  del  Congreso 
en  dosCámaras.i  basta,  por  consiguiente,  un  solo  cuerpo  lejis- 
Jador.  En  tal  caso  creemos  que  se  halla  Chile,  donde  las  provin- 
cias tienen  intereses  análogos,  que  nunca  se  contrarían  ni 
rechazan  entre  sí,  i  que  siempre  se  hallan  incorporados  en  los 
demás  intereses  sociales.  De  consiguiente,  el  Senado  no  puede 
tener  aquí  la  especialidad  de  mandato  que  existe,  por  ejemplo, 
en  los  Estados-Unidos  de  Norte  América;  i  no  representando 
un  interés  aristocrático,  que  no  existe  en  nuestra  sociedad,  i 
siendo  inútil  para  el  embarazoso  i  perjudicial  sistema  del  equi- 
librio político  que  está  condenado  por  la  práctica  a  causa  de  sus 
malos  resultados,  aquel  cuerpo  essupéríluo  en  nuestra  organi- 
zación. Por  esto  juzgamos  que  la  división  establecida  en  el  art. 
'13  no  tiene  un  fundamento  en  ios  principios  políticos  aplicados 
al  pais,  sino  en  la  práctica  de  ios  Estados  republicanos,  práctica 
que,  por  otra  parte,  solo  data  en  Chile  desde  1828,  i  que  puede 
conservarse  mientras  que  sus  resultados  la  abonen. 

Artículo  1 4«  • 

«Los  Diputados  i  Senadores  son  inviolables  por  las  opi- 
niones que  manifiesten  i  votos  que  emitan -en  el  desem- 
peño de  sus  cargos.» 

Articulo  M«5« 


«Ningún  Senador  o  Diputado,  desde  el  dia  de  su  elec- 
ción, podrá  ser  acusado,  perseguido  o  arrestado,  salvo 
en  el  caso  de  delito  infraganti,  si  la  Cámara  a  que  per- 
tenece no  autoriza  previamente  la  acusación ,  declaran- 
do haber  lugar  a  formación  Vle  causa.» 
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«Ningún  Diputado  o  Senador  será  acusado  desde  el  dia 
ile  su  elección,  sino  ante  su  respectiva  Cámara,  o  ante 
la  Comisión  Conservadora,  si  aquella  estuviere  en  re- 
ceso. Si  se  declara  haber  lugar  a  formación  de  causa, 
queda  el  acusado  suspendido  de  sus  funciones  lejislati- 
vas  i  sujeto  al  juez  competente.» 

Articulo  !#• 

«En  caso  de  ser  arrestado  algún  Diputado  o  Senador 
por  delito  infraganti,  será  puesto  inmediatamente  a  dis- 
posición de  la  Cámara  respectiva  o  de  la  Comisión  Con- 
servadora, con  la  información  sumaria.  La  Cámara,  o  la 
Comisión ,  procederá  entonces  conforme  a  lo  dispuesto 
en  el  artículo  precedente.» 


lié  aquí  las  disposiciones  constitucionales  destinadas  a  defi- 
nir la  inmunidad  de  los  representantes  de  la  nación  en  el  Con- 
greso. Según  ellas,  semejante  inmunidad  no  puede  existir  sino 
dentro  de  los  límites  del  derecho,  porque  si  es  indispensable 
asegurar  la  independencia  de  las  funciones  lejislativas,  esta- 
bleciendo la  irresponsabilidad  de  los  que  las  ejercen  por  todas 
las  opiniones  i  votos  que  emitan  en  el  desempeño  de  su  cargo, 
también  lo  es  establecer  que  no  existe  esa  irresponsabilidad  en 
cuanto  ellos  ofendan  los  derechos  ajenos.  De  otro  modo  no  po- 
dría conciliarse  aquella  inmunidad  con  el  principio  de  justicia, 
que  es  la  base  de  todas  las  transacciones  i  relaciones  políticas  i 
sociales.  En  este  sentido  creemos  que  la  inviolabilidad  de  opi- 
niones no  puede  autorizar  al  que  la  inviste  para  infrinjir  los  re" 
glamentos,  base  del  orden  i  del  sistema  de  les  debates,  ni  tam- 
poco para  atacar  la  reputación  o  la  persona  de  otro.—- En  ambos 


casos,  hai  abuso  de  una  facultad,  que  es  santa  i  útil  en  la  dis- 
cusión de  los  hechos  i  de  las  ideas,  i  subversiva  del  orden  i  del 
derecho,  cuando  sale  de  ese  terreno  i  altera  o  ataca  las  condi- 
ciones de  uno  u  otro. 

Los  reglamentos  de  las  Cámaras  contienen  disposiciones  arre- 
gladas a  esta  doctrina,  condenando  como  contraria  al  orden 
toda  csprcsion  en  que  se  impute  a  las  Cámaras  o  a  sus  miem- 
bros intenciones  o  sentimientos  opuestos  a  sus  respectivos  de- 
beres; pero  sin  dar  este  carácter  a  las  imputaciones  de  des- 
acierto, incapacidad  o  neglijencia,  o  de  infracción  de  Constitu- 
ción o  de  sus  deberes  oficiales  que  se  hagan  a  los  demás  fun- 
cionarios públicos,  ni  a  las  imputaciones  de  delito  alguno  sobre 
el  cual  se  promoviese  acusación  ante  la  Cámara. 

Las  faltas  de  esta  especie  no  constituyen  delito,  i  solo  se  re- 
prenden declarándolas  por  acuerdo  de  la  Cámara  o  haciendo 
salir  de  la  sala,  mediante  un  acuerdo  análogo,  al  que  las  co- 
mete. 

Mas,  por  los  artículos  transcritos  de  la  Constitución,  se  ve  que 
el  representante  puede  ser  sometido  a  juicio  por  los  delitos  que 
cometiere,  sin  que  le  valga  su  inmunidad  para  otra  cosa  que 
para  no  ser  acusado,  perseguido  o  arrestado,  si  antes  no  declara 
que  hai  lugar  a  formación  de  causa  su  respectiva  Cámara,  o  la 
Comisión  Conservadora,  si  aquella  se  halla  en  receso. 

El  único  caso  en  que  el  representante  puede  ser  acusado, 
perseguido  o  arrestado,  sin  ese  requisito  previo,  es  el  de  delito 
infraganli;  pero  aun  entonces  no  se  le  puede  enjuiciar,  sino 
que  será  puesto  inmediatamente  a  disposición  de  la  Cámara  res- 
pectiva o  de  la  Comisión  Conservadora,  con  la  información  su- 
maria, para  que  esta  declare  si  hai  lugar  o  no  a  formación  de 
causa. 

La  declaración  afirmativa  deja  al  acusado  suspenso  de  sus 
funciones  lejislativas  i  sujeto  al  juez  competente  ,  mientras  que 
la  negativa  hace  imposible  el  enjuiciamiento  i  lo  deja  libre  de 
toda  persecución  i  arresto. 

Podria  dudarse  si  los  efectos  de  una  declaración  negativa  son 
permanentes,  o  si  queda  subsistente  el  derecho  del  querellante 
o  el  oficio  judicial  para  perseguir  al  individuo  por  el  mismo 
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delito,  después  que  deja  de  ser  Diputado  o  Senador.  Créeme  s 
(jue  esos  efectos  son  temporales  i  que  no  equivale  la  declara- 
ción negativa  a  una  absolución,  1.°  porque  semejante  declara- 
ción, como  todas  las  decisiones  lejislativas,  puede  ser  sometida 
de  nuevo  a  la  consideración  de  la  Cámara,  i  aun  puede  ser 
revocada  en  4a  sesión  del  año  siguiente  a  aquel  en  que  se  dictó, 
según  el  tenor  i  espíritu  del  artículo  42  de  la  Constitución  i  de 
los  que  le  son  referentes;  c2.°  porque  la  Cámara,  al  hacer  esa 
declaración,  no  juzga  ni  puede  investir  el  carácter  de  tribunal. 
Si  juzgara,  seria. preciso  admitir  la  misma  doctrina  respecto  de 
una  declaración  contraria,  i  creer  que  la  Cámara  condena 
cuando  declara  que  hai  lugar  a  formación  de  causa.  La  Cámara 
ejerce,  en  este  caso  como  en  otros,  una  atribución  puramente 
económica  i  conservadora  de  la  independencia  de  sus  miem- 
bros, i  al  ejercerla  no  procede  como  tribunal  de  derecho,  sino 
como  jurado,  para  apreciar,  según  su  conciencia,  i  no  por  fór- 
mulas o  apariencias,  si  la  conveniencia  pública  i  la  moralidad, 
que  supone  la  persecución  de  un  delito,  pueden  ser  consulta- 
das sin  peiigro  de  la  independencia  i  de  la  dignidad  de  las 
funciones  lejislativas.  La  misma  irresponsabilidad  de  la  Cá- 
mara sobre  la  declaración  que  hace  es  una  prueba  de  que  no 
inviste  en  este  caso  el  carácter  de  un  tribunal,  i  de  que  solo 
pone  en  ejercicio  una  atribución  conservadora.  Es  cierto  que 
puede  errar  o  dar  una  declaración  manifiestamente  injusta; 
pero  también  es  cierto  que  todo  lo  que  se  hiciera  para  evitar 
este  abuso,  redundaría  en  perjuicio  de  la  independencia  del 
poder  lejislativó:  en  tal  caso  solo  la  opinión  pública  puede  ca- 
lificar el  acto  de  la  Cámara,  i  en  su  respeto  por  esa  opinión  está 
la  mejor,  la  única  garantía  que  el  derecho  puede  tener,  cuan- 
do se  trata  de  decidir  una  cuestión  en  que  están  interesadas  la 
justicia  pública  por  una  parte,  i  la  garantía  de  la  independencia 
del  poder  lejislativó  por  otra. 

Siendo  la  Cámara,  pues,  un  jurado  de  declaración  previa,  no 
falla  sobre  el  delito,  i  aunque  tenga  presente  la  sumaria  le- 
vantada ,  no  pronuncia  un  juicio  sobre  ella,  ni  en  su  virtud,  sino 
que  solo  la  tiene  presente  para  pronunciarse  como  jurado  pre- 
vio o  gr/in  juri.  Asi  se  entiende  también  esta  doctrina  en  la 
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práctica,  puesto  que  se  han  visto  casos  en  que  la  sumaría  daba 
una  plena  prueba  del  delito  i  la  Cámara  de  Diputados  ha  nega- 
do lugar  al  juicio;  mientras  que  en  otros,  la  Comisión  Conser- 
vadora daba  lugar  a  formación  de  causa  en  vista  de  una  suma- 
ria que  no  arrojaba  siquiera  indicios  contra  el  representante 
sindicado.  (1 ) 

Hemos  dicho,  con  arreglo  a  ios  artículos  comentados,  que  los 
Diputados  i  Senadores  solo  pueden  ser  acusados,  perseguidos 
o  arrestados,  sin  la  previa  declaración,  en  caso  de  delito  infrSf 
ganti ;  pero  la  práctica  ha  agregado  otra  excepción  a  esta  regla, 
porque  el  Ejecutivo  ha  procedido  varias  veces  contra  algunos 
representantes  que  no  se  hallaban  en  aquel  caso,  persiguiéndo- 
los, arrestándolos  i  aun  haciéndolos  salir  fuera  del  lugar  de  su 
domicilio,  creyéndose  autorizado  a  ello  en  virtud  de  una  decla- 
ración de  sitio,  por  la  cual  se  suspende  el  imperio  de  la  Constitu- 
ción, según  el  artículo  461.  Con  todo,  la  suspensión  del  imperio 
de  la  Constitución  no  se  ha  entendido  jamás,  ni  puede  entender- 
se, sino  como  una  suspensión  de  las  garantías'  individuales;  mas 
no  como  una  derogación  accidental  de  la  organización  política 
del  Estado  ni  como  ima  suspensión  de  las  garantías  inherentes 
a  esta  organización.  Si  mediante  una  declaración  de  sitio  se  sus- 
pendiera la  inmunidad  constitucional  de  los  Diputados  i  Senado- 
res, el  Cuerpo  Lejislativo  quedaría  sin  existencia  propia;  i  ha- 
ciéndose aquella  declaración  en  virtud  de  una  atribución  del 
Ejecutivo,  la  cual  no  puede  ser  ejercida,  sino  cuando  el  Congre- 
so no  se  hallare  reunido,  según  el  inciso  20  del  artículo  82,  es 
claro  que  con  semejante  doctrina  podría  el  Ejecutivo  imposibili- 
tar para  siempre  o  a  su  voluntad  la  reunión  próxima  de  las  Cá- 
maras, aprisionando  o  desterrando  a  sus  miembros  por  razones 
de  Estado  i  por  un  interés  político.  No  es  esta  la  única  consecuen- 
cia desastrosa  que  produciría  la  doctrina  de  que  la  suspensión  del 
imperio  constitucional  importa  una  suspensión  del  orden  i 
organización  del  Estado,  pues  que  con  la  misma  lójica  se  puede 


(1)  Damos  testimonio  de  estos  casos,  porque  los  hemos  examinado  í 
visto,  i  no  los  designamos  poique  no  debemos  hacer  recuerdos  odiosos. 
Quien  se  tómela  pena  de  examinar  los  casos  prácticos,  verá  la  verdad. 
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sostener  que  por  una  declaración  de  sitio  desaparecen  las  atribu- 
ciones, las  inmunidades  i  la  autoridad  del  mismo  Ejecutivo,  las 
de  sus  ajentes,  las  de  los  tribunales  de  justicia,  las  del  Estado,  en 
una  palabra;  i  no  es  posible  aceptar  semejante  opinión,  que  mi- 
na por  su  base  el  sistema  constitucional  i  que  nos  conduce  a  un 
absurdo.  La  falsedad  de  una  doctrina  nunca  aparece  mas  clara 
que  cuando  se  la  examina  en  sus  aplicaciones. 

De  consiguiente,  la  práctica  a  que  aludimos  no  puede  estar 
apoyada  ni  en  la  razón,  ni  en  el  interés  social,  ni  en  la  Constitu- 
ción, i  es  de  todo  punto  arbitraria. 


DE    LA    CÁMARA    DE    DIPUTADOS. 

«La  Cámara  de  Diputados  se  compone  de  miembros 
elejidos  por  los  Departamentos  en  votación  directa  i  en 
la  forma  que  determinare  la  lei  de  elecciones.» 

Aplícalo  !S« 

«Se  elejirá  un  Diputado  por  cada  veinte  mil  almas, 
i  por  una  fracción  que  no  baje  eje  diez  mil.» 

Artículo  $$• 

«La  Cámara  de  Diputados  se  renovará  en  su  totalidad 
cada  tres  años.» 

Artícete  ÁJU 

«Para  ser  elejido  Diputado  se  necesita: 
1 .°  Estar  en  posesión  de  los  derechos  de  ciudadano 
elector; 

2.°  Una  renta  de  quinientos  pesos,  a  lo  menos.» 
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«Los  Diputados  son  reelejidos  indefinidamente.» 

«No  pueden  ser  Diputados  los  eclesiásticos  regulares, 
ni  los  eclesiásticos  seculares  que  tengan  cura  de  almas; 
ni  los  jueces  letrados  de  primera  instancia,  ni  los  Inten- 
dentes i  Gobernadores  por  la  provincia  o  departamento 
que  manden;  ni  los  individuos  que  no  hayan  nacido  en 
Chile,  si  no  han  estado  en  posesión  de  su  carta  de  natu- 
raleza, a  lo  menos  seis  años  antes  de  su  elección.» 
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La  forma  de  la  elección  directa  no  está  determinada  en  la 
Constitución,  como  lo  está  la  de  las  elecciones  indirectas.  Aque- 
lla es  arreglada  por  una  lei  especial,  que  puede  ser  revocada  o 
modificada,  según  las  circunstancias,  sin  necesidad  de  reformar 
la  Constitución.  Este  método  deja  al  Poder  Legislativo  ordina- 
rio la  facultad  de  proveer  a  las  necesidades  de  la  República 
siempre  variables  en  este  punto. 

Las  elecciones  directas  que  fija  la  Constitución  son  las  de 
Diputados  al  Congreso,  las  de  electores  de  Senadores  i  de  Pre- 
sidente de  la  República,  i  las  de  miembros  délas  municipalida- 
des. Las  indirectas  son  lasque  hacen  los  electores  de  Senadores 
i  de  Presidente. 

Las  primeras  se  bacen  emitiendo  el  ciudadano  calificado  su 
sufrajio  escrito,  sin  necesidad  de  publicarlo,  ante  las  mesas  re- 
ceptoras que  se  instalan  en  cada  parroquia  i  que  se  componen  de 
cuatro  miembros  elejidos  a  la  suerte  por  la  Municipalidad  i  de 
un  presidente  nombrado  por  esta  misma.  En  el  sufrajio  solo  se 
puede  inscribir  el  nombre  del  número  debido  de  candidatos,  ba- 
jo pena  de  nulidad,  en  caso  contrario.  Los  procederes  de  la 
elección  están  determinados  en  la  lei  especial.  [1) 

( 1 )  Lei  de  2  de  diciembre  de  1833. 


Las  elecciones  de  Diputados  i  de  electores  de  Senadores  se  ha- 
cen durante  dos  dias  consecutivos,  desde  el  último  domingo  de 
marzo  del  año  en  que  principia  el  período  lejislativo;  i  los  Dipu- 
tados que  se  elijen  por  toda  la  República  son  setenta  i  dos,  i  con 
-cincuenta  i  dos  suplentes,  distribuidos,  según  la  lei,  en  esta 
forma:  (43 


Provincias. 
Atacama.  . 

Coquimbo  . 


Aconcagua 

Valparaíso 
Santiago  . 

Colchagua 
Talca.  .  . 


Departamentos. 


Diputados.     Suplentes. 


Copiapó  i  Caldera.  ;  .  .  .  .    ■% 
Valíenar  i  Freirina  ......     \ 

Serena 

Elqui  ........... 

Ovalle 

Illapel 

Comba  rbalá.  .  ...  .  ¿  . 

Petorca.  ......... 


I 

. ; ; <f 

.......  2 

.......  1 

.......  \ 

.......  \ 

Ligua \ 

Andes.  .  , \ 

San  Felipe .  \ 

Putaendo.   .....  B  ...  .  \ 

Quillota ; ,  % 

Valparaíso  .  .  • 3 

Casa-Blanca  .   .  .  . \ 

Santiago 6 

Victoria % 

Melipilla \ 

Rancagua 4 

Caupolican 3 

San  Fernando 3 

Curicó  .  .  .  .   .  ' 4 

Lontué :  \ 

Talca 3 


(1)  Lei  de  26  de  diciembre  de  1854.  B.  lib»  22,  núm.  10. 
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Provincias. 

Maule.  . 


Nuble. 
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Departamentos.  Diputados. 

Cauquenes  i  Constitución.  ....  3  . 

Linares. 2  . 

Parral  ...........  .s  .  4  . 

Itata 2  . 

Chillan .  I  . 

San  Carlos 4  . 

Concepción  .  Concepción  i  Talcahuano 4  . 

CoeFemu 4   . 

Puchacai 4  . 

Rere 4  . 

Lautaro. 4  . 

írauco  .  .  .  Laja. V . 

Nacimiento  i  Arauco  .......  4  . 

Valdivia  .  .  Valdivia  i  Union  .........  4  . 

Osorno  i  Colonia  .........  4  . 

Chiloé  .  .  .  Áncud,  Chacao,  Dalcahue  i  Áchao  4  . 

Castro,  Chonchi  i  Lemui.  ....  4   . 

Calbuco,  Carelniapu  i  Quenac  .  ..  4  . 


Suplentesv 

2 
4 
4 

4 

* 
i 
f 

4 

4- 
4 
4 
1 
I 
4 
4* 
4 
4 
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Las  condiciones  de  la  elejibilidad  son  la  posesión  de  los  dere- 
chos de  ciudadano  elector  i  una  renta  que  no  baje  de  quinien- 
tos pesos;  mas,  para  asegurar  el  primer  requisito,  no  se  exije 
la  posesión  de  la  boleta  de  calificación,  pues  las  Cámaras  han 
declarado  en  varios  casos  que  basta  poseer  las  calidades  quer 
según  el  artículo  8'.°,  dan  los  derechos  de  ciudadano  elector, 
puesto  que  el  artículo  9.°  solo  exíje  la  boleta. de  calificación 
para  ejercer  el  derecho  de  sufrajio  i  no  como  condición  de  la 
elejibilidad. 

El  artículo  23  escluye  de  esta  a  los  eclesiásticos  regulares  i 
a  los  seculares  que  tienen  cura  de  almas  y  a  ios  jueces  letrados- 
de  primera  instancia,  i  a  los  intendentes  i  gobernadores  por  la 
provincia  o  departamento  que  manden.  Pero  la  práctica  ha 
introducido,  respecto  de  los  jueces  letrados  una  relajación,  ad- 
mitiendo en  la  Cámara  a  los  que  ejercen  en  Santiago  i  consi- 
derando a  los  d#  otros  departamentos  como  Diputados,  cuando 
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son  elejidos.  Su  elección  es  nula  constitucionalmente,  porque 
carecen  de  elejibilidad,  según  el  tenor  i  espíritu  de  aquella 
disposición^  que  ha  querido  evitarlos  males  que  resultan  de 
distraer  de  sus  funciones  judiciales  a  los  jueces  letrados  de 
primera  instancia,  — de  tener  que  encargarlas  a  suplentes,  que 
jamas  pueden  llenarlas  de  un  modo  satisfactorio  i  espedito. 

DE    LA    CÁMARA    DE    SENADORES. 

Articulo  £4* 

«El  Senado  se  compone  de  veinte  Senadores.» 
Artículo  £5« 

«Los  Senadores  son  elejidos  por  electores  especíales, 
que  se  nombran  por  Departamentos  en  número  triple 
del  de  Diputados  al  Congreso  que  corresponde  a  cada 
uno,  i  en  la  forma  que  prevendrá  la  lei  de  elecciones.» 

Artícelo  %G* 

«Los  electores  deberán  tener  las  calidades  que  se  re- 
quieren para  ser  Diputados  al  Congreso.» 

Articulo  9 V« 

«El  dia  señalado  por  la  lei  se  reunirán  los  electores 
en  la  capital  de  su  respectiva  provincia,  i  sufragará  ca- 
da uno  por  tantos  individuos,  cuantos  Senadores  corres- 
ponda nombrar  en  aquel  período.» 

Articulo  9§« 

.    «Acto  continuo  se  practicará  el  escrutinio ,  i  se  esten- 
derán dos  actas  de  sus   resultados,    suscritas  por   los 
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electores,  las  cuales  se  remitirán  cerradas  i  selladas^ 
una  al  Cabildo  de  la  capital  de  la  misma  provincia  para 
que  la  deposite  en  su  archivo ,  i  otra  a  la  Comisión 
Conservadora.» 

Artícete  %&• 

«La  Comisión  Conservadora  pasará  oportunamente  to- 
das las  actas  al  Senado  para  que  el  1 5  de  mayo  inme- 
diato, antes  de  la  primera  reunión  ordinaria  de  las 
Cámaras,  verifique  el  escrutinio  jeneral,,.  o  haga  la  elec- 
ción en  caso  necesario,  i  la  comunique  a  íes  electos.» 

Artfétfitó  BOm 

«Los  individuos  que,  por  el  resultado  de  la  votación 
jeneral  obtuvieren  mayoria  absoluta,  serán  proclama- 
dos Senadores.» 

Articulo  81» 

«No resultando  mayoria  absoluta,  el  Senado  rectificará 
la  elección,  guardando  las  regías  establecidas  en  \m 
artículos  68,  69,  70,-  71 ,  72  i  73.» 
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«Para  ser  Senador  se  necesita : 
1.°  Ciudadanía  en  ejercicio. 
2,°  Treinta  i  seis  años  cumplidos. 
3.°  No  haber  sido  condenado  jamas  por  «delito* 
4.°  Una  renta  de  dos  mil  pesos  a  lo  menos. 
La  condición  esclusiva  impuesta  a  los  Diputados  en 
d  artículo  23  comprende  también  a  los  Senadores.» 


Armenio  33* 

«El  Sonado  se  renovará  por  tercias  partes,  elijiéndose, 
en  los  dos  primeros  trienios,  siete  Senadores,  i  seis  en 
el  tercero.» 

Articule  34. 

«Los  Senadores  permanecerán  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  por  nueve  años ,  i  podrán  ser  reelejidos  inde- 
finidamente.» 

Artículo  35». 

«Cuando  falleciere  algún  Senador  o  se  imposibilitare 
por  cualquier  motivo  para  desempeñar  sus  funciones, 
se  elejirá  en  la  primera  renovación  otro  que  le  subrogue 
por  el  tiempo  que  faltase  para  llenar  su  período  consti- 
tucional.» 


Estos  doce  artículos  de  terminan  la  organización  del  Senado 
efe  una  manera  tan  clara,  que  no  necesitan  de  comentarios. 
Sin  embargo  haremos  algunas  observaciones  dignas  de  tener- 
se presentes,  para  conocer  mejor  la  naturaleza  del  gobierno 
adoptado. 

El  Senado  se  constituye  por  una  elección  indirecta  de  dos- 
cientos diez  i, seis  votos,  supuesto  que  los  electores  han  de  ser 
en  número  triple  del  de  Diputados  al  Congreso,  los  cuales  son 
setenta  i  dos.  La  mayoría  absoluta  exijida  por  el  artículo  30 
para  esta  elección  es  de  ciento  nueve  votos,  que  han  de  reu- 
nirse en  favor  de  los  siete  Senadores  que  deben  élejirse  cada 
tres  años  para  renovar  el  Senado  por  terceras  partes ,  de  los 
que  se  elijan  conforme  al  artículo  35  en  reemplazo  de  los  que 
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fallecieren  o  se  imposibilitaren  por  cualquier  motivo  para  des- 
empeñar sus  fundones ,  i  de  los  tres  suplentes  que  ademas  se 
elijen  en  cada  período,  según  la  leí  de  5  de  enero  de  4852.  (1) 

Esta  lei  ordenó  la  elección  de  nueve  Senadores  suplentes  en 
la  misma  forma  que  los  propietarios,  debiendo  renovarse,  du- 
rante el  primero  i  segundo  trienio,  conforme  a  lo  dispuesto  en 
el  artículo  7.°  de  las  disposiciones  transitorias  de  la  Constitu- 
ción, es  decir,  designando  a  la  suerte  los  tres  que  d^ben  cesar 
en  el  primero,  i  en  los  siguientes  según  el  orden  de  antigüedad. 
Los  suplentes  son  llamados  a  funcionar  según lapreferencia  que 
les  diere  el  mayor  numero  de  votos  de  su  elección,  i  en  caso  de 
igualdad,  se  fija  por  sorteo  el  orden  de  preferencia. 

No  concurriendo  la  mayoría  de  ciento  nueve  votos  sobre  los 
diez  candidatos,  que  a  lo  menos  deben  de  elejirse,  el  Senado 
mismo  hace  la  elección,  guardando  las'reglasque  los  artículos 
69  al  73  establecen  para  que  el  Congreso  haga  la  elección  de 
Presidente  de  la  República,  cuando  la  elección  jeneral  no  da 
mayoría  absoluta  en  favor  de  un  candidato  a  la  presidencia. 

Este  modo  de  proceder  en  la*  elección  dá  al  Senado  un  orí- 
jen  que  en  rarísimos  casos,  o  casi  nunca,  es  popular.  Si  los 
Senadores  se  elijieran  por  provincias,  ya  se  comprende  que 
seria  fácil  uniformar  el  voto  de  los  eiectores^provinciales  en 
favor  de  dos  o  tres  candidatos  que  les  correspondiera  elejir 
respectivamente;  pero  tratándose  de  nombrar  diez  o  mas  Se- 
nadores por  toda  la  República,  es  poco  menos  que  imposible 
reunir  en  favor  de  ellos  los  ciento  nueve  votos  que  constituyen 
la  mayoría  de  todos  los  electores  esparcidos  i  separados  en  todo 
el  país.  Para  conseguirlo  se  necesita  la  sujestion  o  el  mandato 
del  ministerio,  i  para  que  un  partido  político,  opositor  al  Ejecu- 
tivo, lograse  el  mismo  resultado,  seria  necesario  que  triunfase 
en  la  elección  de  la  mayoría  de  los  electores,  que  es  lo  mismo 
que  triunfar  en  la  de  la  mayoría  de  Diputados,  i  esto  es  impo- 
sible que  suceda,  según  nuestro  sistema  electoral.  Los  triun- 
fos posibles  de  un  partido  opositor  en  las  elecciones,  criando 
mas  quitarían  algunos  votos  a  la  elección  de  los  Senadores  im- 


(1 )  B.  lib.  20,  nurn.  l.¿ 
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pidiendo  que  esta  se  hiciera  por  los  ciento  nueve  que  constitu- 
yen la  mayoría  absoluta;  pero  en  este  caso,  el  resultado  seria 
peor  para  el  sistema  representativo ,  porque  seria  entonces  el 
Senado  quien  haría  la  elección,  conforme  al  artículo  31,  i  este 
cuerpo  lejislativo  no  se  integraría  por  una  elección  nacional, 
sino  por  un  nombramiento  hecho  de  su  propia  autoridad. 

No  se  puede  objetar  contra  estas  observaciones  confirmadas 
por  la  práctica  de  veinte  años  que  lo  mismo  se  procede  en  la 
elección  de  Presidente  de  ía  República,  i  que  sin  embargo  es- 
ta puede  ser  nacional,  llai  mucha  diferencia  entre  ambos  casos: 
es  fácil  que  la  opinión  pública  se  pronuncie  en  favor  de  un 
solo  individuo  que  reúne  las  distinguidas  prendas,  el  alto 
prestijio  i  popularidad  que  se  necesitan  para  ser  elevado  a  la 
presidencia  del  Estado  por  una  elección  popular,  i  no  lo  es  que 
suceda  otro  tanto  respecto  de  diez  o  mas  candidatos  que  se 
necesitan  para  integrar  el  Senado  cada  tres  años.  Un  pais  de 
corta  población  i  de  las  circunstancias  físicas  i  morales  de  Chile 
no  puede  tener  cada  tres  años  mas  de  diez  hombres  tan  emi- 
nentemente populares  que  reúnan,  con  prestijio  mas  o  menos 
igual,  la  opinión  de  trece  provincias  diseminadas  en  una  gran 
estension  i  con  no  fáciles  ni  frecuentas  medios  de  intimidad. 
Para  renovar  el  genado  de  este  modo,  se  necesita  la  constante 
i  efectiva  intervención  del  ministerio  en  las  elecciones  de 
Senadores,  como  ha  sucedido  hasta  ahora;  i  eso  justifica  nues- 
tra observación  sobre  que  el  Senado  no  es  propiamente  un 
cuerpo  representativo,  sino  mas  bien  nombrado  por  el  Ejecutivo, 

Toca  a  la  historia  apreciar  los  resultados  de  .este  sistema, 
peno  a  la  ciencia  política  le  corresponde  condenarlo  como  vi- 
cioso, porque  en  último  análisis  es  un  arbitrio  hipócrita  adop- 
tado para  disfrazar  el  verdadero  oríjen  de  uno  de  los  cuerpos 
lejisladores ,  haciéndolo  aparecer  nacional  cuando  propiamen- 
te está  en  el  Ejecutivo,  que  lo  nombra,  i  que  por  este  medio 
puede  conculcar  todas  las  ventajas  del  sistema  democrático  re- 
presen tantivo. 

Otra  observación  de  distinto  carácter  nos  sujiere  el  artículo 
32,  que  exije,  como  primer  requisito  de  la  elejibilidad  de  los 
Senadores  la  Ciadmíama  en  ejercicio.  El  21  fija  para  la  elejibili- 
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dad  de  ios  Diputadas  el  de  estar  en  posesión  de  los  derechos  cíe 
ciudadano  elector.  Entre  ambas  espresiones  hai  una  diferencia 
notable  que  da  lugar  a  creer  que  la  ciudadanía  en  ejercido* 
exijida  por  el  primero,  hace  necesaria  la  posesión  de  Ja  boleta 
de  calificación,  i  que  no  basta  poseer  los  derechos  de  ciudada- 
no elector.  Mas  el  Senado  ha  declarado  una  vez,  como  la  Cá- 
mara de  Diputados,  que  no  es  indispensable  la  boleta  i  que 
basta  la  capacidad  de  ciudadanía. 

,  Otra  interpretación  del  Senado  ha  fijado  también  el  sentido 
de  la  parte  2.a  del  artículo  32,  que  exije,  como  requisito  de  la 
elejibilidad  treinta  i  seis  años  cumplidos.  Una  vez  fué  elejido 
Senador  un  ciudadano  que  no  tenia  esa  edad,  i  sin  embargo  de 
ser  nula  su  elección,  según  la  letra  de  este  artículo,  el  Se- 
nado la  declaró  válida  para  cuando  el  elejido  cumpliese  los  trein- 
ta i  seis  años,  i  en  efecto,  al  cumplirlos,  entró  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones.  ( 1 ) 

ATRIBUCIONES  DEL  CONGRESO  I  ESPECIALES  BE  CADA  CÁMARA* 

«Son  atribuciones  esclusivas  del  Congreso: 

«1.a  Aprobar  o  reprobar  anualmente  la  cuenta  de  la 
inversión  de  los  fondos  destinados  para  los  gastos  ele  la 
administración  publica  que  debe  presentar  el  gobierno. 

«2.a  Aprobar  o  reprobar  la  declaración  ele  guerra,,  a 
propuesta  del  Presidente  de  la  República. 

«\3.a  Declarar,  cuando  el  Presidente  déla  República 
hace  dimisión  de  su  cargo ,  si  los  motivos  en  que  la 
funda,  le  imposibilitan  o  no  para  su  ejercicio,  i  en  su 
consecuencia  admitirla  o  desecharla. 

«4.a  Declarar,  cuando  en  los  casos  de  los  artículos  74 
i  78  hubiere  lugar  a  duda,  si  el  impedimento  que  priva 

(1)  Casi,)  del  Senador  don  José  Miguel  Irarrázaval. 
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al  Presidente  del  ejercicio  de  sus  funciones,  es  de  tal  na- 
turaleza que  deba  precederse  a  nueva  elección. 

«5.a  Hacer  el  escrutinio ,  i  rectificar  la  elección  de  Pre- 
sidente de  la  República ,  conforme  a  los  artículos  67  ,  6§ , 
09,70,71,  72  i  73. 

«6.a  Autorizar  al  Presidente  de  la  República  para  que 
use  de  facultades  estraordinarias,  debiendo  siempre  se- 
ñalarse espresamente  las  facultades  que  se  le  conceden, 
i  fijar  un  tiempo  determinado  a  la  duración  de  estalei.» 


La  forma  de  la  redacción  adoptada  por  este  artículo ,  que  prin- 
cipia declarando  que  son  atribuciones  esclusivas  del  Congreso  las 
detalladas  en  él,  i  la  del  artículo  siguiente  que  determina  que 
solo  en  virtud  de  una  leí  se  pueden  resolver  los  asuntos  que  men- 
ciona, daña  entender  que  la  Constitución  quiso  que  las  decla- 
raciones i  actos  detallados  en  el  artículo  36  fuesen  de  la  atribu- 
ción esclusiva  del  Congreso  ,  sin  intervención  del  Ejecutivo,  de 
modo  que,  por  ejemplo,  la  aprobación  de  las  cuentas  de  inver- 
sión no  se  hiciera  por  una  acta  formulada,  iniciada  i  promulgada 
en  él  estilo  ordinario  de  una  leí ,  sino  por  un  decreto  emanado 
solamente  del  Congreso  i  sancionado  únicamente  por  su  propia 
autoridad.  Otra  razón  inductiva  de  esta  interpretación  se  halla 
en  la  naturaleza  misma  de  los  asuntos  a  que  se  refiere  el  artícu- 
lo, porque  siendo  todos  ellos,  o  actos  emanados  del  Presidente 
de  la  República,  o  referentes  a  él,  sobre  los  cuales  éste  no  po- 
dría sin  implicancia  emitir  su  voto,  i  en  los  cuales  no  aparece 
el  motivo  que  hace  necesaria  la  intervención  del  Ejecutivo  en 
la  formación  de  las  leyes,  es  claro  que  solo  el  Congreso  debe 
tenerla  atribución  esclusiva  de  tratarlos  i  decidirlos. 

Con  todo,  en  la  práctica  no  se  ha  entendido  de  este  modo  el 
artículo  36  i  el  Ejecutivo  ha  interpuesto  siempre  su  aprobación 
i  ha  promulgado  como  leyes  del  Estado  los  acuerdos  del  Con- 
greso ,  espedidos  en  virtud  de  las  atribuciones  esclusivas  que  este 
artículo  le  concede.  El  único  acto  de  esta  naturaleza  que  se  na 
publicado  sin  la  fórmula  de  una  leí  es  el "resultado  del  escrutinio 
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de  la  elección  de  Presidente,  que  el  Congreso  hace  en  virtud 
de  la  parte  5.a  del  artículo. 

De  estas  atribuciones  esclusivas  no  se  han  puesto  todavía  en 
práctica  la  3.a  i  la  4.a,  porque  no  han  ocurrido  los  casos  a  que 
se  refieren.  La  4.a  se  practica  todos  los  años,  respecto  de  las 
cuentas  de  inversión  de  los  fondos  públicos  que  se' -han  emplea- 
do durante  el  año  anterior  a  aquel  en  que,  se  presentan;  bien 
que  no  falta  ejemplo  de  haberse  omitido  esta  aprobación  en  las 
sesiones  de  un  período  anual,  haciéndose  en  las  del  siguiente 
año,  de  modo  que  no  se  ha  cumplido  rigorosamente  con  lo  dis- 
puesto en  esta  parte.  La  6.a  es  la  que  ha  tenido  mas  frecuente 
aplicación,  pero  desgraciadamente  no  siempre  con  acierto.  No 
hemos  de  creer  que  la  Constitución  ha  querido  lo  absurdo  ni 
lo  malo,  i  por  tanto  la  atribución  que  da  al  Congreso  de  auto- 
rizar al  Presidente  de.  la  República  para  que  use  de  facultades 
estraordinarias ,  no  puede  tener  lugar  sino  cuando  un  conjunto 
de  circunstancias  escepcionalejs  justifiquen  su  ejercicio. 

Autorizar  al  Ejecutivo  para  que  pueda  resolver  o  estatuir  so- 
bre asuntos  que  por  su  naturaleza  son  de  la  competencia  de  la 
lejislatura,  o  para  que  obre  fuera  de  la  esfera  que  le  está  se- 
ñalada en  la  Constitución  no  es  conforme  al  sistema  represen- 
tativo, sino  cuando  una  necesidad  imperiosa  exije  el  sacrificio 
de  las  fórmulas  ordinarias  para  producir  un  gran  bien.  Tal  se- 
ria, por  ejemplo,  el  caso  de  una  vasta  reforma  en  las  leyes 
ordinarias  o  el  de  una  medida  circunstancial  que  las  Cámarasno 
podrían  dictar  con  acierto  o  presteza  i  libres  de  los  embarazos 
•  que  entorpecen  su  marcha. 

Por  eso  creemos  inconstitucional  la  amplitud  con  que  el  Con- 
greso interpreta  el  artículo,  cuando  autoriza  al  Ejecutivo  fre- 
cuentemente para  resolver  asuntos  que  ni  son  tan  serios  ni  es- 
peciales como  una  reforma  íM  sistema  de  aduanas ,  o  como  la 
de  un  código  completo,  ni  tan  indispensables  como  el  resta- 
blecimiento del  orden  en  una  situación  anárquica.  Tal  vez  no 
se  da  a  esto  la  importancia  que  merece  porque  tampoco  la  tie- 
nen los  negociados  de  que  ordinariamente  se  desprenden  las 
Cámaras,  cometiendo  su  resolución  al  Ejecutivo;  pero  la  indife- 
rencia o  la  confianza  que  sirve  de  base  a  esta  práctica  ha  dado 
ya  lugar  a  estreñios  que  la  política  no   puede  justificar  i  que 
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condenará  la  historia.  Un  hecho  elocuente  de  este  jénero  te„ 
íiemos  en  la  célebre  lei  de  31  de  enero  de  4837,  en  la  cual  el 
Congreso  declara  en  estado  de  sitio  el  territorio  de  la  Repúbli- 
ca por  el  tiempo  que  durase  la  guerra  que  a  la  sazón  habia  con 
el  Perú,  i  autoriza  al  Presidente  (sin  señalar  espresamente  las 
facultades  estraordinarias ,  como  quiere  la  Constitución),  para 
usar  de  todo  el  poder  público  que  su  prudencia  hallare  necesa- 
rio para  rejir  el  Estado ,  sin  otra  limitación  que  la  de  no  poder 
condenar- por  sí,  ni  aplicar  penas ,  debiendo  emanar  estos  ac- 
tos de  los  tribunales  establecidos ,  o  que  en  adelante  estable- 
ciere el  mismo  Presidente  (i)  ¡Monstruoso  prevaricato  que  con 
un  simple  rasgo  de  pluma  convirtió  la  República  en  monar- 
quía absoluta  i  destruyó  la  Constitución  en  virtud  de  una  de- 
cepción ,  de  una  falsa  i  engañosa  interpretación  de  la  Consti- 
tución misma !  El  Presidente  monarca  usó  de  su  absolutismo 
prudencial,  reformando  algunas  leyes  civiles,  pero  lo  estrenó 
al  tercer  dia  con  la  espantosa  institución  de  los  consejos  de 
guerra  permanentes,  (2)  según  la  cual  quedaron  la  vicia  i  hon- 
ra de  los  chilenos  al  arbitrio  de  tres  empleados  del  gobierno, 
que  podían  castigar  con  la  pena  capital  los  delitos  políticos  i 
los  de  infidencia ,  i  aun  los  de  inteligencia  verbal  o  escrita  con 
el  enemigo ,  por  noticias  o  sospechas  de  delito ,  sin  fórmulas  de 
juicio  verdadero  i  en  el  perentorio  término  de  tres  dias.  La  san- 
gre de  doce  víctimas ,  derramada  en  los  patíbulos  erijidos  en 
dos  ciudades  a  nombre  de  esa  lei,  dará  siempre  un  horrible 
testimonio  del  abuso  de  esa  atribución  del  Congreso  i  de  esa 
falsa  interpretación  que  supone  que  la  Constitución  puede  des- 
truirse por  el  capricho  de  un  Congreso  ordinario,  cuando  no 
puede  reformarse  sino  por  una  Constituyente  convocada  después 
de  costosos  trámites.  ;  Ojalá  se  mantenga  siempre  vivo  el  re- 
cuerdo del  sangriento  resultado  de  tan  torpe  interpretación, 
para  que  las  Cámaras  no  vuelvan  jamas  a  sancionarla! 


(1)  Bol.Lib.7.«,núm.6.° 

|2)  Lei  de  2  de  febrero  de  1837.  ib.  ib. 
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«Solo  en  virtud  de  una  lei  se  puede: 

«1.°  imponer  contribuciones  de  cualquiera  clase  o  na- 
turaleza, suprimir  las  existentes,  i  determinar,  en  caso 
necesario,  su  repartimiento  entre  las  provincias  o  depar- 
tamentos. 

«2.°  Fijar  anualmente  los  gastos  de  la  administración 
pública. 

((3.°  Fijar  igualmente  en  cada  año  la  fuerza  de  mar 
i  tierra  que  ha  de  mantenerse  en  pié  en  tiempo  de  paz 
o  de  guerra. 

«Las  contribuciones  se  decretan  por  solo  el  tiempo  de 
diez  i  ocho  meses ,  i  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  se  fijan 
solo  por  igual  término. 

«4.°  Contraer  deudas,  reconocer  las  contraidas  hasta 
el  día,  i  designar  fondos  para  cubrirlas. 

«5.°  Criar  nuevas  provincias  o  departamentos,  arre- 
glar sus  límites;  habilitar  puertos  mayores,  i  establecer 
aduanas. 

«6.°  Fijar  el  peso,  lei,  valor,  tipo  i  denominación  de 
las  monedas;  i  arreglar  el  sistema  de  pesos  i  medidas. 

«7.°  Permitir  la  introducción  ele  tropas  estranjeras 
en  el  territorio  de  la  República ,  determinando  el  tiem- 
po de  su  permanencia  en  él. 

«8.°  Permitir  que  residan  cuerpos  del  ejército  perma- 
nente en  el  lugar  ele  las  sesiones  del  Congreso,  i  diez 
leguas  a  su  circunferencia. 

«9.°  Permitir  la  salida  de  tropas  nacionales  fuera  de 
la  República,  señalando  el  tiempo  de  su  regreso. 

«10.  Crear  o  suprimir. empleados  públicos,  determi- 
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nar  o  modificar  sus  atribuciones,  aumentar  o  disminuir 
sus  dotaciones,  dar  pensiones,  i  decretar  honores  públi- 
cos a  los  grandes  servicios. 

«11.  Conceder  indultos  jenerales  o  amnistías. 

«12.  Señalar  el  lugar  en  que  debe  residir  la  Repre- 
sentación Nacional  i  tener  sus  'sesiones  el  Congreso.» 


Todos  los  puntos  enumerados  en  este  artículo  tienen  tan  es- 
trecha relación  con  la  organización  del  Estado  /con  su  conser- 
vación i  seguridad ,  que  no  se  puede  tocarlos  sin  afectar  en  lo 
mas  íntimo  esas  bases  primordiales  del  orden  constitucional* 
Las  contribuciones  que  pagan  los  habitantes  para  formar  los 
fondos  del  erario,  la  inversión  de  estos  fondos  para  mantener 
la  administración  pública,  las  deudas  del  Estado,  el  sistema  de 
monedas,  de  pesos  i  medidas,  todo  lo  relativo  a  la  fuerza  per- 
manente que  necesita  la  República  para  su  seguridad;  i  por  íinr 
el  orden  de  los  empleos  públicos  i  la  división  administrativa 
del  Estado  son  asuntos  de  tan  vital  importancia  para  la  subsis- 
tencia i  progreso  de  la  nación ,  que  no  se  podría,  sin  peligro, 
dejarlos  a  la  merced  de  un  decreto  del  Ejecutivo,  ni  tratarlos 
sin  tomar  en  cuenta  los  grandes  intereses  que  están  represen- 
tados en  el  cuerpo  lejislativo  i  que  deben  presidir  a  la  forma- 
ción de  las  leyes. 

He  aquí  porqué  el  artículo  37  ha  establecido  que  solo  en  vir- 
tud de  una  lei  se  puede  estatuir  acerca  de  tan  serios  negocia- 
dos, en  los  cuales  se  hallan  comprometidos  tantos  derechos.  Es- 
ta insistencia  enfática  de  la  Constitución  muestra  que  ella  no 
quedaba  satisfecha  ateniéndose  simplemente  al  principio  jene- 
ral  de  que  son  de  la  incumbencia  del  cuerpo  lejislativo  todos  ios 
casos  en  que  se  trata  de  establecer  primitivamente  derechos  i 
obligaciones:  esta  regla  no  era  suficiente,  i  quiso  ser  mas  bien 
difusa ,  por  no  dejar  espuesta  la  organización  del  Estado  a  una 
interpretación  subversiva  que  sacase  de  su  quicioesa  organiza- 
ción ,  permitiendo  que  sus  bases  fundamentales  fuesen  tocadas 
por  otras  manos  que  las  sagradas  de  la  lei. 
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Sin  embargo,  la  práctica  que  acabamos  de  condenar  como 
subversiva,  que  el  Congreso  tiene  de  autorizar  al  Ejecutivo  con 
facultades  estraordinarias  para  todo,  ha  venido  también  a  con- 
culcar aquellos  fundamentos  i  desconocer  el  espíritu  i  la  letra 
de  la  Constitución.  Casino  hai  un  punto  de  los  relacionados  en 
el  artículo  37  que  no  haya  estado  a  la  disposición  del  Presidente 
de  la  República  por  medio  de  una  autorización  semejante.  No 
se  ha  reparado  en  la  naturaleza  de  esos  objetos,  ni  se  ha  visto 
que  la  Constitución  los  ha  enumerado  precisamente  como  ex- 
cepción de  Ja  regla  jeneral,  diciendo,   a  continuación  de  la 
parte  6.a  del  artículo  36,  (en  la  cual  se  atribuye  al  Congreso  la 
facultad  de  autorizar  al  Presidente  con  estraordinarias)  que  so- 
lamente en  virtud  de  una  lei  se  pueden  resolver  aquellos  asun- 
tos. No  puede  ser  mas  clara  la  intención  de  la  Constitución  al 
adoptar  esta  forma  de  redacción  para  dejar  fuera  de  aquella 
atribución  del  Congreso  los  puntos  señalados  en  el  artículo  37. 
Por  esto  no  trepidamos  en  calificar  de  inconstitucionales  to- 
das las  leyes  en  que  se  ha  prodigado  el  uéo  de  tal  atribución,  i 
.mui  principalmente  las  de  14  de  setiembre  de  1851,  i  de  15  de 
setiembre  de  1852  (1),  en  las  cuales  no  solo  se  autoriza  al  Presi- 
dente de  la  República  para  arrestar  i  trasladar  a  las  personas  de 
un  punto  a  otro  i  remover  empleados ,  sin  sujetarse  a  las  forma- 
lidades prescritas  en  la  parte  10.a  del  artículo  82  de  la  Cons- 
titución, sino  también  para  aumentar  a  su  arbitrio  la  fuerza  del 
ejército  permanente  e  invertirlos  caudales  públicos  sin  sujetar- 
se a  presupuesto,  cuyos  dos  objetos  solo  en  virtud  de  una  lei 
pueden  ser  fijados  anualmente,  según  lo  manda  el  artículo  37.  • 

Otra  dolorosa  trasgresion  de  este  artículo  tiene  anotada  la 
historia,  tal  es  el  desembarco  efectuado,  con  permiso  de  la  au- 
toridad local  en  Valparaíso ,  por  las  fuerzas  de  la  marina  de 
guerra  de  Inglaterra,  el  28  de  octubre  de  1851 ,  con  el  pretesto 
de  asegurar  las  propiedades  de  sus  nacionales  en  un  movimien- 
to popular  ocurrido  ese  día,  contra  lo  espresamente  ordenado 
en  la  parte.7.a  del  artículo  37  que  dice  que,  solo  en  virtud  de 
una  lei,  se  puede  permitir  la  introducción  de  tropas  estranjeras 


(1)  Bol.  Lib.  19,  núm.  9,  i  Lüh  20,  núm.  9. 
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en  el  territorio  de  la  República  ,  determinando  el  tiempo  de  sa 
permanencia  en  él. 

Las  circunstancias  anormales  en  que  se  verificó  tan  estraño 
suceso,  tal  vez  escusan  el  silencio  que  sobre  aquella  violación 
de  la  Constitución  guardaron  las  autoridades  encargadas  de 
velar  sobre  su  observancia;  pero  en  un  comentario  de  este  Có- 
digo1 no  se  puede  dejar  de  consignar  el  hecho,  para  que  en  lo 
futuro  no  sirva  de  precedente  a  una  falsa  aplicación  de  la  dis- 
posición citada,  a  una  torcida  intelijencia  de  su  testo  i  de  su  es- 
píritu, que  no  esotro  que  el  demanfener  incólume  la  indepen- 
dencia de  la  República  i  proveer  a  su  seguridad  contra  las 
pretensiones  de  Estados  estraños  que  no  pueden  burlar  aquel 
precepto  en  i  ingun  caso,  sin  hacerse  culpables  de  un  acto 
condenado  también  por  los  principios  del  Derecho  de  lentes. 

Hai  otro  punto  de  este  artículo  sobre  que  se  ha  suscitado  cues- 
tión, a  saber,  la  leí  de  contribuciones,  que,  en  sentir  de  al- 
gunos, debe  dictarse  todos  los  años,  como  se  hace  con  la  rela- 
tiva a  la  cuenta  de  inversión  de  los  fondos  públicos,  con  la  del 
presupuesto  de  los  gastos  de  la  administración  i  con  la  que  fija 
las  fuerzas  de  mar  i  tierra.  La  Constitución  establece  terminan- 
temente que  estas  leyes  sean  dictadas  cada  año,  i  no  da  el 
mismo  precepto  para  la  de  contribuciones,  limitándose  a  orde- 
nar que  éstas  sean  decretadas  por  solo  el  tiempo  de,  diez  jocho 
meses.  En  consecuencia  el  jenuino  sentido  de  esta  disposición 
es  que  la  lei  o  leyes  sobre  contribuciones  sean  revisadas  cada 
diez  i  ocho  meses  para  hacer  en  ellas  las  modificaciones  que 
exijan  las  circunstancias,  o  dejar  las  subsistentes,  de  modo  que 
las  Cámaras  no  cometen  una  inconstitucionalidad  si  dejan  pa- 
sar un  período  anual  sin  tratar  de  las  contribuciones ,  con  tal 
que  las  revisen  dentro  del  término  señalado  ,  como  la  comete- 
rían si  omitiesen  la  sanción  de  las  tres  leyes  que  deben  dictar- 
se anualmente. 


Articulo  3$«  • 

((Son  atribuciones  esclusivas  ele  la  Cámara  de  Dipu- 
tados: 

«1  .*  Calificar  las  elecciones  de  sus  miembros  ,■   cono- 
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cer  sobre  los  reclamos  de  nulidad  que  ocurran  acerca  de 
ellos,  i  admitir  su  dimisión,  si  los  motivos  en  que  la 
fundaren,  fueren  de  tal  naturaleza  que  los  imposibilita- 
ren física  o  moralícente  para  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes. Para  calificar  los  motivos  deben  concurrir  las  tres 
cuartas  partes  de  los  Diputados  presentes. 

«2.a  Acusar  ante  el  Senado,  cuando  hallare  por  con- 
veniente hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  siguien- 
tes funcionarios: 

«A  los  ministros  del  despacho,  a  los  consejeros  de 
Estado  en  la  forma ,  i  por  los  crímenes  señalados  en  los 
artículos  92,  93,  94,  95,  96,  97  i  107. 

«A  los  jenerales  de  un  ejército  o  armada  por  haber 
comprometido  gravemente  la  seguridad  i  el  honor  de  la 
Nación;  i  en  la  misma  forma  que  a  los  ministros  del 
despacho  i  consejeros  de  Estado. 

«A  los  miembros  de  la  Comisión  Conservadora,  por 
grave  omisión  en  el  cumplimiento  del  deber  que  les  im- 
pone el  artículo  58.» 

«A  los  intendentes  de  las  provincias  por  los  crímenes 
de  traición,  sedición,  infracción  de  la  Constitución,  mal- 
versación de  los  fondos  públicos  i  concusión. 

«A  los  majistrados  de  los  tribunales  superiores  de  jus- 
ticia por  notable  abandono  de  sus  deberes. 

«En  los  tres  últimos  casos ,  la  Cámara  de  Diputados 
declara  primeramente  si  há  lugar  o  no  a  admitir  la  pro- 
posición de  acusación,  i  después,  con  intervalo  de  seis 
días,  si  há  lugar  a  la  acusación,  oyendo  previamente  el  in- 
forme de  una  comisión  de  cinco  individuos  de  su  seno  ele- 
jida  a  la  suerte.  Si  resultare  la  afirmativa,  nombrará  dos 
diputados  que  la  formalicen  i  prosigan  ante  el  Senado.» 
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«Son  atribuciones  de  la  Cámara  de  Senadores: 

«1.a  Calificar  las  elecciones  de  sus  miembros,  cono- 
cer en  los  reclamos  de  nulidad  que  se  interpusieren  acer- 
ca de  ellas,  i  admitir  su  dimisión,  si  los  motivos  en 
que  la  fundaren  fueren  de  tal  naturaleza ,  que  los  imposi- 
bilitaren física  o  mora  luiente  para  el  desempeño  de  estos 
cargos.  No  podrán  calificarse  los  motivos  sin  que  con- 
curran las  tres  cuartas  partes  de  los  Senadores  presentes. 

«2.a  Juzgara  los  funcionarios  que  acusare  la  Cámara 
ele  Diputados  con  arreglo  a  lo  prevenido  en  los  artículos 
38  i  98. 

«3.a  Aprobar  las  personas  que  el  Presidente  de  la  Re- 
pública presentare  para  los  Arzobispados  i  Obispados. 

«4.a  Prestar  o  negar  su  consentimiento  a  los  actos 
del  gobierno  en  los  casos  en  que  la  Constitución  lo  re- 
quiere.» 
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Colocaremos  bajo  un  mismo  comentario  estos  dos  artículos 
por  la  afinidad  que  entre  sí  tienen.  En  la  primera  atribución  que 
los  dos  artículos  conceden  respectivamente  a  las  Cámaras  no- 
tamos desde  luego  una  inconsecuencia,  o  mejor  diebo,  una 
trasgresion  de  los  principios  fundamentales  del  sistema  repre- 
sentativo, porque  se  les  dá  la  facultad  de  conocer  en  los  recla- 
mos de  nulidad  que  se  interpusieren  acerca  de  las  elecciones 
de  sus  miembros. 

Un  reclamo  de  esta  especie  puede  tener  oríjen  o  en  el  seno 

mismo  de  la  Cámara  o  en  una  representación  de  funcionarios  o 

de  ciudadanos  que  no  pertenecen  a  la  Cámara.  Ambos  cuerpos 

lejislativos  tienen  la  facultad  de  calificarlas  elecciones  de  sus 
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miembros:  el  Senado  hace  esta  calificación  ene!  acto  de  ejercer 
la  autoridad  qiie  el  artículo  29  le  da  para  verificar  el  escrutinio 
jeneral  o  hacer  la  elección  de  sus  propios  miembros  en  caso  ne- 
cesario: la  Cámara  de  Diputados  la  hace  en  sus  primeras  sesio- 
nes,  oyendo  el  informe  de  una  comisión  de  cinco  miembros 
que  por  'el  artículo  l.°  de  su  reglamento  debe  nombrarse  en  las 
sesiones  preparatorias  para  que  examine  los  poderes  délos  di- 
putados electos.  Esta  calificación  no  es  otra  cosa,  que  el  juicio 
que  la  comisión  o  la  Cámara  emiten  sobre  las  condiciones  de  la 
elección  i  cualidades  del  electo:  áehe  por  tanto  ceñirse  a  ver  si 
esas  condiciones  i  cualidades  están  arregladas  a  la  lei,  i  si  han 
sido  guardadas  las  fórmulas  que  esta  prescribe.  En  caso  afir- 
mativo,  la  Cámara  se  limita  a  aprobar  el  poder  de  que  se  trata. 
'  Pero  desde  que  el  juicio' de  la  comisión  o  de  la  Cámara  es 
adverso  a  la  elección  o  al  electo,  porque  en  la  primera  no  se 
hayan  observado  las  condiciones  legales,  o  el- segundo  no  ten- 
ga las  cualidades  requeridas,  ya  hai  un  reclamo  de  nulidad,, 
lo  mismo  que  el  que  ocurriría  si  tal  objeción  fuese  elevada  por 
otro  funcionario  o  ciudadano  estraño  a  lá  Cámara.  Por  consi- 
guiente hai  en  este  caso  una  controversia,  una  conté -ision  en- 
tre el  reclamante,  que  puede  ser  la  comisión  calificadora,, 
k  Cámara  o  un  estraño,  i  el  diputado  'de  cuya  elección  se  trata.- 
La  decisión  no  debiera  corresponder  a  la  Cámara  misma y 
porque  no  se  puede  erijir  un  tribunal  de  excepción  en  un  siste- 
ma como  el  representativo,  que  no  admite  privilejios',  i  porque 
no  se -pueden  confundir  las  atribuciones  del  poder  legislativo 
con  las  del  judicial  sin  atacar  el  principio  de  la  división  de  Ios- 
poderes  ,  que  es^la  base  del  sistema  ,  i  sin  esponerse  a  que  la  ' 
Cámara  juzgue  en  un  asunto  en  que  puede  ser  parlé  compro- 
metida cuando'  el  reclamo  tenga  oríjeii  en  su  propio  seno.  Esta 
es  la  razón  qm  tenemos  para  sostener  que  es  una  inconsecuen- 
cia en  aquel  sisteoia  la  atribución  dada  a  las  Cámaras  de  en- 
tender en  los  reclamos  de  nulidad/No  corresponde  anular  los 
poderes,  sino  al  mismo  que  los  otorga;  i  cuando  entre  los  otor- 
gantes hai  contension  ,  o  cuando  en  el  olorgamiento'se  ha  falta- 
do a  la  lei ,  la  cuestión  debe  ser  resuelta  por  la  autoridad  en-  • 
cargada  de  aplicar  Igs  leyes  para  terminar  las  controversias 
que  se  suscitan  sobre  los  derechos»  Blas  ya  que  nuestra  Consti- 
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ilición  ha  resucito  de  este  modo,  tal  vez  por  escudar  las  elec- 
ciones de  representantes  contra  los  peligros  a  que  estarían  es- 
puestas, cometiendo  su  decisión  a  tribunales  ordinarios  organi- 
zados de  una  manera  defectuosa ,  como  los  nuestros ,  veamos 
cuál  debe  ser  el  procedimiento  de  las  Cámaras  en  casos  seme- 
jantes. 

Sin  embargo  de  cualquiera  reclamo  de  nulidad,  la  Cámara 
.  puede  calificar  de  buenos  los  poderes,   hallándose  estes  arre- 
glados a  la  leí;  i  como  en  tal  caso  ejerce  una  especie  de  juris- 
dicción voluntaria,  la  aprobación  que  presta  a  los  poderes  no 
importa  una  resolución  sobre  el  reclamo ,  ni  loescluye,  sino 
(fue  solo  sirve  para  confirmar  al  representante  en  su  carácter 
de  tal,  porque  el  reclamo  contra  sus  poderes  no  debe  impe- 
dirle el  ejercicio  de  sus  funciones.  Si  asi  no  fuera  ,  bastaría  for- 
ar  unas  enastas'  reclamaciones  de  nulidad  para  escluir  del  se- 
no de  la  representación  nacional  a  todos  o  ala  mayor  parte  de 
sus  miembros.  Esta  doctrina  lia  sido  puesta  en  práctica  muchas" 
veces,  i  especialmente  fué  declarada  i  confirmada  en  la  sesión 
3.a  def  8  de  junio  de  849  de  la  Cámara  de  Diputados,  en  la  cual 
se  estableció  que:  «La  aprobación  de  los  poderes  no  escluyelos 
reclamos  de  nulidad  pendientes.» 

El  reclamo  de  nulidad,  cualquiera  quesea  su  oríjen,  una 
vez  admitido,  pasa  para  ser  informado,  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados a  la  comisión  de  Elecciones,  Calificadora  de  peticiones,  es- ' 
tablecida  por  el  artículo  33  de  su  Reglamento:  i  en  el  Senado, 
que  no  tiene  comisión  análoga,  ha  de  pasar  a  la  de  Consti- 
tución. 

La  comisión  informante  debe  poner  a  la  Cámara  en  posesión 
de  los  datos  precisos  para  resolver  sobre  el  reclamo  de  nulidad, 
i  entendemos  por  (Jatos  precisos  aquellos  que  sean  suficientes 
para  formar  opinión,  i  no  los  que,  revestidos  de  ciertas  fórmulas 
legales,  son  necesarios  para  dictar  un  juicio;  porque  la  Cámara 
en  este  casó  no  es  un  tribunal  de  derecho,  sino  un  juri  que 
debe  resolver  discrecionalmente ,  según  las  circunstancias.  La 
Constitución  no  determina  el  modo  de  conocer  en  estas  cues- 
tiones, ni  siquiera  señala  los  motivos  que  <pueden  dar  lugar  a 
k  nulidad.  La  lei  de  elecciones  procede  del  mismo  modo,  i 
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aunque  eiia  señala  los  actos  punibles  que  pueden  ocurrir  en 
estas,  i  las  penas  que  deben  aplicárseles,  tampoco  señala  las 
causas  de  nulidad,  porque  ha  querido  conservar  el  espíritu  de 
la  Constitución,  que  constituye  a  cada  una  de  las  Cámaras  en 
un  jurado  que  puede  apreciar  libremente  los  hechos  que  ocur- 
ran, tomando  en  cuenta  el  interés  nacional,  el  orden  publico 
i  todas  las  circunstancias  de  utilidad  i  de  justicia  que  acciden- 
talmente puedan  aparecer  en  las  cuestiones  que  se  ofrezcan 
sobre  los  poderes  de  sus  miembros.  Si  asi  no  fuese,  i  se  tra- 
bara ta  marcha  déla  Cámara,  sujetándola  a  reglas  i  fórmulas, 
como  a  un  tribunal  ordinario ,  desapareceria  la  libertad  de  dis- 
cusión, i  el  voto  no  podria  darse  conforme  a  la  conciencia  que 
la  Cámara  puede  formar  sobre  lo  que  conviene  a  la  sociedad  i 
al  Estado,  según  los  casos.  Esta  doctrina  está  apoyada  en  la 
Constitución  misma,  porque  refiriéndose  al  caso  en  que  el  Se- 
nado es  un  verdadero  tribunal  para  fallar  sobre  ciertas  acusa- 
ciones, dice  en  el  artículo  98  que  esta  Cámara— «juzgará  al 
ministro  acusado  ejerciendo  un  poder  discrecional,  ya  sea  para 
caracterizar  el  delito,  ya  para  dictar  la  pena.» 

La  práctica  ha  sancionado  también  este  modo  de  proceder,, 
fallando  la  Cámara  de  Diputados  discrecionaímente  ,  sin  forma 
de  juicio,  sin  pruebas  legales  i  sin  mas  datos  que  los  que  ie  han 
parecido  precisos  en  los  reclamos  de  nulidad  que  han  ocurrido, 
en  4840  sobre  las  elecciones  de  la  Ligua,  en  1841  sobre  las  de 
la  Serena,  en  4842  sobre  las  de  San  Felipe ,  en  1849  sobre  las- 
de  San  Fernando  ,  i  otros  en  distintas  épocas. 

Declaradas  nulas  las  elecciones,  como  sucedió  en  el  caso 
citado  de  San  Felipe,  el  Ejecutivo  dicta  las  medidas  necesarias 
para  que  se  verifiquen  de  nuevo. 

Mas  palpable  es  el  defecto  o  inconsecuencia  que  hemos  no- 
tado en  la  Constitución,  si  tratamos  de  la  segunda  atribución  que 
los  artículos  38  i  39  dan  a  las  Cámaras ,  convirtiendo  a  la  á& 
Diputados  en  acusadora,  i  al  Senado  en  tribunal  para  juzgar  a 
ciertos  funcionarios  públicos;  pues  en  este  casohai  una  acumu- 
lación de  autoridad  mas  verdadera,  i  por  consiguiente  una  in- 
fracción mas  notabljp  del  principio- -de  la  división  de  ios  podeucs* 
públicos. 
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Según  esta  atribución  ,  la  Cámara  de  Diputados  puede  acusar 
ante  el  Senado  ,  cuando  lo  hallare  por  conveniente ,  a  los  Mi- 
nistros del  despacho,  «  los  Consejeros  de  Estado,  a  los  Jenera- 
les  de  ejército  o  armada  ,  a  los  miembros  de  la  comisión  con- 
servadora, a  los  intendentes  de  provincias  i  a  los  majistrados 
de  los  tribunales  superiores  de  justicia. 

Los  ministros  del  despacho  pueden  ser  acusados  por  la  Cá- 
mara de  Diputados,  según  el  artículo  92  ,  por  los  crímenes  de 
traición,  concusión,  ¡esto  esjabuso  de  autoridad  por  dinero  ,  o 
exacción  arbitraria),  malversación  de  los  fondos  públicos,  so- 
borno,  infracción  de  la  Constitución,  por  atropellamiento  de  ías 
leyes,  por  haber  dejado  éstas  sin  ejecución  i  por  haber  compro- 
metido gravemente  la  seguridad  o  el  honor  de  la  nación. 

Mas  como  los  Ministros  son  responsables  personalmente  por 
ios  actos  que  firmaren  ,  pueden  ser  acusados  también,  según  el 
artículo  99,  por  cualquier  particular ,  en  razón  de  los  perjuicios 
que  este  haya  sufrido  injustamente  por  algún  acto  del  ministe- 
rio. Pero  entre  este  caso  y  ios  anteriores  hai  las  siguientes  di- 
ferencias: en  aquellos  la  acusación  tiene  oríjen  en  la  Cámara  de 
Diputados ,  i  eii  este  la  queja  debe  dirijirse  al  Senado  por  el 
particular  agraviado:  la  acusación  de  aquella  Cámara  es  juz- 
gada por  la  de  Senadores  discrecionalmente ,  ya  sea  para  ca- 
racterizar el  delito  ,  ya  para  dictar  la  pena,  i  contra  su  senten- 
cia no  hai  apelación  ni  recurso  alguno  ■  (artículo  93) :  mientras 
que  en  la  querella  particular  el  Senado  no  falla,  sino  que  ejer- 
ce las  atribuciones  (legran  jurado,  limitándose  a  declarar  si 
hai  o  no  lugar  a  ella,  i  si  su  declaración  es  afirmativa,  el  re- 
clamante demanda  al  Ministro  ante  el  tribunal  de  justicia  .com- 
petente. (Artículo  100). 

La  Cámara  de  Diputados,  para  hacer  la  acusación,  procede 
de  esta  manera:  primero  áche  declarar  si  hai  lugar  a  examinar 
la  proposición  de  acusación  que  se  haya  hecho,  oyendo  antes 
el  dictamen  de  una  comisión  compuesta  de  nueve  miembros  ele- 
gidos a  la  suerte,  los  cuales  no  pueden  presentar  su  informe  sino 
después  de  trascurridos  ocho  dias  desde  su  nombramiento. 
(Artículo  93  i  94). 

Si  la  Cámara  declara  que  debe  examinarse  la  proposición  de 
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acusación  ^puede  llamar  al  Ministro  para  pedirle  esplicacíoncs, 
contal  que  esta  comparecencia  no  se  verifique  sino  ocho  dias 
después  de  haberse  admitido  a  examen  la  proposición.  En  este 
mismo  caso,  i. sin  embargo  de  la  comparecencia,  la  Cámara 
debe  oír  nuevamente  el  informe  de  una  comisión  de  once  indi- 
viduos elejidos  por  sorteo,  sobre  si  áabQ  o  nó  hacérsela  acusa- 
ción, pero  esta  comisión  tampoco  puede  informar  sino  después 
de  ocho  dias  trascurridos  desde  su  nombramiento.  (Árt.  95  i  96.) 

Ocho  dias  después  de  oido  el  informe  de  esta  comisión,  dis- 
cute i  resuelve  ja  Cámara  si  há  o  no  lugar  a  la  acusación  del 
Ministro;  i  si  rcsulta'la  afirmativa,  nombra  tres  individuos  de 
su  seno  para  proseguir  la  acusación  ante  el  Senado»  (Árt.  97). 

Esta  tramitación  sujeta  a  intersticios  que  forman  un  lapso  de 
treinta  i  dos  dias,  sin  contar  el  mayor  tiempo  que  se  pierde  en 
demoras  i. en  las  discusiones,  está  sin  duda  calculada,  sino  pa- 
ra hacer  imposible  la  acusación ,  a  lo  menos  para  aplazarla  i  dar 
lugar  a  la  calma  i  a  las  transacciones.  Cierto  es  que  estas 
facultades  altamente  conservadoras  del  equilibrio  político  están' 
espuestas  en  su  ejercicio  a  injusticias  i'abusos,  que  .es  necesa- 
rio evitar  con  algunas  precauciones:  pero  es  necesario  también 
que  con  ellas  no  se  anule  ni  se  restrinja  tanto,  como  lo  hace  la 
Constitución,  el  ejercicio  de  tan  importantes  atribuciones.  Sin 
embargo  a  estos  mismos  trámites  sujeta  también  el  artículo  38 
la  acusación  de  los  Consejaros  ele  Estado  cuando  se  trate  de  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  que  tienen,  según  el  artículo  107- 
por  los  dictámenes  que  presten  al  Presidente  de  la  República 
contrarios  a  las  leyes  i  manifiestamente  mal  intencionados,  siendo 
'  de  advertir  que  estja  acusación  solo  puede  hacerse  por  la  Cámara 
de  Diputados  en  la  forma  expuesta,  i  no  por  los  ciudadau  es 

Los  jenerales'de  ejército  o  armada  pueden  ser  acusados  por 
haber  comprometido  gravemente  la  seguridad  i  el  honor  de  la. 
nación  i  en  la  misma  forma  que  ios  ministros  ád  despacho  i  los 
consejeros  de  Estado. 

Mas  para  la  acusación  de  los  miembros  de.  la  Comisión  con- 
servadora, dé  los  intendentes  de.  provincias  i  de  los  altos  ma- 
jistrados  de  justicia  hai  otra  forma,  pues  la  Cámara  declara,  sin 
informe  previo  ,  si  hai  o  no  lugar  a  la  proposición  de  acusación, 
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¿admitiéndola,  deja  pasar  el  intervalo  de  seis  dias  para  discutir 
■¡■decidir  si  há  lugar  a  la  acusación,  oyendo  antes  al  informe  de 
tina  comisión  de  cinco  individuos  de  su  seno  elejida  a  la  suer- 
te. Resultando  la  afirmativa,  nombra  dos  diputados  que  la  for- 
malicen i  prosigan  ante  el  Senado. 

Los  miembros  de  la  Comisión  Conservadora  solo  pueden  ser 
acusados  por  grave  omisión  en  el  cumplimiento  del  deber  que 
el  artículo  58  les  impone  de  dirijir  al  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, por  primera  i  segunda  vez,  encaso  necesario,  las  repre- 
sentaciones convenientes  sobre  la  observancia  de  la  Constitu- 
ción i  de  las  leyes,  si  advierten  que  no  son  cumplidas  por 
alguna  autoridad. 

Los  intendentes  pueden  serio  por  los  crímenes  de  traición, 
sedición,  infracción  de  la  Constitución,  malversación  de  los 
fondos  públicos  i' concusión.  Pero,  como  veremos  mas  tarde, 
también  les  es  permitido  a  los  ciudadanos  acusarlos  ante  el  Con- 
sejo de  Estado  a  efecto  solo  de  que  declare  si  hai  o  no  lugar  a 
•la  formación  de  causa  en  materia  criminal. 

Los  maji  arados  de  los  tribunales  superiores  pueden  ser  acu- 
sados por  notable  abandono  de  sus  deberes,  dé  modo  que  no 
habiendo,  crimen  determinado,  la  Cámara  acusadora  califica,, 
según  su  prudencia ,  el  abandono. 

Es  escusado  decir  que  la  Cámara  de  Diputados  debe  proceder 
también  como  un  jurado  i  no  como  juez  de  derecho  en  la  apre- 
ciación i  decisión  de  las  proposiciones  de  acusación  relativa  a 
todos  estos  casos. 

En  la  práctica  no  han  ocurrido  todavía  estos  juicios,  sino  res- 
pecto de  un  intendente  de  provincia',  i  el  Senado  ha  fallado  ab- 
solviendo, en  k  forma  prescrita  en  el  artículo  ,98.  En  caso  de 
sentencia  condenatoria,  no  puede  ser  indultado  ninguno  délos 
funcionarios  enumerados,; sino  por  el  Congreso,  según  la  par- 
te 15.a  áci  artículo  82. 

Las  atribuciones  3.a  i  4.a  que  el  Senado  tien.e'  por  el -artículo 
39  son  referentes  a  los  casos  en  que  el  Ejecutivo  debe  proceder 
con  su  acuerdo  para  conferir  las  altas  dignidades  de  la  iglesia, 
para  proceder  a  la  destitución  de  los  jefes  de  oficinas  o  emplea- 
dos superiores,  i  para  mandar  personalmente  la  fuerza  armada. 
Entre  las  atribuciones  que  la  Constitución  concede  a  íasCa- 
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niaras  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  ministros 
del  Ejecutivo,  no  se  menciona  la  de  dar  votos  de  censura  con- 
tra ellos  o  sus  actos,  ni  la  de  hacerles  interpelaciones  o  pre- 
guntas sobre  su  conducta  administrativa ,  sobre  sus  actos  gu- 
bernativos o  acerca  del  estado  de  algún  negociado  público. 
Estas  facultades  son  inherentes  a  la  atribución  conservadora  que 
corresponde  a  las  Cámaras,  i  su  uso  influye  poderosamente  en 
el  buen  orden,  sirviendo  al  mismo  tiempo  de  garantía  contra 
los  estravios  de  la  política  o  los  abusos  ministeriales.  El  silencio 
de  la  Constitución  no  importa,  pues,  una  privación  de  esas  fa- 
cultades, i  antes  bien,  en  nuestra  práctica  parlamentaria  se 
han  considerado  subsistentes.  Asi  lo  demuestra  el  reglamento 
de  la  Cámara  de  Diputados,  que  destina  su  título  IX  a  regla- 
mentar el  uso  de  las  interpelaciones,  estableciendo  que  cuando 
algún  diputado  quisiere  hacerlas  a  los  ministros,  sobre  materias 
que  no  conciernan  a  un  asunto  puesto  en  discusión,  debe  anun- 
ciarlo a  la  Cámara,  para  que  el  Presidente  señale  la  sesión  en. 
que  deba  comparecer  el  ministro  interpelado  a  responder.  So- 
bre la  materia  de  la  interpelación,  se  sigue  el  mismo  orden  que 
en  las  discusiones  comunes,  pero  no  se  someten  a  votación, 
sin  embargo  de  que  deben  ser  acojidos  los  proyectos  de  lei  o  de 
decreto,  o  las  medidas  constitucionales  que  se  propusiesen  a 
consecuencia  de  ellas.  De  consiguiente  si  en  la  discusión  surje 
una  proposición  sobre  un  voto  ele  censura,  la  Cámara  deberá 
pronunciarse  acerca  de  este  punto.  El  Reglamento  del  Senado 
no  estatuye  nada  sobre  el  particular,  sin  embargo  de  que  en  su 
práctica  están  admitidas  las  interpelaciones  como  de  uso  indis- 
putable. 


BE  LA  FORMACIÓN  DE  LAS  LEVES. 

Avílenlo  ¿M>* 

«Las  leyes  pueden  tener  principio  en  el  Senado  o  en 
la  Cámara  de  Diputados  a  proposición  de  uno  de  sus 
miembros,  o  por  mensaje  que  dirija  el  Presidente  de  la 
República.— Las  leyes  sobre  contribuciones  de  cualqiiie- 
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ra  naturaleza  que  sean,  i  sobre  reclutamientos,  solo 
pueden  tener  principio  en  la  Cámara  de  Diputados. — 
Las  leyes  sobre  reforma  de  la  Constitución  i  sobre  am 
nistia  solo  pueden  tener  principio  en  el  Senado.» 


Por  este  artículo  corresponde  la  iniciativa  a  loaSenadores,  a 
los  Diputados  i  al  Presidente  de  la  República  ,  nías  por  los  re- 
glamentos de  las  Cámaras  se  sujeta  la  iniciativa  de  sus  respecti- 
vos miembros  a  ciertos  trámites.  En  ambas  Cámaras,  toda 
moción  áehe  ser  leída  dos  veces  en  distintas  sesiones;  en  el 
Senado ,  después  de  la  segunda  lectura,  se  vota  sobre  si  se  ad- 
mite el  proyecto  a  discusión,  bastando  cuatro  votos  para  que 
prevalezca  la  afirmativa,  i  en  caso  de  resultar  admitido ,  se  dis- 
cute en  jeneral;  i  si  es  aprobado,  se  procede  ala  discusión  par- 
ticular, previo  el  informe  de  la  comisión  correspondiente,  si 
asi  lo  acuerda  la  Sala.  En  la  de  Diputados,  después  de  la  segun- 
da lectura,  pasa  a  comisión  el  proyecto  ,  i  con  lo  informado  por 
esta,  se  discute  en  jeneral  i  después  en  particular.  En  cada  Cá- 
mara se  ahorra  parte  de  estos  trámites  respecto  de  los  proyec- 
tos iniciados  por  el  Ejecutivo  i  de  los  que  en  una  de  ellas  hayan 
sido  ya  aprobados. 

La  iniciativa  especial  que  el  artículo  40  dá  a  la  Cámara  de 
Diputados  para  las  leyes  sobre  contribuciones  i  reclutamien- 
tos, no  está  apoyada  en  necesidad  alguna  de  la  sociedad  ni  del 
sistema  representativo;  i  no  es  mas  que  una  impremeditada  imi- 
tación de  los  antiguos  estatutos  de  la  Constitución  inglesa,  que  die- 
ron a  los  comunes  ese  privilejio ,  en  razón  de  que  los  nobles  de  la 
Cámara  alta  estaban  fuera  del  alcance  de  las  leyes  de  impues- 
tos i  no  tenían  el  ínteres  que  aquellos  podían  hacer  valer  en 
resoluciones  de  esta  espetie.  En  un  sistema  político,  como  el 
nuestro,  en  que  se  establece  como  base  la  igual  repartición  de 
los  impuestos  i  contribuciones  sobre  todos  los  ciudadanos,  sin 
escluir  a  los  miembros  del  Senado,  no  puede  tener  apoyo  se- 
mejante medida,  ni  puede  tampoco  servir  de  garantía,  al  pue- 
blo ,  como  sucedía  bajo  el  imperio  de  las  antiguas  leyes  de  In- 
da térra. 
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M  encargar  al  Senado  esclusivamcnte  Ja  iniciativa  de  las  le- 
yes sobre  reforma  de  la  Constitución,  el  código  ha  querido  opo- 
ner un  obstáculo  demás  para  evitar  las  frecuentes  alteraciones 
en  las  que  sirven  de  fundamento  a  la  organización  del  Estado 
asegurándose  por  otra  parte-de  la  calina  coa  que  desean  que  se 
bagan  reformas  de  esa  naturaleza.  No  creemos  nosotros  que  el 
código  fundamental  debe  ser  tan  inaccesible,  que  pueda  quedar 
lucra  del  alcance  de  las  variaciones  que  Las  circunstancias  va- 
yan  haciendo  necesarias,  i  aplanaremos  esta  idea  al  tratar 
del  capitulo  especial  que  la  Constitución  dedica  a  este  punto  - 
impero  mesas  razones  plausibles  u  otras  análogas  hallamos 
en  lo  de  cometer  la  iniciativa  de  las  leyes  sobre  amnistía  esclu- 
sivameute  al  Senado.  ¿Habrá  creído  el  artículo  40  que  la  Cáma- 
ra de  Diputados  puede  ser  demasiado  ¡suerosa  o  íijera  para 
comprometer  los  intereses  del  país  con  una  amnistía?  En  nin- 
gún  caso  puede  un  indulto  jeneral  venir  inoportunamente,  i 
si  huDie.a  este  peligro,  no  Labia  para  qué  quitar  a  los  Diputa- 
dos la  facultad  de  iniciarlo  ,  puesto  que  el  Senado  podia  recha- 
zarlo a  su  vez,  ya  que  se  cree  que  esta  corporación  no  dará 
una  amnistía  sino  conviene  a  la  República. 

Es  de  advertir  que,  apesar  de  estas  prescripciones,  ha  suce- 
dido muchas  veces  que  el  Ejecutivo  ha  iniciado  leves  cuva  ini- 
ciativa esta  reservada  a  las  Cámaras  respectivamente",  sal- 
vándose esta  especie  de  relajación  con  presentar  el  provecto 
primeramente  a  aquella   de  las  Cámaras  a  [tié  corresponde  por 
e   articulo  40  la  reserva.  Esta  intelijencia  del  atóenlo,  que 
obvia  en  gran  parte  los  delectes  que  hemos  apuntado  i  que  es 
mas  conforme  al  ínteres  i  a  lá  razón  del  sistema  reoresentativo 
democrático,  está  apoyada  en  que  el  texto,  al  hablar  de  las 
leyes  de  que  se  trata,  dice  que  estas  solo  pueden  tener  principio 
en  tal  Cámara,  con  lo  cual  parece  que  no  quita  a!  Ejecutivo  la 
iniciativa  de  ellas,  con  tal  que  la  disensión  se  principie  en  la 
Cámara  cu  que  por  el  artículo  40  debe  tener  oríjen  la  Iei.  En 
tuerza  de  esto  mismo  puede  sostenerse  que  es  lícito  al  Senado 
celehrarun  acuerdo  para  recabar  de  la  Cámara  de  Diputados 
quede  oríjen  a  una  lei  sobre  contribuciones,  que  sea  o  crea 
indispensable;  como  Insería  a  esta  Cámara  acordar  una  decía- 
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ración  análoga  para  que  el  Senado  diera  oríjcn  a  tina  lci  sobre 
amnistía.  Este  modo  de  proceder,  por  otra  parte,  no  seria  con- 
trario a  las  relaciones  en  que  ambos  cuerpos  legisladores  se  ha- 
llan por  el  objeto  con  que  son  constituidos;  i  está  apoyado  en  la 
]etra  misma  del  artículo  465,  que  da  por  supuesto  que  una  mo- 
ción sobre  reforma  de  la  Constitución  puede  aparecer  en  cual- 
quiera de  las  Cámaras,  aunque  la  reforma  solo  puede  tener  oríjen 
en  el  Senado  :  por  analojia  puede  hacerse  otro  tanto  respecto  de 
las  leyes  cuyo  oríjen  está  reservado  a  una  de  las  Cámaras. 

Artículo  4S* 

«Aprobado  un  proyecto  cíe  lei  en  la  Cámara  de  su 
oríjen ,  pasará  inmediatamente  a  la  otra  Cámara  para 
su  discusión  i  aprobación  en  el  período  de  aquella  se- 
sión.» 


Esta  disposición  es  tan  clara  que  no  se  presta  a  comentarios. 
Sin  embargo,  en  la  práctica  sucede  que  los  proyectos  aproba- 
dos por  una  Cámara  no  son  discutidos  ni  aprobados  en  la  otra 
en  las  sesiones  del  año  en  que  lo  recibe,  que  es  lo  que  parece 
exijir  el  artículo  al  hablar  del  período  de  aquella  sesión,  sino  uno, 
dos  i  hasta  mas  años  después.  Asi  es  que  muchas  veces,  cuando  la 
Cámara  revisora  toma  en  consideración  un  proyecto  aprobado 
tres  o  másanos  antes  en  la  de  su  oríjen,  son  ya  distintas  las 
circunstancias  i  hai  que  variar  hasta  la  forma  i  líf  redacción, 
ocasionando  con  esto  obstáculos  i  dilaciones  que  llegan  a  ser 
invencibles.  Tal  ha  sucedido,  por  ejemplo,  con  el  proyecto  de 
allanamiento  de  domicilio,  con  el  ele  términos  de  pruebas  i  em- 
plazamientos, coü  el  de  una  nueva  contribución  de  sisa  en  la 
Serena  i  con  otros  muchos.  Son  estas  complicaciones  sin  duda 
lasque  el  artículo  quiere  evitar,  i  por  eso,  aun  dándole  toda 
la  latitud  posible  a  su  precepto,  creemos  que  debiera  tenerse 
por  caducado  el  proyecto  que.  no  se  considera  en  la  Cámara 
revisora  durante  todo  el  período  lejisiaiivo  en  el  cual  tuvo 
oríjen. 
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Los  términos  período' de  aquella  sesión  que  usa  este  artículo, 
pueden  esplicarse  por  los  adoptados  en  ambas  Cámaras  para 
significar  sus  sesiones.  Los  reglamentos  están  conformes  en  lla- 
mar sesión  a  cada  reunión  particular  de  te  Cámara,  Legislatura 
ordinaria  o  estr aor diñar ia,  según  sea,  a  la  serie  de  reuniones 
no  interrumpidas  por  un  receso;  i  el  reglamento  de  Diputados 
llama  Periodo  lejislativo  el  trienio  que  duran  las  funciones  de  la 
Cámara  (]). 

Eu  consecuencia  creemos  que  ia  práctica  no  es  conforme  con 
la  disposición  citada  ni  con  el  espíritu  de  los  artículos  siguientes: 

Articulo  41®. 

«El  proyecto  de  lei  que  fuere  desechado  en  ia  Cáma- 
ra de  su  oríjen,  no  podrá  proponerse  en  ella  hasta  la  se- 
sión del  año  siguiente.» 


Porque  Ja  reprobación  significa  que  el  proyecto  no  es  oportu- 
no o  que  no  es  conforme  con  los  intereses  nacionales  en  las 
circunstancias  en  que  se  presenta.  Esta  misma  razón  impide  que 
durante  aquella  lejislatura  pueda  ser  presentado  el  mismo  pro- 
yecto ala  otra  Cámara,  porque  si  esto  fuera  permitido,  podría 
eludirse  este  artículo  constitucional,  que  se  propone  diferirla 
consideración  del  asunto  durante  un  plazo,  en  el  cual  pueden 
variar  las  circunstancias  o  sufrir  modificación  los  motivos  que 
hubo  para  desechar  el  proyecto  en  la  Cámara  de  su  oríjen/  A 
esto  se  agrega  que  aun  cuando  el  proyecto  se  tratara  en  la  otra 
Cámara  i  se  aprobase,  siempre  seria  imposible  presentarlo  du- 
rante aquel  año  a  la  primera  Cámara  en  que  fué  desechado. 

Esto  mismo  debe  practicarse  respecto  de  las  decisiones  lejis- 
lativas  o  de  los  acuerdos  especiales  de  cada  Cámara,  i  asi  lo  en- 
tienden los  reglamentos  particulares,  pues  el  del  Senado  pres- 
cribe en  su  artículo  93,  que  no  pueda  un  mismo  asunto  someterse 
dos  veces  a  la  di  liberación  de  la  Cámara  durante  una  misma 
lejislatura,  i  el  de  Diputados,  eu  sus  artículos  61 ,  62  i  74,  dis- 

(1)  R.  de  la  Cámara  de  Diputados,  art.  42.  R.  del  Senado,  art.  41. 
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pone  que  todo  proyecto  de  leí  o  de  decreto  que  fuere  desechado 
se  devuelva  á  su  autor  sia  que  pueda  ser  presentado  de  nuevo 
en  aquella  lejislatura,  i  que  una  vez  aprobado  o  desechado  un 
proyecto  no  puede  abrirse  discusión  sobre  él.  Sin  embargo  de 
tan  terminantes  disposiciones,  no  es  raro,  sino  frecuente,  en 
materia  de  acuerdos  especiales ,  que  las  Cámaras  se  ocupen  dos 
i  nías  veces,  durante  una  misma  lejislatura  en  un  solo  punto 
para  aprobarlo,  aunque  esté  desechado,  o  al  contrario,  o  para 
modificarlo,  introduciendo  asi  un  verdadero  desorden  en  la  tác- 
tica parlamentaria.  Los  Presidentes  délas  Cámaras  deberían  ser 
estrictamente  severos  en  no  permitir  volver  sobre  un  acuerdo 
hecho,  cualesquiera  que  fuesen  los  pretestos  o  razones  que  pa- 
ra ello  se  alegasen,  porque  de  la  severidad  de  la  táctica  depen- 
de en  gran  parte  el  acierto  i  el  aprovechamiento  del  tiempo. 

Artículo-  .43. 

«Aprobado  un  proyecto  de  lei  por  ámbás  Cámaras , 
será  remitido  ai  Presidente  cíela  República,  quien,  si  tam- 
bién lo  aprueba,  dispondrá  su  promulgación  como  lei.» 

Artículo  44. 

«Si  el  Presidente  de  la  República  desaprueba  el  pro- 
yecto de  lei,  lo  devolverá  a 4a  Cámara  de  su  oríjen,  ha- 
ciendo las  observaciones  convenientes  dentro  del  térmi- 
no de  quince  dias.» 

Artículo  45» 


«Si.  el  Presidente  de  la  República  devolviera  el  pror 
yecto  de  lei  desechándolo  en  el  todo ,  se  tendrá  por  no 
propuesto,  ni  se  podrá  proponer  en  la  sesión  de  aquel 
año.» 
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Artículo  4íf • 

«Si  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei,  corrijiéndolo  o  modificándolo,  se  reconsi- 
derará en  una  i  otra  Cámara ,  i  si  por  ambas  resultare 
aprobado,  según  ha  sido  remitido  por  el  Presidente  de  la 
República ,"  tendrá  fuerza  de  lei,  i  se  devolverá  para  su 
promulgación. 

«Sino  fuesen  aprobadas  en  ambas  Cámaras  las  modi- 
ficaciones i  correcciones  ,  se  tendrá  como  no  propuesto , 
ni  se  podrá  proponer  en  la  sesión  ele  aquel  año.» 

Artículo  4'^e 

«Sien  alguna  de  las  sesiones  délos  dos  años  siguien- 
tes se  propusiere  nuevamente  i  aprobare  por  ambas  Cá- 
maras el  mismo  proyecto  de  lei ,  i  pasado  al  Presidente 
de  la  República,  lo  devolviere  desechándolo  en  el  todo, 
las  Cámaras  volverán  a  tomarlo  en  consideración,  i  ten- 
drá fuerza  de  lei ,  si  cada  una  de  ellas  lo  aprobare  por 
una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  los  miembros 
presentes.  Lo  mismo  sucederá  si  el  Presidente  lo  devol- 
viere modificándolo  o  corrijiéndolo,  i  si  cada  Cámara  lo 
aprobare  sin  estas  modificaciones  o  correcciones  por  las 
mismas  dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes.» 

AÍ'ÍÍ€5PÍ0>  48* 

«Si  el  proyecto  de  lei,  una  vez  devuelto  por  el  Presi- 
dente de  la  República,  no  se   propusiere  i  aprobare  por 
las  Cámaras  en  los  dos  años  siguientes  ,  cuando  quiera 
que  se  proponga  después ,  se  tendrá  como  nuevo  provee 
to  en  cuanto  a  los  efectos  del  artículo  anterior.»* 
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«Si  el  Presidente  de  la  República  no  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei  dentro  de  quince  días,  contados  desde  la  fe- 
cha de  su  remisión ,  se  entenderá  que  lo  aprueba ,  i  se 
promulgará  como  lei.  Si  las  Cámaras  cerrasen  sus  sesio- 
nes antes  de  cumplirse  los  quince  días  en  que  ha  de  ve- 
rificarse la  devolución,  el  Presidente  de  la  República  lo 
hará  dentro  de  los  seis  primeros  dias  ele  la  sesión  ordi- 
naria del  año  siguiente.» 


Hemos  reunido -estos  artículos  porque  todos  ellos  están  desti- 
nados a  reglamentar  la  intervención  del  Ejecutivo  en  la  forma- 
ción de  las  leyes.  La  práctica  de  los  Estados  representativos  i 
los  principies  que  le  sirven  de  fundamento  establecen  una  dife- 
rencia notable. entre  la  Monarquía  i  la  República  en  este  punto 
de  la  intervención  del  Ejecutivo  en  el  poder  lejislativo.  Los 
monarcas,- porque  son  perpetuos  e  inviolables,  deben  ejercer, 
i  ejercen  realmente  el  veto  a&so/wfo,  porque  sino  fueran  una 
parte  constitutiva  del  poder  lejislativo,  para  anular  o  paralizar 
con  su  disenso  los  efectos  de  cualquier  acuerdo  de  las  Cáma- 
ras, quedarían  comprometidas  su  perpetuidad]  su  inviolabili- 
dad. Mas  el  Presidente  de  una  República  solo  debe  ejercer,  i 
ejerce  en  la  práctica,  el  veto  suspensivo,  porque  esto  'le  basta 
para  representar  los  altos  intereses  que  le  están  encomendados 
i  que  debe  hacer  valer  en  la  formación  de  lasleyes:  no  necesita 
tener  la  facultad  de  anular  los  acuerdos,  ni  de  paralizar  la  ac- 
ción del  poder'  lejislativo  para  mantener  su  dignidad,  que  es 
temporal  i  responsable.  En  algunas  repúblicas,  como  la  Fede- 
ración Americana ,  carece  el  Ejecutivo  aun  del  veto  suspensivo, 
limitándose  su  intervención  lejislativa  a  la  promulgación  de  las. 
leyes,  (4)  i  en  otras,_que  son  las  mas,  el  presidente  tiene  la  fa- 

(1)  Según  las  constituciones  particulares  de  algunos  de  los  Estados 
Unidos  el  gobernador  puede  nacer  observaciones  aun  proyecto  i  si  las 
Cámaras  las  rechazan  por  una  mayoría  de  dos  tercios ,  el  proyecto  se 
convierte  en  iei  sin  el  asentimiento  del  gobernador. 
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cuitad  de  objetar,  dentro  de  ud  corto  tiempo ,  los  acuerdos 
de  las  Cámaras,  a- fin  de  que  sean  reconsiderados,  mas  no 
para  que  dejen  de  ser  leyes ,  si  de  la  reconsideración  resultan 
nuevamente  aprobados  por  una  mayoría  absoluta.  De  este  modo 
lian  reglamentado  las#  Constituciones  que  ha  tenido  Chile,  i  es- 
pecialmente la  de  828 ,  la  intervención  del  Ejecutivo  en  la  for- 
mación de  las  leyes  (4). 

Pero  la  de  1833  ha  dado  tal  latitud  al  veto  suspensivo,  que 
lo  ha  equipoíado  con  el  veto  absoluto  de  un  monarca,  por  sus 
efectos ,  que  pueden  durar  hasta  tres  años.  El  Presidente  de  la 
República  puede,  1.°,  desechar  en  el  todo  un  proyecto  de  lei,  i 
2.°,  reprobarlo  en  parte,  en  cuyo  caso  debe  hacer  sus  obser- 
vaciones corrijiéndolo  o  modificándolo. 

En  el  primer  estremo,  se  tiene  por  no  propuesto  el  proyecto 
i  no  se  puede  proponer  en  la  lejislatura  del  año  en  que  fué  des- 
echado. Si  en  algunas  de  las  sesiones  de  los  dos  años  siguien- 
tes se  volviere  a  proponer  i  fuese  aprobado  por  ambas  Cáma- 
ras, todavía  tiene  la  facultad  el  Presidente  de  desecharlo  otra 
vez,  i  entonces  el  acuerdo  no  puede  ser  lei,  si  las  Cámaras  no 
reiteran  su  aprobación  con  una  niayoria  de  dos  terceras  partes 
de  sus  miembros  presentes. 

.  En  el  segundo  caso,  las  observaciones  del  Ejecutivo  pueden 
ser  aceptadas  por  ambas  Cámaras,  i  cesa  por  tanto  el  impedi- 
mento, convirtiéndose  en  lei  el  proyecto;  pero  si  son  desecha- 
das por  una  de  ellas  o  por  las  dos,  el  proyecto  se  tiene  como 
no  propuesto,  ni  se  puede  proponer  en  la  lejislatura  de  aquel 
año.  Si  en  los  dos  años  siguientes  se  propone  i  aprueba  segunda 
vez,  el  Presidente  tiene  siempre  la  facultad  de  reproducir  sus 
observaciones,  i  el  proyecto'' queda  anulado,  a  no  ser  que  las 
Cámaras  lo  aprueben  por  tercera  vez  con  una  mayoría  délos 
dos  tercios  de  sus  miembros  presentes. 

Suponiendo  que  en  estos  dos  años  se  hubiese  repetido  el  con- 
flicto que  nace  de  esta  latitud  de  veto  del  Presidente,  i  que  las 
Cámaras  no  hubieren  logrado  reunir  esa  mayoría  de  des  tercios 
que  se  les  exije  para  que  pueda  prevalecer  su  tercera  aproba- 

(1)  Const.  de  1822,  art.  56.  Const.  de  1823,  art.  47,  48  i  49.  Const. 
del828,art.  53,54,  55  i  56. 
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don.,  la. Constitución  no  estatuye  lo  que  deba  hacerse  en  ade- 
lante. De  consiguiente  debe  creerse  que  en  el  cuarto  año  i  en 
los  demás  no  debe  valer  una  cuarta ,  quinta  q  sesta  aprobación 
con  mayoría  absoluta,  porque  las  prescripciones  de  la  Cons- 
titución no  quieren  que  el  yeto  del  Presidente  sea  vencido  sino 
por  una  mayoría  de  dos  tercios»  La  Constitución  no  ha  previsto 
estos  casos,  i  solo  se  refiere  en  el  artículo  48  al  estremo  en 
que  el  proyecto  devuelto  por  el  Presidente  no  se  propusiere  ni 
aprobare. por  las  Cámaras  en  los  dos  años  siguientes  inmediatos, 
estableciendo  que  cuando  quiera  que  se  proponga  después, 
debe  tenerse  como  nuevo  proyecto,  para  que  pueda  quedar  so- 
metido a  las  mismas  continjencias  i  dilaciones. 

Estas  disposiciones  tan  complicadas  i  tan  estrañas  a  la  orga- 
nización de  un  Estado  republicano  pueden  dar  lugar  a  conflictos 
serios,  que  afortunadamente  no  han  ocurrido  todavía,  i  son* 
los  que,  como  hemos  indicado  antes,  anulan  la  acción  de  los 
cuerpos  lejisladores  hasta  el  estreñid  de  acumular  en  el  Ejecu- 
tivo el  poder  legislativo,  no  solamente  en  la  forma  ,  sino  tam- 
bién en  la  esencia  de  su  ejercicio.  No  creemos  que  haya  razón 
ni  circunstancias  que  puedan  justificar  tamaña  inconsecuencia 
constitucional,  porque  aun  siendo  necesario  dar  al  Ejecutivo 
un  poder  fuerte  i  extenso  para  conservar  el  orden  i  estabilidad 
en  una  república  nueva  que  se  constituye  sobre  las  ruinas  de 
un  despotismo  de  tres  siglos,  no  hai  motivo  para  adulterar  las 
bases  del  sistema  representativo ,  ni  para  satisfacer  aquella  ne- 
cesidad es  preciso  convertir  el  poder  lejislativo  en  una  vana 
fórmula,  en  un  engañoso  aparato  que  no  puede  desempeñar 
una  acción  útil  en  la  organización  del  Estado. 
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Artículo  S#* 

«El  proyecto  de  lei  que  aprobado  por  una  Cámara 
fuere  desechado  en  su  totalidad  por  la  otra,  volverá  a 
la  de  su  oríjen,  donde  se  tomará  nuevamente  en  consi- 
deración, i  si  fuere  en  ella  aprobado  por  una  mayoría 
de  las  dos  terceras  parles  de  sus  miembros  presentes, 
Last.—c.  p.  7 
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pasará  segunda  vez  a  la  Cámara  qtie  lo  desechó,  i  no 
se  entenderá  que  esto  lo  reprueba ,  sino  concurre  para 
ello  el  voto  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros 
presentes.» 


La  única  cuestión  que  puede  ofrecerse  en  la  aplicación  de 
este  artículo  es  relativa  al  caso  en  que  no  concurra  la  mayoría 
de  dos  tercios  exijida,  tanto  para  reiterar  la  aprobación  que  da 
a  un  proyecto  la  Cámara  de  su  oríjen,  cuando  es  desechado 
por  la  otra,  cuanto  para  que  esta  vuelva  a  rechazarlo  segunda 
vez.  Mas  semejante  dificultad  está  resuelta  por  el  articuló  til 
Aunque  esta  disposición  parece  limitarse  al  caso  en  que  el  pro- 
yecto sea  desechado  en  la  Cámara  de  su  oríjen,  en  cuyo  caso 
no  puede  proponerse  hasta  la  sesión  del  año  siguiente,  debe,, 
sin  embargo,  procederse  del  mismo  modo  respecto  del  proyecto 
que,  habiendo  sido  desechado  en  la  Cámara  revisora,  no 
fuese  nuevamente  aprobado  por  una  mayoría  de  dos  tercios  de 
los  miembros  presentes  en  la  Cámara  de  su  oríjen;  lo  mismo 
que  debe  hacerse  cuando  la  revisora  reitera  su  reprobación 
con  igual  mayoría. 

Mas  si  después  del  primer  rechazo  de  la  Cámara  revisora, 
repite  la  otra  Cámara  su  aprobación  con  la  mayoría  exijida,  i 
no  puede  la  revisora  reunir  mayoría  igual  para  reiterar  su  repro- 
bacionv  el  proyecto  se  considera  aprobado  i  debe  pasarse  al 
Ejecutivo  para  su  promulgación,  conforme  al  artículo  43. 

Esto  nos  demuestra  que  la  Constitución  da  mas  importancia 
i;  mayores  efectos  al  veto  del  Presidente  de  la  República,  que 
al  de  una  de  las  Cámaras  lejislativas  contraía  otra,  puesto  que: 
el  voto  de  una  de  ellas,  puede  prevalecer  sobre  el  de  la  otra,, 
cuando  es  reiterado  con  una  mayoría  superior  a  aquella  con 
que  primeramente  lo  había  espresado. 

«Articulo  SI* 

«El  proyecto  ele  leí  que  fuese  adicionado  ó  correjido 
yor  ¡a  Cámara  revisora,  volverá  a  la  de  &i  oríjen.;-  i  hi 
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en  esta  fuesen  aprobadas  las  adiciones  o  correcciones 
por  la  mayoría  absoluta  de   sus    miembros  presentes, 
pasará  al  Presidente  de  la  República. 

Pero  si  las  adiciones  o  correcciones  fuesen  reprobadas 
volverá  el  proyecto  segunda  vez  a  la. Cámara  revisora, 
donde,  si  fuesen  nuevamente  aprobadas  las  adiciones  o 
correcciones  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes 
de  sus  miembros  presentes ,  volverá  el  proyecto  a  la 
otra  Cámara,  i  no  se  entenderá  que  esta  reprueba  las 
adiciones  o  correcciones,  sino  concurre  para  ello  el 
voto  de  las  dos  terceras  partes  de  los  miembros  pre- 
sentes.» 


La  primera  parte  de  este  artículo  no  ofrece  dificultad,  i  todas 
las  que  se  suscitaren  sobre  la  segunda  deben  resolverse  lo  mis- 
mo que  las  que  puede  ofrecer  el  artículo  50,  pues  ambos  son 
idénticos  en  su  disposición,  por  mas  que  el  uno  se  refiere  al 
proyecto  no  adicionado,  i  el  otro  a  las  adiciones  o  correccio- 
nes, que  puede  hacer  la  Cámara  revisora.  Esta,  respecto  a 
tales  adiciones  o  correcciones,  se  convierte  en  Cámara  de  orí- 
jen  ,  de  modo  que,  si  después  de  un  rechazo  de  k  otra  Cámara, 
reitera  su  aprobación  sobre  esas  adiciones  con  tina  mayoria  de 
los  dos  tercios,  su  voto  debe  prevalecer,  a  menos  que  la  Cá- 
mara rechazante  reitere  también  su  reprobación  con  igual  ma- 
yoria: en  este  último  caso  el  proyecto  quedará  paralizado  i  no 
podrá  proponerse  hasta  la  lejislatura  del  año  siguiente. 

Con  todo,  hai  una  cuestión  mas,  a  saber,  si  la  Cámara  del 
oríjen  de  un  proyecto  adicionado,  que  pasa  a  ser  revisora  res- 
pecto de  las  adiciones  o  correcciones,,  puede  o  no  aceptar  con 
subenmiendas  esas  adiciones  o  correcciones.  La  práctica  ha 
resuelto  esta  cuestión  afirmativamente,  pues  han  ocurrido  mu- 
chos casos,  principalmente  en  la  lei  de  presupuestos,  en  que 
habiendo  hecho  la  Cámara  revisora  algunas  adiciones,  la  Cá- 
mara del  oríjen  las  ha  aceptado  con  subenmiendas,  i  habién- 
dose conformado  con  estas  la  otra  Cámara,  ha  pasado  el  pro- 
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yecío  en  ambas.  (1)  Pudiera  decirse  que  esta  práctica  tiene  eí 
defecto  de  hacer  interminables  las  correcciones  de  un  proyec- 
to, porque  si  la  Cámara  del  oríjen  hace  snb enmiendas  a  las 
correcciones  de  la  revisora,  esta  podría  también  modificarlas 
subenmiendas,  i  asi  no  terminaría  la  aprobación;  pero  aunque 
tal  cosa  sucediera,  las  Cámaras  podrían  enviarse  comisiones 
que  allanaran  la  dificultad,  ya  que  no  pueden  reunirse  ambas 
en  un  solo  cuerpo,  corno  debieran  hacerlo  en  este  caso;  i  de 
cualquier  modo  que  se  arribare  a  un  resultado,  siempre  sería 
este  proceder  mas "  espedito  i  mejor,  que  el  dejar  para  otra  le- 
gislatura un  proyecto  que  puede  ser  nrjente  o  de  necesidad  pe- 
rentoria, como  los  presupuestos.  (2) 


(1)  La  leí  que  autoriza  la  observancia  del  Código  civil  fué  aprobada  en 
el  Senado,  Camarade  su  oríjen,  en  tres  artículos  distintos.  La  de  Diputa- 
dos, que  fué  Cámara  revisora,  la  modificó  en  esta  forma: 

«Artículo  único.  Se  aprueba  el  .presente  Código  civil.  Dos  ejemplares  de 
una  edición  correcta  i  esmerada  que  deberá  hacerse  inmediatamente,  au- 
torizados por  el  Presidente  de  la  República  i  signados  con  el  sello  del 
ministerio  de  justicia,  se  depositarán  en  las  secretarias  de  ambas  Cáma- 
ras, i  otros  dos  en  el  archivo  del  ministerio  de  justicia.— El  texto  de  estos 
ejemplares  se  tendrá  por  el  texto  auténtico  del  Código  civil,  i  a  él  deberán 
conformárselas  ediciones  o  publicaciones  que  del  espresado  Código  se 
hicieren.— Se  depositará  también  un  ejemplar  en  cada  una  de  las  Cortes* 
de  justicia.»  Sesión  5.a  extraordinaria  de  la  Cámara  de  Diputados  en  !.* 
de  diciembre  de  1855,  Araucano,  núm.  1658. 

Según  la  doctrina  de  algunos,  el  Senado  debió  limitarse  a  aprobar  o 
reprobar  las  adiciones  o  enmiendas  que  a  su  proyecto  se  habían  hecho  en 
la  Cámara  revisora.  Pero  no  fué  asi;  el  Senado,  ateniéndose  a  la  práctica, 
admitió  la  nueva  forma  i  la  subenmendó,  agregándole  un  inciso  ai  princi- 
pio, i  suprimiendo  el  último  párrafo  en  esta  forma: 

«Artículo  único.  Se  aprueba  el  presente  Código  civil,  i  comenzará  a  re- 
jir  desde  el  1.°  de  enero  de  1857.  Dos  ejemplares  de  una  edición  correcta 
i  esmerada»,  etc.,  hasta  las  palabras— «que  del  espresado  Código  se  hicie- 
ren», i  se  suprimió  lo  restante.  Volvió  el  proyecto  con  estas  subenmien- 
das a  la  Cámara  de  Diputados  i  allí  se  trató  en  su  sesión  (5.a  estraordinaria 
de  6  de  diciembre  de  1855,  acordando  no  insistir  en  las  modificaciones  i 
aprobándolo  en  esta  forma,  que  fué  la  tercera  que  tuvo  durante  el  curso 
de  los  debates.  Véase  el  Boletín  núm.  6  de  las  sesiones  del  Congreso  de 
.  1855. 

(2)  Cuando  ocurre  este  caso  en  el  Congreso  de  la  Federación  Americana, 
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Mas  como  las  Cámaras  no  aprovechan  sus  propias  tradicio- 
nes, para  asegurarse  una  táctica  invariable,  sino  que  al  con- 
trario fluctúan  a  merced  de  las  circunstancias,  con  grave  per- 
juicio de  la  certidumbre  de  su  modo  de  proceder,-  la  práctica 
de  que  hablamos  ha  sido  contestada  en  la  iejislatura  del  año 
855  en  un  caso  en  que  habría  sido  muí  útil  su  aplicación.  La 
razón  que  se  adujo  para  contestarla  i  rechazarla  fué  que  el  artí- 
culo 51  ,  al  hablar  de  las  adiciones  o  correcciones  hechas  por 
la  Cámara  re visora,  solo  traía  del  modo  como  deben  ser  apro- 
badas o  reprobadas  por  la  del  ^ríjen,  i  no  se  refiere  a  suben- 
miendas.  Mas  semejante  razón  deja  de  serlo,  desde  que  se  ad- 
vierta que  aun  ateniéndose  al  texto  de  la  Constitución  i  no  a  su 
espíritu,  no  es  posible  creer,  sin  incurrir  en  un  absurdo,  que 
esta  haya  querido  quitar  a  la  Cámara  del  oríjen  su  facultad 
de  deliberar;  i  es  claro  que  esta  facultad  desaparecería  desde 
que  se  la  obligase  rigorosamente  a  aprobar  o  reprobar ,  i  se  le 
quitase  la  libertad  de  aprobar  modificando  o  de  tomar  otro  tem- 
peramento cualquiera  para  adoptarlas  modificaciones  o  correc- 
ciones que  se  le  proponen  por  la  revisora. 


DE    LAS    SESIONES    DEL    CONGRESO. 

Artículo  S^« 

«El  Congreso  abrirá  sus  sesiones  ordinarias  el  dia  pri- 
mero ele  jimio  de  cada  año ,  i  las  cerrará  el  primero  de 
setiembre.» 

-  Articulo  ^Ho 

((Convocado  extraordinariamente  el  Congreso,  se  ocu- 
pará en  los  negocios  que  hubieren  motivado  la  convoca- 
toria, con  esclusion  de  todo  otro.» 


se  forma  una  comisión  de  conferencia  (vomrnittee  of  conference)  en  cada 
Cámara,  para  que  reunidas  transijan  ]a  dificultad, 
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Articulo  S4U 

«Ninguna  de  las  Cámaras  puede  entrar  en  sesión  sin 
la  concurrencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros 
de  que  debe  componerse.» 

«Si  el  dia  señalado  por  la  Constitución  para  abrir  las 
sesiones  ordinarias  ,  se  hallare  el  Congreso  en  sesiones 
estraordinarias ,  cesarán  estas,  i  continuará  tratando 
en  sesiones  ordinarias  de  los  negocios  para  que  habia  si- 
do convocado.» 

AriféulO  SO, 

«El  Senado  i  la  Cámara  de  Diputados  abrirán  i  cerra- 
rán sus  sesiones  ordinarias  i  estraordinarias  a  un  mismo 
tiempo.  El  Senado,  sin  embargo ,  puede  reunirse  sin  pre- 
sencia de  la  Cámara  de  Diputados  para  el  ejercicio  de  las 
funciones  judiciales  que  disponen  los  artículos  29 ,  30  i 
31  ,  i  la  parte  2.a  del  artículo  39. 

«La  Cámara  de  Diputados  continuará  sus  sesiones  sin 
presencia  del  Senado  ,  si  concluido  el  período  ordinario, 
hubieren  quedado  pendientes  algunas  acusaciones  contra 
los  funcionarios  que  designa  la  parte  segunda  del  artícu- 
lo 38 ,  con  el  esclusivo  objeto  de  declarar  si  há  lugar,  o 
no,  a  la  acusación.» 
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Las  sesiones  del  Congreso  son  ordinarias  o  estraordinarias: 
las  primeras  duran  por  el  ministerio  de  la  Constitución  tres 
meses,  i  pueden  ser  prologadas  basta  por  cincuenta  dias  mas 
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por  el  Presidente  de  la  República,  según  la  parte  4.a  del  artí- 
culo 8^  las  segundas  se  celebran,  o  en  el  tiempo  que  la  con- 
vocatoria del  Presidente  designare,  o  mientras  el  Congreso  no 
despache  los  asuntos  que  han  motivado  U  convocatoria.  El  ar- 
tículo 53  establece  que  el  Congreso  solo  puede  ocuparse  en 
estos  asuntos,  con  esclusion  de  todo  otro;  pero  esto  no  impide 
que  el  cuerpo  lejislativo  ejerza  las  facultades  conservadoras 
que  le  pertenecen  por  la  Constitución  o  por  la  naturaleza  de  su 
autoridad.  Asi  creemos  que  en  sesiones  estraordinarias  se  pue- 
de interpelar  a  los  ministros,  o  ejercer  cualquiera  de  las  atri- 
buciones esclusivas  que  señalan  los  artículos  38  i  39,  como  lo 
prueba  la  determinación  del  artículo  56. 

E\  quorum  de  cada  Cámara,  según  el  artículo  54,  debe  ser 
la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  de  que  se  compone,  es 
decir," en  el  Senado  once,  i  en  la  de  Diputados  treinta  i  siete; 
de  modo  que  si  el  dia  señalado  para  dar  principio  a  las  sesiones 
ordinarias  o  estraordinarias  no  existiese  el  quorum ,  las  Cáma- 
ras no  podrían  funcionar.  La  Constitución  de  828  habia  previs- 
to este  caso,  estableciendo  en  su  artículo  40  que  sino  se  llena- 
re el  número  el  dia  señalado,  deberían  reunirse  los  represen- 
tantes presentes,  i  compeler  a  los  ausentes  por  medio  de  mul- 
tas u  otras  penas. 

Ambas  Cámaras  deben  ejercer  sus  funciones  simultáneamen- 
te, salvo  los  casos  de  incumbencias  especiales  a  que  se  refiere 
el  artículo  56,  fuera  de  los  cuales  seria  nula  i  de  ningún  efecto 
cualquiera  reunión  de  una  sola  de  las  Cámaras. 

DE    LA    COMISIÓN   CONSERVADORA. 


Articulo  &¥• 


«El  dia  antes  de  cerrar  el  Congreso  sus  sesiones  ordi  - 
Barias,  elej irá  el  Senado  siete  Senadores  que,  hasta  la 
siguiente  reunión  ordinaria  del  Congreso ,  compongan 
la  Comisión  Conservadora:» 
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Artificio  Si&¿ 

«Son  deberes  de  la  Comisión  Conservadora: 
«I.0  Velar  sóbrela  observancia  déla  Constitución  i 
de  las  leyes. 

«2.°  Dirijir  al  Presidente  déla  República  las  repre- 
sentaciones convenientes  a  este  efecto;  i  no  bastando 
las  primeras,  las  reiterará  segunda  vez,  de  cuya  omi- 
sión será  responsable  al  Congreso. 

3.°  Prestar  o  rehusar  su  consentimiento  a  todos  los 
actos  en  que  el  Presidente  de  la  República  lo  pidiere, 
según  lo  prevenido  en  esta  Constitución.» 


Durante  el  receso  de  las  Cámaras,  no  celebra  sesiones  perió- 
dicas la  comisión  conservadora,   ni  se  reune,  sino  cuando  su 
Presidente  la  convoca  para -ejercer  alguna  de  las  funciones  que 
la  Constitución  le  señala.  La  mas  importante  de  estas  es  la  de 
velar  sobre  la  observancia  de  la  misma  Constitución  i  de  las 
leyes,  pero  es  también  la  mas  vaga  i  la  que  menos  aplicación 
puede  tener.  Si  el  Presidente,   por   sí  o  requerido  por  alguno- 
de  sus  miembros,  ia  convocara  con  tal  objeto,  seria  preciso  que 
se  calificara  la  infracción  denunciada  con  todas  las  tramitacio- 
nes de  una  decisión  lejislaíiva;  i  esta  circunstancia  tastana 
para  escusar  a  la  Comisión  de  la  responsabilidad  que  la  Consti- 
tución le  atribuye,  puesto  que  si  se  la   sometiera  a  juicio  poí- 
no baber  hecho  las  representaciones  convenientes,  podría  ella 
presentar  su  deliberación  i  su  acuerdo  para  mostrar  que  la  ma- 
yoría había  rechazado  la  proposición,   defendiéndose  con  la 
libertad  de  deliberación  i  con  la  independencia  de  su  opinión. 
Si  por  el  contrario  no  se  remare  para  deliberar  acerca  de  una 
infracción  cometida,  i  fuera  acusada   por  ello  por  la  Cámara  de 
Diputados,  fácilmente  podría  escusarsc  alegando  que  no  Había 
tenido  conocimiento  acerino  del  hecho  o  que  individualmente 
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cada  uno  de  sus  miembros  no  lo  habían  considerado  digno  de 
una  deliberación;  i  esto  daria  materia  a  una  lata  defensa  i  asi- 
dero a  un  juicio  absolutorio  de  parte  del  Senado.  Por  otra  par- 
te, aun  cumpliendo  la  Comisión  Conservadora  con  hacer  las 
representaciones,  estas  quedarían  sin  efecto,  si  el  Presidente 
de  la  República  las  desatendía;  pues  la  Comisión  carece  de  la 
atribución  que  la  Constitución  de  828  le  daba  en  su  artículo  92 
para  «acordar  por  sí  sola,  en  caso  de  insuficiencia  de  aquel 
recurso,  La  convocación  del  Congreso  a  sesiones  extraordina- 
rias.» 

Todo  esto  demuestra  que  el  artículo  58  de  la  Constitución  de 
833  es,  en  esta  parte,  ilusorio  i  de  ningún  efecto  en  la  organi- 
zación del  Estado,  i  asi  lo  prueba  también  la  circunstancia  de 
no  haber  sido  jamas  practicado,  a  pesar  de  que  no  han  faltado 
ocasiones  a  su  aplicación. 

CAPÍTULO  VIL 

DEL    PRESIDENTE    DE    LA    REPÚBLICA. 


(( Un  ciudadano  con  el  título  de  Presidente  de  la  Re- 
pública de  Chile  administra  el  Estado,  i  es  el  jefe  Su- 
premo de  la  Nación.» 


Este  artículo  atribuye  al  Presidente  no  solo  la  administración 
del  Estado,  sino  también  la  dignidad  de  Jefe  Supremo  de  la 
Nación,  estableciendo  de  este  modo  una  supremacía  que  tiene 
pocos  ejemplos  en  las  Constituciones  republicanas,  i  que  pro- 
piamente es  el  derecho  que  se  han  arrogado  los  monarcas  para 
constituirse  en  el  mas  alto  puesto  de  la  jerarquía  del  Estado. 

La  Constitución  de  la  Federación  Americana  establece  sim- 
plemente que  «el  Poder  Ejecutivo  será  constituido  en  un  Pre- 
sidente de  los  Estados  Unidos  de  América»  (1);  i  a  su  ejemplo 


(1)  Constitución,  art.  2.°,  sec.  1.a,  el.  1.a 
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Cadas  las  demás  Constituciones  de  los  Estados  de  aquella  Fede- 
ración, asi  como  las  de  otras  repúblicas,  han  establecido  el 
poder  i  dignidad  del  Ejecutivo  del  mismo  modo.  La  naturaleza 
del  sistema  rechaza  toda  idea  de  superioridad  entre  los  poderes 
políticos,  porque  distribuyéndose  entre  todos  ellos  el  ejercicio 
de  la  soberanía,  cada  uno  tiene  una  misión  especial  i  no  una 
supremacía  respecto  de  los  otros.  Si  hubiera  necesidad  de  que 
la  Constitución  diese  a  alguno  de  los  poderes  políticos  la  supe- 
rioridad, no  seria  seguramente  a  otro  que  al  lejislativo,  porque 
él  es  el  que  tiene  una  misión  mas  importante  i  fundamental, 
cual  es  la  de  establecer  i  reformar  las  leyes  de  los  diferentes 
dominios  del  orden  social. 

Artículo  eo» 

«  Para  ser  Presidente  de  la  República  se  requiere: 
«  1 .°  Haber  nacido  en  el  territorio  de  Chile. 
«2.°  Tener  las  calidades  necesarias  para  ser  miem- 
bro de  la  Cámara  de  Diputados. 

«  3.°  Treinta  años  de  edad  por  lo  menos.  » 

Artículo  ei« 

«Las  funciones  del  Presidente  de  la  República  dura- 
rán por  cinco  años;  i  podrá  ser  reelejido  para  el  período 
siguiente. » 

Artículo  e$. 

«Para  ser  elejido  tercera  vez,  deberá  mediar  entre 
ésta  i  la  segunda  elección  el  espacio  de  cinco  años.» 


Artículo  OS. 


«El  Presidente  de  la  República  será  elejido  por  elec- 
tores que  los  pueblos  nombrarán  en  votación  directa. 


«BP3 


—  91  — 
Su  número   será  triple  del  total    de  Diputados  que  cor- 
responda a   cada  departamento.» 

Artículo  @4» 

« El  nombramiento  de  electores  se  hará  por  depar- 
tamentos el  dia  25  de  junio  del  año  en  que  espire  la 
Presidencia.  Las  calidades  délos  electores  son  las  mis- 
mas qne  se  requieren  para  ser  Diputado.» 

Artículo  €pS« 

«Los  electores  reunidos  el  dia  25  de  julio  del  año  en 
que  espire  la  Presidencia,  procederán  a  la  elección  de 
Presidente,  conforme  a  la  lei  jeneral  de  elecciones.» 

Artículo  Ott. 

<(  Las  mesas  electorales  formarán  dos  listas  de  todos 
los  individuos  que  resultaren  elejidos,  i  después  de  fir- 
madas por  todos  los  electores,  la  remitirán  cerradas  i 
selladas,  una  al  Cabildo  de  las  Capital  de  la  provincia, 
en  cuyo  archivo  quedará  depositada  i  cerrada,  i  la  otra 
al  Senado  que  la  mantendrá  del  mismo  modo  hasta  el 
dia  30  de  agosto.  » 

Artículo  ©^. 

« Llegado  este  dia  se  abrirán  i  leerán  dichas  listas 
en  se&ion  pública  de  las  dos  Cámaras  reunidas  en  la 
sala  del  Senado,  haciendo  de  Presidente  el  que  lo  sea 
de  este  cuerpo,  i  se  procederá  al  escrutinio,  i  en  caso 
necesario  a  rectificar  la  elección.  » 
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Una  lei  especial  ha  declarado  sobre  este  articulólo  siguiente: 
«Art.  único.  El  30  de  agosto  designado  por  el  artículo  67 
de  la  Constitución  para  hacer  el  escrutinio  o  rectificación  de  la 
elección  de  Presidente  de  la  República,  no  es  señalado  como 
término  fatal.  Si  no  pudiese  practicarse  en   estedia  porque 
circunstancias  imprevistas  lo  impidiesen  o  porque  no.se  hubiese 
reunido  el  número  necesario  de  miembros  de  cada  una  de  las 
Cámaras,  se  practicará  en  otro  dia,  tan  pronto  como  se  allane 
la  dificultad  o  impedimento  que  ha  precisado  a  postergar  el 
acto.— El  Presidente  de  la  República  prorogará  para  este  objeto 
las  sesiones  del    Congreso  o    lo  convocará    extraordinaria- 
mente.» (1) 

Artículo  €114.    • 

«El  quk  hubiere  reunido  mayoría  absoluta  de  votos 
será  proclamado  Presidente  de  la  República.» 

Artículo  G9. 

«En  el  caso  de  que  por  dividirse  la  votación  no  hu- 
biere mayoría  absoluta,  elejirá  el  Congreso  entre  las 
dos  personas  que  hubieren  obtenido  mayor  número  de 
sufrajios.» 

Artículo  ■*©• 

«Si  la  primera  mayoría  que  resultare  hubiere  cabido 
a  mas  de  dos  personas,  elejirá  ef  Congreso  entre  tocias 
estas.» 

Artículo  ff  # 

«Si  la  primera  mayoría  de  votos  hubiere  cabido  a  una 
sola  persona ,  i  la  segunda  a  dos  o  mas ,  elejirá  el  Con- 

(1)  Lei  de  28  de  agosto  de  1851,  Bol.  lib.  XIX,  núm.  8. 
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greso  entre  todas  las   personas  que  hayan  obtenido  la 
primera  i  segunda  mayoría.» 

Artícislo  9H8» 

«Esta  elección  se  hará  a  pluralidad  absoluta  de  sufra- 
jios  i  i  por  votación  secreta.  Si  verificada  la  primera 
votación  no  resultare  mayoría  absoluta  se  hará  segunda 
vez,  contrayéndose  la  votación  a  las  dos  personas  que 
en  la  primera  hubiesen  obtenido  mayor  número  de  su- 
frajios.  En  caso  de  empate,  se  repetirá  la  votación,  i  si 
resultare  nuevo  empate,  decidirá  el  Presidente  del  Se- 
nado.» 

Artículo'  73« 

«No  podrá  hacerse  el  escrutinio  ni  la  rectificación  de 
estas  elecciones ,  sin  que  estén  presentes  las  tres  cuar- 
tas partes  del  total  de  los  miembros  de  cada  una  de  las 
Cámaras.» 


No  creemos  que  el  método  adoptado  por  estos  artículos  para 
hacer  la  elección  del  Presidente  pueda  dar  lugar  a  dudas  o  in- 
terpretaciones, porque  es  bien  claro  i  preciso,  pero  como  no 
nos  proponemos  solamente  esplicarla  Constitución,  sino  hacer 
observaciones  sobre  los  principios  que  sirven  de  base  a  sus 
preceptos ,  consignaremos  aquí  algunas  que  no  carecen  de  im- 
portancia. 

La  reelección  del  Presidente  ;  autorizada  por  el  artículo  64, 
ha  venido  a  convertir  de  hecho  en  diez  años  el  período  de  cin- 
co que  esta  disposición  señala  a  la  presidencia;  porque  nunca 
ka  dejado  de  verificarse  esa  reelección  ni  es  de  esperar  que  esta 
práctica  sea  alterada,  mientras  el  Ejecutivo  ejerza  la  influencia, 
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o  mas  bien,  la  intervención  directa  que  por  la  imperfección  de 
las  leyes  i  por  la  circunstancia  del  país  tiene  en  las  elecciones 
populares.  Semejante  práctica  da  pues  a  la  presidencia  de  la 
República  una  duración  que  es  incompatible  con  los  principios 
que  se  ha  tratado  de  consultar  ai  establecer  la  temporalidad  de 
las  funciones,  para  que  su  depositario  no  llegue  a  formarse  in- 
tereses diferentes  u  opuestos  a  las  cualidades  que  le  hicieron 
digno  de  la  elección  i  a  las  esperanzas  que  en  él  deposita  la 
sociedad.  Aunque  la  ilustración  i  la  independencia  del  pueblo 
en  las  elecciones  atenuasen  este  peligro  de  la  reelección  \  de 
modo  que  no  se  verificase,  sino  en  casos  raros  como  ha  sucedi- 
do en  Norte-América,  seria  con  todo  necesario  no  permitirla 
sino  con  la  calidad  de  que  el  período  de  la  presidencia  fuese 
menos  que  el  de  cinco  años.  Mucho  se  debatió  en  la  Convención 
de  los  Estados-Unidos  sobre  la  duración  del  oficio  del  Ejecuti- 
vo: unos  proponían  un  corto  término,  para  que  el  Presidente 
no  perdiese  jamas  la  idea  de  su  responsabilidad  i  a  fin  de  que 
los  defectos  de  su  administración,  si  ocurrían,  pudiesen  termi- 
nar antes  de  que  produjeran  el  mal  de  que  vienen  aparejados: 
otros  querían  un  tiempo  mas  largo  para  lograr  que  el  Presiden- 
te consultase  el  bien  jeneral-,  antes  que  su  popularidad  en  be- 
neficio de  su  reelección  ,  i  para  que  pudiese  ejercer  con  inde- 
pendencia sus  poderes  constitucionales  i  establecer  un  sistema 
invariable  de  administración.  Al  fin  fué  adoptado  como  térmi- 
no medio  el  de  cuatro  años,  calculando  que  de  este  modo  se 
conjuraban  los  peligros  i  se  aseguraban  los  beneficios  que  todos 
temian  o  deseaban.  Este  ejemplo  ha   sido  constantemente  imi- 
tado i  seria  de  desear  que  nuestra  Constitución  lo  siguiese ,  para 
que  asi  los  peligros  de  una  política  adoptada  no  fuesen  de  una 
duración ,  que  por  ser,  tan  prolongada ,  sujiere  a  los  adversa- 
rios la  idea  de  apelar  a  medios  violentos  para  variarla. 

El  sistema  de  elección  fijado  en  los  artículos  precedentes  cae 
ademas  en  un  estremo  que  no  puede  justificarse  por  los  princi- 
pios, tal  es  el  de  confiar  al  Presidente  del  Senado  la  decisión, 
o  mas  propiamente  la  elección  del  Presidente  de  la  República, 
cuando  el  Congreso  hallándose  en  estado  de  hacerla ,  no  la  ha 
verificado  en  tres  votaciones  sucesivas.  Menos  peligroso  era  el 
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espediente  que  la  Constitución  de  828  había  adoptado ,  estable- 
ciendo en  su  artículo  75  que  si  veriíicada  la  votación,  resulta- 
ra igualdad  de  votos,  se  hiciera  segunda  vez,  i  no  resultando 
todavía  mayoría  absoluta,  se  decidiese  por  la  suerte.  Cuando 
la  confianza  del  Congreso  se  halla  repartida  igualmente  entre 
dos  candidatos,  la  suerte  recaída  en  uno  de  ellos,  satisface  esa 
confianza  mejor  que  lo  que  puede  hacerlo  la  decisión  de  uno  de 
los  individuos  que  forma  parte  de  una  de  las  dos  fracciones,  el 
cual  hará  prevalecer  seguramente  la  opinión  de  su  partido  ,  en 
agravio  del  otro.  La  Constitución  de  los  Estados-Unidos  proveo 
para  un  caso  análogo,  que  si  la  Cámara  de  Diputados  no  elijo 
al  Presidente ,  cuando  le  toca  hacerlo,  antes  del  4  de  marzo, 
diá  déla  instalación  del  elejido,  debe  entrar  al  ejercicio  del  po- 
der Ejecutivo  el  vice  Presidente ,  como  en  caso  de  muerte  o  de 
otra  inhabilidad  constitucional  del  Presidente.  (1). 

Por  fin  se  echa  menos  entre  estos  artículos  uno  que  determi- 
ne la  dotación  del  Presidente  o  el  modo  de  lijarla,  porque  no 
es  prudente  dejar  este  punto  a  leyes  especiales,  que,  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos ,  pueden  ser  efecto  de  convinaciones  apa- 
sionadas o  impuras.  El  art.  80  de  la  Constitución  de  828  adop- 
taba una  disposición  imitada  de  la  de  los  Estados-Unidos,  a 
saber,  que  en  el  año  anterior  a  cada  elección  de  Presidente  i 
vice-Presidente ,  el  Congreso  señalara  el  sueldo  que  habían  de 
gozar  uno  i  otro ,  sin  que  pudiese  aumentarse  ni  disminuirse 
durante  los  años  que  la  lei  señalaba  a  la  duración  de  sus 
empleos.  Este  precepto  estaba  calculado  para  evitar  en  la  de- 
signación del  sueldo  las  influencias  del  Presidente  que  debía  do 
gozarlo. 


Artícelo  $4» 

«Ciianclo  el  Presidente  de  la  República  mandare  per- 
sonalmente la  fuerza  armada,  o  cuando  por  enfermedad, 
ausencia  del  territorio  de  la  República  u  otro  grave  mo- 
tivo no  pudiere  ejercitar  su  cargo ,  le  subrogará  el  Mi- 

(1)  12th  Amciidment  of  the  Constitution. 
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nistro  del  Despacho  del  Interior  con  el,  título  de  Vice- 
presidente de  la  República.  Si  el  impedimento  del  Pre- 
sidente fuese  temporal ,  continuará  subrogándole  el 
Ministro  hasta  que  el  Presidente  se  halle  en  estado  de 
desempeñar  sus  funciones.  En  los  casos  de  muerte,  de- 
claración de  haber  lugar  a  su  renuncia ,  u  otra  clase  de 
imposibilidad  absoluta  ,  o  que  no  pudiere  cesar  antes  de 
cumplirse  el  tiempo  que  falta  a  los  cinco  años  de  su  du- 
ración constitucional,  el  Ministro  Vice-Presidente ,  en 
los  primeros  diez  dias  de  su  Gobierno  espedirá  las  órde- 
nes convenientes ,  para  que  se  proceda  a  nueva  elección 
de  Presidente  en  la  forma  prevenida  por  la  Constitución.» 

Artículo  *$*£* 

«A  falta  del  Ministro  del  Despacho  del  Interior,  su- 
brogará al  Presidente  el  Ministro  del  Despacho  mas  an- 
tiguo, que  no  fuere  eclesiástico.)) 

Artículo  tfO. 

«El  Presidente  de  la  República  no  puede  salir  del 
territorio  de  su  Estado  durante  el  tiempo  de  su  gobierno, 
o  un  año  después  de  haber  concluido ,  sin  acuerdo  del 
Congreso.» 

Artículo  $$* 


«El  Presidente  de  la  República  cesará  el  mismo  dia 
en  que  se  completen  los  cinco  años  que  debe  durar  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  i  le  sucederá  el  nueva- 
mente electo.» 
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«Si  este  se  hallare  impedido  para  tomar  posesión  de 
la  Presidencia,  le  subrogará  mientras  tanto  el  Consejero 
de  Estado  mas  antiguo ;  pero  si  el  impedimento  del  Pre- 
sidente electo  fuere  absoluto  o  debiere  durar  indefinida- 
mente, o  por  mas  tiempo  del  señalado  al  ejercicio  de  la 
Presidencia ,  se  hará  nueva  elección  en  la  forma  consti- 
tucional, subrogándole  mientras  tanto  el  mismo  Conse- 
jero de  Estado  mas  antiguo  que  no  sea  eclesiástico.» 

Artículo  ü^. 

«Cuando  en  los  casos  de  los  artículos  74  i  78  hubiere 
de  procederse  a  la  elección  de  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca fuera  de  la  época  constitucional ;  dada  la  orden  para 
que  se  elijan  los  electores  en  un  mismo  dia,  se  guardará 
en  la  elección  de  estos,  la  del  Presidente  i  el  escrutinio, 
o  rectificación  que  deben  verificar  las  Cámaras ,  el  mismo 
intervalo  de  dias  i  las  mismas  formas  que  disponen  los 
artículos  63  i  siguientes  hasta  el  73  inclusive.» 

Articulo  SO« 


«El  Presidente  electo ,  al  tomar  posesión  del  cargo, 
prestará  en  manos  del  Presidente  del  Senado ,  reunidas 
•ambas  Cámaras  en  la  Sala  del  Senado ,  el  juramento  si- 
guiente: 

«Yo  N.  N.  juro  por  Dios  Nuestro  Señor  i  estos  santos 
Evanjelios  que  desempeñaré  fielmente  el  cargo  de  Presidente 
Last.— c.-  p.  8 
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de  la  República,  que  observaré  i  protejeré  la  Relijion  Ca- 
tólica, Apostólica,  Romana;  que  conservaré  la  integridad 
e  independencia  de  la  República,  i  que  guardaré  i  haré 
guardar  la  Constitución  i  las  leyes.  Asi  Dios  me  ayude, 
i  sea  en  mi  defensa,  i  si  no ,  me  lo  demande.» 


La  subrogación  del  Presidente  de  la  República  por  uno  de 
los  ministros  del  Despacho  o  por  un  Consejero  de  Estado,  según 
los  casos  previstos  en  estos  artículos,  es  una  verdadera  incon- 
secuencia de  la  Constitución.  Ella  confia  la  administración  del 
Estado  í  la  dignidad  de  jefe  supremo  de  la  Nación  a  un  Presi- 
dente que  debe  ser  elejido  por  los  electores  que  los  pueblos 
nombrarán  en  votación  directa.  Estábase  se  destruye  desde  que 
los  artículos  74,  75  i  78  llaman  ala  subrogación  de  tan  elevado 
cargo  al  ministro  del  Interior,  i  en  su  defecto  al  ministro  mas 
antiguo,  o  a  falta  de  estos  a  un  Consejero  de  Estado  en  los 
casos  en  que  el  puesto  queda  vacante  por  impedimento  tem- 
poral o  absoluto,  por  muerte  o  por  renuncia  del  Presidente  de 
la  República.  La  práctica  de  los  Estados  republicanos  ha  sido  i 
es  tener  un  Vice-Presidente  elejido  en  la  misma  forma  que  el 
Presidente ,  para  que  supla  las  faltas  de  este:  el  procederes 
lójico,  porque  las  funciones  del  Ejecutivo  no  deben  ser  desem- 
peñadas sino  por  un  níajistrado  electivo  que  represente  la  con- 
fianza de  la  nación,  i  nunca  por.  un  empleado  accidental  en 
cuyo  nombramiento  no  está  representada  esa  confianza  i  cuya 
elevación  no  es  efecto  del  voto  de  los  ciudadanos  ,  sino  de  las 
transacciones  privadas  i  puramente  personales  del  Presidente. 
Un  ministro  del  Despacho  i  un  Consejero  de  Estado  no  son  tan 
siquiera  empleados  públicos:,  ellos  desempeñan  una  comisión 
accidental  que  espira  desde  el  momento  en  que  asi  lo  quiere  el 
Presidente,  o  cuando  este  deja  de  serlo.  ¿Qué  ministro,  qué 
Consejero  es  tal  cuando  el  Presiden^  ha  concluido  su  período 
constitucional?  Para  continuar  en  sus  puestos  necesitan  de 
nuevo  nombramiento,  i  asi  lo  ha  sancionado  nuestra  misma 
práctica.  ¿Cómo  es  posible  entonces  creer  que  esa  comisión 


—  99  — 
subsista  cuando  el  Presidente  muere,  cuando  renuncia  o  cuan- 
do el  nuevamente  elejido  tuviere  para  ejercer  su  puesto  un  im- 
pedimento absoluto  o  que  debiere  durar  indefinidamente  o  por 
mas  tiempo  del  señalado  al  ejercicio  de  la  Presidencia?  En  este 
caso,  que  es  el  del  artículo  78,  no  hai  propiamente  Consejeros 
de  Estado,  porque  los  que  lo  eran  al  tiempo  déla  elección 
cesaron  en  sus  funciones  simultáneamente  con  el  Presidente 
saliente.  Confiar  auno  de  esos  ex-Consejeros  la  presidencia  es 
lo  mismo  que  ponerla  en  manos  de  cualquier  otro  particular  en 
quien  la  nación  no  se  habia  fijado;  i  confiarla  a  un  ministro  del 
Despacho,  cuando  el  impedimento  del  Presidente  sobreviene 
dentro  del  período  de  la  presidencia,  es  lo  mismo  que  (Jara 
este  el  poder  de  nombrarse  sucesor.  En  todos  estos  casos  la 
majistratura  que  la  Constitución  califica  de  suprema  queda,  por 
un  tiempo  mas  o  menos  largo  i  que  puede  ser  indefinido,  en 
manos  de  un  ciudadano  particular  que  puede  no  tener  los  trein- 
ta años  de  edad  exijidos  por  el  artículo  60  en  el  presidente,  i 
que  no  reúne  ni  la  confianza  ni  el  voto  de  los  pueblos,  ni  re- 
presenta carácter  alguno  en  la  jerarquía  de  los  funcionarios 
públicos  de  la  nación. 

No  sabemos  esplicar  los  motivos  de  tamaña  inconsecuencia 
del  código  fundamental,  ni  , hallamos  las  razones  que  puedan 
justificar  un  arbitrio  tan  peregrino,  para  preferirlo  al  mas  lóji- 
co  i  practicado  que  es  la  elección  de  un  Yice-Presidente.  Se- 
mejante arbitrio  tiene  también  el  defecto  de  hacer  necesaria 
una  elección  de  Presidente  fuera  de  la  época  constitucional,  a 
medida  que  seria  mas  espeditó  ahorrarla  i  conservar  el  período 
establecido  llamando  al  Yice-Presidente  que  debiera  haber, 
para  subrogar  al  Presidente  en  sus  faltas  accidentales,  o  en 
las  absolutas  hasta  la  terminación  del  tiempo  señalado  al  ejer- 
cicio de  la  presidencia. 

Habiéndose  instalado  el  18  de  setiembre  de  1831  el  Presi- 
dente que  funcionaba  al  tiempo  de  la  reforma  de  la  Constitu- 
ción, esta  fijó  los  términos  de  las  elecciones  futuras  de  modo 
que  la  instalación  del  electo  se  hiciera  en  lo  sucesivo  en  ese 
gran  dia  de  Chile,  i  al  efecto  señaló  el  25  de  julio  del  año  en 
quo  espira  la  presidencia  para  que  la  elección  se  hiciese,  i  para 
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rectificarla  i  proclamar  su  resultado  fijó  el  30  de  agosto.  Este 
orden  se  alteraría  si  durante  el  período  constitucional  hubiese 
que  hacer  nueva  elección  en  los  casos  de  los  artículos  74  i  78, 
por  mas  que  el  79  prescriba  que  entonces  se  guarde  entre  la 
elección  de  electores,  la  del  Presidente  i  el  escrutinio  o  rectifi- 
cación que  deben  verificar  las  Cámaras  el  mismo  intervalo  de 
días  i  las  mismas  formas  que  disponen  los  artículos  65  i  si- 
guientes hasta  el  73  inclusive. 

El  intervalo  de  dias,  ademas,  está  ya  alterado  por  la  lei  que 
dispone  que  la  reunión  del  Congreso  pueda  verificarse  después' 
del  30  de  agosto,  la  cual  queda  citada  en  otro  lugar. 


Artícnlo  SI* 

«Al  Presidente  de  la  República  está  confiada  la  ad- 
ministración i  gobierno  del  Estado;  i  su  autoridad  se 
extiende  a  todo  cuanto  tiene  por  objeto  la  conservación 
del  orden  público  en  el  interior ,  i  la  seguridad  esterior 
de  la  República,  guardando  i  hacienjdo  guardar  la  Cons- 
titución i  las  leyes.» 


Hai  cierta  latitud  en  los  términos  de  este  artículo  que  me- 
rece ser  esplicada:  al  parecer  saca  de  su  verdadero  centro  la 
misión  del  Ejecutivo,  porque  no  solo  le  confiere  la  administra- 
ción sino  también  el  gobierno  del  Estado,  declarando  que  la 
autoridad  del  Presidente  se  extiende  a  todo  cuanto  tiene  por 
objeto  la  conservación  del  orden  interior  i  la  seguridad  este- 
rior de  la  República.  Aunque  por  gobierno  se  entiende  el  ejer- 
cicio completo  ele  la  soberanía,  i  aun  cuando  la  Constitución  lo 
sanciona  asi,  en  sus  artículos  2.°  i  4.°,  dando  la  denominación 
de  gobierno  al  conjunto  de  autoridades  en  que  la  nación  delega 
el  ejercicio  de  su  soberanía,  es  necesario  advertir  que  el  artícu- 
lo 81  no  revoca  estas  disposiciones  ni  contraría  aquella  acepcionr 
porque  declara  espresamente  que  el  Presidente  tiene  el  go- 
bierno del  Estado  i  ejerce  su  autoridad,  guardando  i  haciendo 
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guardar  la  Cónstitucicto  i  las  leyes.  El  artículo  84  ha  adoptado  el 
uso  vulgar  de  apellidas  gobierno  al  Ejecutivo,  i  otros  artículos 
como  el  428  en  su  parte  9.a  dá  el  título  de  gobierno  supremo  al 
mismo  poder,  asi  como  el  capítulo  IX  llama  también  gobierno 
la  administración  interior  de  la  República;  pero  no  por  esto 
deja  la  Constitución  de  conservar  a  la  misma  palabra  su  jenui- 
na  acepción,  como  se  ve  en  el  artículo  453  que,  al  declarar 
que  la  educación  pública  es  una  atención  preferente  del  go- 
bierno, fija  lo  que  el  Congreso  tiene  que  hacer  sobre  este  ne- 
gociado, como  parte  del  gobierno.  Mas  por  punto  jeneral  la 
Constitución  designa  siempre  el  Poder  Ejecutivo  con  la  deno- 
minación de  Presidente  de  la  República,  por  una  especie  de 
sinécdoque,  en  la  cual  se  espresa  la  idea  del  todo  con  lá  deno- 
minación de  la  parte  principal. 

De  consiguiente  queda  limitada  la  intelijencia  del  artículo  84 
al  sentido  que  únicamente  puede  tener  según  la  Constitución, 
a  saber ,  que  la  autoridad  que  el  Presidente  ejerce  en  la  admi- 
nistración i  gobierno  del  Estado  está  circunscrita  por  la  obli- 
gación que  tiene  de  guardar  la  misma  Constitución  i  las  leyes, 
de  modo  que  no  puede  poner  en  ejercicio  esa  autoridad,  sino 
con  arreglo  a  las  atribuciones  que  se  le  señalan  en  el  artículo 
que  vamos  a  comentar. 

Artículo  Éféé 

«Son  atribuciones  del  Presidente: 

«1  .*  Concurrirá  la  formación  de  las  leyes  con  arreglo 
a  la  Constitución;  sancionarlas  i  promulgarlas. 

2.a  Expedir  los  decretos ,  reglamentos  e  instrucciones 
que  crea  convenientes  para  la  ejecución  de  las  leyes.» 


En  el  ejercicio  de  estas  dos  atribuciones  hai  una  diferencia 
mui  marcada  por  la  naturaleza  misma  de  ambas.  En  virtud  de 
la  primera  ,  el  Presidente  de  la  República  forma  parte  del  po- 
der lejislativo  en  la  manera  que  dejamos  ya  esplicada  al  tratar 
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de  los  artículos  43  i  siguientes  que  determinan  sobre  el  veto 
del  Ejecutivo  en  la  formación  de  las  leyes.  Mas  en  virtud  de  la 
segunda,  el  Presidente  no  puede  ejercer  otra  autoridad  que  la 
que  le  compete  como  administrador  del  Estado,  como  ejecutor 
de  las  leyes  en  su  aplicación  a  los  objetos  para  que  han  sido 
sancionadas. 

Por  consiguiente  los  decretos,  reglamentos  o  instrucciones 
que  dicte  para  la  ejecución  de  las  leyes,  no  pueden  versarse 
sino  sobre  los  detalles  de  esta,  ni  pueden  tener  otro  objeto  que 
el  de  desarrollarlas  en  la  aplicación  dé  sus  preceptos.  En  este 
sentido  seria  inconstitucional  todo  decreto  o  reglamento  en  que 
el  Presidente  estableciere  condiciones  i  derechos  que  no  se  ha- 
llen sancionados  primitivamente  en  la  lei.  El  decreto  puede  ser- 
vir de  complemento  ala  lei,  esplicando  i  detallando  lo  que  ésta 
haya  consignado  como  regla  jeneral,  pero  no  puede  suplirla  ni 
estenderse  a  estatuir  lo  que  ella  no  ha  comprendido  en  esa  re- 
gla o  declaración  jeneral.  La  lei ,  por  ejemplo,  establece  una 
contribución,  i  el  decreto  del  Ejecutivo  determina  la  manera 
de  recaudarla;  la  lei  establece  como  necesario  el  rejistro  públi- 
co de  toda  obligación  en  que  un  deudor  empeñe  sus  bienes  rai- 
ces, i  el  decreto  fija  la  forma  en  que  debe  hacerse  ese  rejistro. 

Mas  como  son  infinitos  los  negociados  pertenecientes  a  la 
administración  del  Estado,  el  Presidente  no  solo  puede  ejercer 
la  segunda  atribución  en  el  caso  especial  de  tener  que  ejecutar 
una  lei,  sitio  también  en  todos  los  casos  propios  de  la  adminis- 
tración en  que  se  necesite  una  resolución ,  con  tal  que  en  ella 
no  sea  necesario  establecer  una  condición  o  derecho  que  antes 
no  hubiera  sancionado  para  las  leyes,  porque  entonces  el  pun- 
to seria  de  la  incumbencia  esclusiva  del  poder  lejislativo,  i  el 
Presidente  como  jefe  del  Ejecutivo,  i  en  calidad  de  administra- 
dor del  Estado,  no  podría  por  sí  solo  resolverlo  ni  siquiera 
interinamente. 

En  suma ,  él  Presidente  no  puede  obrar  en  todo  lo  que  "es  ma- 
teria de  una  lei,  según  la  naturaleza  del  asunto  o  según  las 
prescripciones  de  los  artículos  36  i  37,  sino  de  acuerdo  con  el 
Congreso,  en  la  forma  determinada  por  los  artículos  40  hasta 
el  51;  i  solo  puede  decretar  como   administrador  del  Estado  so- 
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bre  los  negociados  administrativos  que  la  Constitución  comete 
a  su  autoridad. 


((3.a  Velar  sobre  la  pronta  i  cumplida  administración 
de  justicia  i  sobre  la  conducta  ministerial  de  los  jueces.» 

Aunque  el  Poder  Ejecutivo  i  el  Judicial  tienen  un  mismo  fin, 
cuál  es  la  administración  i  aplicación  de  la  lei ,  son  con  todo 
mui  diferentes  por  la  esfera  de  su  acción  i  por  la  manera  de  pro- 
ceder; pues  que  este  no  administra,  sino  cuando  es  provocado 
por  las  contensiones  que  se  suscitan  para  aplicar  la  lei,  mientras 
que  el  otro  la  ejecuta,  sin  necesidad  de  esa  provocación,  apli- 
cándola a  todas  las  relaciones  que  en  ella  se  comprenden.  Esta 
diferencia  es  la  base  de  la  independencia  que  existe  entre  am- 
bos poderes,  i  sin  embargo  de  que  la  Constitución  lo  reconoce 
así,  dá  al  Presidente  la  facultad  de  velar  sobre  la  administra- 
ción de  justicia  i  la  conducta  ministerial  de  los  jueces. 

Por  consiguiente  esta  atribución  es  puramente  conservadora 
i  análoga  a  la  que  el  artículo  38  concede  a  la  Cámara  de  Dipu- 
tados para  acusara  los  majistrados  superiores  de  justicia,  i  el 
39  al  Senado  para  juzgarlos  por  notable  abandono  de  sus  debe- 
res. Mas  ni  el  Presidente  ni  las  Cámaras  pueden  ejercer  tales 
atribuciones  para  injerirse  en  lo  que  es  peculiar  de  la  adminis- 
tración de  justicia,  ni  para  suspender  a  los  jueces ,  ni  paralizar 
su  acción  administrativa,  porque  eso  seria  conculcar  la  inde- 
pendencia de  los  poderes  ,  que  la  Constitución  ha  establecido  i 
que  no  ha  podido  dejar  desprovista  de  sus  naturales  garantias 

Por  eso  creemos  que  el  Presidente  no  puede  ejercer  la  3.a 
atribución  que  le  da  el  artículo  82 ,  sino  únicamente  para  amo- 
nestar a  los  jueces  sobre  su  pronta  i  cumplida  administración, 
para  encargarles  que  ejerzan  sus  funciones  en  los  lugares  i  cir- 
cunstancias que  sean  necesarios,  i  para  acusarlos  ante  el  tri- 
bunal competente ,  sin  necesidad  de  los  trámites  previos  que 
necesita  emplear  la  Cámara  de  Diputados  con  el  mismo  obje- 
to ,  cesando  su  acción  en  el  momento  de  haber  practicado  al- 
guno de  estos  actos. 

El  Ejecutivo  ha  ejercitado  en  parte  esta  atribución  conserva- 


— ■j...      m\  i 


yttsa 


— H 


—  404  — ■ 
dora  algunas  veces,  pero  en  un  caso  bastante  serio  ha  traspa- 
sado los  límites  de  la  Constitución,  mandando  poner  en  arresto 
a  los  ministros  de  la  Corte  Marcial,  suspendiéndolos  del  ejerci- 
cio de  sus  funciones  judiciales  i  sometiéndolos  a  la  Corte  Su- 
prema para  que  los  enjuiciase  por  torcida  administración  de 
justicia.  En  el  decreto  de  4  de  octubre  de  1833  (i),  en  que  se 
halla  consignado  este  caso ,  el  Presidente  invoca  la  atribución 
constitucional  que  estamos  comentando  i  establece,  como  fun- 
damento de  su  aplicación,  que  de  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Corte  Marcial  en  una  causa  política,  a  que  se  refiere,  resul- 
taba que  los  jueces  que  la  pronunciaron  habían  infrinjido  ma- 
nifiestamente las  leyes.  (2)  Esta  aseveración  tan  grave  suponía 
que  el  Ejecutivo  había  tomado  conocimiento  del  proceso,  sa- 
liendo por  supuesto  del  círculo  de  su  autoridad,  i  aplicando 
aquella  atribución  constitucional  de  una  manera  contraria  a  los 
principios  establecidos  en  la  Constitución  misma  i  que  esta  no 
ha  podido  desnaturalizar  al  conceder  al  Presidente  aquella  atri- 
bución. El  resultado  del  juicio  formado  por  la  Corte  Suprema 
fué  favorable  a  los  jueces  acusados,  i  envolvía  por  consiguien- 
te una  condenación  virtual  del  procedimiento  del  Presidente, 
el  cual  no  se  habria  expuesto  a  semejante  contrariedad,  si  se 
hubiera  limitado  a  ejercitar  su  atribución  dentro  de  los  límites 
constitucionales,  esto  es,  pidiendo  a  la   Corte  Suprema  que 
procediese  a  encausar  a  los  jueces  que  habían  pronunciado 
aquella  sentencia,  porque  la  conducta  de  estos,  no  era  a  juicio 
<Iel  Ejecutivo  arreglada  a  las  leyes.  En  este  caso,  la  Corte  Su- 
prema habria  procedido,  en  virtud  de  la  Superintendencia  d¡- 


(1)  B.,  Lib.  6.,  núm.  3. 

(2)  En  sentir  del  Ejecutivo,  según  lo  demostró  el  fiscal  de  la  Corte  Su- 
prema en  el  acta  de  acusación,  la  Corte  Marcial  habia  infrinjido  las  leyes 
•porque  en  su  sentencia  de  3  de  octubre  de  1833  no  habia  condenado  a 
muerte  a  los  oficiales  Acosta,  Arteaga  i  otros  acusados  i  delatados  de  co- 
nato de  conspiración,  sino  a  destierro  o  relegación  por  dos  años.  Los  jue- 
ces acusados  en  su  defensa  no  solo  demostraron  que  su  sentencia  habia 
sido  justa,  sino  que  el  fiscal  habia  falsificado  los  hechos  i  el  derecho  para 
apoyar  con  su  acusación  el  decreto  del  Ejecutivo,  i  la  Corte  Suprema  los 
absolvió.  Véase  el  Alcance  al  Araucano,  núm.  165. 
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rectiva,  correccional  i  económica  que  ejerce,  a  pedir  i  a  exa- 
minar los  autos  de  la  causa  política  sentenciada,  i  hallando 
motivo  de  enjuiciar  a  los  que  habían  pronunciado  aquella  sen- 
tencia, los  habría  sometido  a  su  jurisdicción,  suspendiéndolos  o 
arrestándolos,  según  fuese  legal  i  obrando  en  todo  esto  con 
mas  lejitimidad  que  la  que  tuvo  el  Presidente  para  anticiparse 
a  decretar  el  arresto  i  la  suspensión. 

Algún  tiempo  después  de  este  suceso,  ocurrió  otro  caso  aná- 
logo, pero. ni  uno  ni  otro  pueden  dar  fundamento  a  una  prácti- 
ca que  sobre  ser  tan  conocidamente  inconstitucional  i  peligro- 
sa, ha  sido  condenada  por  los.  resultados  que  ha  tenido  ante  la 
Corte  Suprema,  que  ha  sabido  hacer  triunfar  la  justicia  en  apo- 
yo de  la  independencia  del  poder  judicial. 

«4.a  Prorogar  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso 
hasta  cincuenta  dias. 

«5.a  Convocarlo  a  sesiones  estraordinarias,  con  acuer- 
do del  Consejo  de  Estado.» 

Parece  mas  propio  de  la  naturaleza  de  las  funciones  lejisla- 
tivas  dejar  al  Congreso  la  facultad  de  permanecer  reunido  todo 
el  tiempo  que  juzgue  conveniente  para  llenar  sus  deberes:  sin 
perjuicio  de  que  durante  el  receso  de  las  sesiones,  tenga  el 
Presidente  de  la  República  el  poder  de  convocarlo  estraordi- 
nariamente  con  algún  objeto  necesario  i  urjente.  Así  lo  estatuye 
la  Constitución  de  los  Estados-Unidos ;  pero  la  nuestra,  como 
las  de  las  otras  repúblicas  americanas,  ha  adoptado  el  arbitrio 
de  fijar  la  duración  del  período  lejislativo ,  dejando  al  Presidente 
la  facultad,  ya  sea  de  pedir,  o  ya  de  decretarla  próroga  por  un 
término  también  establecido  de  antemano.  Este  arbitrio,  como 
el  de  limitar  las  funciones  del  Congreso  convocado  extraordina- 
riamente a  los  objetos  de  la  convocatoria  han  sido  ideados,  sin 
duda,  paradár  al  Ejecutivo  una  atribución  conservadora,  análoga 
ala  que  tienen  los  monarcas  para  disolver  la  representación  na" 
cional,  a  fin  de  poner  término  a  los  choques  de  partido  o  a  las 
circunstancias  excepcionales  en  que  puede  hallarse  el  gabinete 
oon  el  Congreso,  En  uno  de  los  proyectos  orijinales  de  la  Coiu- 
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titucion  se  proponía  dar  al  Presidente  esta  atribución  que  en 
las  monarquías  constitucionales  se  ha  dado  al  rei  por  via  de 
transacción,  pero  fué  desechada  la  idea,  sin  duda  porque  pa- 
reció suficiente  i  mas  conforme  con  la  naturaleza  de  nuestro 
gobierno  aquel  arbitrio  adoptado. 

((6.a  Nombrar  i  remover  a  su  voluntad  a  los  ministros 
del  Despacho  i  oficiales  de  sus  secretarias  ;  a  los  Conse- 
jeros de  Estado  •  a  los  Ministros  diplomáticos ;  a  los 
Cónsules  i  demás  ajentes  exteriores,  i  a  los  intendentes 
de  provincia  i  gobernadores  de  plaza.» 

Sabemos  que  el  poder  Ejecutivo  se  compone  de  dos  elemen- 
tos, la  Dirección  que  pertenece  al  jefe  encargado  de  dirijir  la 
ejecución  de  las  leyes  i  de  protejer  los  intereses  sociales,  se- 
gún sus  atribuciones  ejecutivas;  i  la  Administración  que  se 
halla  depositada  en  los  ajentes  de  que  el -Ejecutivo  necesita 
para  trasmitir  i  hacer  eíicaz  su  acción  realizando  los  deberes 
que  son  de  su  incumbencia.  Estos  ajentes  según  la  Constitu- 
ción son  los  que  enumera  esta  6.a  atribución,  en  que  se  dá  al 
Presidente  la  facultad  de  nombrarlos  i  removerlos  a  su  vo- 
luntad. 

Los  ministros  diplomáticos  i  cónsules,  sin  embargo  de  que 
los  primeros  son  representantes  de  la  nación  en  el  estranjero 
se  consideran  ajentes  del  Ejecutivo,  en  cuanto  este  se  halla 
encargado  de  mantener  las  relaciones  internacionales,  i  es 
propio  encomendarle  el  nombramiento  de  aquellos  funciona- 
rios, porque  teniendo  la  responsabilidad  de  este  negociado,  • 
es  también  el  único  que  tiene  interés  i  capacidad  para  apreciar 
las  cualidades  de  las  personas  que  elija.  Sin  embargo,  la 
Constitución  de  828,  a  imitación  de  la  de  Estados  Unidos  exi- 
jia  para  este  nombramiento  el  acuerdo  del  Senado  (1),  sin 
duda  por  la  importancia  de  las  funciones  diplomáticas  i  porque 
en  ellas  puede  tener  oríjen  una  lei  del  Estado,  como  es  cual- 
quier tratado  con  potencias  estranjeras.  La  Constitución  Norte- 

(1)  Const,  de  1828,  art.  83,  núm.  5.  Id.  de  E.  IL,  art.  2.,  Sec,  2,  el.  2. 
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Americana  exije  el  mismo  requisito  para  los  cónsules,  sin  em- 
bargo de  que  no  milita  el  mismo  fundamento  respecto  de  estos 
ajentes,  que  no  tienen  carácter  representativo  ni  público,  i  cu- 
ya misión  se  limita  a  las  relaciones  comerciales  de  sus  compa- 
triotas en  el  pais  para  que  son  nombrados. 

Según  la  lei  (1),  los  enviados  diplomáticos  de  la  República 
son  de  dos  clases,  Ministros  Plenipotenciarios  i  Encargados  de 
Negocios,  los  primeros  con  un  sueldo  anual  de  nueve  mil  pesos, 
i  los  segundos  con  el  de  seis  mil .  El  Presidente  tiene  la  facul- 
tad de  nombrar,  cuando  lo  creyere  conveniente,  secretarios  i 
oficiales  de  legación  i  hasta  dos  adictos  paralada  uno.  Los 
Ministros  Plenipotenciarios  pueden  ser  residentes,  cuando  £stán 
encargados  de  mantener  las  relaciones  internacionales  i  de 
atender  a  los  intereses  de  la  nación  ;  i  extraordinarios  cuando 
son  mandados  por  un  motivo  particular  i  son  retirados  tan 
pronto  como  sea  despachado  el  asunto.  Unos  i  otros  son  para 
la  República  Ministros  de  primera  clase,  i  los  Encargados  de 
Negocios  son  de  segunda,  sin  embargo  de  que  en  países  estran- 
jeros,  según  el  estilo  cíel  Derecho  de  Jentes  ,  pertenezcan  aque- 
llos a  la  segunda  clase  de  Ajentes  Diplomáticos,  i  estos  a  la 
.tercera. 

Los  Cónsules  Jencrales,  que  puede  nombrar  el  Presidente, 
gozan  de  un  sueldo  anual ,  que  este  regula,  según  las  circuns- 
tancias, i  que  no  puede  exceder  de  tres  mil  pesos.  Los  Cónsu- 
les particulares  i  vice-cónsules  no  gozan  de  sueldo,  pero  pue- 
den recibir  los  emolumentos  acostumbrados  en  el  pais  de  su 
residencia,  i  el  Presidente  tiene  la  facultad  de  auxiliarlos  has- 
ta con  quinientos  pesos  anuales,  según  la  correspondencia  que 
mantengan  con  el  Ejecutivo  i  los  servicios  que  presten. 

En  cuanto  a  los  Intendentes  i  Gobernadores,  no  cabe  duda 
de  que  son ,  como  la  Constitución  lo  establece,  ajentes  natura- 
les e  inmediatos  del  Presidente  de  la  República;  i  por  lo  mismo 
debe  este  nombrarlos  o  removerlos  a  su  arbitrio.  Con  todo ^ 
son  ellos  también  los  supremos  administradores  de  su  respecti- 
va localidad,  y  aunque  deben  ejercer  su  autoridad  con  arre- 


(2)  Lei  de  13  de  julio  de  1852.  Bol.,  lib.  20,  núm.  7. 
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gloalas  leyes  i  órdenes  e  instrucciones  del  Presidente,  esa 
autoridad  en  su  ejercicio  es  muchas  veces  prudencial ,  i  tan 
lata  que  puede  afectar  a  cada  paso  los  intereses  de  los  gober- 
nados. Por  esto  se  ha  dado  siempre  en  todas  las  Repúblicas,  i 
la  Constitución  de  828  daba  una  parte  en  el  nombramiento  de 
tales  funcionarios  a  la  localidad:  Es  necesario  ligar  la  confian- 
za del  Presidente  con  la  confianza  e  intereses  de  esta,  i  por  lo 
mismo  debería  limitarse  la  facultad  de  nombrarlos  a  las  pro- 
puestas hechas  por  las  Municipalidades  respectivas. 

«7.a  Nombrar  los  majistrados  de  los  Tribunales  su- 
periores de  Justicia,  i  los  Jueces  Letrados  de  primera 
instancia  a  propuesta  del  Consejo  de  Estado,  conforme 
a  la  parte  2.a  del  artículo  104.» 

Esta  parte  establece  que  el  Consejo  presente  los  individuos 
que  juzgue  mas  idóneos,  previas  las  propuestas  del  Tribunal 
superior  que  designe  la  lei ,  i  en  la  forma  que  ella  ordene. 

La  leí  dispone  que  el  15  de  noviembre  de  cada  año  informe 
la  Corte  de  Apelaciones  sobre  los  méritos  de  los  jueces  y  abo- 
gados que  se  hubieren  distinguido  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes,  i  proponga  los  que  crea  mas  apropósito  para  desempeñar 
los  diversos  cargos  de  la  majistratura  judicial.  La  Corte  Su- 
prema con  presencia  de  este  informe,  emite  otro  sobre  él, 
haciendo  agregaciones  silo  cree  conveniente,  i  pasa  los  dos 
al  gobierno  el  15  de  diciembre  .  El  Consejo  de  Estado  para  pre- 
sentar su  terna  en  las  vacantes  que  ocurran  en  el  año,  elije 
tres  individuos  de  los  propuestos  en  aquellos  informes .  Pero 
puede  presentar  para  un  empleo  al  que  en  los  informes  esté 
propuesto  para  otro,  i  también  puede  colocar  en  su  terna  a 
otra  persona,  aunque  no  se  halle  propuesta  en  ellos,  con  tal 
que  así  lo  acuerde  por  una  mayoría  de  dos  tercios.  El  Presi- 
dente elije  sobre  la  terna  al  que  tuviere  por  conveniente,  i  aun 
puede  exijir  por  una  vez  que  se  le  presente  nueva  terna  .  Con 
todo,  puede  nombrar  por  sí  solo  a  los  suplentes  da  los  Jueces 
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de  letras,  aunque  para  los  de  los  Ministros  de  Tribunales  su- 
periores necesita  del  acuerdo  del  Consejo  de  Estado .  ( \ ) 

Estas  disposiciones  ponen  en  manos  del  Presidente  de  la 
República  todo  el  personal  de  la  Administración  de  Justicia, 
dando  al  poder  judicial  un  oríjen  que  de  ningún  modo  es  de- 
mocrático, i  que  es  idéntico  al  que  ,  por  una  verdadera  tran- 
sacción entre  el  principio  democrático  i  el  monárquico,  tiene 
ese  poder  en  las  monarquías  constitucionales.  Mas  de  una  vez 
se  han  sufrido  ya  las  consecuencias  de  ese  peligro  a  que  está 
expuesta  la  independencia  judicial,  cuando  los  que  administran 
la  justicia  deben  su  puesto,  honores  i  ascensos  al  Ejecutivo; 
i  esa  esperiencia,  quetodavia  puede  ser  mas  lamentable,  acon- 
seja una  reforma  pronta  y  adecuada.  La  Constitución  de  828 
daba  al  Congreso  Nacional  la  atribución  de  nombrar  los  miem- 
bros de  la  Corte  Suprema,  a  esta  la  de  proponer  en  terna  al 
Poder  Ejecutivo  los  nombramientos  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones, i  a  las  Asambleas  provinciales  la  de  proponer  en  terna 
al  mismo  los  de  jueces  letrados  de  primera  instancia.  (2)  La 
Convención  que  formó  la  Constitución  de  833  confirió  al  Pre- 
sidente la  facultad  de  nombrar  a  esos  funcionarios,  sin  inter- 
vención de  los  demás  poderes,  porque  se  propuso  por  una  par- 
te fortificar  el  Poder  Ejecutivo  ensanchando  sus  atribuciones, 
i  por  otra  remediar  los  males  que  resultaban  de  dar  la  facultad 
de  proponer  al  Congreso  i  a  las  asambleas  provinciales ,  cuer- 
pos que  careciendo  de  conocimientos  especiales  para  apreciar 
bien  las  calidades  de  los  propuestos,  se  guiaban  jeneralmente 
por  sus  afecciones  de  partido,  fte  manera  que,  por  salvar  los 
peligros  de  uno  de  los  estreñios,  se  aceptó  el  contrario,  cuyos 
peligros  no  son  menos  temibles. 

El  Poder  Judicial  debe  tener  el  mismo  oríjen  que  los  demás 
poderes  políticos  del  Estado,  i  sin  faltar  a  este  principio  se 
puede  también  satisfacer  la  necesidad  que  hai  de  cierta  capaci- 
dad especial  para  elejir  con  acierto  a  los  empleados  judiciales, 
adoptando  un  sistema  de  elección  i  nombramientos  análogo 
al  que  la  Constitución  sanciona  para  el  Poder  Ejecutivo.  En 


(i)  Lei  de  30  de  diciembre  de  1842.  Bol.,  lib.  10,  ih  12. 
(1)  Art.  46,  n.  17;  %,  n.  11,  i  114,  n.  3. 
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esta  vírtnd  creemos  que  la  Corte  Suprema ,  que  es  la  cabeza  i 
la  espresion  mas  propia  del  poder  judicial,  porque  sus  atribu- 
ciones son  de  dirección,  de  inspección  y  corrección  sóbrelos 
demás  ajenies  del  mismo  poder,  debe  ser  elejida  en  el  mismo 
período  que  el  Presidente  de  la  República  i  por  los  mismos  elec- 
tores de  este,  fijando  en  la  lei  las  cualidades  de  la  elejibilidad 
de  modo  que  se  pueda  asegurar  el  acierto.  Las  vacantes  que 
ocurrieran  en  los  demás  Tribunales  y  Juzgados  deberían  ser 
llenadas  por  nombramientos  hechos  por  la  misma  Corte  Supre- 
ma, o  a  lo  menos  por  nombramientos  hechos  por  el  Congreso 
sobre  ternas  propuestas  por  aquel  Tribunal  Supremo.  Asi  que- 
daría perfectamente  garantida  la  independencia  del  Poder 
judicial,  i  se  conciliaria  su  orí  jen  democrático  con  el  acierto 
de  la  elección  o  nombramiento. 

«8.a  Presentar  para  los  Arzobispados,  Obispados,. 
Dignidades  i  prevendas  de  las  iglesias  catedrales,  a  pro- 
puesta en  terna  del  Consejo  de  Estado.— La  persona  en 
quien  recayese  la  elección  del  Presidente  para  Arzo- 
bispo vj  Obispo  t  debe  ademas  obtener  la  aprobación 
del  Senado.» 

Esta  atribución  es  una  consecuencia  de  la  décima  tercia,  en 
virtud  de  la  cual  ejerce  el  Presidente  las  atribuciones  del  pa- 
tronato respecto  de  las  iglesias,  beneficios  i  personas  eclesiás- 
ticas, con  arreglo  a  las  leyes. 

El  supremo  derecho  de  patronato  es  una  prerogativa  inhe- 
rente a  la  soberanía  nacional,  i  la  nación  ha  estado  hasta 
ahora  en  el  pleno  ejercicio  de  este  derecho,  (t)  Él  consiste  en 
la  facultad  de  presentar  sujetos  idóneos  para  los  Arzobispados, 
Obispados,  Dignidades,  prevendas  y  demás  beneficios  elesiás- 
ticos ,  i  en  la  de  acordar  i  disponer  la  circunscripción  de  las 
diócesis ,  con  intervención  de  Ja  Silla  Apostólica,  i  todo  lo  de- 
mas  relativo  a  las  atribuciones  i  oficios  elesiásticos.  (2) 

LiK^e  enla4aoCÍ0UeS  Sentadas  enel  decret0  de  28  dc  abril  de  1848>  Bol-r 

A  ÉhítP C  ldecret°  íe  ™de  febrero  de  ««  sobre  el  pase  de  la  bula 
Apostolatus  offictum.  Bol.,  Lib.  9,  n.  14. 
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Por  lo  mismo  es  también  una  consecuencia  del  ejercicio  de 
este  derecho  atribuido  al  Presidente,  la  facultad  que  se  le  da 
en  el  número  14  del  articulo  que  comentamos,  para  conceder 
el  pase,  o  retener  los  derechos  conciliares,  bulas  pontificias, 
breves  i  rescriptos ,  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  o  con 
la  concurrencia  del  Congreso  Nacional  cuando  aquellos  docu- 
mentos contengan  disposiciones  jenerales ,  que  deben  ser,  por 
su  ^naturaleza,  materia  de  una  leí. 

La  aprobación  del  Senado  requerida  sobre  la  elección  de 
Arzobispos  o  de  Obispos  hecha  por  el  Presidente  es  una  conse- 
cuencia de  la  nacionalidad  del  patronato ,  i  la  intervención  de 
las  dos  Cámaras  en  los  casos  en  que  los,  documentos  pontificios 
se  refieran  a  negocios  que  no  pueden  ser  resueltos  sino  por  la 
lei,  es  también  una  aplicación  lójica  del  sistema  constitucional 
que  solo  da  al  Presidente  una  parte  en  la  formación  de  las 
leyes  i  no  la  facultad  de  dictarlas.  En  todos  los  demás  casos 
en  que  sean  puramente  ejecutivas  las  funciones  a  que  da  lugar 
el  ejercicio  del  derecho  de  patronato ,  solo  debe  obrar  el  Pre- 
sidente con  el  Consejo  de  Estado ,  i  no  se  podría  atribuir  el 
ejercicio  de  aquel  derecho  al  Poder  Lejislativo,  sin  desnatura- 
lizar sus  funciones. 

En  el  ejercicio  del  patronato  ha  tropezado  siempre  el  Ejecu- 
tivo con  la  reserva  que  la  Silla  Apostólica  alega  en  su  favor  para 
proveer  los  Arzobispados  u  Obispados  vacantes,  cuando  no  ha 
concedido  ese  derecho  espresamente  a  algún  soberano ;  pues 
en  las  bulas  expedidas  por  el  Papa ,  no  se  hace  mención  algu- 
na de  la  presentación  del  Gobierno  i  se  insertan  cláusulas 
abiertamente  opuestas  al  derecho  de  patronato  i  aun  a  la  au- 
toridad del  Estado.  El  Ejecutivo,  no  obstante  ,  otorga  su  exe- 
quátur, pero  fundándose  en  que  el  patronato ,  ademas  de  ser 
una  prerogativa  inherente  a  la  soberanía,  ha  sido  ejercida 
constantemente  por  nuestro  Estado,  desde  que  siendo  Chile 
una  parte  integrante  de  España,  lo  concedió  la  Silla  Apostólica 
por  un  concordato  al  soberano  de  esta  nación,  el  gobierno 
protesta  en  el  derecho  de  exequátur  contra  todas  las  cláusulas, 
fórmulas  o  espresiones  contenidas  en  las  bulas,  que  son  o  pue-* 
den  ser  contrarias  a  la  Constitución  i  leves  nacionales  o  a  las 
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regalías  del  supremo  patronato ,  respecto  de  cuyas  cláusulas  se 
retiene  el  pase  de  las  'bulas.  Esta  retención  se  hace  también 
respecto  de  las  cláusulas  del  juramento  de  obediencia  i  fideli- 
dad al  Pontífice  romano  que  prestan  los  instituidos  al  tiempo 
de  su  consagración,  comprometiéndose  a  defender  al  papado 
contra  todo  hombre ,  a  conservar  y  aumentar  los  derechos , 
honores,  privilejios  i  autoridad  de  este,  a  observar  con  todas 
sus  fuerzas  i  a  hacer  que  sean  observadas  sus  ordenanzas,  re- 
servas i  provisiones,  i  a  otras  obligaciones  análogas  en  que  se 
da  al  juramento  una  estension  contraria  a  la  fidelidad  i  a  la 
dependencia  en  que  el  instituido  debe  estar  respecto  de  la 
autoridad  temporal,  i  para  asegurar  el  respeto  debido  a  esta 
autoridad,  se  manda  terminar  el  juramento  con  estas  palabras: 
«Sin  perjuicio  de  la  fidelidad  debida  a  la  República ,  i  en  cuan- 
to no  perjudique  a  sus  regalías,  patronato,  leyes,  disciplina, 
lejítimas  costumbres,  ni  otros  cualesquiera  derechos  inheren- 
tes a  su  independencia  i  soberanía.»  (1) 

9.°  Proveer  los  demás  empleos  civiles  i  militares,  pro- 
cediendo con  acuerdo  del  Senado,  i  en  el  receso  de  este, 
con  el  de  la  Comisión  Conservadora ,  para  conferir  los 
empleos  o  grados  de  coróneles ,  capitanes  de  navio  i 
demás  oficiales  superiores  del- ejército  i  armada. — En  el 
campo  de  batalla  podrá  conferir  estos  empleos  militares 
superiores  por  sí  solo.» 

La  autorización  que  este  párrafo  dá  al  Presidente  está  con- 
cebida en  términos  tan  jeneraíes,  ,que  en  la  práctica  se  atri- 
buye el  Ejecutivo  no  solo  el  nombramiento  de  sus  ajentes  i  fun- 
cionarios, sino  también  el  de  todos  los  empleados  subalternos 
del  Congreso,  de  los  tribunales  i  juzgados,  de  las  municipali- 
dades i  hasta  los  de  la  policía  de  las  ciudades. 

La  Constitución  de  828  daba  al  Presidente  la  provisión  de 
los  empleos  civiles,  militares  i  eclesiásticos,  conforme  a  la  Corn- 


il) Véanse  los  decretos  citados. 
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titucion  ¡  las  leyes  (4),  salvando  con  esta  limitación  no  solamente 
los  requisitos  que  ella  misma  establecía  para  que  el  Ejecutivo 
hiciera  ciertos  nombramientos,  sino  también  aquel  poder  que  el 
Congreso  tiene ,  i  que  la  Constitución  de  la  Union  Americana 
reconoce  espresamente,  (3)  de  investir  con  la  facultad  de  nom- 
brar oficiales  inferiores  al  Presidente,  a  las  Cortes  de  Justicia 
o  a  los  jefes  de  departamento,  según  las  circunstancias. 

En  materia  de  nombramiento  de  funcionarios  del  gobierno 
jeneral  hai  un  principio  seguro  i  justo,  cual  es  el  de  conferir  la 
facultad  de  hacerlo  a  aquellas  autoridades  ante  les  cuales  ellos 
se  hallan  inmediatamente  empleados  o  cuya  responsabilidad 
comparten:  asi  debe  corresponder  al  jefe  del  Ejecutivo  el  de 
todos  los  ajenies  de  su  administración,  como  a  los  tribunales 
el  de  sus  secretarios  o  ajentes  especiales,  para  cuya  elección 
no  puede  ser  competente  el  Presidente  deja  República;  i  de 
este  modo  en  todas  las  demás  esferas  del  gobierno  i  adminis- 
tración jeneral  i  municipal. 

Conocido  es  que  la  Constitución  ha  desatendido  este  principio 
por  aumentar  el  poder  del  Presidente  i  estender  su  acción,  para 
hacerlo  mas  respetable;  pero  al  constituirlo  en  dispensador  de 
todos  Jos  empleos  públicos,  ha  multiplicado  sus  negociados  i  le 
ha  ofrecido  mas  ocasiones  i  mas  peligros  de  abuso. 

Con  todo,  es  una  garantia  para  la  nación  el  exijir  el  acuerdo 
del  Senado  para  la  provisión  de  los  empleos  o  grados  de  los 
jefes  militares  que  tienen  el  mando  de  la  fuerza  armada,  bien 
que  esta  garantia  está  debilitada  por  dos  circunstancias:  la  pri- 
mera es  que  para  el  mando  en  jefe  de  una  fuerza  armada  no  es 
indispensable  tener  uno  de  esos  grados  conferidos  con  el  acuer- 
do del  Senado ,  puesto  que  puede  el  Presidente  confiarlo  a  ofi- 
ciales de  menos  graduación;  i  la  segunda  es  la  corruptela  que 
se  ha  introducido  de  creerse  el  Ejecutivo  autorizado  para  con- 
ferir por  sí  solo  el  empleo  de  coronel  de  la  guardia  nacional,  i 
después  incorporar  a  los  coroneles  asi  creados  en  el  ejército 
con  alguna  comisión  o  empleo.  La  atribución  novena  no  esta- 
blece excepción  ninguna  al  exijir  aquel  requisito  en  el  nombra- 

(1)  Art.  82,  núm.  5. 

(2)  Art.  2,  sec.  2,  cl.2,atñn. 

Las1?-.— c.  f.  .  9 
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miento  de  oficiales  superiores  del  ejército  i  armada ,  i  por  tanto 
ho  debe  considerarse  exceptuada  la  guardia  cívica,  tanto  mas 
cuanto  que  el  Presidente  puede  llamarla  a  servicio  activo, 
como  parte  integrante  del  ejército ,  cuando  sea  necesario. 


«10.°  Destituir  a  los  empleados  por  ineptitud,  u  otro 
motivo  que  haga  inútil  o  perjudicial  su  servicio;  pero 
con  acuerdo  del  Senado,  i  en  su  receso  con  el  de  la 
Comisión  Conservadora,  si  son  jefes  de  oficina  o  emplea- 
dos superiores;  i  con  informe  del  respectivo  jefe  si  son 
empleados  subalternos.» 

La  misma  latitud  que  a  la  anterior  se  dá  a  la  atribución  con- 
tenida en  este  párrafo,  de  modo  que  el  Presidente,  no  solo 
puede  destituir  a  los  ajentes  del  Ejecutivo,  sino  también  a  los 
de  otros  poderes  políticos,  con  un  informe  del  jefe  respectivo. 
En  cuanto  al  acuerdo  del  Senado  o  de  la  Comisión  Conservado- 
ra exijido  para  la  destitución  de  los  empleados  superiores,  debe 
observarse  que  la  Constitución  no  es  mui  precisa,  porque  no 
determina  cuáles  son  los  funcionarios  que  merecen  esta  califi- 
cación para  gozar  de  aquella  garantía.  Es  cierto  que  el  artícu- 
lo 410  escluye  de  esta  jeneralidad  a  los  jueces,  porque  no 
pueden  ser  depuestos  sino  en  virtud  de  causa  legalmente  sen^ 
tenciada;  pero  respecto  de  los  demás  ramos  de  la  administra- 
ción no  hai  estatuto  alguno  que  dé  reglas  para  distinguir  los 
casos  en  que  deba  tener  aplicación  aquella  exijencia,  porque 
estando  ramificadas  las  oficinas  en  toda  la  República,  depen- 
diendo de  una  central  i  superior,  no  es  posible  saber  si  los  je- 
fes de  una  oficina  provincial,  como  los  de  una  Aduana  o  de  una 
estafeta,  carecen  de  aquella  garantía,  por  cuanto  dependen  de 
otra  oficina  central,  o  gozan  de  ella  en  cuanto  son  jefes  respec- 
to de  los  subalternos  que  trabajan  con  ellos.  En  la  práctica,  el 
Presidente  extiende  a  estos  su  poder  discrecional ,  limitando  la 
intervención  del  Senado  al  caso  en  .que  se  trata  de  alguno  de 
los  jefes  de  las  oficinas  centrales  o  jenerales,  i  considerando 
como  fuera  del  alcance  de  esta  atribución  a  los  empleados  mi- 
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litares  i  eclesiásticos.  lían  ocurrido  también  casos  en  que  el 
Congreso  lia  autorizado,  por  via  de  facultades  extraordinarias, 
al  Presidente  para  proceder  sin  ese  acuerdo,  despojando  asi  a 
los  empleados  superiores  de  una  garantía,  que  la  Constitución 
ha  radicado  en  el  Senado,  no  como  una  atribución  renunciable, 
sino  como  una  función  necesaria  para  moderar  el  arbitrio  del 
Ejecutivo  i  que  el  Senado  no  puede  dejar  de  ejercer  por  mas 
confianzo  que  le  merezca  el  Presidente  de  la  República. 

«11.°  Conceder  jubilaciones ,  retiros,  licencias  i  goce 
de  montepío  con  arreglo  a  las  leyes.» 

En  virtud  de  esta  atribución  i  de  las'leyes  que  fijan  los  térmi- 
nos de  las  jubilaciones  civiles  i  de  los  retiros,  licencias  i  mon- 
tepíos militares,  todos  los  empleados  están  sujetos  a  las  deci- 
siones del  Ejecutivo  en  esta  materia,  que  por  su  naturaleza 
constituye  un  negociado  de  pura  administración. 


«12.°  Cuidar  de  la  recaudación  de  las  rentas  públi- 
cas ,  i  decretar  su  inversión  con  arreglo  a  la  lei.» 

La  recaudación  de  las  rentas  i  su  inversión  forman  también 
un  negociado  administrativo  que  incumbe  al  Presidente.  Todos 
los  años,  dentro  de  los  primeros  quince  dias  de  las  sesiones 
ordinarias  del  Congreso ,  los  Ministros  del  despacho  le  presen- 
tan la  cuenta  de  inversión  de  los  caudales  concedidos  para  las 
atenciones  del  servicio  público  en  el  año  anterior,  el  presu- 
puesto de  gastos  para  el  año  siguiente /i  al  mismo  tiempo  un 
estado  del  monto  de  l?is  rentas  públicas  en  el  año  precedente. 
La  cuenta  de  inversión  se  forma  por  la  Contaduría  mayor  con 
referencia  a  las  partidas  del  presupuesto  a  que  corresponde  i  a 
las  leyes  especiales  que  hubieren  autorizado  otros  gastos,  no- 
tando el  pormenor  de  cada  partida  i  guardando  en  ambas  el 
mismo  orden  en  la  colocación  de  cada  una  de  ellas,  en  su  de- 
signación i  demás  circunstancias. 

Aprobados  los  presupuestos  i  sancionados  como  lei,  el  Ejecu- 
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tivo  en  la  inversión  de  las  sumas  presupuestas,  no  puede  exce- 
der de  la  cantidad  señalada  por  cada  item  i  de  las  que  se  asig- 
nan para  cada  una  de  las  partidas  de  que  aquellos  se  componen, 
ni  destinar  las  unas  o  las  otras  a  distinto  objeto.  - 

No  están  comprendidas  en  esta  disposición  las  partidas  se- 
ñaladas para  la  compra  de  especies  estancadas,  para  el  pago 
de  toda  clase  de  gratificaciones,  hospitalidades  i  otros  gastos , 
cuyo  monto  no  puede  asignarse  fijamente,  ni  tampoco  las  de- 
signadas para  sueldos  i  gratificaciones  militares  mediante  a  que 
el  gobierno  puede  llamar  oficiales  de  mayor  o  menor  gradua- 
ción ,  según  convenga  al  buen  servicio  público. 

Las  partidas  del  presupuesto  que  en  todo  o  en  parte  no  se  in- 
viertan dentro  del  año,  quedan  anuladas,  sin  que  pueda  el  Pre- 
sidente^ibrar  sobre  ellas.  Los  sueldos  i  gastos  ordinarios  auto- 
rizados por  leyes  especiales  o  por  el  presupuesto  se  cubren  sin 
necesidad  de  decreto  por  las  oficinas  respectivas;  pero  los  gas- 
tos extraordinarios,  imprevistos,  de  beneficencia  i  utilidad  pú- 
blica no  se  cubren  sin  un  decreto  especial  rejistrado  previa- 
mente en  la  Contaduría  Mayor.  Esta  oficina  debe  suspender  el 
rejistro  cuando  la  cantidad  librada  excediere  a  la  partida  del 
presupuesto,  haciendo  una  respetuosa  representación  al  minis- 
terio que  autorizó  el  decreto;  pero  si  el  gobierno  insiste  en  or- 
denar el  rejistro,  la  Contaduría  ha  de  obedecer,  quedando 
obligado  su  jefe  a  dar  cuenta  a  las  Cámaras  en  su  próxima  reu- 
nión, si  a  la  sazón  no  se  hallan  funcionando ,  para  que  hagan 
efectiva  la  responsabilidad  personal  del  Ministro  que  autorizó 
el  decreto  de  pago. 

Tal  es  el  modo  de  proceder  en  la  inversión  de  las  rentas  pú- 
blicas establecido  en  las  leyes.  (1) 

«13.°  Ejercerlas  atribuciones  clel  patronato  respecto 
cíelas  iglesias,  beneficios  i  personas  eclesiásticas,  con 
arreglo  a  las  leyes. 

(1)  Lei  de  12  de  setiembre  de  1846,  Bol.  ííb.  14,  núm.  9,  que  declara 
lei  del  Estado  el  decreto  de  28  de  diciembre  de  1841  inserto  en  el 
Bol.,  lib.  9,  núm.  23. 


"9HPH 


l-PWi 


_  417  - 
(di.0  Conceder  el  pase  ,  o  retener  los  decretos  con- 
ciliares ,  bulas  pontificias,  breves  i  rescriptos  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado;  pero,  si  contuviesen  disposi- 
ciones jenerales,  solo  podrá  concederse  el  pase  o  rete- 
nerse por  medio  de  unalei.» 

Ya  hemos  hablado  de  estas  atribuciones  al  comentarla  8.a 

((15.°  Conceder  indultos  particulares  con  acuerdo  de] 
Consejo  de  Estado. — Los  Ministros,  Consejeros  de  Esta- 
do, Miembros  déla  Comisión  Conservadora,  Jenerales 
en  jefe  ,  e  Intendentes  de  provincia  acusados  por  la  Cá- 
mara de  Diputados ,  i  juzgados  por  el  Senado  ,  no  pue- 
den ser  indultados  sino  por  el  Congreso.» 


En  casi  todos  los  Estados  se  concede  al  jefe  del  Ejecutivo  la 
facultad  de  conmutar  o  perdonar  las  penas  impuestas  a  los  cri- 
minales por  sentencia  judicial ,  porque  la  justicia  humana  están 
imperfecta,  que  a  veces  las  apariencias  i  las  formas  producen 
la  condenación  de  un  inocente ,  otras  la  equidad  i  la  humanidad 
exijen  el  perdón  de  un  culpable  condenado  legalniente  ,  i  en 
íin  en  otros  casos  las  leyes.no  pueden  amoldarse  a  los  diversos 
grados  ele  criminalidad  para  fijarles  penas  adecuadas.  Pero  se- 
mejante facultad  no  debe  extenderse  a  los  casos  en  que  el  acu- 
sado es  un  funcionario  publico  por  faltas  en  el  desempeño  de  su 
cargo  ,  porque  una  coalición  entre  este  i  el  Presidente  podría 
dejar  burlada  la  lei  que  trata  de  asegurar  la  responsabi- 
lidad de  los  empleados.  Por  eso  la  Constitución  de  Estados-Uni- 
dos ha  limitado  sabiamente  la  facultad  de  indultar  en  los  casos 
que  afectan  la  vida  i  las  libertades  de  las  personas  (i);  ilanues- 
tra  atribuye  solo  al  Congreso  el  indulto  de  los  funcionarios  que 
sean  juzgados  por  el  Senado,  conforme  a  las  disposiciones  que 
dejamos  ya  examinadas. 

(i)  Art.2,  sec.  2,  el.  1.a— Except  in  cases  of  impeachment.» 
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«16.°  Disponer  de  la  fuerza  de  mar  i  tierra,  organi- 
zaría i  distribuirla,  según  lo  hallare  por  conveniente.» 

«17.°  Mandar  personalmente  las  fuerzas  de  mar  i 
tierra,  con  acuerdo  del  Senado,  i  en  su  receso  con  el  de 
la  Comisión  Conservadora.  En  este  caso,  el  Presidente 
de  la  República  podrá  residir  en  cualquiera  parte  del 
territorio  ocupado  por  las  armas  chilenas.» 

El  mando  de  la  fuerza  pública  no  puede  dejar  de  ser  uniper- 
sonal, i  la  necesidad  de  disponer  de  ella  para  ejecutar  la  lei 
o  repeler  las  inTasiones  esteriores  da  a  este  negociado  un  ca- 
rácter enteramente  ejecutivo.  Los  arbitrios  que  alguna  vez  se 
han  adoptado  en  algunas  naciones  para  prevenir  los  peligros 
de  tan  poderosa  facultad  no  han  hecho  otra  cosa  que  poner  en 
evidencia  que  la  única  garantía  que  el  pueblo  puede  hallar 
contra  esos  peligros  está  en  la  responsabilidad  del  jefe  del  Eje- 
cutivo i  en  las  prendas  personales  que  le  hayan  merecido  su 
elección. 

«18.°  Declarar  la  guerra  con  previa  aprobación  del 
Congreso,  i  conceder  patentes  de  corso  i  letras  de  re- 
presalia.» 

Es  demasiado  vasta  i  trascendental  la  facultad  de  declarar 
la  guerra,  para  que  pueda  ser  confiada  a  una  sola  persona,  que 
por  una  falsa  mira  de  bonor  nacional  o  por  motivos  persona- 
les tal  vez  comprometería  con  un  abuso  de  esta  atribución  las 
vidas,  las  libertades  i  los  intereses  de  la  nación*  La  guerra  por 
otra  parte  crea  multitud  de  derechos  i  obligaciones  que,  según 
el  sistema  representativo,  no  podrían  sacar  su  fuerza  de  un 
decreto  del  Ejecutivo,  sino  de  una  lei  del  Estado.  El  Código 
Constitucional  no  ha  incurrido  en  este  error,  pues  aunque  con- 
fiere al  Presidente  la  facultad  de  declarar  la  guerra,  en  último 
resultado  esta  facultad  no  es  otra  que  la  de  proponer  al  Con- 
greso la  declaración,  para  que  este,  en  virtud  de  la  segunda 
atribución  que  le  dá  el  artículo  36  la  apruebe  o  repruebe  en 
la  forma  usada  para  dictar  las  leyes. 
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Según  esto  podría  parecer  inútil  la  disposición  contenida  en 
el  número  18,  que  estamos  comentando,  en  la  parte  que  dice — 
«Declarar  la  guerra,  con  previa  aprobación  del  Congreso»; 
pero  no  es  asi,  porque  este  precepto  tiene,  a  nuestro  juicio,  por 
objeto  limitar  la  iniciativa  de  las  leyes  en  que  se  declara  la 
guerra,  atribuyéndola  esclusivamente  al  Presidente,  que,  como 
encargado  de  las  relaciones  esteriores,  es  el  único  funcionario 
que  pifede  hallarse  en  estado  de  conocer  lo  que  convenga  a  la 
República  en  el  caso  de  que  esas  relaciones  se  compliquen 
hasta  el  punto  de  hacer  necesaria  la  apelación  a  las  armas. 
Si  la  Constitución  confiara  al  Congreso  el  poder  de  declarar  la 
guerra,  como  lo  hace  la  de  Estados  Unidos,  podria  creerse  que 
correspondía  también  a  sus  miembros  la  iniciativa  de  una  lei 
semejante;  pero  aun  en  este  caso  la  iniciativa  de  los  represen- 
tantes no  podria  aparecer  fundada  sino  en  hechos  i  datos  que 
son  del  esclusivo  resorte  del  poder  Ejecutivo,  i  el  peligro  que 
habría  en  el  uso  impremeditado  de  aquella  facultad  pondría  al 
Congreso  en  la  necesidad  de  no  tratar  la  cuestión  si  el  Ejecu- 
tivo no  le  prestaba  su  apoyo.  La  Constitución  ha  evitado  los 
inconvenientes  de  este  modo  de  proceder  atribuyendo  solo  al 
Presidente  la  facultad  de  proponer  la  declaración  de  guerra. 

Consecuente  con  estos  principios  nos  parece  la  facultad  de 
conceder  patentes  de  corso  i  letras  de  represalia.  Las  primeras 
son  una  consecuencia  o  mas  bien  una  aplicación  de  la  leí  en 
que  se  declara  la  guerra.  Al  Presidente  corresponde  la  ejecu- 
ción de  esta  leí,  es  decir,  la  dirección  de  la  guerra  i  de  sus 
operaciones,  i  siendo  una  de  ellas  el  empleo  de  corsarios  que 
apresen  las  embarcaciones  i  propiedades  enemigas,  tomando 
en  recompensa  de  sus  servicios  una  parte  o  todo  el  valor  d-e 
las  presas,  al  Presidente  incumbe  calificar  la  necesidad  de  ha- 
cer uso  de  estos  medios,  puramente  ejecutivos,  expidiendo  las 
patentes  de  corso  i  fijando,  según  las  circunstancias,  su  nú- 
mero, su  término  i  el  modo  de  ejecutarlas. 

Pero  la  lejitimidad  en  el  uso  de  estas  patentes,   según  el 

"  tiempo  i  lugar  del  apresamiento,  i  según  la  autorización  que 

tuvo  el  apresador,   implica  otra  función  administrativa    que 

consiste  en  probar  los  hechos  i  en  aplicar  las  leyes,  i  no  puede 
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el  Ejecutivo  tener  facultad  para  calificar  esa  legitimidad,  por 
que  no  le  es  lícito  administrar  justicia.  Por  eso  es  que  la  Cons- 
titución de  4828  dio  a  la  Corte  Suprema  la  atribución  de  cono- 
cer i  juzgar  de  las  causas  de  Almirantazgo,  presas  de  mar  i 
tierra  i  actos  en  alta  mar  (4);  i  aunque  la  de  833  guarda  silen- 
ció en  este  punto,  no  se  entiende  por  eso  que  haya  querido 
cometer  al  Ejecutivo  tal  atribución,  i  antes  bien  se  reconoce 
como  vijente  aquella  disposición.  » 

Las  letras  de  represalia  o  letras  de  marca  no  son  iguales 
a  las  patentes  de  corso,  i  por  consiguiente  no  se  pueden  con- 
siderar como  una  aplicación  de  la  lei  que  declara  la  guerra, 
sino  como  una  medida  que  el  Presidente  puede  adoptar,  como 
director  de  las  relaciones  políticas  con  las  naciones  extranje- 
ras. Las  represalias  son  uno  de  aquellos  medios  de  fuerza  que 
se  emplean  antes  de  la  declaración  de  guerra,  cuando  se  trata 
del  resarcimiento  de  una  injuria  avaluable  en  dinero,  i  consis- 
ten en  el  apoderamiento  que  la  nación  agraviada  hace  de  las 
propiedades  de  la  ofensora,  adjudicándoselas  hasta  la  concur- 
rencia de  la  deuda  o  de  la  estimación  del  daño  recibido,  con  los 
intereses  correspondientes.  Aunque  es  este  un  medio  que  se 
adopta  jeneralmente  para  no  acudir  al  estremo  de  una  guerra 
i  obtener  satisfacción,  como  él  consiste  en  una  verdadera  hos- 
tilidad, casi  nunca  evita  el  rompimiento  i  siempre  coloca  a  la 
nación  en  una  situación  mui  análoga  a  la  de  la  guerra.  Por  eso 
es  que  en  el  Derecho  de  Jentes  se  establece  como  principio 
q ue  solo  la  potestad  suprema  tiene  facultad  de  ordenar  las 
represalias,  i  por  la  misma  razón,  sin  duda,  es  que  la  Constitu- 
ción norte-americana  inviste  al  Congreso  de  esa  facultad,  co- 
mo de  la  de  declarar  la  guerra. 

Mas  nuestro  código  la  confiere  esclusivamente  al  Presidente, 
sin  dar  al  Congreso  intervención  alguna  en  su  ejercicio,  de 
modo  que  aquel  puede  espedir  letras  de  marca,  i  colocar  por 
este  medio  a  la  nación  en  un  estado  análogo  al  de  guerra,  sin 
necesidad  de  una  lei  anterior.  En  virtud  de  esta  misma  atribu- 
ción, creemos  que  el  Presidente  podría  también  usar  de  la  re- 
torcion,  porque  si  puede  decretar  las  represalias,  que  son  un 

(í)  Constitución  de  1828,  art.  96,  oúm.  6.° 


—  m  — 

verdadero  empico,  de  la  fuerza,  puede  también  ordenar  la  rc- 
toreion,  que  es  otro  de  los  arbitrios  empleados  con  el  fin  de 
evitar  la  guerra,  como  las  represalias,  i  que  se  emplea  cuando 
los  subditos  de  un  Estado  son  tratados  con  poca  equidad  en 
una  nación,  para  tratar  a  los  de  esta  del  mismo  modo. 

La  atribución  de  que  tratamos  ha  sido  puesta  en  práctica  en 
la  guerra  contra  el  Perú.  El  Presidente  decretó  entonces  las 
represalias  antes  del  rompimiento ,  i  se  ejecutaron  en  la  captu- 
ra de  buques  de  guerra  del  Perú.  Pero  la  declaración  de.  la 
guerra  al  gobierno  de  la  Confederación  Perú-Boliviana  fué 
hecha  en  virtud  de  la  autorización  que  el  Congreso  dio  en  leí 
de  40  de  octubre  de  1836  al  Presidente  para  que  la  declarase  en 
caso  de  no  obtener  del  gobierno  peruano  reparaciones  adecua- 
das a  los  agravios  que  reclamaba  el  de  Chile  ;  i  el  mismo  Con- 
greso ratificó  en  lei  de  26  de  diciembre  del  mismo  año  la  decla- 
ración de  guerra  que  habia  hecho  el  Plenipotenciario  de  la 
República.  Después  por  un  simple  decreto  del  Ejecutiva,  dado 
en  virtud  de  facultades  extraordinarias,  i  espedido  el  17  de  oc- 
tubre de  4838,  se  declaró  también  la  guerra  al  gobierno  de 
Orbegoso  en  el  Perú  i  a  cualquiera  que  lo  representase  i  no 
diese  garantias  de  obrar  con  absoluta  independencia  del  Presi- 
dente de  Solivia.  En  esta  misma  fecha, fué  decretado  el  bloqueo 
del  Callao  por  el  Presidente;  pero  entre  uno  i  otro  decreto  hai 
la  diferencia  de  que  el  primero  no  es  rigorosamente  constitu- 
cional, porque  la  declaración  de  guerra  debe  ser  apiobada  por 
el  Congreso,  i  no  decretada  en  virtud  de  facultades  extraordi- 
narias; i.  el  segundo  es  arreglado  a  la  Constitución  por  cuanto 
el  bloqueo  es  una  operación  de  la  guerra  de- aquellas  que  el 
Ejecutivo  puede  determinar,  una  vez  que  la  declaración  de* 
estado  de  guerra  es  hecha  por  una  lei  que  él  está  encargado  de 
aplicar. 

«19.°  Mantener  las  relaciones  políticas  con  las  po- 
tencias extranjeras,  recibir  sus  Ministros,  admitir  sus 
Cónsules,  concluir  las  negociaciones,  hacer  las  estipu- 
laciones preliminares,  concluir  i  firmar  tocios  los  tratados 
■ele  .paz,  de  alianza,  de  tregua,  de  neutralidad,    de  co- 
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inercio,  concordatos  i  otras  convenciones. — Los  trata- 
dos, antes  de  su  ratificación,  se  presentarán  a  la  apro- 
bación del  Congreso.  Las  discusiones  i  deliberaciones 
sobre  estos  objetos  serán  secretas,  si  asi  lo  exije  el  Pre- 
sidente de  la  República.» 


Por  regla  jeneral  corresponde  al  Presidente  el  ejercicio  de  la 
soberanía  transeúnte,  es  decir,  la  facultad  de  dirijir  i  repre- 
sentar a  la  nación  en  sus  relaciones  con  las  potencias  extranje- 
ras. Mas  esta  facultad  no  es  absoluta,  porque  la  Constitución 
reserva  al  Congreso  la  aprobación  de  los  tratados  que  el  Presi- 
dente celebrare  en  el  ejercicio  de  su  atribución.  La  razón  de 
esta  limitación  es  que,  siendo  los  tratados  leyes  verdaderas  que 
obligan  a  todos  los  subditos  de  ambas  naciones  contratantes, 
no  podran  ser  establecidos  por  un  simple  decreto  del  Ejecuti- 
vo, porque  este,  en  virtud  de  la  naturaleza  política  de  su  au- 
toridad, no  puede  establecer  primitivamente  derechos  i  obliga- 
ciones, que  es  la  circunstancia  característica  de  la  lei,  i  lo  que 
hace  que  esta  no  pueda  ser  dictada  sino  por  el  poder  lejislativo 
i  según  las  fórmulas  constitucionales.  Recordamos  estos  prin- 
cipios tan  sencillos,  porque  últimamente  vemos  introducida  la 
práctica  abusiva  de  no  hacer  aprobar  por  el  Congreso  las  tran- 
sacciones que  se  han  celebrado  con  algunas  potencias  extran- 
jeras con  el  nombre  de  Convención.  Asi  ha  sucedido  con  la 
Convención  celebrada  entre  nuestro  gobierno  i  el  del  Perú  sobre 
el  reconocimiento  i  pago  de  la  deuda  de  esta  República  a  la  de 
Chile,  i  con  la  hecha  con  la  Gran  Bretaña  sobre  el  comercio  í 
navegación  entre  esta  potencia  i  la  de  Chile.  Apesar  de  la  gra- 
vedad de  estos  asuntos,  i  sin  embargo  de  que  en  ambos  tratados 
se  estipuló  sobre  intereses  que  afectaban  directamente  los  de- 
rechos de  la  República  i  de  los  ciudadanos,  i  que  daban  exis- 
tencia a  derechos  nuevos  o  derogaban  los  establecidos  por 
leyes  anteriores,  el  Presidente  de  la  República  se  creyó  auto- 
rizado para  aprobarlos  por  sí  mismo ,  sin  la  intervención  del 
Congreso  en  decretos  de  15  de  enero  de  1850,  el  primero,  i  de 
15  de  diciembre  de  1852,    el  segundo,  sin   duda  porque  se 
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había  dado  á  esos  tratados  el    nombre  de   Convenciones.  (\) 

La  razón  aparente  en  que  se  apoya  este  nuevo  proceder  es 
que  la  Constitución,  en  el  artículo  que  comentamos,  se  espresa 
de  este  modo:— «Hacer  las  estipulaciones  preliminares,  concluir 
i  firmar  todos  los  tratados  de  paz  ,  de  alianza  ,  de  tregua ,  de 
neutralidad,  de  comercio,  concordatos  i  otras  convenciones. 
Los  tratados  ,  antes  de  su  ratificación,  se  presentarán  a  la  apro- 
bación del  Congreso.» 

Se  cree  que  por  haber  hablado  el  artículo  en  esta  última  frase 
solo  de  tratados,  no  exije  la  misma  aprobación  respecto  de  las 
convenciones;  pero  no  se  advierte  que  en  el  lenguaje  del  derecho 
internacional  son  sinónimas  estas  dos  palabras  (2),  i  que  si  la 
Constitución  ha  usado  de  la  segunda,  ha  sido  en  el  mismo  sen- 
tido, i  no  porque  juzgase  que  las  convenciones  eran  de  una 
clase  diferente ,  pues  que  al  enumerar  los  tratados  según  sus  ma- 
terias ha  agregado — concordatos  i  otras  convenciones ,  entendien- 
do por  estas  otros  tratados  que  pueden  recibir  varias  denomi- 
naciones, según  su  asunto.  Si  fuese  lójica  la  interpretación 
moderna,  que  refutamos,  también  podría  establecerse  que  el 
Ejecutivo  tiene  facultad  de  ratificar  los  concordatos,  sin  aproba- 
ción del  Congreso,  tan  solo  porque  la  Constitución  no  los  ha 
mencionado  espresamente,  al  exijir  la  intervención  del  Congre- 
so ,  sin  embargo  de  que  los  concordatos  se  incluyen  como  las 
convenciones  en  la  denominación  jenérica  de  tratados.  Lo  ab- 
surdo de  la  nueva  interpretación  se  descubre  mas  palmaria- 
mente al  considerar  que  el  Ejecutivo  puede  eludir  con  ella ,  co- 
mo ha  eludido  realmente,  la  disposición  constitucional ,  con  solo 
dar  el  título  de  convención  a  un  tratado  que  por  su  materia» 
naturaleza  i  estipulaciones  tuviese  el  carácter  de  tal  tratado  i 
por  consiguiente  de  una  verdadera  lei,  como  sucede  indudable- 
mente con  la  convención  de  la  Gran  Bretaña,  que  es  un  verda- 
dero tratado  de  comercio  i  navegación  en  que  se  estipulan  de- 
rechos i  exenciones  que  no  pueden  existir  en  Chile  constitucio- 
nalmente ,  sino  en  virtud  de  una  lei. 


(1)  El  primero  se  rejistra  en  el  Bol.,  lib.  18,  núm.  1.°,  i  el  segundo  en  el 
Bol.,lib.  20,  núm.  12. 

(2)  Bello,  Principios  de  Derecho  de  Jentes,  Parte  3.a,  cap.  2.°,  §  3.° 
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Demos  llamado  moderna  esta  interpretación,  porqué  solo 
data  desde  1850,  puesto  que  la  convención  adicional  al  tratado 
de  Chile  coa  la  Gran  Bretaña  sobre  la  abolición  del  tráfico  de 
esclavos,  celebrada  en  841 ,  sin  embargo  de  ser  simplemente 
espiratoria  i  de  no  contener  estipulaciones  tan  graves  como  las 
mencionadas  ,  fué  ratificada  con  la  aprobación  del  Congreso  en 
6  de  agosto  de  1842  (1).  Otro  tanto  sucedió  con  los  artículos  adi- 
cionales ai  tratado  con  la  Nueva  Granada  que  se  acordaron  en 
Lima  en  octubre  de  1844,  los  cuales,  apesar  de  que  no  conte- 
nían nuevas  estipulaciones  que  alterasen  los  derechos  recono- 
cidos, fueron  celebrados  con  el  título  de  Tratado  Adicional 
i  ratificados  también  con  la  aprobación  del  Congreso  de  qá  de 
febrero  de  1846.  (2). 

Esto  prueba  que  antes  de  ahora  el  Ejecutivo  ha  dado  al  artícu- 
lo constitucional  su  jenuinaiiitelijencia,  i  quesin  acudir  al  arbi- 
trio de  establecer  una  diferencia  que  no  existe  entre  convencio- 
nes i  tratados ,  i  apesar  de  que  por  la  naturaleza  de  las  estipula- 
ciones tal  vez ,  podría  haberse  escusado  la  intervención  del  cuer- 
po lejislativq,  se  ha  recabado  no  obstante  su  aprobación  ,  aun- 
que se  haya  dado  a  lo  estipulado  el. título  de  Convención. 

En  efecto ,  "siendo  los  tratados  o  convenciones  verdaderos  pac- 
tos internacionales,  o  de  soberano  a  soberano  ,  i  estando  desti- 
nadas las  cláusulas  de  esos  pactos  a  servir  de  base  a  derechos 
i  obligaciones,  ni  mas  ni  menos  que  lo  que  se  verifica  en  los 
contratos  entre  particulares,  no  se  puede  poner  en  duda  que 
es  necesario  que  recaiga  sobre  ellos  la  sanción  lejislaíiva,  a  fin 
de  darles  el  valor  de  leyes  del  Estado  porque,  lo  mismo  que 
las  leyes  internas ,  son  la  fuente  de  nuevos  derechos.  Esta  san- 
ción lejislativa  sobre  les  tratados  suele  vestar  encargada  a  una 
autoridad  distinta  de  la  que  sanciona  las  leyes  internas ,  como 
.sucede  en  Inglaterra,  en  .que  el  reí  trata  definitivamente  con  las 
potencias  estranjeras,  apesar  de  que  para  dictar  las  leyes  inter- 
nas debe  proceder  de  acuerdo  con  el  Parlamento.  Pero  cuando 
esa  sanción  está  encargada  a  la  misma  autoridad  que  dicta  es- 
tas leyes,  como  se  verifica  en  Chile,  cuya  Constitución  exije 

(1)  Bol.,  Lib.  10,  núm.  8.° 

(2)  Bol.,  Lib.  14,  iním.2.» 
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que  los  tratados,  antes  de  su  ratificación  por  el  Presidente,  se 
sometan  a  la  aprobación  del  Congreso;  entonces,  decimos,  no 
se  puede  excusar  esa  aprobación,  cualquiera  que  sea  la  mate- 
ria del  tratado,  ora  se  llame  éste  simplemente  Convención,  o 
concordato,  o  alianza,  o  pacto  de  neutralidad;  ora  se  Je  dé 
cualquiera  otra  denominación  osea  una  simple  exposición,  por 
que  existiendo  un  pacto  definitivo,  estipulaciones  que  den  na- 
cimiento a  nuevos  derechos,  ese  pacto  es  una  verdadera  leí, 
que  no  puede  dejar  de  ser  sancionada  como  lo  son  las  demás 
leyes. 

La  parte  de  la  Constitución  de  828  análoga  a  la  que  comenta- 
mos estaba  redactada  en  una  forma  mas  precisa,  que  no  dejaba 
lugar  a  interpretaciones  falsas,  como  la  que  se  ha  inventado 
últimamente.  Dice  así:  «irt.  81 ,  1.  7.°.  Iniciar  i  concluir  tra- 
tados de  paz,  amistad ,  alianza,  comercio  i  cualesquiera  otros, 
necesitando  para  la  ratificación  la  aprobación  del  Congreso. 
Celebraren  la  misma  forma  concordatos  con  la  silla  apostólica, 
i  retener  o  conceder  pasé  a  sus  bulas  i  diplomas.» 

Los  únicos  casos  en  que  no  es  necesaria  la  aprobación  lejís- 
lati-va  son  los  siguientes: 

■  4.°  En  los  preliminares  deque  suele  ser  precedfdo  el  tratado 
de  paz,  a  los  cuales  se  refiere  el  artículo  comentado  al  esta- 
blecer que  el  Presidente  puede  hacer  las  estipulaciones  prelimi- 
nares; bien  entendido  que  estas  solamente  tienen  lugar  res- 
pecto del  tratado  de  paz .  La  razón  porque  no  es  necesaria  la 
aprobación  léjislativa  está  en  que  los  preliminares  no  son  de- 
finitivos, i  porque  no  siendo  mas  que  un  bosquejo  de  los  puntos, 
principales  que  deben  servir  de  base  al  tratado  de  paz ,  ellos' 
serán  conocidos  i  aprobados  por  el  Congreso,  cuando  aquel  le 
sea  sometido  a  su  consideración . 

2¡.°  En  los  armisticios  o  suspensión  de  armas  durante  la  guer- 
ra, porque  siendo  celebrados  para  facilitarlas  operaciones 
.bélicas,  haciéndolas  menos  gravosas,  incumbe  su  determina- 
ción i  aprobación  al  Presidente ,  que  es  el  director  de  esas 
operaciones;  pero  con  la  calidad  de  que  el  armisticio,  sea  que 
se  denomine  tal,  o  que  se  le  dé  el  título  de  tregua,  se  ciña  a 
cierto  paraje  particular  i  a  limitado  tiempo,  porque  estas,  son 


Ma 


—  126  — 

las  circunstancias  que  le  dan  el  carácter  de  operación  acciden- 
tal de  la  guerra.  Mas  cuando  la  tregua  es  jeneral,  debe  consi- 
derarse como  un  tratado  de  los  que  menciona  la  Constitución . 
«Una  tregua  jeneral  i  por  muchos  años,  según  el  Derecho  de 
Jentes,  no  se  diferencia  de  la  paz ,  sino  en  cuanto  deja  indeci- 
sa la  cuestión  que  ha  dado  motivo  a  la  guerra .  Si  la  tregua  es 
jeneral,  solo  puede  estipularse  por  el  soberano  o  con  especial 
autorización  suya.  Lo  mismo  se  aplica  aun  a  las  treguas  parti- 
culares de  largo  tiempo  ,  que  un  jeneral  no  puede  ajustar,  sino 
reservando  la  ratificación.  Para  las  treguas  particulares  de 
corto  término  se  hallan  naturalmente  autorizados  los  jefes.»  (1) 

«20.  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  o  varios  puntos 
de  la  República  en  caso  ele  ataque  exterior,  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado ,  i  por  un  determinado  tiempo. 

«En  caso  de  conmoción  interior,  la  declaración  de 
hallarse  uno  o  varios  puntos  en  estado  de  sitio ,  corres- 
ponde al  Congreso;  pero  si  este  no  se  hallare  reunido, 
puede  el  Presidente  hacerla  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado  por  un  determinado  tiempo.  Si  a  la  reunión  del 
Congreso  no  hubiere  espirado  el  término  señalado ,  la 
declaración  que  ha  hecho  el  Presidente  de  la  República 
se  tendrá  por  una  proposición  de  lei.» 

La  declaración  del  estado  de  sitio  corresponde  al  Presidente* 
con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  por  regla  jeneral  en  caso 
de  ataque  esterior;  i  por  una  excepción  especial  en  caso  de 
conmoción  interior. 

La  Constitución  ha  comprendido  que  esta  atribución  es  de- 
masiado peligrosa ,  porque  su  aplicación  equivale  a  la  suspen- 
sión délas  garantías  individuales  i  a  una  amplificación  estraor- 
dinaria  de  las  facultades  del  Ejecutivo ,  que  no  puede  justificarse 
sino  por  una  situación  también  extraordinaria  que  coloque  a  la 
sociedad  en  un  verdadero  peligro  i  en  la  necesidad  de  tener 

(1)  Bello,  Principios  de  Derecho  de  Jentes,  Part.  2,  cap.  9,  §2.° 


<fl&  acudir  a  aquel  arbitrio  supremo  para  salvarse .  Por  eso  es 
que  ha  querido  evitar  el  abuso  de  semejante  atribución,  no 
confiriéndola  al  Presidente,  por  regla  jencral,  sino  en  el  caso 
de  ataque  estertor ;  porque  entonces  puede  ser  tal  la  urjencia  i 
tan  apremiantes  las  circunstancias,  que.no  haya  tiempo  para 
consultar  al  Congreso ,  ni  para  someter  la  declaración  a  los 
debates  i  tramitaciones  de  una  lei:  en  tal  caso  los  momentos 
son  preciosos  i  solamente  pueden  hallarse  la  precisión,  enerjia 
i  actividad  que  son  indispensables  en  el  poder  unipersonal  del 
Presidente.  El  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  que  entonces 
necesita ,  no  es  ún  obstáculo  para  la  consecución  de  aquellas 
calidades ,  porque  esta  corporación  no  es  numerosa  ni  necesita 
en  sus  deliberaciones  las  demoras  con  que  las  Cámaras  deben 
proceder. 

Pero  en  caso  de  conmoción  interior ,  la  Constitución  ha  que- 
rido que  sea  el  Congreso  quien  deba  hacer  la  declaración  de 
sitio,  i  que  el  Presidente  no  pueda  hacerla,  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Estado  i  por  determinado  tiempo,  sino  en  la  cir- 
cunstancia excepcional  de  no  hallarse  reunidas  las  Cámaras;  i  si 
sobreviniese  la  reunión  de  estas ,  los  efectos  de  la  declaración 
del  Presidente  cesan  de  hecho ,  i  esa  declaración  debe  tenerse 
como  una  proposición  de  lei,  como  un  proyecto,  que  hade 
sufrir  todos  los  trámites  necesarios  para  llegar  a  ser  lei. 

Aunque  la  conmoción  interior  puede  producir ,  como  el  ata- 
que esterior,  una  situación  alarmante,  que  exija  remedios 
urjentes,  la  Constitución  no  obstante  quiere  que  la  declaración 
de  sitio  se  someta  a  los  trámites  de  una  lei ,  cuando  esté  reuni- 
do el  Congreso,  porque  ha  pretendido  evitarlos  abusos  que  por 
pasión  o  por  interés  político  podría  cometer  el  Presidente,  ejer- 
ciendo por  sí  tal  atribución,  i  porque  aun  siendo  mucha  la  ur- 
jencia, los  remedios  ordinarios  que  las  leyes  facilitan  pueden 
servir  entretanto  para  atacar  el  mal  de  una  conmoción  interior, 
sin  que  sea  menester  sacrificar  las  formas  salvadoras  i  protec- 
toras de  la  libertad  al  empleo  de  un  arbitrio  tan  estremo,  tan 
peligroso  como  el  estado  de  sitio.  Este  arbitrio  importa  un 
ataque  a  las  instituciones  políticas,  es  una  negación  de  los 
derecho-  que  la  Constitución  garantiza,  es  una  verdadera in- 
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consecuencia  en  el  sistema  constitucional,  í  ya  que  es  necesa- 
rio acudir  a  él  para  salvar  la  salud  del  Estado,  es  indispensable 
que  una  necesidad  absoluta  i  premiosa  justifique  su  empleo. 
Por  la  dificultad  que  hai  para  hallar  esa  justificación,  i  porque 
es  mas  fácil  el  abuso  que  el  buen  uso  de  una  medida  tan  peli- 
grosa i  tan  contraria  a  la  estabilidad  del  principio  constitucio- 
nal, es  que  no  adoptan  este  arbitrio  las  constituciones  verda- 
deramente liberales,  dejando  la  conservación  del  orden  a  las 
leyes  ordinarias.  Nuestro  código  fundamental  se  ha  propuesto 
alcanzar  esa  justificación  sometiendo  la  declaración  del  estado 
de  sitio  a  la  discusión  de  las  Cámaras  en  que  concurren  intere- 
ses i  opiniones  cuyo  debate  puede  dar  un  resultado  que,  sino 
es  prudente,  a  lo  menos  no  seria  impremeditado,  i  que  sino 
consiste  en  la  adopción  del  estado  de  sitio,  no  por  eso  se  deja- 
rán de  emplear  los  infinitos  medios  ordinarios  que  las  leyes 
suministran  para  conservar  el  orden  i  evitar  un  gran  crimen. 

Mas  desgraciadamente  la  Constitución  misma  contrarió  estas 
previsiones  i  destruyó  el  efecto  de  su  determinación,  adoptan- 
do la  excepción  de  conceder  aquella  atribución  al  Presidente, 
cuando  el  Congreso  no  se  hallare  reunido.  El  acuerdo  del  Con- 
sejo de  Estado  en  este  caso  no  es  una  garantía,  ni  puede  suplir 
al  acuerdo  del  Congreso,  porque  aquel  cuerpo  está  compuesto 
de  los  ministros  del  despacho,  que  pueden  formar  una  mayo- 
ria,  citando  solo  a  tres  de  los  demás  miembros  para  formar  el 
quorum,  que  se  compone  de  siete ;  i  porque  aun  cuando  con- 
curriesen todos  los  consejeros,  que  son  nueve,  el  Presidente 
puede  remover  a  su  arbitrio  a  aquellos  que  sean  contrarios  a 
la  declaración  de  sitio  o  que  pudieran  servir  de  obstáculo  a 
una  pretensión  política.  Esto  no  es  un  simple  temor,  porque  ya 
hai  un  caso  práctico  que  ha  mostrado  que  el  Presidente  puede 
adoptar  ese  medio,  sin  responsabilidad,  i  porque  la  esperiencia 
que  data  desde  1833,  prueba  cuan  grande  es  la  facilidad  que  el 
Presidente  tiene  para  declarar  el  estado  de  sitio  con  solo  el 
acuerdo  del  Consejo,  aunque  las  circunstancias  no  lo  justifiquen, 
aunque  no  exista  realmente  la  conmoción  interior,  i  aun  cuan- 
do el  desorden  que  alarma  pueda  evitarse  con  el  empleo  de  las 
medidas  ordinarias  legales.  No  sabemos  si  por  una  casualidad 
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o  por  una  emerjencia  calculada,  le  ha  tocado  siempre  al  Ejecu- 
tivo el  caso  de  excepción  señalado  en  el  artículo  constitucional, 
pues  nunca  se  ha  encontrado  reunido  el  Congreso,  cuando  han 
ocurrido  los  accidentes  que  el  Presidente  ha  calificado  de  con- 
moción interior;  i  cuando  han  estado  funcionando  las  Cámaras, 
parece  que  los  sucesos  no  han  sido  tanvalarmantes,  puesto  que 
el  Presidente  se  ha  limitado  a  obtener  de  ellas  facultades  ex- 
traordinarias. 

Desde  el  31  de  agor  o  ae  4833  ha  habido  cuatro  declaracio- 
nes de  estado  de  sitio,  de  las  cuales  tres  ha  hecho  el  Presidente 
de  acuerdo  con  el  Consejo,  estableciendo  que  habia  conmoción 
interior,  la  de  40  de  febrero  de  4840,  la  de  8  de  marzo  de  4846 
i  la  de  7  de  enero  de  4850.  La  otra  fué  dispuesta  por  el 
Congreso  en  lei  de  31  de  enero  de  4837,  con  motivo  de  la 
guerra  con  el  Perú.  El  mismo  cuerpo  ha  autorizado  al  Presiden- 
te, con  facultades  extraordinarias  relativas  a  negocios  adminis- 
trativos en  multitud  de  casos,  i  ademas  con  facultades  extraor- 
dinarias para  arrestar  i  trasladar  a  las  personas,  sin  sujetarse  a 
las  garantías  constitucionales,  allanar  sus  domicilios  i  delegar 
estos  poderes  a  los  subalternos,  por  lei  de  9  de  noviembre  de 
4836,  i  para  lo  mismo  i  ademas  para  aumentar  el  ejército  e 
invertir  caudales,  sin  sujeción  a  las  leyes,  i  remover  empleados 
sin  atenerse  ala  Constitución,  por  leyes  de  4  4  de  setiembre  de 
4854  i  de  45  de  setiembre  de  4852;  pero  en  ninguno  de  estos 
casos  ha  calificado  los  sucesos  de  conmoción  interior. 

Esto  demuestra  que  si  las  únicas  declaraciones  de  estado  de 
sitio  que  han  ocurrido  por  causa  de  conmoción  interior  han 
sido  hechas  por  el  Presidente,  ello  se  debe  solamente  a  la  fa- 
cilidad que  este  tiene  de  aplicar  la  excepción  con  que  la  dispo- 
sición constitucional  destruye  sus  propias  previsiones.  Este  pe- 
ligro debe  evitarse,  o  reformando  la  disposición,  o  adoptando 
entre  tanto  las  precauciones  que  establecía  el  proyecto  de  lei 
que  aprobó  la  Cámara  de  Diputados  en  4849,  u  otras  análogas. 


«21.  Todos  los  objetos  de  policía  i  todos  los  estable- 
cimientos públicos  están  bajo  la  suprema  inspección 
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del  Presidente  de  la  República,  conforme  a  las  particu- 
lares ordenanzas  que  los  rijan.» 

La  faoultad  de  inspeccionar  todos  los  objetos  de  policía  i  los 
establecimientos  públicos,  supone  naturalmente  la  de  corrección 
i  arreglo,  conforme  a  las  ordenanzas  que  los  rijen,  porque  de 
otra  manera  seria  inútil  la  inspección,  i  el  Ejecutivo  no  podría 
llenar  su  deber  de  hacer  cumplir  esas  ordenanzas. 

Es  evidente  que  el  Presidente  no  puede  ejercitar  por  sí  mis- 
mo esta  atribución,  sino  en  cuanto  a  la  suprema  inspección 
porque  correspondiéndole  la  dirección  en  el  Poder  Ejecutivo' 
debe  delegar  el  ejercicio  de  los  detalles  a  ios  ajenies  de  este  i 
velar  sobre  su  cumplimiento.  A  nuestro  juicio  no  es  bien  com*> 
prendida  esta  regla  en  la  práctica,  porque  se  ve  con  frecuencia 
que  el  Presidente  dicta  órdenes  especiales  para  la  policía  i  los 
establecimientos  públicos  de  la  capital,  que  son  de  estos  objetos 
los  que  tiene  mas  a  la  vista  i  a  menos  distancia  que  los  de  igual 
clase  de  las  provincias.  En  esto,  el  Presidente  que  debiera  li- 
mitarse a  promulgar  las  ordenanzas  i  reglamentos  jenerales 
que  han  de  rejir  esos  negociados,  desciende  a  practicar  actos 
que  son  propios  de  los  intendentes  o  gobernadores,  i  multiplica 
así  inútilmente  los  decretos  supremos.  Si  el  Presidente  nota  la 
necesidad  de  una  orden  de  corrección  o  arreglo  en  estas  mate- 
rias, en  virtud  de  la  atribución  inspectiva  que  tiene,  debería 
oficiar  al  respectivo  ájente  del  Ejecutivo  para  que  cumpliese 
su  deber  i  pusiera  remedio  al  mal  i  no  arrogarse  las  funciones 
de  detalle  que  solo  a  estos  ajentes  corresponden.  La  suprema 
inspección  de  la  policía  i  establecimientos  públicos  de  todos  los 
pueblos  no  puede  tener  otros  fines  que  procurar  a  estos  nego- 
ciados su  mayor  perfección  i  hacer  que  los  ajentes  del  poder 
velen  sobre  ellos  con  el  ínteres  que  merecen,  por  hallarse  allí 
vinculados  todos  los  bienes  que  constituyen  la  seguridad,  la 
comodidad  i  salubridad  de  los  habitantes, 
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Artículo  83* 


«El  Presidente  de  la  República  puede  ser  acusado 
solo  en  el  año  inmediato  después  de  concluido  el  térmi- 
no de  su  presidencia,  por  todoglos  actos  de  su  adminis- 
tración, en  que  haya  comprometido  gravemente  el  honor 
o  la  seguridad  del  Estado,  o  infrinjido  abiertamente  la 
Constitución. — -Las  fórmulas  para  la  acusación  del  Pre- 
sidente de  la  República  serán  las  de  los  artículos  33 
hasta  el  100  inclusive. » 


Por  eso  establece  el  artículo  76  que  el  Presidente  no  pueda 
salir  del  territorio  del  Estado  durante  el  tiempo  de  su  gobierno, 
i  un  año  después  de  haber  concluido,  ¡sin  acuerdo  del  Congreso, 
Solamente  dentro  de  este  año  puede  ser  acusado  ante  el  Senado, 
o  por  la  Cámara  de  Diputados,  según  las  fórmulas  establecidas 
para  la  acusación  de  los  ministros  en  los  artículos  93,  94,  95, 
96  y  97,  que  dejamos  ya  esplicados;  o  por  cualquier  individúo 
por  razón  de  los  perjuicios  que  este  pueda  haber  sufrido  in- 
justamente por  algún  acto  del  Presidente,  según  el  artículo  99. 
De  manera  que  el  Presidente  no  solo  puede  ser  acusado  por  la 
Cámara  de  Diputados  para  los  actos  de  su  administración,  en 
que  haya  comprometido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad 
del  Estado,  o  infrinjido  abiertamente  la  Constitución,  sino  que 
ademas  puede  serlo  por  algún  particular,  como  los  ministros, 
por  los  perjuicios  de  que  habla  el  artículo  99,  incluido  tam- 
bién en  la  disposición  del  83,  que  comentamos. 

En  el  primer  caso,  el  Senado  es  el  que  juzga  al  Presidente 
acusado  ejerciendo  un  poder  discrecional,  ya  sea  para  carac- 
terizar el  delito,  ya  para  dictar  la  pena,  sin  apelación  ni  re- 
curso alguno,  en  virtud  del  artículo  98;  i  en  el  segundo,  si 
este  cuerpo  declara  que  hai  lugar  a  la  acusación,  el  recla- 
mante demanda  al  Presidente  ante  el  tribunal  competente  (ar- 
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fículo  400),  que  es  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  a  ía 
cual  encarga  el  Reglamento  de  Justicia  el  conocimiento  en 
primera  instancia  de  las  causas  civiles  i  criminales  en  que 
son  partes  o  tienen  interés  el  Presidente,  los  Senadores  i  los 
Ministros  i  Consejeros'  de  Estado,  (i) 

Esta  disposición  del  Reglamento  de  Justicia  está  ahora  re- 
habilitada por  los  preceptos  que  acabamos  de  esponer  de  la 
Constitución  vijente,  pero  bajo  el  imperio  de  la  de  82$  estuvo 
derogada,  m  cuanto  este  código  cometía  solo  al  Senado  el 
enjuiciamiento  del  Presidente,  tanto  por  los  delitos  públicos, 
cuanto  por  la  violación  de  los  derechos  individuales,  La  Cons- 
titución de  828  permitía  la  acusación  del  Presidente  durante 
el  tiempo  de  su  gobierno  i  un  apa  después,  pero  solo  ante 
la  Cámara  de  Diputados,  la  cual  debía  conocer,  a  petición  de 
parte,  o  proposición  de  algunos  de  sus  miembros,  sobre  la 
acusación  para  declarar  si  había  o  no  lugar  a  formación  de 
causa;  i  en  caso  de  haberla,  formalizar  la  acusación  ante  el 
Senado,  sin  que  para  ello  fuesen  necesarios  los  trámites  con 
que  la  Constitución  de  33  ha  hecho  imposible  esta  declara- 
ción. (2) 

DE    LOS   MINISTROS   BEL    DESPACHO. 

Artículo  84. 


«El  número  de  ministros  i  sus  respectivos  departa- 
mentos serán  determinados  por  la  lei.» 


Según  las  leyes  vijentes,  que  detallan  esta  disposición  (3), 
los  Ministros  secretarios  del  Despacho  son  cuatro,  el  del  In- 
terior i  Relaciones  Exteriores,  el  de  Justicia,  Culto  e  Instruc- 
ción pública;  el  de  Hacienda,  i  el  de  Guerra  i  Marina.  Cada 
uno  de  ellos  goza  del  sueldo  anual  de  seis  mil  pesos.  (4) 

(1)  Reglamento  de  justicia,  art.  54,  núm.  3,  Bol.,  Lib.  1.°,  núm.  27. 

(2)  Artículos  47,  48  i  81. 

(3)  Decreto  de  1>  de  febrero  de  1837,  Bol.  Lib.  7.b,  núm.  6,  i  lei  de 
29  de  julio  de  1853,  Bol.,  Lib.  21,  núm.  8.° 

(4)  Lei  de  19  de  agosto  de  1853,  Bol.,  Lib.  21,  núm.  9. 


«a 


—  433  — 

Corresponde  al  Despacho  del  Ministro  del  Interior— 

1.°  Todo  lo  relativo  a  mantenerlas  relaciones'políticas  con 
3as  potencias  estranjeras,  al  recibimiento  de  sus  Ministros  di- 
plomáticos, i  a  la  admisión  de  sus  Cónsules  i  otros  ajentes 
comerciales. 

2.°  La  formación.,  observancia  i  ejecución  de  todos  los  trata- 
dos de  paz,  de  alianza,  de  tregua,  de  neutralidad^. de  comercio, 
concordatos  i  otras  cualesquiera  convenciones  con  las  poten- 
cias estranjeras. 

3.°  La  propuesta  i  publicación  de  la  declaración  de  guerra. 

4.°  La  correspondencia  con  los  Embajadores,  Ministros  resi- 
dentes, Cónsules  i  demás  ajenies  diplomáticos  o  comerciales  de 
las  potencias  estranjeras  cerca  del  Gobierno  de  la  República, 
i  del  Gobierno  de  la  República  cerca  de  los  gobiernos  estran- 
jeros. 

5.°  28  nombramiento  de  ílinrstros,  Cónsules  i  demás  ajentes 
esteriores  diplomáticos,  o  comerciales,  i  de  todos  los  individuos 
destinados  al  servicio  de  las  legaciones  chilenas. 

6.°  Los  permisos  para  residir  en  pais  esíranjsro  por  mas  de 
'diez  años,  con  arreglo  a  lo  prevenido  en  la  parte  quinta,  artí- 
culo 41  de  la  Constitución. 

7.°  La  legalización  de  los  documentos  que  deben  obrar  en  el 
esterior. 

"8.°  Todo  lo  perteneciente  al  gobierna  político  i  económico 
de  la  República. 

9.°  La  conservación  del  réjimen  constitucional,  i  la  ejecución 
«de  las  leyes  relativas  alas  elecciones  de  Presidente,  Senadores, 
Diputadfos,  Electores  i  miembros  de  las  Municipalidades. 

.40.  La  convocación  i  prorogacion  délas  Cámaras  lejislativas. 

41.  La  ejecución  de  las  leyes  relativas  a.  la  policía  jenéral,  a 
la  seguridad,  i  a  la  tranquilidad  interior  de  la  República,  i  cuan- 
to condujere  a  estos  objetos. 

12.  La  moralidad  pública  i  la  represión  de  ía  mendicidad  i 
vagancia. 

43.  Los  decretos  de  rehabilitación  que,  conforme  a  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  11  de  la  Constitución^  acordare  el  Se- 
nado. 
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4  4.  La  policía  municipal  de  todos  los  pueblos,  comprendién- 
dose en  ella  la  salubridad  de  los  abastos  o  mercados,  limpieza, 
recreo  i  adorno  de  las  poblaciones,  i  el  cuidado  de  los  hospi- 
tales i  demás  establecimientos  de  beneficencia,  i  todo  lo  relati- 
vo al  ramo  de  sanidad. 

45.  La  autorización  e  inspección  sobre  los  teatros,  diversio- 
nes públicas  i  fiestas  nacionales. 

46.  La  construcción,  conservación  i  reparación  de  los  mo-t 
numentos  públicos  i  edificios  nacionales. 

47.  Todo  lo  correspondiente  a  caminos,  canales,  puentes, 
calzadas,  acequias,  desecación  de  lagunas,  i  cuanto  pertenece 
a  la  policía  rural,  i  toda  obra  pública  de  utilidad,  ornato  i 
recfeo. 

48.  La  fijación  de  los  límites  de  las  provincias,  departamen- 
tos, subdelegaciones,  distritos,  i  territorios  pertenecientes  a  la 
jurisdicción  de  las  municipalidades:  la  creación  de  ciudades, 
villas  i  cualquiera  otra  clase  de  poblaciones,  i  la  designación  o 
variación  de  las  capitaíes  de  provincia  o  departamento. 

49.  La  estadística  i  economía  pública. 

20.  La  provisión  de  todos  los  empleos  pertenecientes  a  los 
diversos  ramos  de  este  Ministerio,  la  jubilación  o  retiro  de  los 
empleados  en  ellos,  i  el  nombramiento  i  remoción  de  los  Con- 
sejeros de  Estado. 

24.  El  establecimiento,  arreglo  i  economía  de  las  postas  i 
servicio  de  los  correos. 

22.  Todo  lo  relativo  al  réjjmen-  municipal,  administración, 
economía  i  arreglo  de  propios,  arbitrios  i  pósitos  de  los 
pueblos. 

23.  Los  decretos  de  gastos, "en  todo  lo  concerniente  a  los 
objetos  especificados  en  este  artículo. 

24.  Los  reglamentos,  proyectos  de  leí,  mensajes 'del  Presi- 
dente de  la  República,  i  sanción  o  devolución  de  las  leyes 
relativas  a  los  objetos  espresados  en  este  artículo' 

25.  La  formación  del  presupuesto  de  gastos  correspondien- 
tes a  este  Ministerio,  i  su  comunicación  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda para  los  fines  dispuestos  en  el  artículo  89  de  la  Cons- 
titución. 
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$6.  La  correspondencia  con  los  Intendentes,  Gobernadores 
i  demás  autoridades  sobre  los  objetos  que  quedan  indicados. 

Al  Despacho  del  de  Justicia  corresponde — 

4.°  Todo  cuanto  por  las  leyes  toca  al  Gobierno  en  lo  relativo 
a  la  organización  del  sistema  judicial,  réjimen  i  despacho  de 
los  juzgados  i  tribunales. 

2.°  Cuanto  pertenece  al  desempeño  del  deber  que  incumbe 
al  Gobierno,  de  promoyer  i  velar  sobre  la  recta,  pronta  i  cum- 
plida administración  de  justicia,  i  sobre  la  conducta  ministerial 
de  los  jueces. 

3.°  Las  órdenes  que  hayan  de  comunicarse  a  los  tribunales 
i  demás  empleados  en  la  administración  de  justicia,  para  la 
ejecución  de  las  leyes  i  reglamentos. 

4.°  Las  consultas  de  los  tribunales  sobre  interpretación,  re- 
forma, derogación  de  las  leyes  existentes  o  formación  de  otras. 

5.°  Los  espedientes  sobre  competencias  entre  las  autoridades 
administrativas,  o  entre  éstas  i  los  tribunales  de  justicia. 

6.°  Los  espedientes  sobre  declaración  de  haber  lugar  o  no  a 
formación  de  causa,  en  materia  criminal,  contra  los  Intenden- 
tes o  Gobernadores  de  plaza  o  departamento. 

7.°  Los  indultos  o  conmutación  de  pena. 

8.  °  Todo  lo  que  por  las  leyes  tocare  al  gobierno,  en  lo  con- 
cerniente a  la  suspensión  o  destitución  de  los  jueces  o  emplea- 
dos en  el  orden  judicial. 

9.°  La  designación  de  los  lugares  donde  deben  situárselos 
tribunales  i  la  construcción  de  los  edificios  necesarios,  tanto 
para  estos,  como  para  las  cárceles,  presidios,  casas  de  correc- 
ción i  de  reclusión. 

40.  La  conservación,  policía  i  cuidado  délas  cárceles,  pre- 
sidios, casas  de  corrección  i  reclusión;  i  la  traslación  de  los 
condenados  a  relegación,  deportación  o  presidio. 

41.  La  correspondencia  con  los  fiscales  i  toda  clase  de  ajen- 
tes  del  ministerio  público,  i  las  instrucciones  que  fuere  con- 
veniente comunicarles. 

42.  La  espedicion  de  títulos  de  escribanos  i  todo  lo  relativo 
al  réjimen  i  buen  desempeño  de  este  oficio,  i  a  la  custodia, 
seguridad,  arreglo  i  visita  de  los  archivos  públicos. 
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43.  La  estadística  judicial. 

4  4.  Todo  lo  relativo  al  ceremonial  i  etiqueta,  que  deben 
observar  las  autoridades  de  la  República. 

45.  La  redacción  mensual  del  Boletin  de  las  leyes. 

46.  Todo  lo  concerniente  al  culto,  a  la  disciplina  de  la 
Iglesia  i  al  ejercicio  del  patronato  en  todos  sus  ramos.- 

47.  La  presentación  para  arzobispados,  obispados,  dignida- 
des, prevendas  i  demás  beneficios  eclesiásticos  de  la  repúbli- 
ca: la  provisión  de  empleos  de  patronato  para  servicio  de  las 
iglesias,  i  la  espedicion  de  sus  respectivos  títulos. 

48.  Las  materias  i  recursos  de  protección  eclesiástica. 

49.  Todo  lo  relativo  a  las  órdenes  relijiosas  de  ambos  sexos, 
cofradías  i  cualquiera  clase  de  asociaciones  relijiosas  o  de  ca- 
ridad. 

20,  El  pase  o  retención  de  los  decretos  conciliares,  bulas 
pontificias*  breves  i  rescriptos  de  cualquiera  autoridad  ecle- 
siástica. 

24.  El  examen  de  las  solicitudes  (de  cualquiera  clase  que 
fueren)  que  se  hicieren  a  la  silla  apostólica,  o  a  cualquiera  au- 
toridad o  establecimiento  eclesiástico,  que  existiere  fuera  del 
territorio  de  la  República  (salvas  las  solicitudes  de  penitencia- 
ria); i  su  retención  o  permiso  para  dirijirse  a  su  destino. 

22.  La  creación  i  circunscripción  de  diócesis  i  parroquias. 

23.  La  creación,  dirección,  arreglo  i  fomento  de  los  semi- 
narios eclesiásticos. 

24.  Las  misiones  de  infieles,  i  todo  lo  respectivo  a  su  eco- 
nomía, conservación  i  fomento. 

25.  Cuanto  condujere  a  promover  i  dirijir  la  instrucción  i 
educación  pública  en  toda  la  República. 

26.  La  inspección  sobre  todos  los  establecimientos  de  edu- 
cación, que  existieren  en  el  territorio  de  la  República. 

27.  La  dirección,  economía,  policía  i  fomento  de  los  esta- 
blecimientos de  educación  costeados  con  fondos  nacionales  o 
municipales. 

28.  La  autorización  para  abrir  colejios,  pensiones  i  demás 
instituciones  de  educación,  en  los  casos  en  que  fuere  necesaria. 

29.  La  creación  i  conservación  de  los  museos  í  bibliote- 
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cas  públicas,  i  de  los  depósitos   literarios  i   de  bellas  artes. 

30.  Todo  lo  concerniente  a  las  sociedades  científicas,  litera- 
rias o  de  bellas  artes. 

31.  Todo  lo  relativo  a  viajes  i  espediciones  científicas,  e 
introducción  de  literatos,  profesores  i  grandes  artistas  en  el 
país. 

32.  Todo  lo  relativo  a  imprentas,  diarios,  periódicos,  revi- 
sión e  introducción  de  libros,  u  otros  objetos  pertenecientes  a 
ciencias  o  bellas  artes,  en  el  territorio  de  la  República. 

33.  Los  socorros,  recompensas  i  pensiones  que  el  Gobierno 
hallare  conveniente  conceder  a  les  profesores  públicos  o  par- 
ticulares i  demás  literatos,  por  los  servicios  que  hubiesen  pres- 
tado en  obsequio  de  la  instrucción  pública. 

34.  La  correspondencia  con  las  universidades,  colejios,  so- 
ciedades o  establecimientos  científicos,  i  demás  funcionarios  i 
autoridades  de  la  República*  sobre  objetos  relativos  a  la  ins- 
trucción pública. 

35.  Los  decretos  de  gastoc  concernientes  a  los  diversos  ob- 
jetos puestos  a  cargo  de  este  Ministerio:  la  formación  del 
presupuesto  de  gastos  correspondientes  a  este  Ministerio,  i  su 
comunicación  al  Ministro  del  despacho  de  Hacienda,  para  los 
fines  dispuestos  en  el  artículo  89  de  la  Constitución. 

36.  Los  reglamentos,  decretos,  proyectos  de  lei,  mensajes 
del  Presidente  de  la  República,  i  sanción  o  devolución  de  las 
leyes  relativas  a  los  objetos  especificados  en  este  artículo. 

37.  Los  nombramientos,  retiros  i  jubilaciones  de  los  em- 
pleados en  los  distintos  ramos  correspondientes  a  este  Minis- 
terio. 

38.  Poner  a  las  leyes  el  gran  sello  del  Estado  (luego  que 
por  el  respectivo  Ministerio  hubiesen  sido  sancionadas),  a  fin 
de  que  sean  promulgadas;  i  depositar  en  un  archivo  especial, 
bajo  su  cuidado  i  responsabilidad,  el  orijinal  sellado  de  la  lei. 

39.  La  clasificación  de  las  leyes  por  orden  de  materias;  i 
sil  publicación  en  28  de  enero  de  cada  año. 

Al  de  Hacienda  corresponde — 

4.°  La  administración  de  las  rentas  públicas  i  el  cuidado 
déla  recaudación  e  inversión,  con  arreglo  a  la,lei 
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%.°  la  inspección  sobre  las  oficinas  jenerales  i  particula- 
res de  cuenta  i  razón,  i  de  recaudación  o  administración,  ha- 
ciendo cumplir  las  leyes  i  reglamentos  que  hubiere  en  la  materia. 

3.°  Todo  lo  relativo  a  las  casas  de  moneda,  i  resguardos 
establecidos  para  contener  el  contrabando. 

L  °  La  administración  i  conservación  de  los  bienes  nacio- 
nales i  mostrencos,  i  todo  lo  relativo  a  baldíos. 

5.  °  Todo  lo  relativo  a  las  subastas  i  arriendo  de  los  ramos 
fiscales. 

6.  °  Las  negociaciones  i  operaciones  de  tesorería  i  las  rela- 
ciones que  esta  pudiera  tener  con  los  bancos  nacionales  o  par- 
ticulares que  se  establecieren. 

7.  °  La  correspondencia  e  instrucciones  que  fuere  conve- 
niente comunicar  a  fiscales  i  ajentes  del  ministerio  público, 
ministros  de  las  tesorerías  i  otros  funcionarios  de  la  República, 
para  las  cobranzas  de  las  rentas  del  erario  i  persecución  judi- 
cial de  los  derechos  fiscales. 

8  °  Ei  reconocimiento,  consolidación,  pago  de  intereses  i 
amortización  de  la  deuda  pública  i  todo  lo  concerniente  a  ca- 
jas de  amortización  i  oficinas  del  crédito  público. 

9.  °  Todo  lo  relativo  a  la  contabilidad  de  los  fondos  fisca- 
les o  municipales. 

40.  Todo  lo  concerniente  al  comercio  esterior  e  interior  i 
almacenes  ;de  depósito. 

44.  Habilitación  de  los  puertos,  radas  i  caletas. 

42.  Todo  lo  relativo  a  la  pesca  marítima. 

43.  La  construcción,  conservación  i  reparación  de  los  edi*- 
ficios  necesarios  para  las  oficinas  de  rentas,  lonjas  de  comer- 
cio i  almacenes  de  depósito. 

44.  La  estadística  de  rentas  i  formación  déla  balanza  de 
comercio. 

45.  Todo  lo  relativo  a  la  minería. 

46.  El  establecimiento,  conservación  i  fomento  de  los  ban- 
cos de  avios  i  rescates  de  metales. 

47.  Cuanto  condujere  a  promover  i  aumentar  la  agricultu- 
ra e  industria  nacional,  i  por  consiguiente  todo  lo  relativo  a 
los  establecimientos  públicos  de  ambos  ramos,  a  las  artes, 
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oficios,  fábricas,  nuevos  descubrimientos,  patentes  de  inven- 
ción i  privilejios  esclusivos  sobre  estos  objetos. 

18.  El  cuidado  i  conservación  de  los  montes  i  plantíos. 
.  19.  Los  reglamentos,  decretos,  mensajes  del  Presidente  de 
la  República,  sanción  o  devolución  de  leyes  en  todo  lo  con- 
cerniente a  los  objetos  especificados  en  este  artículo,  i  la  re- 
frenacion  de  todos  los  decretos  de  gastos  que  se  espidieren 
por  los  otros  ministerios. 

20.  La  provisión  de  todos  los  empleos  de  hacienda  i  délos 
fiscales  que  estuvieren  encargados  de  este  solo  ramo  del  mi- 
nisterio público,  i  su  jubilación  o  retiro.  Cuando  los  fiscales 
tuvieren  también  a  su  cargo  otras  atenciones  del  ministerio 
público,  su  nombramiento  se  hará  por  el  de  justicia,  por  el 
que  también  se  despachará  su  jubilación  o  retiro. 

21.  La  formación  del  presupuesto  jeneral  de  gastos  nacio- 
nales, i  el  balance  de  las  rentas  públicas,  que  deben  pre- 
sentarse anualmente  a  las  cámaras  lejislativas. 

22.  La  correspondencia  con  los  cónsules  i  vice-cónsules  de 
la  República,  en  todo  lo  concerniente  al  gobierno  marítimo, 
aduanas,  tarifas,  etc. 

Al  Despacho  del  Ministerio  de  Guerra  corresponde — 
1.°  La  recluta,  organización,  inspección,  disciplina,  poli- 
cía, distribución,  movimiento  del  ejército  permanente,  i  el 
alistamiento,  organización,  inspección,  disciplina  i  policía  de 
la  milicia  nacional,  i  su  distribución  i  movimiento  en  tiempo 
de  guerra. 

2.°  Todo  lo  relativo  a  fortificaciones,  plazas,  maestran- 
zas, fábricas  de  armas  i  municiones,  que  se  costearen  por  el 
gobierno. 

3.  °  La  provisión  de  los  ejércitos  i  escuadras,  las  contra- 
tas de  armas,  forrages,  remontas,  vestuarios,  velamen,  made- 
ra de  construcción  i  demás  equipajes  i  aprestos  militares. 

4.  °  Las  escuelas  i  academias  militares. 

5.  °  La  inspección,  arreglo  i  economía  de  los*  hospitales  i 
hospicios  de  inválidos,  destinados  esclusivamente  para  mili- 
tares, i  la  construcción  i  conservación  de  los  edificios  desti- 
nados a  estos  objetos. 
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6.  °  Nombramiento  de  todos  los  empleados  en  ambos  ra- 
mos, las  licencias,  retiros  y  declaraciones  de  monte  pió:  los 
reemplazos,  inspección,  disciplina  i  movimiento  de  las  fuerzas 
marítimas  de  la  República. 

7.  °  Todo  lo  relativo  al  servicio  de  hacienda,  relijioso  i  de 
sanidad  del  ejército,  milicias  i  atmada. 

8.  °  La  construcción,  conservación,  reparación  i  armamen- 
to de  los  bajeles  que  componen  la  armada  nacional,  la  ad- 
ministración de  los  puertos,  arsenales  i  almacenes  destinados 
al  servicio  de  la  marina,  i  la  recluta  de  obreros  para  los 
trabajos  que  hubieren  áe  emprenderse. 

9.  °  La  conservación  i  reparación  de  los  puertos,  i  su  po- 
licía en  cuanto  tuviere  relación  con  el  servicio,  arreglo  i  se- 
guridad de  la  armada. 

40.  Todo  lo  relativo  a  la  policía  de  los  bajeles  i  de  la  tri- 
pulación i  guarnición  qne  tuvieren  a  su  bordo,  i  a  la  policía  de 
la  navegación  ¡respecto  le  los  buques  de  cualquiera  clase 
que  llevaren  ía  bandera  chilena, 

\{.  Los  faros,  !íQyrs/seíkíe¿  i  o  ras  obras  convenientes  para 
la  comodidad  i  seguridad  en  k  entrada,  salida  i  permanencia 
de  lo¿  buques  en  los  puertos. 

42.  La  espedicion  de  patente?  ce  éom  i  letras  de  represalia. 

43.  La  correspondencia  con  los  cónsules  i  vice-cónsules  de 
la  República,  en  :odo  la  relativo  al  movimiento  délos  buques 
nacionales,  averías,  nauñaiíos,  i  a  la  provisión  de  los  bajeles 
de  la  armada  i  de  les  arsendeá. 

44.  La  manutención,  depósito,  destino,  canje  i  demás  que 
concierna  a  ios  prisioneros  de  guerra. 

45.  Las  recompensas  e  indemnizaciones  estraordinarias,  que 
se  hallare  por  conveniente  conceder  por  servicios  militares, 

46.  Las  consultas  que  se  hicieren  al  gobierno  sobre  suma- 
rios i  procesos  militares,  en  la  forma  dispuesta  por  la  orde- 
nanza i  leyes  posteriores. 

47.  Los  decretos  de  gastos,  en  todo  lo  perteneciente  a  los 
objetos  especificados  en  este  artículo. 

48.  La  formación  del  presupuesto  anual  de  gastos  corres- 
pondientes a  este  ministerio,  i  su  comunicación  al  Ministro 
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del  despacho  de  hacienda,  para  los  fines  dispuestos  en  el  ar- 
tículo 89  de  la  Constitución. 

49.  Los  reglamentos,  decretos,  proyectos  de  lei,  mensajes 
del  Presidente  de  la  República  i  sanción  o  devolución  de  las 
leyes,  en  todo  lo  concerniente  a  los  objetos  a  cargo  de  este 
ministerio. 

Los  Ministros  se  reúnen  en  Consejo  siempre  que  lo  tiene  a 
bien  el  Presidente,  o  cuando  alguno  de  ellos  lo  pide  para  dis- 
cutir algún  negocio  grave,  en  cuyo  caso  es  presidido  el  Con- 
sejo de  Ministros  por  el  que  nombra  para  este  fin  el  Presi- 
dente. 

Para  suplir  la  falta  de  algunos  de  los  Ministros,  el  Presidente 
nombra  de  entre  los  demás  aí  suplente. 

Los  ministerios  tienen  para  su  espedicion  i  trabajos,  oficia- 
les mayores,  que  son  jefes  de  la  oficina;  jefes  de  sección,  ofi- 
ciales de  número  i  auxiliares. 

El  del  Interior  tiene  en  este  departamento  un  oficial  mayor, 
tres  jefes  de  seccioi;,  el  primero  para  los  negocios  de  gobier- 
no, de  policía  interior  i  de  correos;  el  segundo  para  el  réji- 
men  municipal,  establecimientos  de  beneficencia  i  policía  mé- 
dico sanitaria;  i  el  tercero  para  obras  públicas,  censo,  estadís- 
tica i  colonización;  dos  oficiales  de  número  para  cada  sección 
i  uno  para  la  oficina  del  oficial  mayor. 

En  el  departamento  de  Relaciones  Esteriores  tiene  un  oficial 
mayor,  un  jefe  de  sección,  un  intérprete  i  cuatro  oficiales  de 
número. 

El  de  Justicia,  un  oficial  mayor,  un  jefe  de  sección  para  los 
ramos  de  justicia  i  culto,  otro  para  la  instrucción  pública  i  cin- 
co oficiales  de  número. 

El  de  Hacienda,  un  oficial  mayor,  un  jefe  de  sección  para  lo 
relativo  a  la  recaudación,  administración  e  inversión  de  las 
rentas  públicas;  otro  para  la  agricultura,  minería,  industria  i 
comercio,  i  cinco  oficiales  de  número. 

El  ministerio  de  la  Guerra  i  Marina  tiene  un  oficial  mayor 
para  cada  uno  de  estos  departamentos,  un  jefe  de  sección  para 
el  ejército,  otro  para  la  guardia  cívica,  ambos  con  cinco  oficia- 
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les  de  mínieiro;  i  dos  oficiales  mas  de  esta  clase  para  el  depar- 
tamento de  marina. 

Los  oficiales  mayores  gozan  la  renta  anual  de  2400  pesos, 
ios  jefes  de  sección  de  4500,  los  oficiales  de  número  de  600  i 
los  auxiliares  de  365. 


Artículo  85* 

«Para  ser  ministro  se  requiere: 

4.°  Haber  nacido  en  el  territorio  de  la  República. 
,     2.°  Tener  las  calidades  que  se  exijen  para  ser  miem- 
bro de  la  Cámara  de  Diputados.» 


Articulo  8G. 

«Tocias  las  órdenes  del  Presidente  de  la  República 
•deberán  firmarse  por  el  Ministro  del  Departamento  res- 
pectivo; i  no  podrán  ser  obedecidas  sin  este  esencial 
requisito.» 

Articulo  H^9 

«Cada»  ministro  es  responsable  personalmente  de  los 
actos  que  firmare,  e  irí  solidum  de  los  que  suscribiere  o 
acordare  con  los  otros  ministros.» 


Articulo  88. 

é 

«Luego  que  el  Congreso  abra  sus  sesiones,  deberán 
los  Ministros  del  despacho  darle  cuenta  del  estado  de  la 
nación,  en  lo  relativo  a  los  negocios  del  departamento 
de  cada  uno.» 
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Artículo  89. 


«Deberán  igualmente  presentarle  el  presupuesto  anual 
de  los  gastos  que  deban  hacerse  en  sus  respectivos  de- 
partamentos, i  dar  cuenta  de  la  inversión  de  las  sumas 
decretadas  para  llenar  los  gastos  del  año  anterior.» 


La  claridad  i  simplicidad  de  estas  disposiciones  no  dejan  lu- 
gar a  comentarios.  Nos  limitaremos  a  observar  acerca  de  las 
dos  últimas  que  en  otro  tiempo  se  cumplían  presentando  cada 
ministro  al  Congreso  el  presupuesto  de  los  gastos  de  su  depar- 
tamento, adjunto  a  la  respectiva  memoria  en  que  daba  cuenta 
del  estado  de  ía  nación  en  lo  relativo  a  los  negocios  de  su  car- 
go; pero  después  de  las  leyes,  que  hemos  citado  en  otro  lugar, 
relativas  a  presupuestos  i  cuenta  de  inversión,  se  practica  pre- 
sentar estas  piezas  por  separado  de  las  memorias  i  formando 
cada  una  de  ellas  materia  para  una  lei  especial. 

Artículo  99* 

«No  son  incompatibles  las  funciones  de  Ministro  del 
despacho  con  las  de  Senador  o  Diputado.» 

Artículo  91. 

«Los  ministros,  aun  cuando  no  sean  miembros  del 
Senado  o  de  la  Cámara  de  Diputados,  pueden  concurrir 
a  sus  sesiones  y  tomar  parte  en  sus  debates;  pero  no 
votar  en  ellos.» 


Que  ciertos  altos  funcionarios  públicos  puedan  ser  elejidos 
miembros  del  poder  lejislativo,  cuando  con  esto  no  se  confun- 
den las  diversas  funciones  de  los  poderes  políticos,  es  mui  útil; 
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porqué  en  tal  caso  la  nación  puede  sacar  gran  provecho  de  la 
esperiencia  i  luces  de  aquellos  para  la  formación  de  las  leyes; 
pero  no  puede  comprenderse  entre  estos  funcionarios  a"  los 
ministros,  ni  mucho  menos  a  los  ajentes  del  Ejecutivo,  porque 
entonces  no  solo  se  confunden  las  atribuciones  de  este  poder 
con  las  del  lejislativo,  sino  que  ademas  se  dá  al  Ejecutivo  una 
influencia  superfina,  porque  debiendo  el  Presidente  intervenir 
por  su  parte  en  la  sanción  i  promulgación  de  las  leyes,  tenien- 
do la  facultad  de  objetarlas  antes  de  esto,  no  hai  necesidad  de 
que  concurra  por  medio  de  sus  ministros  a  la  discusión  de  ellas. 
Esa  influencia  puede  también  ser  dañosa,  porque  los  ministros, 
ademas  de  su  prestíjio  de  tales,  poseen  infinitos  medios  por  su 
autoridad  para  violentar  la  independencia  de  los  representantes, 
i  aun  para  hacer  valer  sus  pretericiones  sin  usar  de  medios 
ostensibles. 

Ellos  deberían  concurrir  a  los  debates  solamente  para  ilus- 
trarlos con  sus  informes,  como  lo  establece  el  artículo  91  para 
el  caso  en  que  no  sean  miembros  del  Senado  o  de  la  Cámara  de 
Diputados;  pero  nunca  como  individuos  de  estos  cuerpos,  por- 
que eso-es  acumularen  una  misma  persona  atribuciones  que 
por  su  naturaleza  deben  estar  depositadas  separadamente. 


Artículo  £>£•  , 

«Los  Ministros  del  despacho  pueden  ser  acusados  por 
la  Cámara  de  Diputados  por  los  crímenes  de  traición, 
concusión,  malversación  de  los  fondos  públicos,  sobor- 
no, infracción  de  la  Constitución,  por  atropellamiento 
de  las  leyes,  por^haber  dejado  estas  sin  ejecución,  i  por 
haber  comprometido  gravemente'la  seguridad  i  el  honor 
de  la  nación.» 


Considerada  aisladamente  esta  disposición,  es  rigorosamente 
arreglada  al  principio  de  l^i  responsabilidad,  que  es  una  de  las 
bases  del  sistema  constitucional;  i  ademas  ofrece  una  garantía 
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tanto  mas  indispensable  en  nuestro  orden  político,  cuanto  que 
por  él  no  es  acusable  el  jefe  del  Ejecutivo  mientras  ejerce  sus 
funciones  sino  después.  Mas  todo  este  mérito  desaparece  si 
consideramos  las  trabas  que  los  artículos  siguientes  ponen 
para  llegar  a  hacer  efectiva  la  responsabilidad  ministerial.  En 
otra  parte  hemos  comentado  i  espuesto  ya  el  procedimiento 
que  estas  disposiciones  establecen  para  la  acusación,  i  no  las 
reproduciremos  aquí,  sino  por  conservar  la  integridad  del 
texto. 


«La  Cámara  de  Diputados,  antes  de  acordar  la  acusa- 
ción dé  un  ministro,  debe  declarar  si  há  lugar  a  exami- 
nar la  proposición  de  acusación  que  se  haya  hecho.» 

Artículo  fM« 

«Esta  declaración  no  puede  votarse  sino  después  de 
haber  ciclo  el  dictamen  de  una  comisión  de  la  misma 
Cámara,  compuesta  de  nueve  individuos  elejidos  por 
sorteo.  La  comisión  no  puede  presentar  su  informe, 
sino  después  de  ocho  dias  de  su  nombramiento.» 

Artículo  €95* 

«Si  la  Cámara  declara  que  há  lugar  a  examinar  la 
proposición  de  acusación,  puede  llamar  al  Ministro  a  su 
seno  para  pedirle  esplicaciones;  pero  esta  comparecen- 
cia solo  tendrá  lugar  ocho  dias  después  ele  haberse  ad- 
mitido a  examen  la  proposición  ele  acusación.» 


Last.— c.  i\ 
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«Declarándose  haber  lugar  a  admitir  a  examen  la 
proposición  de  acusación,  la  Cámara  oirá  nuevamente 
el  dictamen  de  una  comisión  de  once  individuos  elejidos 
por  sorteo,  sobre  si  debe,  o  no,  hacerse  la  acusación. 
Esta  comisión  no  podrá  informar  sino  pasados  ocho  dias 
de  su  nombramiento.» 


• 
«Ocho  dias  después  de  oido  el  informe  de  esta  comi- 
sión, resolverá  la  Cámara  si  há,  o  no,  lugar  a  la  acusa- 
ción del  Ministro;  y  si  resulta  la  afirmativa,  nombrará 
tres  individuos  de  su  seno  para  seguir  la  acusación  ante 
el  Senado.» 


«El  Senado  juzgará  al  Ministro  acusado  ejerciendo  un 
poder  discrecional,  ya  sea  para  caracterizar  el  delito, 
ya  para  dictar  la  pena.  De  la  sentencia  que  pronunciare 
el  Senado  no  habrá  apelación  ni  recurso  alguno.» 

Artículo  i»* 

«Los  ministros  pueden  ser  acusados  por  cualquier  in- 
dividuo particular,  por  razón  de  los  perjuicios  que  este 
pueda  haber  sufrido  injustamente  por  algún  acto  del 
ministerio:  la  queja  debe  dirijirse  al  Senado,  i  este  de- 
cide si  há  lugar,  o  no,  a  su  admisión.» 
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Articulo  fl*M*. 


«Si  el  Senado  declara  haber  lugar  a  ella,  el  recla- 
mante demandará  al  Ministro  ante  el  tribunal  de  justicia 
competente.» 

Artículo  lOl .  ■ 

«Un  Ministro  no  puede  ausentarse  hasta  seis  meses 
después  de  separado  del  ministerio.» 

DEL    CONSEJO    DE    ESTADO. 


Artículo  lOfeo 

«Habrá  un  Consejo  de  Estado  presidido  por  el  Presi- 
dente de  la  República.  Se  compondrá: 

Délos  ministros  del  despacho. 

De  dos  miembros  de  las  cortes  superiores  de  justicia. 

De  un  eclesiástico  constituido  en  dignidad. 

De  un  jeneral  del  ejército  o  armada. 

De  un  jefe  de  alguna  oficina  de  hacienda. 

De  dos  individuos  que  hayan  servido  los  destinos  de 
Ministros  del  despacho,  o  Ministros  diplomáticos. 

De  dos  individuos  que  hayan  desempeñado  los  cargos 
de  Intendentes,  gobernadores  o  miembros  de  las  Mu- 
nicipalidades.» 

«Para  ser  Consejero  de  Estado  se  requieren  las  mis- 
mas calidades  que  para  ser.  Senador.» 


Atsza 
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El  Consejo  de  Estado  no  es  una  corporación  supérflua  en  la- 
administración,  sino  antes  bien  nna  parte  integrante  del  Poder 
Ejecutivo,  necesaria  por  cuanto  concilia  en  la  institución  de  la 
unipersonalidad  de  este  poder  el  acuerdo, i  concurso  de  las  lu- 
ces i  prudencia  que  se  encuentran   en  los  cuerpos  colejiados 
i  necesaria  también  porque   dá  al  gobierno  de  la  República  un 
sistema  de  estabilidad  fundado  en  principios  i  antecedentes  fi- 
jos que  ofrece  las  garantías  que  no  pueden  esperarse  de  la 
movilidad  de  los  ministros  del  Ejecutivo  i  de  las  oscilaciones 
propias  del  réjimen  constitucional;   e  indispensable  porque  el 
Ejecutivo  no  solamente  necesita  de  una  discusión  concienzuda 
sobre  los  graves  negociados  de  so  cargo,  sino  que  ademas  há 
menester  en  su  organización  una  autoridad  que  dirima  las  de- 
mandas i  contiendas  que  se  promuevan  sobre  sus  actos  admi- 
nistrativos, i  que  no  podrían  someterse  al  poder  judicial,  por 
que  en  tal  caso  carecería  aquel   de  fuerza  para  hacer  respetar 
sus  mandatos,  i  desaparecería  su  responsabilidad  desde  que  se 
le  despojase  de  la  libertad  de  acción  obligándole  a  someter  sus 
actos- a  las  decisiones  judiciales. 

De  aquí  se  deduce  que  no  se  limita  la  acción  del  Consejo  de 
Estado  a  discutir  i  dictaminar,  sino  que  también  se  estiende  a 
ejercer  una  verdadera  autoridad  en  todos  los  casos  en  que  su 
acuerdo  es  necesario  para  ciertas  resoluciones  que  el  Presi- 
dente de  la  República  no  puede  tomar  por  sí  solo.  Es  cierto 
que  esta  autoridad  no  es  distinta  de  la  del  jefe  del  Ejecutivo 
puesto  que  este  preside  el  Consejo  i  forma  parte  integrante  de 
él,  pero  es  necesario  distinguir  tanto  estos  casos  en  que  la  au- 
toridad del  Consejo  aparece  i  se   diferencia  de  sus  funciones 
puramente  consultivas,  como  aquellos  en  que  el  Presidente 
ejerce  la  que  le  corresponde   separadamente   con  el  Ministro 
del  despacho  respectivo.  Por  eso  es  que  el  Consejo  de  Estado 
es  una  institución  de  la  República,  un  cuerpo  que  tiene  acción 
en  la  organización  política,  i  que  el  Presidente  'no  puede  ape- 
llidar «mi  Consejo  de  Estado,»  como  algunas  veces  se  ha  hecho, 
imitando  el    enguaje  de  los  monarcas,  porque  no  es  consejo 
suyo,  sino  Consejo  del  Estado,  funcionario  del  Estado. 
La  importancia  de  la?  funciones  de  esta  corporación,  i  el  uí- 
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teres  que  en  su  buen  desempeño  tiene  la  sociedad,  c\¡jcn  que  se 
componga  de  aquellos  ciudadanos  que  por  haber  desempeñado 
los  mas  altos  puestos  de  la  jerarquía  lejislaliva,  administrativa 
i  jurídica,  ofrezcan  mas  garantías  de  sus  buenas  intenciones  i 
de  su  idoneidad  para  tan  importante  cargo.  Por  eso  la  Constitu- 
ción previene  que  los  miembros  del  Consejo  sean  escojidos 
entre  los  mas  altos  funcionarios  de  la  administración  de  justi- 
cia, de  la  Iglesia,  del  ejército,  del  departamento  de  rentas,  de 
la  administración  ejecutiva  i  de  la  provincial  i  municipal.  El 
único  mal  notable  en  este  punto  consiste  en  que  el  Presidente 
puede  nombrarlos  i  removerlos  a  su  voluntad  (art.  82,  núm. 
(5.°),  en  lugar  de  hacer  el  nombramiento  sobre  las  propuestas 
que  por  medio  de  una  elección  nacional  debían  serle  hechas, 
para  conciliar  de  este  modo  el  voto  del  jefe  del  Ejecutivo  con 
el  interés  de  la  nación.  Su  remoción  tampoco  debía  ser  arbi- 
traria, porque  en  tal  caso  desaparece  la  responsabilidad  de  los 
consejeros,  i  se  inutiliza  la  garantía  que  su  independencia  per- 
sonal i  sus  luces  pueden  ofrecer  al  pueblo  i  a  las  leyes.  Pro- 
cedamos ahora  a  ver  cómo  fija  la  Constitución  las  funciones 
del  Consejo* 


«Son  atribuciones  del  Consejo  de  Estado: 

1  .a  Dar  su  dictamen  al  Presidente  de  la  República 
en  todos  los  casos  que  lo  consultare. 

2.a  Presentar  al  Presidente  de  la  República  en  las  va- 
cantes de  jueces  letrados  de  primera  instancia,  i  miem- 
bros délos  tribunales  superiores  de  justicia,  los  indivi- 
duos que  juzgue  mas  idóneos,  previas  las  propuestas  del 
tribunal  superior  i  en  la  forma  que  él  ordene. 

3.a  Proponer  en  terna  para  los  arzobispados,  obis- 
pados, dignidades  i  prevendas  de  las  iglesias  catedrales 
de  la  República. 

4.a  Conocer    en  todas    las    materias    de  patronato  i 
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protección  que  se  feduj reren  a  contenciosas,  oyendo  el 
dictamen  del  tribunal  superior  de  justicia  que  señalare 
la  lei. 

5.a  Conocer  igualmente  en  las  competencias  entre  las 
autoridades  administrativas,  i  en  las  que  ocurrieren  en- 
tre estas  i  los  tribunales  de  justicia. 

6.a  Declarar  si  lia  lugar,  o  no,  a  la  formación  de 
causa  en  materia  criminal  contra  los  intendentes,  go- 
bernadores de  plaza  i  de  departamento,  Exceptuase  el 
caso  en  que  la  acusación  contra  los  intendentes  se  in- 
tentare por  la  Cámara  de  Diputados  (1). 

7.a  Resolver  las  disputas  que  se  suscitaren  sobre  con- 
tratos o  negociaciones  celebradas  por  e)  Gobierno  Su- 
premo i  sus  ajenies. 

8.a  El  Consejo  de  Estado  tiene  derecho  de  moción 
para  la  destitución  de  los  ministros  del  despacho,  inten- 
dentes, gobernadores  i  otros  empleados  delincuentes, 
ineptos  o  neglijentes. » 


Articulo   s®5. 

«El  Presidente  de  la  República  propondrá  a  la  deli- 
beración del  Consejo  de  Estado: 

1 .°  Todos  los  proyectos  de  lei  que  juzgare  conve- 
niente pasar  al  Congreso. 

2.°  Todos  los  proyectos  de  lei,  que  aprobados  por  el 

(i)  Declarando  el  Consejo  que  hai  logar  a  la  acusación  de  un  inten- 
dente, conoce  de  esta,  en  primera  instancia,  la  Corte  de  Apelaciones,  y  en 
segunda,  la  Suprema;  lo  mismo  respecto  de  un  gobernador,  si  se  trata  de 
traición,  sedición,  infracción  de  las  leyes  o  cualquier  otro  abuso  o  mala 
administración  de  su  cargo;  pero  si  el  gobernador  es  acusado  por  un  de- 
lito común,  conoce  en  primera  instancia,  el  juez  letrado  de  la  provincia, 
con  apelación  ante  la  Corte  de  Apelaciones.  Art.  23  i  28  de  la  lei  de 
Arreglo  del  Réjimen  Interior,  Bol.,  lib.  12,  núm.  1.° 
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Senado  i  la  Cámara  de  Diputados,  pasaren  al  Presidente 
de  la  República  para  su  aprobación. 

3.°  Todos  los  negocios  en  que  la  Constitución  exije 
señaladamente  que  se  oiga  al  Consejo  de  Estado. 

4.°  Los  presupuestos  anuales  de  gastos  que  han  de 
pasarse  al  Congreso. 

5.°  Todos  los  negocios  en  que  el  Presidente  juzgue 
conveniente  oir  el  dictamen  del  Consejo. » 

Artículo  I<3MI. 

«El  dictamen  del  Consejo  de  Estado  es  puramente 
consultivo;  salvo  en  los  especiales  casos  en  que  la  Cons- 
titución requiere  que  el  Presidente  de  la  República  pro- 
ceda con  su  acuerdo.» 


Por  el  contesto  de  estas  disposiciones  se  ve  claramente  que 
las  atribuciones  del  Consejo  son  de  tres  clases,  unas  puramen- 
te consultivas,   otras  gubernativas,  i  otras    conservadoras. 

En  virtud  de  las  primeras  no  hace  otra  cosa  que  dictaminar  se- 
bre  todas  las  cuestiones  o  negocios  en  que  el  Presidente  juzga 
conveniente  oir  su  parecer  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los 
números  1.a,  art.  104,  i  5.°,  art.  105.  A  esta  clase  pertenecen 
también  los  dos  únicos  casos  en  que  la  Constitución  requiere 
la  audiencia  o  dictamen,  i  no  el  acuerdo  del  Consejo,  para  es- 
tablecer municipalidades  en  las  poblaciones  en  que  el  Presi- 
dente las  crea  convenientes,  según  el  art.  122,  i  para  la  apro- 
bación de  las  ordenanzas  municipales  de  que  habla  la  parte 
10.a,  art.  128. 

En  virtud  de  sus  atribuciones  gubernativas,  el 'Consejo  ejerce 
conjuntamente  o  de  acuerdo  con  el  jefe  del  Ejecutivo  la  auto- 
ridad que  a  este  corresponde  en  los  casos  señalados  por  la 
Constitución.  Estos  casos  son: 

1 .°  Los  de  autoridad  lejislativa  a  que  se  refieren  los  mime 
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ros  4.°,  2.°  i  4.°,  art.  105,  que  requieren  el  acuerdo  del  Con- 
sejo para  la  iniciativa  i  aprobación  de  las  leyes. 

2.°  Los  de  autoridad  ejecutiva  i  administrativa  que  el  Pre- 
sidente ejerce  en  el  nombra  miento  de  jueces,  de  arzobispos, 
obispos,  dignidades  i  prevendas  eclesiásticas,  que  él  no  puede 
hacer  sino  sobre  las  ternas  que  forme  el  Consejo  en  virtud  de 
lo  prescripto  en  los  números  2,°  i  3.°,  art.  104,  i  de  los  cnales 
no  puede  separarse,  sino  cuando  mas  exijir  por  una  sola  vez 
que  se  le  presente  nueva  terna,  tratándose  del  nombramiento 
de  jueces.  (4)  A  este  orden  corresponden  iodos  los  demás 
casos  en  que  la  Constitución  requiere  que  el  Presidente  pro- 
ceda con  el  acuerdo  del  Consejo,  como  son,  para  convocar  al 
Congreso  a  sesiones  extraordinarias  (núm.  5.°,  'art.  82);  para 
conceder  el  pase  o  retener  los  decretos!  demás  actos  concilia- 
res, que  no  contengan  disposiciones  jenerales,  (núm.  4  4,  art. 
82);  para  conceder  indultos  particulares,  (núm.  45,  id.),  i  para 
declarar  en  estado  de  sitio  uno  o  varios  puntos  de  la  Repúbli- 
ca, (núm  20,  id.) 

3.°  Los  de  jurisdicción  administrativa  señalados  en  los  nú- 
meros 4.o,  5.°,  6.°  i  7.°  del  art.  404,  en  cuyos  casos  el  Consejo 
i  el  Presidente  ejercen  las  funciones  de  un  "tribunal. 

La  atribución  conservadora  que  corresponde  al  Consejo  por 
el  número  8.°,  art,  404,  tiene  por  objeto. asegurar  en  el  seno 
mismo  del  Poder  Ejecutivo  el  orden,  el  respeto  a  las  leyes  i 
la  armonía  que  debe  existir  entre  sus  elementos,  i  consiste  en 
la  facultad  de  moción  para  la  destitución  de  los  ministros,  in- 
tendentes, gobernadores  i  otros  empleados  delincuentes,  ineptos 
o  neglijentes. 

En  el  ejercicio  de  estas  tres  clases  de  atribuciones,  el  Con- 
sejo procede,  delibera  i  resuelve  bajo  la  presidencia  del  jefe 
del  Ejecutivo,  pero  los  resultados  de  su  resolución  son  diversos. 
Si  la  resolución  cae  sobre  algún  negocio  de  aquellos  en  que 
el  Presidente  puede  proceder  independientemente  del  acuerdo 
del  Consejo,  i  este  no  ejerce  sino  sus  funciones  consultivas,  el 
Presidente  no  está  obligado  a  aceptar  el  dictamen,  i  puede  re- 
solver lo  que  tuviere  a  bien. 

(1)  Art,  4.°  de  la  lei  de  30  de  diciembre  de  1842.  Bol.,  lib.  10,  núm.  12. 
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Si  la  resolución  tomada  por  la  mayoría  del  Consejo  recae 
sobre  un  negocio  de  aquellos  en  que  la  Constitución  requiere 
que  el  Presidente  proceda  con  su  acuerdo,  como  son  todos  los 
que  hemos  clasificado  en  las  atribuciones  gubernativas  del 
Consejo,  debe  el  Presidente  adoptar  esa  resolución,  i  no  podría 
separarse  de  ella,  ni  adoptar '  la  contraria,  sin  infrinjir  el  art. 
406,  que  declara  que  el  dictamen  del  Consejo  es  puramente 
consultivo,  salvo  en  los  especiales  casos  en  que  la  Constitución  re- 
quiere que  el  Presidente  de  la  República  proceda  con  su  acuerdo. 
Tal  seria,  por  ejemplo,  el  caso  de  un  indulto  particular,  en  que 
el.  Presidente  no  puede  proceder  por  sí  solo,  pues  al  confiarle 
la  Constitución  tan  eminente  facultad,  por  ser  tan  necesaria, 
no  ha  querido  dejar  a  la  merced  de  un  hombre  una  función  en 
que  se  comprometen  la  observancia  de  las  leyes  penales  i  la 
ejecución  de  las  sentencias  del  poder  judicial,  i  ha  exijido  la 
concurrencia  i  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  para  dar  mayor 
garantía  a  la  lei  i  mas  prudencia  a  la  resolución.  Por  consi- 
guiente, si  de  la  deliberación  del  Consejo  resulta  el  indulto  o 
la  conmutación  de  la  pena,  el  Presidente  no  puede  apartarse 
de  este  resultado  ni  mandar  ejecutar  la  sentencia  condenato- 
ria, así  como  tampoco  podría  él  por  sí  decretar  el  indulto  o  la 
conmutación,  habiendo  desechado  el  Consejo  la  solicitud. 

Esta  es  la  misma  doctrina  que  adopta  el  Reglamento  san- 
cionado para  el  Consejo  al  resolver  lo  que  debe  de  hacerse  en 
•la  votación.  Cuando  en  una  votación  hubiere  empate  de  votes, 
dice  el  art.  44,  se  distinguirán  los  casos  siguientes: 

«1.°  Si  el  asunto  sobre  que  se  ha  votado  pertenece  a  aque- 
llos en  que  el  dictamen  del  Consejo  es  puramente  consultivo,  se 
pondrá  de  nuevo  en  discusión,  i  si  otra  vez  discutido  volviese 
'  a  empatarse  la  votación,  el  Presidente  de  la  República  resol- 
verá, en  orden  a  él  lo  que  tenga  a  bien»» 

«2.°  Si  el  asunto  es  de  aquellos  en  que  el  Presidente  debe 
proceder  con  acuerdo  del  Consejo,  también  se  sujetará  a  una 
nueva  discusión,  i  empatándose  la  segunda  votación,  se  tendrá 
por  desechada  la  proposición  sobre  que  se  ha  votado,  escepto 
en  los  casos  de  indulto,  en  que  rejirá  la  regla  contraria.))  (1) 

(1)  Conforme  a  la  lei  18,  tít.  22,  part.  3.a  mandada  observar  ppr  decre- 
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«3.°  Si  el  empate  de  votos  hubiere  tenido  lugar  tratándose 
de  una  elección  de  personas,  se  constituirá  el  Consejo  en  co- 
misión; i  si  habiéndose  discutido  sobre  la  elección  de  este  mo- 
do, resultase  nuevo  empate,  se  recurrirá  al  sorteo.»  (4) 

Por  los  mismos  principios  está  obligado  el  Presidente  a  acep- 
tar la  resolución  de  la  mayoría  del  Consejo,  aunque  su  opinión 
personal  sea  contraria,  en  todos  los  casos  de  jurisdicción  ad- 
ministrativa i  en  aquellos  *en  que  usa  de  su  derecho  de  moción 
para  la  destitución  de  los  ministros  i  otros  empleados,  porque 
si  así  no  fuera  quedarían  sin  resultado  estas  atribuciones  i  la 
autoridad  constitucional  del  Consejo  desaparecería  al  frente 
del  voto  del  jefe  del  Ejecutivo.  Aunque  la  Constitución  so- 
mete estos  casos  a  la  competencia  privativa  del  Consejo,  siendo 
parte  integrante  de  la  corporación  i  presidiéndola  el  mismo 
Presidente  de  la  República,  es  incuestionable  que  sobre  tales 
negociados  las  resoluciones  del  Ejecutivo  deben  ser  delibera- 
das i  temadas  en  consejo,  i  que  ni  la  corporación  por  una 
parte,  ni  el  Presidente  por  otra  pueden  proceder  respectiva- 
mente por  sí  o  por  separado,  sino  en  consorcio.  Tratándose, 
por  ejemplo,  de  resolver  una  litis  suscitada  sobre  una  negocia- 
ción celebrada  por  el  gobierno  o  sus  ajentes,  o  sobre  una  com- 
petencia entre  una  autoridad  administrativa,  i  otra  judicial  (un 
intendente  i  un  juez  letrado),  o  tratándose  de  la  destitución  de 
un  ministro,  puesta  a  discusión  por  moción  del  Consejo,  ni 
este  puede  resolver  por  sí  solo  i  separadamente,  ni  el  jefe  del 
Ejecutivo  puede  apartarse  de  la  resolución  de  la  mayoría  ni 
contrariarla". 

Debemos,  pues,  sentar  como  corolario  de  esta  doctrina  que 
es  un  principio  de  nuestro  derecho  constitucional  positivo  que 
la  dirección  del  Ejecutivo  es  unipersonal  en  los  casos  en  que  la 
Constitución  no  exije  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  i  cole- 
giada cuando  lo  exije. 

Mas  en  los  casos  de  jurisdicción  administrativa  el  Consejo 

to  supremo  de  25  de  abril  de  Í838,  Bol.,  lib.  8,  núm.  4,  en  cuanto  dis- 
1  pne  que  en  caso  de  empate  de  votos  en  sentencias  penales  prevalezca 
el  dictamen  que  absuelve  o  mitiga  la  pena. 

(1)  Reglamento  del  Consejo  de  Estado  de  17  de  mayo  de  1844,  Eo!., 
lib.  12,  núm.  5. 
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tiene,  por  Reglamento,   un  modo  de  proceder  especial.  Enton- 
ces es  un  tribunal  de  justicia  que  se  sujeta  a  las  reglas  estable- 
cidas para  aquellos.  (1) 

inmediatamente  que  se  presenta  a  la  consideración  del  Con- 
sejo algún  asunto  contencioso  de  los  que  por  la  Constitución  le 
corresponden,  procede  a  pedir  dictamen  al  tribunal  superior  de 
justicia  que  corresponda,  o  los  informes  que  cree  necesarios 
para  formar  juicio  sobre  el  negocio,  i  con  ellos  a  la  vista  exa- 
mina i  resuelve  en  la  forma  ordinaria  señalada  por  su  regla- 
mento para  los  demás  asuntos.  (2) 

Pero  si  el  negocio  contencioso  exije  por  su  naturaleza  ser 
ventilado  en  juicio  formal,  una  vez  presentada  la  demanda, 
comisiona  a  alguno  de  los  letrados  que  haya  en  el  cuerpo  para 
que  oiga  a  las  partes,  reciba  las  pruebas  i  tramite  el  juicio  con 
arreglo  a  las  leyes  ordinarias  hasta  ponerlo  en  estado  de  sen- 
tencia. En  este'estado,  el  Consejo  cita  a  las  partes  para  defi- 
nitiva, las  cuales  pueden  asistir  a  la  relación  de  los  autos  i 
hacer  sus  alegatos,  i  después  discute  i  estiende  su  sentencia 
firmada  por  todos  ios  consejeros  presentes.  Lo  mismo  se  proce- 
de en  los  artículos  que  se  suscitaren  en  el  curso  de  la  ^  cau- 
sa. (3)  El  consejero  comisionado  tramita  el  asunto,  auxiliado 
por  un  escribano  del  número  que  él  señala.  (4) 

Si  en  casos  de  esta  naturaleza,  hai  en  el  Consejo  dos  o  mas 
parientes  dentro  de  los  grados  en  que  por  derecho  es  prohibi- 
do que  los  haya  en  un  tribunal,  la  suerte  decide  cual  ele  ellos 
debe  funcionar.  (5) 

Artículo  !©**• 


«Los  consejeros  de  Estado  son  responsables  de  los 
dictámenes  que  presenten  ai  Presidente  de  la  República 
contrarios  a  las  leyes,  i  manifiestamente  mal  intencio- 

(1)  Reglamento  citado,  art.  51. 

(2)  Reglamento,  art.  47. 

(3)  Id.,  art.  48. 

(4)  Id.,  art.  49. 

(5)  Id.,  art. 50. 
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nados;  i  podrán  ser  acusados  y  juzgados  en  la  forma  que 
previenen  los  artículos  93  hasta  98  inclusive. 


Ya  queda  esplicada  latamente  en  otra  parte  esta  disposición, 

CAPÍTULO  VIH. 

DE    LA    ADMINISTRACIÓN    DE    JUSTICIA.  ■* 

Apílenlo  "IOS. 

«La  facultad  de  juzgar  las  causas  civiles  y  criminales 
pertenece  esclusivamente  a  los  tribunales  establecidos 

por  la  lei.  Ni  el  Congreso,  ni  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica pueden  en  ningún  caso  ejercer  funciones  judiciales, 
o  avocarse  causas  pendientes,  o  hacer  revivir  procesos 
fenecidos.» 


La  facultad  de  juzgar  consiste  en  la  estricta  aplicación  de  las 
leyes  a  las  contenciones  que  se  susciten,  paras  que  estas  sean 
terminadas  por  juicios -equitativos;  su  objeto  principal  no  es 
otro  que  la  rectitud  en  las  decisiones.  Solamente  los  tribunales 
establecidos  por  la  lei,  i  que  .  en  su  conjunto  constituyen  el 
poder  judicial,  son  los  que  tienen  competencia  para  ejercer 
aquella  facultad,  i  esa  competencia  es  jeneral  para  todas  las 
eausas  civiles  i  criminales,  i  privativa  del  poder  judicial,  por- 
que ni  el  poder  lejislativo,  ni  el  Ejecutivo  la  tienen  en  ningún 
caso,  ni  para  ningún  efecto. 

Con  toda,  este  principio  de  la  Constitución  tiene  dos  excep- 
ciones fundadas  i  determinadas  en  ella  misma:  es  la  primera  la 
facultad  que  el  artículo  39,  núm.  2.°,  atribuye  al  Senado  para 
juzgar  a  los  funcionarios  que  pueden  ser  acusados  por  la  Cá- 
mara de  Diputados,  según  el  artículo  38,  al  Presidente  de  la 
República,  según  el  artículo  83,  en  cuyos  casos  juzga  discre- 
cíonaimente,  como  jurado,  i  sin  apelación  (art.  98),  i  a  los  mi- 
nistros del  despacho,  cuando  son  acusados  por  particulares, 
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para  declarar  si  ha  lugar  a  la  acusación,  a  fin  de  que  conozca 
después  el  tribunal  competente,  (art.  99  i  100.)  Esta  excepción 
no  tiene  apoyo  en  los  principios,  como  lo  demostramos  en 
otro  lugar,  i  hiere  de  muerte  el  axioma  que  establece  el  artí- 
culo que  comentamos,  sobre  que  la  competencia  del  poder  ju- 
dicial es  universal  i  privativa. 

La  segunda  excepción  es  la  jurisdicción  administrabíe  atri- 
buida al  Consejo  de  Estado  en  los  casos  señalados  por  los  nú- 
nier&s  4.°,  5.°,  6.°  i  7.°  del  artículo  404.  Esta  se  halla  fundada 
en  los  principios  del  derecho  público,  porque  la  competencia 
de  los  tribunales  de  justicia  ordinarios  no  puede  extenderse  a 
juzgar  las  contenciones  que  tienen  su  oríjen  en  los  actos  admi- 
nistrativos del  poder  Ejecutivo  ni  en  los  negociados  que  por 
su  naturaleza  pertenecen  a  la  administración  de  este  poder: 
lo  contencioso  administrativo  procede  del  ejercicio  de  este  po- 
der respecto  de  un  derecho,  i  no  es  el  resultado  de  un  acto  en 
que  el  Estado  obra  como  particular  respecto  de  otro,  como  en 
una  cuestión  de  propiedad,  por  ejemplo,  la  cual  está  sujeta  al 
derecho  civil  i  por  consiguiente  a  los  tribunales  civiles.  En 
una  contención  administrativa,  los  ajenies  del  Ejecutivo  no 
podrían  aparecer  como  litigantes  ante  los  tribunales  de  justi- 
cia, para  sostener  la  validez  de  los  actos  de  que  ellos  son  res- 
ponsables, porque  en  tal  caso  su  marcha  podría  ser  embaraza- 
da a  cada  paso  por  reclamaciones  i  demandas  judiciales,  i  su 
.  responsabilidad  desaparecería,  desde  que  el  valor  de  aquellos 
actos  dependiese  de  un  juzgamiento  o  sentencia  de  los  tribu- 
nales. No  por  eso  se  entiende  que  esos  aj  entes  puedan  ser  jue- 
ces de  sus  procedimientos;  porque  si  bien  es  cierto  que  los 
tribunales  civiles  no  pueden  esplicar,  modificar  o  anular  un 
acto  administrativo, aporque  eso  seria  introducir  la  confusión  i 
la  discordia,  es  necesario  también  que  haya  una  autoridad 
administrativa  que  juzgue  sobre  los  actos  de  otra  autoridad 
administrativa,  i  esa  competencia,  sino  la  establece  la  constitu- 
ción, debe  existir  en  el  Consejo  de  Estado  o  en  corporaciones 
análogas,  que  puedan  administrar  justicia  en  negocios  admi- 
nistrativos con  imparcialidad  i  rectitud,  para  dar  una  autori- 
dad moral  a  las  decisiones  de  la  administración. 
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Estas  excepciones,  sin  embargo,  no  alteran  eí  principio  esta- 
blecido sobre  que  ni  el  Congreso  ni  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica pueden  en  ningún  caso  ejercer  funciones  judiciales,  o 
avocarse  causas  pendientes,  o  hacer  revivir  procesos  fenecidos, 
porque  efectivamente  ni  el  Congreso  ni  el  Presidente  adminis- 
tran justicia  en  los  casos  excepcionados.  El  artículo  108  queda, 
pues,  intacto,  desde  que  por  las  excepciones  indicadas  se  com- 
prenden bajo  la  denominación  de  tribunales  de  justicia,  1.°  el 
Senado  por  la  jurisdicción  especial  que  se  le  da,  aunque  con- 
traria al  sistema  constitucional,  i  2.°  el  Consejo  de  Estado  por 
la  jurisdicción  administrativa  que  por  derecho  le  corresponde. 
Aun  cuando  el  Presidente  es  parte  de  este  consejo,  i  como  ta* 
inviste  esta  jurisdicción,,  no  puede  ejercerla  por  sí  solo,  i  su 
personalidad  desaparece  en  el  Consejo,  que  obra  como  tribunal 
colejiado. 


Artículo  l#l$* 

«Solo  en  virtud  de  una  lei  podrá  hacerse  innovación 
en  las  atribuciones  de  los  tribunales,  o  en  el  número  de 
sus  individuos.» 


La  Constitución  debia  fijar  las  bases  de  la  organización  judi- 
cial i  de  sus  atribuciones,  como  lo  hace  respecto  de  los  otros 
poderes  políticos;  pero  deja  a  las  leyes  ordinarias  este  encargo, 
aceptando  la  organización  que  antes  tenían  los  tribunales  i 
juzgados  existentes.  Tal  vez  ha  sido  provechosa  esta  medida, 
porque  así  le  será  fácil  a  la  República  modificar  el  orden  esta- 
blecido, que  es  demasiado  defectuoso,  i  adoptar  el  sistema  que 
mejor  le  acomode,  sin  necesidad  de  retocar  el  Código  funda- 
mental. Mas  adelante  espondremos  lo  que  la  lejislacion  especial 
ha  resuelto  sobre  este  punto. 
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«Los  majistrados  ele  los  tribunales  superiores  i  los 
jueces  letrados  de  primera  instancia  permanecerán  du- 
rante su  buena  comportacion.  Los  jueces  de  comercio, 
los  alcaldes  ardinarios  i  otros  jueces  inferiores  desem- 
peñarán su  respectiva  magistratura  por  el  tiempo  que 
determinen  las  leyes.  Los  jueces  no  podrán  ser  depues- 
tos de  sus  destinos,  sean  temporales  o  perpetuos,  sino 
por  causa  legalmente  sentenciada.» 

Apíí culo  !!!• 


Los  jueces  son  personalmente  responsables  por  los 
crímenes  de  cohecho,  falta  de  observancia  de  las  leyes 
que  arreglan  el  proceso,  i  en  jeneral  por  toda  prevari- 
cación  o   torcida    administración   de  justicia.— La  lei 

determinará  los  casos  i  el  modo  de  hacer  efectiva  esta 

responsabilidad.» 


La  Constitución  asegura  a  los  jueces,  sean  perpetuos  o  tem- 
porales, la  permanencia  en  sus  empleos  respectivamente,  a  no 
ser  que  sean  depuestos  por  sentencia  dada  a  virtud  de  un  pro- 
ceso legal. 
,  Su  responsabilidad  puede  hacerse  efectiva: 

\.°  Por  el  crimen  de  cohecho. 

2.°  Por  el  de  falta  de  observancia  de  las  leyes  que  arreglan 
proceso 

3.°  En  jeneral  por  toda  prevaricación  o  torcida  administra- 
ción de  justicia. 

Pero  hasta  ahora  falta  la  lei  que,  según  la  Cons  itucion,  ha 
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de  determinar  ios  casos  i  el  modo  de  hacer  efectiva  esta  res- 
ponsabilidad. Las  diversas  disposiciones  que  se  hallan  espar- 
cidas en  nuestras  leyes  sobre  esta  materia,  no  solo  ofrecen 
lugar  a  dudas  i  cuestiones  serias,  sino  que  son  de  todo  punto 
incompletas  i  faltas  de  sistema  i  unidad.  De  ellas  se  puede  ras- 
trear lo  siguiente  sobre  la  competencia  jurídica  en  casos  de 
responsabilidad  i  acerca  de  los  casos  en  que  esta  debe  hacerse 
efectiva. 

A  los  jueces  letrados  compete: 

1.°  Conocer  verbal  i  sumariamente  de  las  quejas  contra  sub- 
delegados e  inspectores  por  las  vejaciones,  dilaciones,  torcida 
administración  de  justicia  i  demás  crímenes  que  cometieren  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  judiciales.  En  los  departamentos 
donde  no  hai  juez  letrado,  compete  esta  atribución  a  los  alcal- 
des ordinarios.  (1) 

2.°  De  las  causas  criminales  en  que, fueren  parte  los  ministros 
de  la  Corte  Suprema,  cuya  segunda  instancia  corresponde  a 
la  Corte  de  Apelaciones;  i  los  ministros  de  esta,  en  cuya  se- 
gunda instancia  conoce  la  Suprema.  Pero  las  disposiciones 
que  así  lo  establecen  no  hablan  mas  que  de  causas,  sin  deter- 
minar si  en  esta  palabra  se  comprenden  aquellas  en  que  se 
trata  de  crímenes  cometidos  por  esos  ministros  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones.  Este  es  un  punto  que  está  aun  en  la  oscu- 
ridad. (2) 

A  las  Cortes  de  Apelaciones  corresponde  conocer  de  las  cau- 
sas de  suspensión  i  separación  de  los  jueces  letrados  i  alcaides 
ordinarios,  cuya  segunda  instancia  se  tramita  ante  la  Corte  Su- 
prema. (3)  Estos  asuntos  tienen  una  tramitación  especial  que 
detalla  el  artículo  16  del  Senado  Consulto  de  í 0  d'e  setiembre 
de  4821.  , 

Por  regía  jeneral  corresponde  juzgar  sumariamente,  en  el 
término  de  ocho  dias,  al  tribunal  ante  quien  se  ha  de  interpo- 
ner la  apelación  de  una  causa,  de  las  vejaciones,  dilaciones, 

(1)  Decreto  de  28  de  setiembre  de  1837.  Bol.,  Iib.  7.°,  núin.  li. 

(2)  Art.  34  del  Reglamento  de  Justicia.  Bol.,  Iib.  1.°,  núm.  27,  art.  íl  de 
las  Adiciones  del  mismo,  Bol.,  Iib.  2,  núm.  2,  i  art.  147  de  la  Const.  de  823. 

(3)  Art.  54,  núm.  6,  Reg.  de  Just. 
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denegación  de  justicia  i  otros  crímenes  i  perjuicios  cometidos 
en  esa  misma  causa  por  el  juez  que  la  sigue  en  primera  ins- 
tancia. (4) 

ün  decreto  del  Ejecutivo  de  25  de  setiembre  de  4837  (2)  fija 
los  casos  en  que  el  juez  comete  el  crimen  de  denegación  de 
justicia,  i  lo  castiga  por  la  primera  vez  con  suspensión  de  oficio 
por  un  tiempo  que  no  excede  de  seis  meses,  o  con  una  multa 
que  no  exceda  de  trescientos  pesos,  o  conambaspenas  reunidas 
en  la  proporción  que  el  tribunal  que  las  aplicare  estimare  arre- 
glada a  la  gravedad  de  la  falta.  Sin  embargo  se  puede  en  este 
caso  aplicar  una  reprensión  judicial  o  apercibimiento,  si  el  tri- 
bunal no  encuentra  culpa  notable.  En  caso  de  reincidencia  la 
pena  puede  ser  la  privación  de  oficio  o  una  multa  entre  seis- 
cientos i  mil  pesos. 

Esta  vaguedad,  que  deja  tanto  lugar  a  la  arbitrariedad  judi- 
cial, hace  que  sea  sumamente  defectuosa  esta  disposición,  que 
por  otra  parte  es  la  mas  completa  que  existe  en  la  materia. 

Todo  juez  suspendido  de  sus  funciones  por  algún  delito  debe 
ser  sometido  inmediatamente  a  juicio  i  durante  la  suspensión  1 
el  proceso, goza  solo  de  medio  sueldo.  Pero  sino  es  condenado 
en  la  causa,  debe  ser  reintegrado  de  surenta.  (3) 

Artteíato  l'gfti 

«La  lei  determinará  las  calidades  que  respectivamen- 
te deban  tener  los  jueces,  i  los  años  que  deban  haber 
ejercido  la  profesión  de  abogado  los  que  fueren  nom  - 
brados  majistrados  de  los  tribunales  superiores  o  jueces 
letrados.» 


La  lei  de  dotación  de  jueces,  que  fija  la  manera  de  nombrar- 
los debió  reglamentar  este  artículo  constitucional,  i  su  omisión 

(1)  Art.  M,  núm.  2  id.  i  decreto  de  21  de  feb.  de  1838.  Bol.lib.  8,  n.°  1, 

(2)  Bol.,  li-b.  7,  núm.  11. 

(3)  Art.  8  i  13  de  la  lei  de  dgtacion  de  jueces*  Bol,,  lik  10  núm,  12. 

Last.— c.f.  43 
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dejó  subsistentes  las  diversas  disposiciones  antiguas  que  había. 
Según  ellas  se  necesita — 

Para  ser  miembro  de  la  Corte  Suprema— ciudadenia  natural  o 
legal,  treinta  años  de -edad,  i  seis  de  práctica  de  la  abogacía.  (4) 

Para  los  de  las  Cortes  de  Apelaciones— ciudadanía  natural  a 
legal  i  cuatro  años  de  práctica  déla  profesión.  [%( 

Para  jueces  letrados  de  primera  instancia — ciudadanía  natu- 
ral o  legal  i  dosaños  de  ejercicio  déla  abogacía.  (3) 

Las  calidades  jenerales  a  todos  los  jueces  exijidaspor  las  le- 
yes son  capacidad,  instrucción,  buena  conducta  e  imparcialidad. 

iUrtietite  1-lÁé 

«Habrá  en  la  República  una  majistratura  a  cuyo  car- 
go esté  la  superintendencia  directiva,  correccional  i 
económica  sobre  todos  los  tribunales  i  juzgados  de  la 
nación,  con  arreglo  a  la  lei  que  determine  su  organiza- 
ción i  atribuciones.» 


Esta  lei  no  se  ha  dictado  todavía,  de  modo  que  no  existe  re- 
gla alguna  sobre  la  extensión  i  casos  de  esa  superintendencia,  ni 
acerca  de  la  organización  del  tribunal  que  debe  ejercerla.  Hasta 
ahora  compete  a  la  Corte  Suprema,  en  virtud  del  artículo  4  48  de 
la  Constitución  de  823,  que  le  atribuye  la  superintendencia  di- 
rectiva, correccional,  económica  i  moral  ministerial  sobre  los 
tribunales  i  juzgados  de  la  Nación;  pero  se  hallan  modificadas 
o  trasladadas  a  otras  autoridades  las  atribuciones  que  este  artí- 
culo le  daba  en  consecuencia,  i  no  queda  vijente  otra  que  la 
que  establece  que  en  casos  de  duda  sobre  la  intelijencia  de  una 
lei,  debe  la  Corte  consultar  al  Congreso,  no  poniendo  su  dic- 
tamen. 


(1)  Const.  de  1828,  art.  95. 

(2)  Id.,  art.  99. 

(3(  Const.  do<í.828,  art.  102. 
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Sin  embargo  este   tribunal  ejerce  cierta  inspección  jeneral, 
aunque  sin  reglas  fijas,  que  equivale  a  la  superintendencia  que 
le  está  concedida. 


Artículo  114* 


«Una  lei  especial  determinará  la  organización  i  atri- 
buciones de  todos  los  tribunales  i  juzgados  que  fueren 
necesarios  para  la  pronta  i  cumplida  administración  de 
justicia  en  todo  el  territorio  de  la  República.» 


Tampoco  se  ha  dictado  esta  lei,  de  suerte  que  subsiste  la  mis- 
ma organización  de  la  administración  de  justicia  que  había  al 
tiempo  de  la  Constitución,  la  cual  declaró. esa  subsistencia  en  el 
artículo  3.°  de  las  Disposiciones  transitorias,  previendo  que  la 
lei  exijida  no  haiia  de  dictarse  tan  pronto. 

Semejante  organización  no  está  sujeta  a  plan  ni  a  sistema, 
porque  es  el  resultado  de  los  ensayos  i  enmiendas  que  se  han 
ido  haciendo  desde  la  independencia  sobre  el  antiguo  sistema 
español :  no  hai  pues  en  ella  unidad,  ni  principio  fijo,  i  es  tal  su 
complicación,  que  contiene  una  muestra  de  todos  los  sistemas, 
desde  el  tribunal  de  derecho  hasta  el  jurado,  desde  el  perma- 
nente hasta  el  temporal,  i  desde  el  común  i  ordinario  hasta  el 
de  fuero  especial  i  el  excepcional.  Hai  quien  ha  invocado  la 
ciencia  para  sistemar  este  conjunto,  adoptando  como  base  jene- 
ral el  territorio  o  la  extensión  de  los  distritos  judiciales,  pero 
semejante  base  es  imperfecta  porque  los  distritos  son  irregu- 
lares i  en  ellos  no  está  bien  deslindada  la  jurisdicción.  Vamos  a 
tratar  de  dar  una  idea  de  la  administración  de  justicia  actual, 
dividiéndola  en  Administrativa,  Ordinaria,  de  Fuero  especial  i 
Excepcional* 


UNIPERSONALES; 


1  gobernador  Departamental 
i  como  tal  el  Intendente.' 
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TRIBUNALES  ADMINISTRATIVOS. 


Ejerce  las  funciones  jurisdiccionales  de 
las  antiguas  Diputaciones  de  minas,  con 
arreglo  a  Ordenanza,  menos  la  de  conceder 
permiso  para  disfrutar  minas,  lo  cual  está 
encargado  a  las  Cortes  de  Apelaciones.  (1) 
Estas  funciones  son  de  justicia  administrati- 
va, porque  la  lei  declara  que  las  minas  per- 
tenecen al  Estado,  i  como  bienes  de  este 
son  administrados  por  el  Ejecutivo. 

Conoce  sumariamente  en  primera  instan- 
cia en  todas  las  contensiones  sobre  apertura 
i  dirección  de  caminos  entre  particulares  o 
entre  estos  i  la  autoridad.  (2) 

Ejerce  jurisdicción  sobre  todos  los  emplea- 
dos que  tienen  la  recaudación,  manejo  e  in- 
versión de  caudales  públicos,  i  juzga  suma- 
riamente las  cuestiones  que  resultan  en  el 
examen  de  sus  cuentas,  siendo  ejecutoria  su 
sentencia  si  recae  sobre  una  suma  que  no 
exceda  de  25  pesos,  i  apelable  si  esta  es 
mayor.  (3) 

Se  componen  del  Intendente,  que  es  su- 
brogado por  el  juez  letrado  cuando  está  im- 
plicado, del  primer  alcalde  do  la  municipa- 
lidad de  la  capital  de  la  provincia  i  (Je  un 
agrimensor  nombrado  por  el  Presidente  de 
la  República.  Juzgan  sumariamente  en  se- 
gunda instancia,  sin  mas  recurso,  las  causas 
sentenciadas  en  primera  por  el  gobernador 
sobre  cualquier  punto  relativo  a  caminos. 

Compuesto  de  tres  miembros  de  las  cortes 
ordinarias  designados  por  el  Presidente  i  uno 

Tn¡)uiial  superior  de  cuentas,  {de  los  fiscales.  Juzga  en  segunda  instancia 
en  la  forma  ordinaria  los  asuntos  sentencia- 
dos en  primera  por  el  Contador  Mayor. 


(1)  Dec.  de  23  de  mayo  de  1838,  Bol.,  lib.  8,  núm.  5. 

(2)  Lei  de  17  de  diciembre  de  1842,  Bol.,  lib.  16,  núm.  12. 

(3)  Ordenanza  de  18  de  mayo  de  1839,  BoL,  lib.  8,  núm,  17,. 


Juntas  provinciales  de  ca- 
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'Tribunal  de  cuentas 
ciriales ,  ...,.., 


junta  de  comisos 
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Lo  forman  para  fallar  cu  primera  instan- 
cía,  sobre  las  cuentas  del  tesorero  munici- 
pal, la  comisión  de  Alcaldes  o  una  comisión 
I  especial  nombrada   por   la   municipalidad, 
asiendo  fiscal  el  procurador  de  esta.  Sus  sen- 
tencias son  apelables  ante  otro  tribunal  de 
cuentas  municipales  compuesto  del  juez  le- 
\trado  nías  antiguo  de  la  capital  de  la  pro- 
jyincia,  del  jefe  de  la  oficina  fiscal  pagadora 
fi  de  un  funcionario  o  vecino  designado  por 
el  Presidente  de  la  República  al  principio  de 
todo  período  municipal,  siendo  fiscal  el  se- 
cretario de  la  Intendencia.  (1) 
i     Existe  en  Valparaíso,  Coquimbo  i  Concep- 

Icion  i  se  compone  del  juez  letrado,  del  Ad- 
ministrador de  Aduana  i  del  Alcalde  4.°  de 
la  Municipalidad.  Juzga  yerbal  i  sumaria- 
mente en  el  término  de  ocho  dias  sobre  toda 
contención  sobre  comisos  ocurrida  entre  la 
Aduana  i  los  particulares,  no  excediendo  el 
valor  de  300  pesos.  Si  excede  i  si  ocurre  la 
cuestión  en  otros  lugares,  deja  de  ser  de  la 
jurisdicción  administrativa  i  pasa  a  los  tri- 
bunales ordinarios.  (2) 

Conoce  en  única  instancia — 
L°  En  las  contenciones  sobre  patronato  i 
t  protección. 

2.°  En  las  competencias  entre  las  autori- 
Jdades  administrativas  o  entre  estas  i  los  tri- 
bunales ordinarios. 

3.°  En  las  acusaciones  contra  Intendentes 
íi  gobernadores,  para  declarar  si  há  lugar  a 
f  ellas. 

4.°  En  las  contenciones  sobre  contratos 
¡  celebrados  por  el  gobierno  i  sus  ajentes. 

(1)  Art.  98  i  99  de  la  lei  de  Organización  de  Municipalidades,  Bol.,  lib. 
22,  núm.  12.  El  artículo  121  comete  igual  jurisdicción  al  inspector  que  el 
Presidente  de  la  República  puede  nombrar  para  inspeccionar  las  oficinas 
municipales,  i  el  fallo  del  inspector  de  fondos  debe  ser  revisto  porla  Con- 
taduría Mayor,  cuya  resolución  es  definitiva. 

(1)  Lei  de  11  de  octubre  de  1836,  Bol.>  lib.  7,  núm.  4. 
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TRIBUNALES  ORDINARIOS, 


UNIPERSONALES: 

El  inspector,  ájente  del  Ej( 
cutivo,  temporal  .  . 


Ejerce  jurisdicción  civil  en  asuntos  que  no 

|  excedan  de   40  pesos,   siendo  apelable  su 

sentencia  para  ante  el  subdelegado  de  que 

depende, *si  recae  sobre  una  suma  de  doce 

(pesos  o  mayor. 


o,  id.  id. 


Tiene  jurisdicción  civil  en  asuntos  de  ya- 
I  lor  de  40  pesos  a  450,  i  criminal  sobre  inju- 
¡riaso  faltas  que  merezcan  solo  una  reprensión 
o  arresto  lijero.  Su  sentencia  es  apelable 
.para  ante  el  subdelegado  siguiente  en  nú- 
jmero,  i  él  mismo  conoce  en  la  segunda  ins- 
Itancia  de  causas  sentenciadas  por  el  subde- 
legado del  número  precedente  i  por  los  ins- 
pectores de  su  subdelegacion. 

/  Ejerce  jurisdicción  delegada  para  tramitar 
en  primera  instancia  causas  civiles  i  crimi- 
nales de  mayor  cuantía,  cuando  no  haijuez 
Iletrado  en  su  departamento,  hasta  ponerlas 
jen  estado  de  que  pueda  resolverlas  el  juez 
'letrado  de  la  capital  de  la  provincia. 

Ejerce  jurisdicción  propia  para  conocer  en 
]la  recusación  del  juez  letrado,  de  los  com- 
iproniisarios,  miembros  del  Consulado,  ins- 
Ipectores  i  subdelegados,  i  para  conocer  en 
los  recursos  de  nulidad  de  sentencias  de 
estos  últimos.  En  algunos  de  estos  casos  bai 
>  apelación  al  intendente. 


marrado 
permanente  i  . 


Ejerce  jurisdicción  civil  i  criminal  sobre 
todos  los  negocios  de  mayor  cuantía,  sean 
\  comerciales,  fiscales  u  ordinarios,  etc,  i  so- 
bre todas  las  personas  del .  departamento  o 
departamentos  que  le  están  señalados,  con 
excepción  de  los  casos  de  fuero  especial. 
Hai  22  jueces  letrados  distribuidos  en  la  Re- 
pública i  ademas  un  juez  letrado  de  policía 
correccional  en  Santiago  que  juzga  los  deli- 
tos de  policía,  cuyo  conocimiento  correspon- 
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C0LEJIAD0S. 


Cortes  k  Apelaciones 


Corte  Suprema 
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de  a  los  intendentes,  i  los  leves  de  que 
,  pueden  conocer  los  subdelegados.  La  juris- 
dicción criminal  está  separada  de  la  civil  i 
es  administrada  por  jueces  letrados  especia- 
les en  Santiago  i  Valparaíso,  ílai  casos  en 
jque  el  juez  letrado  contice  en  segunda  ins- 
tancia, i  otros  en  que  es  llamado  a  integrar 
tribunales  administrativos  u  ordinarios  o  ex- 
,  cepcionales. 

Ejercen  jurisdicción  civil  i  criminal  en  se- 
gunda instancia  para  todos  los  negocios  de 
su  respectivo  distrito.  La  corte  de  la  Serena 
se  compone  de  cuatro  miembros  i  un  fiscal, 
i  su  distrito,  de  las  provincias  de  Átacama  i 
Coquimbo.  La  de  Santiago,  de  cinco  miem- 
bros i  un  fiscal:  su  distrito,  de  las  provincias 
de  Aconcagua,  Valparaíso,  Santiago,  Col- 
l  chagua  i  Talca.  La  de  Concepción  está  orga- 
nizada como  la  deja  Serena  i  tiene  las  pro- 
vincias de  Maule,  Nuble,  Concepción,  Arau- 
co.  Valdivia  i  Chiloé.  En  cada  una  de  ellas 
hai  ministros  especiales  de  comercio,  mine- 
ría, hacienda  i. de  juicios  marciales  para  juz- 
gar asuntos  de  estos  distintos  ramos  cuando 
ocurren.  En  este  último  caso  toma  el  tribu- 
\ nalel  nombre  de  corte  marcial. 

Es  el  primer  tribunal  del  Estado  i  se  compo- 
ne de  cinco  miembros  i  un  fiscal,  teniendo  ade- 
mas dos  ministros  especiales  de  hacienda  i 
uno  de  presas  marítimas,  para  los  casos  en 
que  debe  fallar  negocios  de  esta,  especie. 
Tiene  la  superintendencia  judicial,  conoce 
en  primera  instancia  sobre  varios  asuntos, 
de  los  cuales  se  recurre  en  apelación  ante  la 
niúsma  corte  en  sala  de  súplica,  i  en  segunda 
instancia  juzga  todas  las  causas  sobre  mate- 
rias de  hacienda  i  las  criminales  del  distri- 
to de'  la  corte  de  apelaciones  de  Santiago. 
Conoce  también  en  los  recursos  de  nulidad 
de  sentencias  de  segunda  instancia,  i  en  los 
recursos  de  fuerza  sobre  sentencias  o  autos 
eclesiásticos. 
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TRIBUNALES  DE  FUERO  ESPECIAL. 


FUERO  MILITAR. 


eral  de  Ar- 
pTovincia  i 

ejercito  en 


mas 


Consejo  de  perra  ordinario. 


¡  Ejerce  jurisdicción  sobre  los  oficiales  de 
todas  clases  que  están  bajo  sus  órdenes,  tan- 
to en  lo  civil,  como  en  lo  criminal  en  delitos 
comunes  que  no  tengan  conexión  con  el  ser- 
vicio militar,  con  parecer  del  Auditor  de 
guerra,  quien  sustancia  los  procesos,  en  vir- 
tud del  decreto  competente  del  jefe,  i  ejerce 
en  esa  sustanciacion  la  jurisdicción  que  a 
este  compete,  hasta  la  sentencia  definitiva, 
que  es  apelable  para  ante  la  corte  marcial. 
Si  el  asuuto  no  excede  de  300  pesos,  el  jui- 
cio debe  ser  verbal. 

Juzga  todo  crimen  cometido  por  la  tropa 
desde  sarjento  abajo,  i  se  compone  del  jefe 
i  de  seis  capitanes  del  cuerpo  del  reo,  nom- 
brados por  el  comandante  de  armas.  El  pro- 
|ceso  es  formado  por  el  ayudante  mayor  del 
Icuerpo,  con  autorización  del  comandante  de 
lamias,  i  el  mismo  ayudante  hace  de  fiscal, 
poniendo  su  dictamen  i  haciendo  relación  de 
/lo  actuado  al  Consejo,  para  que  sentencie. 
\La  sentencia  es  apelable  a  la  corte  marcial, 
jpero  si  el  delito  es  de   sedición,   tumulto  o 
Jmotin,  se  ejecuta  sin  mas  requisito  que  la 
¡aprobación  del  Jeneral,  si  el  ejército  está  en 
campaña,  o  del  comandante  jeneral  de  ar- 
mas, si  está  en  guarnición.   (1 )  Este  consejo 
ejerce  también  igual  jurisdicción  sobre  los 
ciudadanos  que  fuesen  cómplices  en  un  de- 
lito militar. 


(1)  Dec.  de  9  de  marzo  de  1852,  BoL,  lib.  20,  núm.  3,  que  mandó"  lle- 
var a  efecto  el  artículo  56,  tít.  76  de  la  Ordenanza  Militar  que  antes  no 
se  observaba  como  bárbaro  i  anticonstitucional. 


M* 


Ha 


pena 
les  jenerales . 
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Ejerce  igual  jurisdicción  sobre  los  oficiales 
'de  todas  clases,  i  sobre  los  paisanos  que 
fueren  cómplices.  Se  compone  del  coman- 
dante jeneral,  que  lo  preside,  i  de  cuatro  o 
Iseis  oficiales  que  este  nombra  entre  los  de 
lgraduacion  superior.  El  mismo  comandante 
/ha  de  espedir  el  decreto  de  arresto  i  nom- 
brar al  fiscal  de  la  causa,  quien  limita  sus 
¡funciones  a  formar  el  proceso  practicando 
itodas  las  averiguaciones  hasta  su  conclu- 
Ision,  poniendo  su  dictamen  i  haciendo  rela- 
f  cion  al  consejo  de  todo  lo  obrado  La  sentencia 
■  apelable  i  de  todos  modos  debe  ser  revisada 
l^por  la  corte  marcial. 

fuero  eclesiástico.  La  jurisdicción  eclesiástica  compete  al  pre- 
¡  lado  diocesano,  quien  la  delega  ensuProvi- 
l  sor.  Este  la  ejerce  en  las  causas  civiles  i 
I  criminales  de  los  clérigos  de  orden  sacro, 
lque  son  los  que  gozan  del  fuero,  i  en  las  es- 
pirituales i  sus  anexas,  como  beneficios  ecle- 
l./siásticos,  sacramentos,  divorcios,  etc.,  cual- 
quiera que  sea  la  condición  de  los  intere- 
jsados.  Su  sentencia  es  apelable  al  obispo  mas 
I  inmediato  i  la  sentencia  de  este  es  definitiva. 
I  Los  recursos  de  fuerza  que  se  interponen  en 
estos  juicios  corresponden  a  la  Corte  Su- 
Vprema. 


1  provisor  i  vicario  jeneral.  ■ 


TRIBUNALES  EXCEPCIONALES. 


Ambas  cámaras  juzgan  como  jurados  so- 
ibre  la  validez  de  las  elecciones  de  sus  res- 
1  peetivos  miembros. 

El  Senado  ademas  ejerce  jurisdicción  para 
\  juzgar  discrecionalmente  i  sin  apelación  a 
los  funcionarios  qué  puede  acusar  la  Cámara 
f  de  Diputados,  según  el  art.  38  de  la  Consti- 
tución, como  queda  esplicado. 
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/  Conoce  de  los  recursos  de  nulidad 'de  las 
elecciones  de  municipalidades  i  se  establece 
1  dentro  del  Consejo  de  Estado,  componién- 
Idose  de  los  dos  consejeros  miembros  de 
Itnbunales  de  justicia,  siendo  su  presidente 
(el  mas  antiguo  de  ellos,  de  un  consejero  que 
haya  desempeñado  cargos  de  Intendentes, 
Ibobernadores  o  Municipales,  siendo  fiscal  el 
I  que  lo  sea  de  laCorte  Suprema.  Los  reclamos 
[  se  dinjen  al  presidente  de  este  tribunal,  i 
ieá  sustancia  los  procesos.  (4) 

'     Sin  embargo  de  que  las  contenciones  en 
I  materas  mercantiles  corresponden  a  los  jue- 
ces letrados  en  toda  la  República,  hal  un 
consulado  en  Santiago  i  otro  en  Valparaíso 
para  conocer  de  todos  los  negocios  i  opera- 
1  cíones  mercantiles  sobre  que  se  suscitare  con- 
Itienda.  Ambos  se  componen  de  un  juez  letra- 
Ido,  que  preside,  i  de  dos  cónsules  comer- 
ciantes, todos  ellos  nombrados  por  el  Presi- 
dente de  la  República,  el  primero  como  juez 
,  permanente,  i  los  cónsules,  uno  por  un  año  i 
\otro  por  dos.  El  consulado  determina  en  jiíi- 
icio  verbal,  sin  apelación  i  sin  mas  recurso 
Ique  el  de  nulidad,  los  asuntos  que  no  excedan 
Ide  mil  pesos.  El  juez  presidente,  que  funcio- 
ína  diariamente,  tramita  las  causas  i  conoce 
f  en  juicio  verbal,  sin  ulterior  recurso,  por  sí 
[  solo,  de  las  que  no  excedan  de  ciento  cin- 
I  cuenta  pesos.  Las  que  excedan  de  mil  son 
apelables  a  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
\tiago  en  sala  de  comercio.  (2) 

Existe  en  todos  los  pueblos  donde  hai  im- 
|  prenta  i  conoce  sobre  los  abusos,  de  libertad 
de  imprenta  conforme  a  la  lei  de  46  de  se- 
)  tiembre  de  4846.  Se  compone  del  juez  letra- 
\  do  del  Crimen  del  lugar  i  de  cuatro  jurados, 
(que  funcionan  conjuntamente  para  declarar 
[si  há  o  no  lugar  a  la  acusación,  i  del  mismo 
\  juez  i  siete  jurados  para  fallar  sobre  la  acusa- 


(1)  Lei  de  28  de  agosto  de  1849.  Bol.,  lib.  17,  núm.  8. 

(2)  Lei  de  25  de  setiembre  de  1855. 
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i  cion,  si  so  lia  dado  lugar  a  ella;  pero  el  juez, 
\on  este  segundo  tribunal,  solo  tiene  voto  in- 
íbrmativo.  Hai  apelación  i  recurso  de  nulidad 
en  este  juicio  para  ante  el  tribunal  que  ejer- 
ce la  jurisdicción  criminal. 

Asi  se  llama  un  tribunal  establecido  por  el 
artículo  7.°  del  tratado  sobre  tráfico  de  escla- 
vos concluido  entre  Chile  i  la  Gran  Bretaña 
el  19  de  enero  de  1839,  para  juzgar  breve  i 
sumariamente  en  el  término  de  veinte  dias, 
sin  ulterior  recurso,  todas  las  cuestiones  a 
que  den  lugar  la  captura  i  detención  de  em- 
barcaciones ocupadas  en  aquel  tráfico,  que  ha- 
Igan  los  cruceros  de  ambas  potencias  contra- 
tantes. Se- compone  de  un  juez  i  un  arbitro 
nombrados  por  parte  de  cada  una  de  las  na- 
ciones contratantes  i  de  un  secretario  nom- 
brado por  el  gobierno  de  la  residencia  del  tri- 
bunal. 


CAPÍTULO  IX. 

DEL    GOBIERNO    I    ADMINISTRACIÓN    INTERIOR. 


Aríícisl©  1IS* ' 

«El  territorio  ele  la  República  se  divide  en  provincias, 
las  provincias  en  departamentos,  los  departamentos  en 
subdelegaciones  i  las  subdelegaciones  en  distritos.» 


*  Esta  división  administrativa  es  la  mas  adecuada  a  las  cir- 
cunstancias locales  i  sociales  del  país.  La  Constitución  no  fija, 
como  en  otro  tiempo,  el  número  de  las  divisiones,  de  modo 
que  estas  pueden  aumentarse  o  disminuirse  según  las  necesida- 
des que  ocurran,  guardando  en  ello  los  requisitos  constitucio- 
nales. 

En  la  actualidad  está  dividida  la  República  en  trece  provin- 
cias, que  contienen  cincuenta  i  siete  departamentos;  estos, 
cuatrocientas  trece  subdelegaciones,  las  cuales  comprenden 
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dos  mil  ciento  treinta  i  un  distritos,  con  un 

millón 

cuatrocientos 

treinta  i  nueve 

mil  ciento  veinte  habitantes. 

DE    LOS    INTENDENTES. 

Artí  caito  lis* 

«El  gobierno  superior  de  cada  provincia,  en  todos 
los  ramos  de  la  administración,  residirá  en  un  Intenden- 
te, quien  lo  ejercerá  con  arreglo  a  las  leyes  i  las  órde- 
nes e  instrucciones  del  Presidente  de  la  República,  de 
quien  es  ájente  natural  e  inmediato.  Su  duración  es  por 
tres  años,  pero  puede  repetirse  su  nombramiento  inde- 
finidamente.» 

DE   LOS    GOBERNADORES, 

Artículo  111, 

«El  gobierno  de  cada  departamento  reside  en  un  Go- 
bernador subordinado  al  Intendente  de  la  provincia.  Su 
duración  es  por  tres  años.» 


Articulo   lis. 

(dos  gobernadores  son  nombrados  por  el  Presidente 
de  la  República,  a  propuesta  del  respectivo  Intendente, 
i  pueden  ser  removidos  por  este,  con  aprobación  del 
Presidente  de  la  República.»     . 

Artículo  IfH. 

«El  Intendente  de  la  Provincia  es  también  gobernador 
del  departamento  en  cuya  capital  resida.» 


BJHB 
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DE    LOS    SUBDELEGADOS. 

Articule  f.$fh 

«Las  subdelegaciones  son  rejidas  por  un  Subdelegada 
subordinado  al  Gobernador  del  departamento,  i  nom- 
brado por  él.  Los  subdelegados  durarán  en  este  cargo 
'  por  dos  años;  pero  pueden  ser  removidos  por  el  Go- 
bernador, dando  cuenta  motivada  al  Intendente:  pueden 
también  ser  nombrados  indefinidamente.» 

DE    LOS    INSPECTORES. 

«Los  distritos  son  rejidos  por  un  Inspector  bajo  las 
órdenes  del  Subdelegado,  que  este  nombra  i  remueve 
dando  cuenta  al  Gobernador.» 


La  lei  de  Arreglo  del  Réjmen  del  Interior  de  40  de  enero  de 
4844  determínalas  atribuciones  administrativas  de  todos  estos 
funcionarios  del  Ejecutivo,  dando  a  los  intendentes  i  goberna- 
dores, un  poder  en  stus  respectivas  fracciones  tan  extenso  como 
el  que  la  Constitución  confiere  al  Presidente  para  la  adminis- 
tración del  Estado.  De  consiguiente  no  hai  un  negociado  que 
no  esté  sometido  a  la  acción  de  estos,  funcionarios  desde  lo 
mas  alto  de  la  administración  política  hasta  lo  mas  insignifi- 
cante de  la  policia  i  administración  comunal,  pues  cada  uno  de 
ellos  es  en  su  localidad  supremo  jefe,  como  el  Presidente  lo  es 
de  la  Nación,  i  como  tal  debe  velar  sobre  la  conservación  del 
orden  público,  sobre  la  seguridad  de  los  individuos  i  propie- 
dades, sobre  la  pronta  i  recta  administración  de  justicia,  sobre 
la  legal  recaudación,  administración  e  inversión  de  los  impues- 
tos i  rentas  públicas,  sobre  los  establecimientos  públicos  de 
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educación,  de  beneficencia  i  cualesquiera  otros,  sobre  la  poli- 
cía de  todo  jénero,  sobre  la  conducta  administrativa  de  todos 
los  funcionarios,']  finalmente  sobre  la  observancia  de  la  Cons- 
titución, de  las  leyes  i  de  los  decretos  del  Ejecutivo. 

Los  subdelegados,  a  quienes  aquella  lei  confiere  en  las  sub- 
Aeleg&áones\&  representación  de  los  gobernadores  departamen- 
mentales,  i  los  inspectores  en  sus  distritos,  tienen  también  atri- 
buciones administrativas  que  se  estienden  a  todos  los  puntos 
comprendidos  en  la  órbita  del  Poder  Ejecutivo;  pero  en  la  prác- 
tica no  las  ejercen,  porque  por  una  parte  la  autoridad  del  go- 
bernador hace  innecesario  ese-  ejercicio,  i  por  otra  ellos  limitan 
sus  funciones  a  la  administración  de  justicia  en  negocios  de 
menor  cuantía. 

Esta  jurisdicción,  tan  ajena  de  su  autoridad,  como  contraria 
a  la  Constitución,  les  está  encomendada  por  leyes  especiales 
anteriores  a  esta,  i  lia  quedado  subsistente  i  aun  confirmada 
por  disposiciones  posteriores,  entre  las  cuales  se  cuenta  la  mis- 
ma lei  de  arreglo  del  Réjimen  interior  que  sin  embargo  de  or- 
denar a  los  Intendentes  que  eviten  toda  injerencia  de  su  parte 
i  de  la  de  todos  los  funcionarios  que  dependen  de  ellos  en  lo 
que  corresponde  a  las  atribuciones  esclusivas  del  Poder  judicial, 
no  reputa  incompatible  el  destino  de  Subdelegado  o  Inspector 
con  el  de  juez,  en  negocios  de  menor  cuantia.  (1) 

La  misma  lei  declara  que  bai  compatibilidad  en  este  princi- 
pio i  la  jurisdicción  que  ella  atribuye  a  los  funcionarios  ejecu- 
tivos en  jeneral  para  la  exacción  de  multas,  i  a  los  Intendentes 
para  decidir  gubernativamente  las  quejas  o  reclamaciones  que 
se  hicieren  ante  él  por  injurias  o  agravios  que  hubiere  inferido  un 
gobernador  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  administrativas  (2); 
i  para  velar  sobre  la  conducta  ministerial  de  los  jueces, 
poniendo  en  conocimiento  del  Supremo  Poder  Ejecutivo  toda 
falta  de  estos  que  notase  aun  en  la  formación  de  los  procesos, 
para  amonestarlos,  i  aun  para  suspenderlos  en  ciertos  ca- 
sos. (3) 
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DE    LAS    MUNICIPALIDADES. 

Artículo  !££• 

«Habrá  una  Municipalidad  en  todas  las  capitales  de 
departamento,  i  en  las  demás  poblaciones  en  que  el 
Presidente  de  la  República,  oyendo  a  su  Consejo  de 
Estado,  tuviere  por  conveniente  establecerla.» 


Existen  cuarenta  i  nueve  Municipalidades,  sin  embargo  de 
que  los  departamentos  de  la  República  son  cincuenta  i  siete, 
porque  carecen  de  ellas  siete  departamentos  de  la  provincia 
deChiloé,  inclusive  la  colonia  de  Magallanes,  i  también  el  de- 
partamento colonial  de  Llanquihue.  Las  Municipalidades  exis- 
tentes están  distribuidas  de  este  modo: 


Provincias.  Departamentos.  Renta  anual. 

Aiacama  .  .  .  C.opiapó,  una  Municipalidad.  .  .  Ps.  464,877 

Vallenar.     .  .  .  . 8,743 

Freirina. 4-, 043 

Caldera.  .  . 0,000 

Coquimbo.  .  .  Serena 58,695 

lllapel 3,097 

Combarbalá 2,955 

Ovalle 8,454 

Eiqui. 4,500 

Aconcagua.  .  San  Felipe - .  .  40,82! 

Andes.' .  4,$56 

Petorca.  . 4,528 

Ligua.  .........i.....  2,462 

Putaendo 4,282 

Valparaíso.  .  Valparaíso 173,680 

guillóla. 6,389 

Casa-Blanca  .  .■ 1,753 
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Provincias.  Departamentos.  Renta  anual. 

Santiago.  .  .  Santiago Ps.  488,000 

Rancagua .  5,8.72 

Melipilla •  2,039 

Victoria 4,479 

Colghagua  .  .  San  Fernando 4,645 

Curicó 8,046 

Caupolican 3,662 

Talca  ....  Talca 19,447 

Lontué 4,889 

Maule  ....  Cauquenes ........  9,746 

Itata 4,687 

Linares 4,255 

Parral 3,415 

Constitución .  .  45,964 

Nuble  ....  Chillan 9,624 

San  Carlos 2,667  . 

Concepción.  .  Concepción 72,483 

Talcahuano. 4,959 

Puchacai 2,447 

Rere 3,835 

Coelemu 7,500 

Lautaro .  4,486 

Akauco.  .  .  .  Nacimiento 7,522 

Laja 6,835 

Árauco  ...............  0,780 

Valdivia,  .  .  Valdivia 2,465 

tJnion. 4,006 

Osorno 9  .  .  4,382 

Chiloe  ....  Áncud 6,649 

Castro 0,000 

Quinchao 0,000 

Carelmapu .  0,000 

Estas  rentas  que  ascienden  ala  suma  de  ochocientos  cin- 
cuenta i  ocho  mil  quinientos  pesos  anuales  se  forman  de  los 
productos  de  propios  de  ciudad,  contribuciones  de   serenos, 
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alumbrado,  mataderos,  puestos  de  ventas  públicas,  mercado  de 
abastos,  peajes,  pontazgos,  carruajes,  etc.  etc.,  i  de  euogociones 
del  tesoro  público  fijadas  por  el  Ejecutivo  para  auxiliar  el  sos- 
ten de  guardias  municipales,  cuyas  erogaciones  ascienden  a 
sesenta  i  un  mil  i  mas  pesos* 


«Las  Municipalidades  se  compondrán  del  número  de 
Alcaldes  i  Rejidores  que  determine  la  lei  con  arreglo  a 
la  población  del  departamento,  o  del  territorio  seña- 
lado a  cada  una.» 

Ai9fi€tilo  1£4* 

c<La  elección  de  los  rejidores  se  hará  por  los  ciuda- 
danos en  votación  directa,  i  en  la  forma  que  prevenga 
la  lei  de  elecciones.  La  duración  de  estos  destinos  es 
por  tres  anos.» 

Artículo  IftS* 

«La  lei  determinará  la  forma  de  la  elección  de  los 
alcaldes  i  el  tiempo  de  su  duración. 


La  Constitución  establece  diferencia  entre  los  Alcaldes  i  Re- 
jidores i  en  su  número,  dejando  a  la  lei  la  determinación  de 
la  forma  en  que  aquellos  deben  ser  elejidos  i  disponiendo  qué 
estos  lo  sean  por  los  ciudadanos  en  votación  directa. 

La  lei  de  organización  i  atribuciones  de  las  Municipalidades  (1) 
determina  con  mas  precisión  aquella  diferencia.  Según  ella, 
la  Municipalidad,  considerada  en  su  conjunto  de  Alcaldes  i 
Rejidores,  ejerce  las  funciones  de  administradora  délos  intere- 

(i)  Lei  de  8  de  noviembre  de  1854.  BoL,  lib.  22,  núm.  11» 

Last.— c.  r.  ■  43 
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ses  locales  en  toda  la. extensión  de  su  territorio  municipal,  í  en- 
esta  virtud  le  corresponde: 

4.°  la  promoción  del  adelantamiento  de  la  localidad  i  la 
mejora  del  servicio  administrativo  local  en  todos  sus  ramos. 

2.°  La  policía  administrativa  local  del  departamento  o  terri- 
torio municipal. 

3.°  La  dirección  e  inspección  superior  sobre  la  administra- 
ción de  las  propiedades  o  rentas  de  la  comunidad,  i  sobre  la 
recaudación  e  inversión  de  las  contribuciones  i  demás  entradas 
que  tenga. 

Mas  los  Alcaldes,  fuera  de  las  funciones  que  les  corresponden 
como  miembros  de  la  Municipalidad,  ejercen  las  de  jueces  de 
policía  local  en  la  cabecera  del  territorio  comunal  (1),  a  no  ser 
que  baya  en  esta  constituidos  jueces  especiales  de  policía, 
o  que  sean  ejercidas  tales  funciones  por  el  juez  letrado,  hasta 
que  el  Presidente  de  la  República,  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado,  disponga  que  los  jueces  letrados  dejen  de,  ejercerlas. 

Por  otra  parte  los  Alcaldes  forman  con  el  Presidente  cons- 
titucional de  la  Municipalidad  i  con  el  procurador  municipal 
una  comisión  que  se  titula  Comisión  de  Alcaldes,  la  cual,  du~ 
rante  el  receso  de  la  corporación,  entiende  en  los  negocios 
urjentes  de  la  competencia  de  ésta,  ejerce  derecho  de  inspec- 
ción sobre  todos  los  empleados  i  establecimientos  municipales, 
i  ademas, de  otras  atribuciones  especiales,  tiene  la  de  conocer 
en  las  apelaciones  que  se  interpusieren  de  los  fallos  que  pro- 
nunciaren los  Alcaldes  ejerciendo  la  jurisdicción  de  jueces  ^de 
policía  municipal,  cuyos  fallos  son  apelables  siempre  que  las 
multas  que  aplicaren  excedan  de  doce  pesos.  (2) 

En  suma,  como  las  Municipalidades  no  ejercen  sus  funciones 
sino  en  cuatro  períodos  del  año,  en  los  meses  de  febrero,  mayo, 
agosto  i  noviembre  (3),  los  Alcaldes  son  los  que  ejercen  cons- 
tantemente i  sin  recesos  la  acción  municipal. 


(1)  Esta  jurisdicción  es  ejercida  en  las  demás  poblaciones  del  departa- 
mento, en  la  parte  a  que  hubiere  lugar,  por  los  subdelegados  e  inspecto- 
res. Artículo  105  de  dicha  lei. 

(2)  Art.  37,  38,  52,  62,  ele,  déla  lei  citada, 

(3)  Art.  15  id. 
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En  cuanto  al  número  de  estos  funcionarios  i  a  su  elección, 

la  leí  dispone  que  las  Municipalidades  de  las  capitales  de  pro- 
vincia se  compongan  del  Gobernador,  íres  Alcaldes  i  nueve 
Rejidores,  siempre  que  la  población  del  departamento  no  ex- 
ceda de  sesenta  mil  habitantes,  nombrándose,  en  caso  de 
exceso,  dos  rejidores  mas  por  cada  veinte  mil;  i  en  las  Muni- 
cipalidades de  departamento  o  territorio  municipal,  se  limita  ei 
número  de  rejidores  a  cinco,  siguiéndose  la  misma  proporción 
en  el  aumento  de  éstos,  si  la  población  excede  de  sesenta  mil 
habitantes.  La  elección  de  todos  los  miembros,  menos  el  Pre- 
sidente constitucional,  es  directa;  i  de  eníre  los  individuos 
electos,  la  Municipalidad,  una  vez  instalada,  designa  en  su  pri- 
mera reunión  los  tres  Alcaldes,  i  fija  el  orden  de  precedencia 
entre  Sos  Rejidores.  La  misma  designación  hace  cuando  por 
muerte  u  otra  causa  queda  vacante  la  plaza  de  Alcalde.  En  la 
elección  directa  se  elijen  también  tres  municipales  suplentes, 
que  entran  a  funcionar  en  lugar  de  los  propietarios  impe- 
didos. (1)  • 

Cuando  la  elección  directa  se  declara  nula  por  el  tribunal 
competente,  que  es  el  excepcional  de  que  hemos  hablodo  antes, 
i  esa  declaración  se  expide  durante  los  primeros  diez  i  ocho 
meses  del  período  constitucional,  se  procede  a  nueva  elección. 
^Pero  si  pasa  este  término,  entran  a  funcionar  como  municipa- 
es  los  que  lo  hubieren  sido  en  las  Municipalidades  anteriores, 
prefiriendo  los  de  la  mas  cercana,  i  entre  los  de  una  misma, 
según  el  orden  de  precedencia.  Si  la  nulidad  recae  sobre  al- 
gunos de  los  miembros,  entran  los  suplentes,  i  a  falta  de  estos, 
se  integra  la  corporación' en  aquella  misma  forma.  (2)  - 

Sin  embargo  de  que  la  Constitución  parece  haber  querido, 
según  los  términos  del.  artículo  4^5,  que  la  duración  de  los 
Alcaldes  fuese  por  un  tiempo  distinto  de  la  de  los  Rejidores,  la 
lei  no  ha  hecho  en  esto  diferencia,  i  duran  todos  por  tres  años. 

(1)  Arí .  2,  3  i  siguientes. 

(2)  Arí.  11, 
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«Para  ser  Alcalde  o  Rejidor  se  requiere: 
«1.°  Ciudadanía  en  ejercicio. 

«2.°  Cinco  años,  a  lo  menos,  de  vecindad  en  el  terri- 
torio municipal.» 


La lei  agrega  otro  requisito,  el  detener  veinte  i  cinco  años 
de  edad,  de  modo  que  escluye  a  los  individuos  que  siendo  ca- 
sados, solo  necesitan  veinte  i  un  años  de  edad,  según  el  artí- 
culo 8.°  de  la  Constitución,  para  ejercer  la  ciudadanía,  esclusion 
que  esta  no  habia  hecho  i  que  no  tiene  fundamento  en  el  artí- 
culo 426.  También  declara  la  lei  que  no  pueden  ser  elejidos 
los  que  reciben  sueldos  o  asignación  del  tesoro  municipal  o 
que  tienen  que  rendir  cuentas  a  la  Municipalidad,  los  empre- 
sarios de  obras  municipales,  i  los  párrocos  e  individuos  del 
clero  regular,  (i) 

Por  el  tenor  de  estas  disposiciones  se  advierte  que  no  están 
excluidos  los  extranjeros  de  la  elejibilidad,  siempre  que  hayan 
obtenido  la  ciudadanía  legal,  así  como  no  lo  están  de  la  eleji- 
bilidad para  miembros  de  ambas  cámaras. 

Áritíeiiíó  ¿jwfc 

«El  Gobernador  es  jefe  superior  de  las  Municipalida- 
des del  dapartamento,  i  Presidente  de  la  que  existe  en  la 
Capital.  El  Subdelegado  es  Presidente  de  la  Municipali- 
dad de  su  respectiva  subdelegacion.» 


El  gobernador  departamental,  según  esta  disposición,  inviste 
dos  caracteres  municipales,  el  de  Presidente  de  la  Municipali- 
dad de  la  capital,  i  el  de  jefe  de  las  demás  que  existen  en  el 
departamento,  sin  perjuicio  de  ser  presidentes  constitucionales 
de  estas  los  respectivos  subdelegados.  En  virtud  de  este  se- 

(i)  Art,  6  i  % 
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gundo  carácter,  el  gobernador  que  se  hallare  en  un  pueblo  de 
Jos  de  su  departamento  donde  hubiere  Municipalidad,  puede 
presidirla,  si  lo  tiene  por  conveniente,  pudiendo  tomar  parte  en 
la  discusión  i  votación  de  los  asuntos  (1);  pero  en  tal  caso  cesa 
la  presidencia  del  subdelegado,  por  ser  reemplazado  en  ella 
por  el  jefe  departamental. 

Cuando  no  concurre  a  las  sesiones  el  Presidente  constitu- 
cional, presiden  los  alcaldes,  según  su  orden  de  designación, 
i  a  falta  de  estos  los  rejidores,  según  su  precedencia.  (2) 

El  Presidente  constitucional  de  la  Municipalidad  es  el  ejecu- 
tivo de  la  organización  municipal,  i  en  este  sentido  debe  pro-, 
mulgar  las  ordenanzas  i  reglamentos,  ejecutarlos  i  cumplirlos 
acuerdos  municipales,  administrar  las  propiedades,  inspeccio- 
nar a  los  empleados,  formar  los  presupuestos  i  cuentas  de  inver- 
sión para  que  la  Municipalidad  los  disesta  i  resuelva,  i  ejecutar 
en  fin  todos  los  actos  de  la  administración  municipal.  La  lei  lo 
faculta  para  todo  esto,  i  ademas  le  da  la  atribución  de  nombrar 
i  removerá  todos  los  empleados  municipales,  con  acuerdo  de 
la  corporación^  exceptuando  los  empleados  de  la  secretaría 
que  se  nombran  por  la  misma  Municipalidad,  i  los  jefes  de 
policía  de  seguridad,  que  él  nombra  i  remueve  con  la  aproba- 
ción del  Presidente  de  la  República,  a  quien  aquella  lei  ha  re- 
servado esta  injerencia.  También  tiene  el  jefe  de  la  Municipa- 
lidad una  especie  de  veto  suspensivo,  que  consiste  en  la  facultad 
de  suspender  lá  promulgación  o  ejecución  de  una  resolución  de 
la  Municipalidad,  devolviéndola  a  esta  con  sus  observaciones 
para  que  la  reconsidere,  cuando  él  cree  que  lo  acordado  es 
contrario  a  las  leyes  o  perjudicial  a  la  localidad.  En  este  caso 
la  Municipalidad  necesita,  para  insistir  en  el  acuerdo  objeta- 
do, la  mayoría  de  dos  tercios  de  sus  miembros  presentes,  i  si 
insiste  en  un  acuerdo  objetado  de  ilegal  o  celebrado  sin  com- 
petencia, el  gobernador  o  subdelegado  tiene  facultad  de  elevar 
el  negocio  al  gobierno  para  que  resuelva  con  el  Consejo  de 
Estado.  (3) 

(1)  Art.  131  de  la  lei  del  Réjimen  Interior. 

(2)  Art.  17  de  la  lei  de  Organización  de  Municipalidades. 

(3)  Véase  el  titulo  ÍY  de  la  lei  de  Organización  de  Municipalidades, 
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Arftículo   1®£ 


«Corresponde  a  las  Municipalidades  en  su  territorio. ' 

«í.°  Cuidar  de  la  policía  de  salubridad,  comodidad, 
ornato  i  recreo. 

«2.°  Promover  la  educación,  la  agricultura,  la  indus- 
tria i  el  somercio. 

«3.°  Cuidar  de  las  ascuelas  primarias  i  demás  esta- 
blecimientos de  educación  que  se  paguen  con'  fondos 
municipales. 

<(4.°  Cuidar  de  los  hospitales,  hospicios,  casas  de  ex- 
pósitos, cárceles,  casas  de  corrección  i  demás  astabieci- 
mientos  de  beneficencia,  bajo  las  reglas  que  se  pres- 
criban. 

«5.°  Cuidar  de  la  construcción  i  reparación  de  los  ca- 
minos, calzadas,  puentes  i  ele  todas  las  obras  públicas 
de  necesidad,  utilidad  i  ornato  que  se  costeen  con  fon- 
dos municipales. 

«6.°  Administrar  e  invertir  los  caudales  de  propios  i 
arbitrios,  conforme  a  las  reglas  que  dictare  la  lei. 

((7.°  Hacer  el  repartimiento  de  las  contribuciones,  re- 
clutas i  reemplazos  que  hubiesen  cabido  al  territorio  de 
la  Municipalidad,  en  los  casos  en  que.  la  lei  no  lo  haya 
cometido  a  otra  autoridad,  o  personas. 

«8.°  Dirijir  al  Congreso  en  cada  año,  por  el  conducto 
del  Intendente  i  del  Presidente  de  la  República,  las  pe- 
ticiones que  tuvieren  por  convenientes,  ya  sea  sobre  ob- 
jetos relativos  al  bien  jeneral  del  Estado,  o  al  particular 
del  Departamento,  especialmente  para  establecer  propios, 
i  ocurrir  a  los  gastos  estradinarios  que  exijiesen  las  obras 
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nuevas  de  utilidad   común  del  Departamento,  o  la  repa- 
ración de  las  antiguas. 

9.°  Proponer  al  Gobierno  Supremo,  o  al  snperior  de 
la  Provincia,  o  al  del  Departamento,  las  medidas  ad- 
ministrativas conducentes  al  bien  jeneral  del  mismo  De- 
partamento. 

10.°  Formar  las  ordenanzas  municipales  sobre  estos 
objetos  i  presentarlas  por  el  conducto  del  Intendente  al 
Presidente  de  la  República  para  su  aprobación  con  au- 
diencia del  Consejo  de  Estado.» 


La  lei  orgánica  reglamenta  estas  atribuciones,  i  en  cuanto  a 
la  40.a  distingue  las  resoluciones  que  las  Municipalidades  pue- 
den dictar  en  tres  clases: 

1.a  Ordenanzas. 

Son  materias  de  estas: 

1.a  las  reglas  establecidas  para  la  policia  local  de  salubri- 
dad, buen  orden,  seguridad,  etc,  cuando  en  ellas  se  impusiesen 
deberes  cu3^a  infracción  se  sujete  a  represión  penal. 

2.a  La  creación  de  empleos  municipales  i  sus  dotaciones. 

3.a  La  organización  del  servicio  de  las  oficinas  administrado- 
ras i  recaudadoras  de  fondos  i  contribuciones  comunales,  i  sus 
cuentas. 

4.a  La  forma  de  las  subastas  de  bienes  o  ramos  municipales. 

5.a  La  determinación  de  las  cuotas  que  deben  pagarse  por  el 
uso  de  establecimientos  o  bienes  municipales,  que  no  sean  de 
uso  común. 

6.a  La  organización  del  servicio  de  establecimientos  particu- 
lares destinados  al  uso  público,  i  de  los  establecimientos  pena- 
íes  déla  localidad. 

7.a  En  jeneral  todo  caso  en  que  se  establezcan  reglas  restric- 
tivas de  la  libertad  personal  o  del  libre  ejercicio  de  una  profe- 
sión, industria  o  propiedad. 

Las  Ordenanzas  deben  ser  aprobadas  por  el  Presidente  de  la 
República,  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado,  i  promulgadas 
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por  el  Presidente  de  la  Municipalidad,  para  que  comiencen  a 
rejir  diez  dias  después  de  su  promulgación.  Las  multas  que  se 
establecieren  en  ellas  no  pueden  exceder  de  cuarenta  pesos, 
cuya  falta  de  pago  se  suplirá  con  un  dia  de  prisión  por  cada 
peso. 

2.a  clase — Reglamentos. 

Son  materia  de  éstos  el  servicio  interno  i  económico  de  los 
establecimientos  municipales,  el  desempeño  de  los  empleados, 
i  todo  aquello  que  tenga  un  carácter  mas  jeneral,  siempre  qué 
no  imponga  las  restricciones  a  la  libertad  de  que  se  habla  en 
el  número  7.°  Los  Reglamentos  no  son  sometidos  al  gobierno, 
i  una  vez  acordados,  se  promulgan  por  el  Presidente  constitu- 
cional de  la  Municipalidad. 

3.a  clase — Simples  acuerdos. 

Su  materia  es  todo  asunto  en  que  no  concurran  las  circuns- 
tancias características  de  las  Ordenanzas  o  de  los|Reglamentos, 
i  su  ejecución  compete  al  Presidente  déla  Municipalidad,  (4) 

Sin  embargo  los  presupuestos  de  gastos,  asi  como  todo  acuer- 
do sobre  inversión  de  fondos,  deben  ser  sometidos  a  la  apro- 
bación del  Presidente  de  la  República.  (2) 


Artículo  19®* 


((Ningún  acuerdo  o  resolución  de  la  Municipalidad  que 
no  sea  observancia  de  las  reglas  establecidas,  podrá  lle- 
varsa  a  efecto,  sin  ponerse  en  noticia  del  Gobernador,  o 
del  Subdelegado  en  su  caso,  quien  podrá  suspender  su 
ejecución,  si  encontrase  que  ella  perjudica  al  orden  pú- 
blico.» 


Hé  aquí  la  disposición  que  sirve  de  base  al  veto  suspensivo 
atribuido  al  jefe  constitucional  de  la  Municipalidad,  i  reglamen- 
tado en  la  leí  orgánica.  Esto  completa  la  dependencia  de!  Poder 


(1)  Art.  103. 
(&}  Art.  85. 
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Ejecutivo  en  que  la  Constitución  ha  establecido  ias  Municipa- 
lidades, dependencia  que  pudo  ser  justificable  en  un  tiempo, 
pero  que  cada  dia  es  menos  necesaria  i  mas  embarazosa  al  des- 
arrollo de  los  intereses  locales. 

Es  cierto  que  es  mas  acertado  i  mas  conforme  a  la  práctica 
jeneral  confiar  a  los  ajenies  del  Ejecutivo  nacional  la  autoridad 
administrativa  necesaria  para  la  ejecución  de  las  medidas  co- 
munales, porque  asi  se  consigue  que  en  el  seno  de  la  Munici- 
palidad se  encuentre  el  representante  de  la  autoridad  nacional, 
tanto  para  evitar  cualquier  conflicto  entre  las  resoluciones 
municipales  i  el  ínteres  de  otra  comunidad  o  el  de  Ja  sociedad 
entera,  como  para  mantener  la  unidad  de  lejislacion  i  de  ad- 
ministración que  debe  existir  en  el  Estado;  pero  no  por  eso  se 
debe  constituir  a  la  Municipalidad  en  una  absoluta  dependen- 
cia del  Poder  Ejecutivo  ni  délos  ajeóles  deféste  en  las  localida- 
des. La  Municipalidad  áeíie  estar  en  relación  con  el  Ejecutivo, 
i  no  bajo  su  dependencia,  porque  esa  relación  basta  para  man- 
tener la  unión  que  existe  entre  los  intereses  comunales  i  les 
jenerales,  i  no  és  necesario  que  se  la  someta  a  la  decisión  o 
aprobación  del  Ejecutivo  cu  la  administración  de  sus  propios 
asuntos,  para  evitar  aquellos  conflictos. 

La  Constitución  por  otra  parte  no  presta  fundamento  para 
la  dependencia  en  que  la  lei  deja  a  las  Municipalidades  del 
Ejecutivo  en  todo  lo  concerniente  a  la  inversión  de  sus  fon- 
dos; i  una  vez  que  este  poder  interviene  en  la  aprobación  de 
las  ordenanzas  municipales,  i  que  la  lei  fija  las  reglas  nece- 
sarias a  la  seguridad  de  aquellos  fondos,  no  se  halla  razón 
plausible  para  justificar  aquella  nueva  traba,  ni  esa  interven-*- 
cion  continua  que  la  lei  orgánica  dá  en  todos  los  negociados 
comunales  al  gobierno  i  a  sus  ajentes. 
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«Todos  los  empleos  municipales  son  cargos  conseji- 
les, deque  nadie  podrá  escusarse  sin  tener  cansa  seña- 
lada en  la  lei.» 


Esas  causas  están  detalladas  en  la  lei  orgánica,  asi  como  en 
la  lei  del  Réjimen  Interior  se  encuentran  las  que  escusan  a  los 
ciudadanos  de  los  cargos  de  subdelegado  é  inspector,  declara- 
dos también  consejiles,  como  los  municipales.  Esta  calidad  sig- 
nifica que  el  cargo  es  irrenunciable  i  gratuito. 

Artf  cinto  Í3Í. 

«Una  lei  especial  arreglará  el  gobierno  interior,  seña- 
lando las  atribuciones  de  todos  los  encargados  de  la  ad 
tninistracion  provincial,  i  el  modo  de  ejercer  sus  fun- 
ciones.» 

CAPÍTULO  X. 

DE    LAS    GARANTÍAS    DE    LA    SEGURIDAD    I    PROPIEDAD. 


Artículo  13$» 


«En  Chile  no  hai  esclavos  i  el  que  pise  su  territorio, 
queda  libre.  No  puede  hacerse  esta  tráfico  por  chilenos. 
El  estranjero  que  lo  hiciere,  no  puede  habitar  en  Chile, 
ni  naturalizarse  an  la  República. 


Esta  disposición,  que  según  la  espresion  de  un  escritor  es- 
tranjero, merece  el  respeto  i  veneración  de  los  amantes  de  la 
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humanidad,  fué  formulada  por  primera  vez  en  la  Constitución 
de  1823,  repetida  en  la  de  828,  i  sancionada  por  3a  actual  con  la 
agregación  que  prohibe  a  los  chilenos  hacer  el  tráfico  de  escla- 
vos. El  código  fundamental  de  4818  se  habia  limitado  a  dejar 
en  su  vigor  la  declaración  de  los  vientres  libres  de  los  esclavos 
dada  por  el  Congreso;  pero  el  del  año  23  cortó  de  golpe  toda 
cuestión  i  condenó  definitivamente  todas  las  consideraciones 
del  egoísmo,  declarando  que  En  Chile  no  ¡tai  esclavos,  que  será 
libre  cualquier  desgraciado  de  esta  condición  que  pise  su  terri- 
torio, i  que  no  puede  habitar  entre  nosotros,  ni  naturalizarse 
jamás,  el  que  haga  el  tráfico  espantoso  de  sus  semejantes.  La 
Constitución  de  33  reproduce  esa  prescripción  altamente  hon- 
rosa a  los  sentimientos  de  los  lejisladores,  pero  al  estender  a 
los  chilenos  la  prohibición  déla  trata,  no  determinó  la  pena 
que  debe  aplicarse  al  infractor. 

Artículo  1 H3* 

Ninguno  puede  ser  condenado,  si  no  es  juzgado  le- 
galícente i  en  virtud  ele  una  lei  promulgada  antes  del 
hecho  sobre  que  recae  el  juicio. 

Ajrticraio  IS4* 

Ninguno  puede  ser  juzgado  por  comisiones  especiales, 
sino  por  el  tribunal  que  le  señala  la  lei,  i  que  se  halle 
establecido  con  anterioridad  por  esta. 


Estos  dos  artículos  son  de  pura  fórmula,  puesto  que  son  ilu- 
sorias las  garantías  que  ofrecen;  i  decimos  que  son  ilusorias, 
porque  nada  vale  que  no  podamos  ser  condenados  sino  en  vir- 
tud de  un  juicio  legal  por  un  tribunal  competente,  establecido 
con  anterioridad,  i  no  por  comisiones  especiales,  i  en  virtud  de 
una  lei  anterior  ai  hecho,  si  es  que  respetando  esas  .garantías  se 
nos  puede  sujetar  a  una  lei  que  establece  modos  estraordinarios 
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de  juzgar,  comisiones  especiales  con  el  nombre  de  tribunales, 
i  penas  desproporcionadas  para  delitos  imajinarios. 

Sin  la  prescripción  de  estos  artículos,  i  aun  sin  emanciparnos 
de  Ja  férula  del  gobierno  absoluto  del  coloniaje,  sabíamos  que 
no  se  puede  condenar  sin  juzgar,  que  no  se  puede  inventar  una 
pena  que  no  esté  antes  establecida,  i  que  no  se  puede  nombrar 
una  comisión  especial  para  un  caso,  sino  que  debe  estar  esta- 
blecido con  anterioridad  el  tribunal  que  ha  de  juzgarnos.  Dudar 
de  esos  principios  o  conculcarlos,  solamente  es  propio  de  un 
Estado  desorganizado  donde  no  hai  leyes  ni  principios,  ni  mo- 
ralidad ni  orden  público,  porque  en  lugar  de  todo  eso  impera 
el  capricho  de  uno  o  muchos  amos:  eso  es  lo  que  se  llama  anar- 
quía. Cuando  el  Estado  se  halla  regularmente  constituido,  sea 
bajo  las  formas  de  la  monarquía  absoluta,  o  bajo  las  del  sistema 
representativo,  no  hai  necesidad  de  garantizar  esos  principios 
tan  obvios,  que  lo  están  ya  por  su  naturaleza.  Lo  que  se  necesita 
asegurar  es  que  el  modo  de  juzgar  para  condenar  sea  uno,  cons- 
tante i  uniforme  en  todo  tiempo  i  para  todos;  que  ese  modo 
facilite  ios  medios  de  defensa  i  la  pronta  i  recta  administración 
i  aplicación  de  las  leyes  establecidas  para  todos  los  delitos  i 
personas,  sin  escepciones;  que  los  tribunales  sean  para  todos  los 
casos  i  para  todos  los  habitantes;  que  no  se  establezcan  con  ese 
nombre  juzgados  escepcionales  ni  comisiones  políticas  encarga- 
das de  aplicar  el  odio  o  el  capricho  de  los  mandatarios  i  no  las 
leyes;  i  que  estos  en  fin  no  puedan  alterar  en  ningún  caso  el 
orden  establecido  con  escepciones  fundadas  en  circunstancias 
accidentales  o  en  caprichos  de  la  fortuna. 

Si  nuestra  Constitución  nos  garantizase  todo  esto,  nos  habría 
ahorrado  el  dolor  de  ver  correr  la  sangre  en  los  patíbulos  po- 
líticos erijidos  por  los  Consejos  de  guerra  permanentes  i  por  los 
Consejos  de  guerra  ordinarios,  que  fallan  sin  apelación  i  sin  los 
requisitos  debidos.  Aquellos  tribunales  han  existido,  atestiguan- 
do de  un  modo  horroroso  su  existencia,  apesar  de  los  artículos 
133  i  434  déla  Constitución.  Estos  otros  existen  todavía  en 
presencia  de  esas  mismas  disposiciones,  que  no  se  consideran 
violadas  por  las  leyes  que  los  establecen,  ni  manchadas  con  los 
suplicios  que  sus  fallos  estraordiaarios  imponen  a  menudo. 
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Unos  i  otros  son  comisiones  especiales,  estrañas  al  orden  común,, 
que  han  juzgado  le galment empero  sin  justicia;  en  virtud  de 
leyes  promulgadas  antes  del  hecho,  pero  arbitrarias;  según 
ciertas  fórmulas  de  juicio,  que  son  insólitas  i  absurdas,  i  apli- 
cando penas  establecidas,  pero  bárbaras.  ¿Que  significan  estos 
hechos  dolorosos,  sino  es  la  insuficiencia  i  la  nulidad  de  las  ga- 
rantías establecidas  en  esos  artículos?  Hai  en  estos  mas  ilusión 
que  verdad,  i  por  sana  que  sea  la  intención  que  ellos  revelan,, 
es  preciso  condenarlos  como  incompletos  i  buenos  únicamente 
para  revestir  la  arbitrariedad  con  las  formas  de  la  justicia. 

Artíeiito  1SS« 

«Para  que  una  orden  de  arresto  pueda  ejecutarse,  se 
requiere  que  emane  de  una  autoridad  que  tenga  facul- 
tad de  arrestar,  i  que  se  intime  al  arrestado  al  tiempo 
de  la  aprehensión. 

Articulo  130. 

Todo  delincuente  infraganti  puede  ser  arrestado  sin 
decreto,  i  por  cualquiera  persona,  para  el  único  objeto 
de  conducirle  ante  el  juez  competente. 

Artículo  18'ff. 

Ninguno  puede  ser  preso  o  detenido,  sino  en  su 
casa,  o  en  los  lugares  públicos  destinados  a  este  objeto. 

Artículo  1S§* 

Los  encargados  en  las  prisiones  no  pueden  recibir 
en  ellas  a  nadie  en  calidad  de  preso,  sin  copiar  en  su 
rejistro  la  orden  de  arresto,  emanada  de  autoridad  que 
tenga  facultad  de  arrestar.  Pueden  sin  embargo  recibir 
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en  el  recinto  de  la  prisión,  en  clase  ele  detenidos,  a  los 
que  fueren  conducidos  con  el  objeto  de  ser  presentados 
al  juez  competente;  pero  con  la  obligación  de  dar  cuen- 
ta a  este  dentro  de  veinticuatro  horas. 

Si  en  algunas  circunstancias  la  autoridad  pública 
hiciere  arrestar  a  algún  habitante  de  la  República,  el 
funcionario  que  hubiere  decretado  el  arresto,  deberá 
dentro  de  las  cuarenta  i  ocho  horas  siguientes  dar  aviso 
al  juez  competente,  poniendo  a  su  disposición  al  arres- 
tado. 


Ártí culo  I4#« 

«Ninguna  incomunicación  puede  impedir  que  el  majis- 
trado  encargado  de  la  casa  de  detención  en  que  se  halle 
el  preso,  le  visite.» 

Artículo  141* 

«Este  majistrado  es  obligado,  siempre  que  el  preso  lo 
requiera,  a  trasmitir  al  juez  competente  la  copia  del 
decreto  de  prisión  que  se  hubiere  dado  al  reo;  o  a  re- 
clamar para  que  se  le  dé  dicha  copia;  o  a  dar  el  mismo 
un  certificado  de  hallarse  preso  aquel  individuo,  si  al 
tiempo  de  su  arresto  se  hubiese  omitido  este  requisito.» 


Articulo  14^* 

«Afianzada  suficientemente  la  persona  o  el  saneamiento 
de  la  acción,  en  la  forma  que  según  la  naturaleza  de 
los  casos  determine  la  lei,  no  debe  ser  preso,  ni  em- 
bargado, el  que  no  es  responsable  a  pena  aflictiva  o  in- 
famante,)) 
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Artículo  1413* 


«Todo  individuo  que  se  hallare  preso  o  detenido  ile- 
galmente  por  haberse  fallado  a  lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos 135,  137,  138  i  139,  podrá  ocurrir  por  sí,  o  cual, 
quiera  a  su  nombre,  a  la  majistratura  que  señale  la  lei- 
reclamando  que  se  guarden  las  formas  legales.  Esta  ma- 
jistratura decretará  que  el  reo  sea  traído  a  su  presencia, 
i  su  decreto  será  precisamente  obedecido  por  todos  los 
encargados  de  las  cárceles  o  lugares  de  detención.  Ins- 
truido de  los  antecedentes,  hará  que  se  reparen  los  de- 
fectos legales,  i  pondrá  al  reo  a  disposición  del  juez 
competente,  procediendo  en  todo,  breve  i  sumariamen-* 
te,  corrijiendo  por  sí,  o  dando  cuenta  a  quien  corres- 
ponda correjir  los  abusos.» 


«En  las  causas  criminales  no  se  po4rá  obligar  al  reo 
a  que  declare  bajo  de  juramento  sobre  hecho  propio, 
asi  como  tampoco  a  sus  descendientes,  marido  \  mujer, 
i  parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad,  i 
segundo  de  ofinidad  inclusive.» 

Vrtfculo  145. 

«No  podrá  aplicarse  tormento,  ni  imponerse  en  caso 
alguno  la  pena  de  confiscación  de  bienes.  Ninguna  pena 
infamante  pasará  jamas  de  la  persona  del  condenado.» 


Todas  estas  disposiciones  están  destinadas  a  garantir  la  li- 
bertad personal  contra  las  prisiones  arbitrarias  o  contra  los 
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procedimientos  ilegales;  pero  ninguna  de  ellas  cumple  su  obje- 
to, i  bien  podrían  suprimirse  todas,  sin  que  la  libertad  i  segun- 
dad  de   los  individuos    sufriera    detrimento    con    semejante 
supresión:  prueba  evidente  de  su  inutilidad. 

Si  en  vez  de  copiar  la  Constitución  de  33  estas  disposiciones 
del  título  XII  de  la  de  823,  suprimiendo  las  que  ofrecian  una 
garantía  mas  efectiva  i  trasuntando  otras -que  dependían  de 
ciertas  prescripciones  especiales  de  este  código,  se  hubiera 
limitado  a  reproducir  de  él  su  artículo  423  que  declaraba  que 
nadie  podía  ser  preso  sino  en  los  casos  determinados  por  la  leí- 
i  según  sus  formas,  debiendo  castigarse  gravemente  al  que 
decretara  o  ejecutase  una  prisión  arbitraria,  habría  llenado 
mejor  su  objeto  i  nos  hubiera  dado  una  garantía  mas  efectiva 
que  la  que  podemos  esperar  de  tantos  artículos  inútiles,  de 
tantas  prescripciones  ilusorias.  La  Constitución  de  828  era  mas 
lacónica  i  precisa  en  esta  materia,  pero  traía  en  su  artículo  43 
la  prohibición  de  arrestar  o  detener  a  ningún  habitante,  sino 
en  virtud  de  mandamiento  escrito  de  juez  competente,  previa  la 
respectiva  sumaria,  a  no  ser  en  el  caso  de  delito  in  fraganti  o 
fundado  recelo  de  fuga. 

Con  todo,  tan  incompletas  son  en  el  particular  aquellas  cons- 
tituciones, como  las  leyes  civiles,  i  la  de  833  no  ha  hecho  mas 
que  confirmar  la  vaguedad,  dándole  mayor  latitud. 

Según  el  derecho  peüal,  uno  de  los  objetos  deja  sumaria  es 
asegurar  al  individuo  sindicado  de  algún  delito,  pero  las  leyes 
no  han  determinado  qué  clase  de  antecedentes  i  de  indicios  ha 
de  arrojar  la  sumaria  para  que  el  juez  pueda  decretarla  prisión, 
sin  arbitrariedad.  Los  prácticos  han  creído,  aíeniéndose  al  es- 
píritu de  las  leyes  que  desaprueban  toda  vejación,  que  es 
menester  que  en  la  sumaria  aparezca  o  la  declaración  de  un 
testigo  abonado,  o  presunciones  legales  que  en  la  prudencia 
del  juez  justifiquen  el  arresto,  o  la  difamación  del  acusado 
fundada  en  algún  motivo  verosímil  i  sostenida  por  una  opinión 
sensata  anterior  al  enjuiciamiento  i  demostrada  por  dos  testigos 
idóneos.  Mas  esta  doctrina,  que  no  tiene  en  su  apoyo  otra  au- 
toridad que  el  nombre  de  los  tratadistas,  puede  ser  desatendida 
impunemente,  o  reemplazada  por  la  opinión  particular  de  cada 
juez.  Por  eso  era  una  garantía  que  algo  valia,  la  que  la  Cons- 
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titucion  de  828  nos  daba,  al  exijir  como  requisito  indispensable 
la  sumaria  respectiva  antes  que  el  juez  competente  despacha- 
se su  mandamiento  de  prisión.  En  el  día  esta  garantía  ha  des- 
aparecido, porque  la  Constitución  actual  no  requiere  la  sumaria 
previa  i  no  exije  para  la  ejecución  de  una  orden  de  arresto 
otros  requisitos  que  los  del  artículo  435,  a  saber,  que  la  orden 
emane  de  una  autoridad  que  tenga  facultad  de  arrestar,  i  que 
se  intime  al  arrestado  al  tiempo  de  la  prisión.  ¿Qué  autoridad 
no  tiene  la  facultad  de  arrestar  entre  nosotros?  La  tienen  no 
solamente  los  empleados  del  orden  judicial,  sino  también  todos 
los  ajentes  del  ejecutivo  i  hasta  los  empleados  subalternos  de  la 
policía.  ¿Qué  importa  la  intimación  de  la  orden  de  arresto,  que 
naturalmente  ha  de  hacerse,  sin  qu@  en  ello  haya  favor  ni 
garantía  de  ninguna  especie  para  el  arrestado?  Siendo,  pues, 
tan  común  la  facultad  de  arrestar,  i  no  exijiendo  las  leyes  pe- 
nales para  decretar  el  arresto  otras  circunstancias  que  las  dé 
ser  enfamado  o  acusado  algún  home  de  yerro  (1),  es  fuera  de 
duda  que  la  Constitución,  ademas  de  no  ofrecer  garantías  a  la 
libertad  individual,  ha  hecho  desaparecer  la  que  antes  habia 
de  una  sumaria  previa,  que  ahora  no  es  necesaria  ni  por  las 
leyes,  ni  por  la  Constitución. 

Hemos  dicho  que  aun  la  Constitución  de  828  era  incompleta 
en  este  punto,  porque  escusaba  el  requisito  de  la  sumaria 
previa  en  casos  de  delito  infraganti  o  fundado  recelo  de  fuga. 
Ese  requisito  no  áehe  tener  excepción.  En  él  consiste  la  mas 
eficaz  garantía  contra  las  prisiones  arbitrarias  que  ofrece  la 
lei  de  Estados-Unidos.  Allí  tiene  derecho  cualquiera  para  de- 
nunciar un  delito,  pero  ha  de  ser  con  juramento,  i  la  justicia 
no  puede  despachar  el  auto  de  prisión  sino  después  ¿e  un 
debido  examen  del  cual  aparezca  bien  fundado  el  cargo.  Sola- 
mente así  pueden  surtir  buen  efecto  las  reclamaciones  qu^  el 
prisionero  u  otro  a  su  nombre  hiciere  al  juez  competente  o 
superior  para  que  se  reparen  los  defectos  legales  i  se  le  am- 
pare en  su  derecho  de  habeas  corpus. 

¿Pero  qué  significado  pueden  tener  entre  nosotros  las  pres- 


(1)  Leí  1.a,  tít.  29,  part,  7.a 
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cripciones  de  los  artículos  141  i  143?  Aquel  establece  los  arbi- 
trios que  el  preso  puede  tomar  para  dar  a  conocer  a  su  juez; 
competente  el  decreto  de  su  prisión,  sin  duda  con  el  fin  de 
que  no  trascurran  las  cuarenta  i  ocho  horas,  dentro  de  las  cua- 
les, según  otros  artículos,  debe  aquel  juez  tomar  conocimiento 
del  hecho  de  la  prisión.  ¿Pero  de. qué  puede  todo  esto  servir 
al  reo,  si  el  juez  es  arbitro  para  comenzar  la  sumaria,  conti- 
nuarla o  terminaría  cuando  mejor  le  acomode,  según  sus 
ocupaciones,  o  según  su  capricho?  El  143  declara  que  ei 
prisionero,  o  cualquiera  a  su  nombre,  podrá  ocurrir  a  la  ma- 
jistraíura  que  señale  la  lei  reclamando  que  se  guarden  las 
formas  legales,  cuando  haya  sido  detenido  ilegalmente.  ¿Cuál 
es  esa  majistratura  encargada  de  reparar  los  defectos  legales, 
de  correjir  los  abusos  i  de  poner  al  detenido  bajo  la  disposición 
del  juez  competente?  ¿Es  alguno  de  los  tribunales  de  apela- 
ción, o  el  jefe  político  de  la  provincia?  La  lei  no  lo  ha  seña- 
lado todavía  a  punto  fijo,  i  aun  cuando  lo  señale,  o  aunque  la 
Corte  Suprema  misma  procediese  como  ese  artículo  prescribe, 
las  cosas  están  dispuestas  de  tal  modoy  que  nada  se  conseguiría 
con  ello;  porque  en  suma  la  ilegalidad  que  el  artículo  ,143 
quiere  evitar  es  insignificante.  Según  su  propia  letra  esa  ile- 
galidad se  comete  cuando  en  la  prisión  se  falta  a  lo  dispuesto 
en  los  artículos  135,.  137,  138  i  139:  el  135  es  el  que  solo  re- 
quiere facultad  de  arrestar  en  la  autoridad  que  da  la  orden  de 
arresto,  i  como  esa  facultad  es  tan  universal,  ha  de  ser  difícil, 
si  no  imposible,  hallar  en  este  punto  la  ilegalidad  de  la  pri- 
sión: el  137  requiere  que  la  prisión  se  haga  en  la  casa  del 
arrrestado  o  en  los  lugares  públicos  destinados  a  este  objeto, 
i  como  son  tales  las  cárceles,  los  presidios,  los  cuarteles,  los 
buques,  aun  los  mercantes,  i  en  fin  todo  sitio  del  Estado  o  de 
la  Municipalidad,  i  casi  podría  asegurarse  que  hasta  los  con- 
ventos, también  es  imposible  hallar  ilegalidad  en  una  prisión 
por  lo  tocante  al  lugar  donde  se  pone  al  preso:  el  138  manda 
que  los  encargados  de  las  prisiones  copien  en  su  rejistro  la 
orden  de  arresto,  i  como  se  puede  aprisionar  no  solamente 
en  la^  prisiones  que  tienen  encargados,  sino  en  casas  o  cuarte- 
les que  no  los  tienen,  i  como  por  otra  parte  el  que  ení^  ^^ 
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no  tiene  tiempo  ni  ocasión  de  saber  si  el  encargado  ha  cum- 
plido con  ese  requisito,  tampoco  es  posible  averiguar  esta  ile- 
galidad ni  verificarla  con  provecho  de  nadie:  por  fin  el  139 
declara  que  si  en  algunas  circunstancia  la  autoridad  pú- 
blica decretase  algún  arresto,  debe  dar-  cuenta  dentro  de 
cuarenta  i  ocho  horas  al  juez  competente,  poniendo  a  su  dis- 
posición al  arrestado;  i  como  esas  circunstancias  no  son 
raras,  i  como  la  autoridad  pública,  es  decir,  el  Presidente,  el 
intendente  o  el  gobernador  pueden  omitir  ese  aviso  en  estado 
de  sitio,  i  aun  pueden  omitirlo  en  circunstancias  ordinarias, 
sin  temor  de  que  se  les  haga  responsables,  tampoco  es  fácil 
comprobar  ni  aun  hallar  casos  en  que  se  cometa  esta  ilegalidad. 
Hé  aquí  por  qué  hemos  tratado  de  insignificante  esa  ilegali- 
dad, que  debiéramos  mejor  haber  llamado  mentida  o  ilusoria, 
puesto  que  no  hai  acto  imajinable  que  no  pueda  ser  conforme 
a  esas  leyes,  o  que  por  lo  menos  no  se  halle  en  el  vasto  cír- 
culo a  que  se  extienden  sus  palabras..  Las  palabras  de  todos 
estos  artículos  son  vanas,  a  nada  conducen,  sino  es  a  alucinar 
el  espíritu  con  la  creencia  de  que  hai  garantías  o  siquiera  utili- 
dad en  las  prescripciones  supéríluas  que  analizamos,  mas  que 
supérfluas — nugatorias. 

El  artículo  442  trae  una  disposición  de  otra  especie:  según 
él  no  debe  ser  preso  ni  embargado  el  que  dá  fianza  de  su  per- 
sona o  de  saneamiento  de  la  acción  entablada  en  su  contra, 
cuándo  no  es  responsable  a  pena  aflictiva  o  infamante,  por 
ejemplo,  en  caso  de  injurias.  Pero  si  el  delito  de  que  se  le  acu- 
sa es  castigado  por  las  leyes  con  alguna  pena  de  esa  especie, 
debe  sufrir  la  prisión  hasta  la  terminación  del  proceso  que  se 
le  forme.  Por  consiguiente  en  casi  todos  los  procesos  crimina- 
les, la  prisión  es  necesaria  i  no  puede  escusarse  confianza, 
puesto  que  solo  las  penas  menores,  .que  los  jueces  aplican  a  su 
arbitrio  en  los  delitos  leves,  no  son  aflictivas  o  infamantes,  i 
todos  las  demás  que  conoce  nuestro  derecho  penal  tienen  la 
una  o  la  otra  calidad,  tales  como  la  de  muerte  o  perdimiento 
de  miembros,  la  de  trabajos  forzados,  la  de  destierro,  la  de  pri- 
sión, la  de  infamia,  i  la  de  azotes,   herida  o  deshonra  pública 
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en  la  picota,  que  >on  las  aplicables  en  la  jeneralidad  de  los 
casos. 

En  los  pocos  casos  en  que  la  fianza  puede  tener  lugar,  laque 
se  ofrece  comunmente  es  la  carcelera  i  no  la  de  saneamiento, 
consistiendo  aquella  en  obligarse  el  fiador  o  presentar  en  la 
cárcel  al  reo  dentro  del  término  que  el  jue&  le  señale  o  del 
segundo  plazo  que  al  efecto  le  conceda,  i  si  no,  al  pago  de  la 
multa  a  que  se  hubiere  obligado,  u  otra  arbitraria,  en  su  de- 
fecto, según  las  circunstancias.  Según  el  precepto  del  artículo 
442,  basta  esta  ¡fianza  o  la  de  saneamiento,  en  la  forma  que 
según  los  casos  determine  la  lei,  mas  no  son  necesarias  ambas 
a  un  tiempo. 

Sin  embargo  de  esto,  i  apesar  de  que  la  Constitución  no  re- 
conoce la  prisión  en  causas  civiles,  la  lei  que  regía  el  juicio 
ejecutivo  por  deudas  (1),  la  establece  i  conculca  el  principio 
comprendido  en  el  artículo  442,  estableciendo?  a  mas  delem^ 
bargo  de  bienes,  la  fianza  de  saneamiento,  no  obstante  que  aquel 
artículo  escusa  el  embargo  cuando  se  ofrece  esa  fianza  para  los 
casos  criminales.  Podría  decirse  en  abono  de  esa  trasgresion 
que  la  lei  distingue  entre  el  saneamiento  de  los  bienes  embar- 
gados i  el  de  la  acción  ejecutiva,  pero  de  todos  modos,  i  como 
quiera  que  sea,  la  Constitución  exije,  o  simplemente  el  embar- 
go, o  simplemente  el  saneamiento,  i  no  lo  uno  i  lo  otro  con- 
juntamente, i  la  lei  no  debe  reagravar  la  situación  penosa  de 
un  deudor  imponiéndole  condiciones  que  el  código  fundamental 
no  exije  ni  aun  al  criminal. 

Réstanos  hablar  de  los  artículos  444  i  4  45,  el  primero  délos 
cuales  se  propone  evitar  los  perjurios  en  causas  criminales, 
escusándo  del  juramento  al  reo  i  sus  parientes,  i  el  segundo 
prohibe  el  tormento,  la  confiscación  i  la  infamia  trascenden- 
tal. Nada  habia  que  observar  sobre  tan  sanas  prescripciones, 
sino  tuviéramos  que  lamentar  la  terrible  e  inescusable  prácti- 
ca que  a  vista  i  paciencia  dé  las  autoridades  encargadas  de 
velar  sobre  la  Constitución  han  introducido  algunos  jueces  le- 


(1)  Decreto  de  8  de  febrero  de  1837,  Bol.,  íib.  7.  núm.  8,  dado  con  fa- 
cultades estraordinanas  por  el  Ejecutivo, 
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Irados  de  aplicar  el  tormento  sin  disimulo,  no  ya  para  arrancar 
su  confesión  a  un  reo,  sino  para  obtener  de  los  testigos  una 
declaración.  El  azote  es  el  medio  de  atormentar  que  han  em- 
pleado estos  majistrados,  que  olvidando  las  leyes  i  sus  graves 
deberes,  parece  que  han  puesto  a  un  lado  los  procederes  de 
prudencia  i  sagacidad  que  debieran  usar,  por  adoptar  otro  mas 
breve,  aunque  ilegal  i  bárbaro,  que  si  alguna  vez  los  ha  condu- 
cido al  descubrimiento  de  la  verdad,  en  la  mayor  parte  de  los 
casos  puede  conducirlos  a  la  iniquidad  de  mortificar  al  ino- 
cente o  de  hallar  culpa  donde  no  ha  existido  realmente.  Casos 
de  estos  podríamos  citar  que  horrorizarían  a  todo  el  que  tiene 
corazón  para  no  mirar  con  indiferencia  al  desgraciado  que  por 
sospechas  o  por  apariencias  engañosas  sufrió  el  tormento,  sin 
tener  siquiera  conocimiento  del  delito  en  cuestión,  o  al  que 
por  su  debilidad  se  supuso  criminal  para  poner  término  a  los 
dolores  de  la  tortura. 

Es  tanto  mas  abominable  esta  práctica,  cuanto  que  ni  siquie- 
ra tiene  apoyo  en  el  derecho  penal  de  los  códigos  españoles 
que  nos  rijen.  «Si  tratamos  de  averiguar,  dice  un  jurista 
español,  el  oríjen  del  tormento  entre  nosotros,  hallaremos  que 
su  introducción  en  los  tribunales  fué  ilejítima  i  contraria  al  es- 
píritu de  nuestras  leyes.  Nada  se  habla  de  él  en  nuestros  pri- 
meros códigos,  ni  en  el  Fuero  Real,  ni  el  Fuero  Viejo  de  Casti- 
lla, ni  en  el  Ordenamiento  de  Alcalá;  i  si  es  cierto  que  se 
encuentra  establecido  en  las  Partidas,  también  lo  es  que  no 
habiéndose  dado  autoridad  a  la  lejislacion  de  este  código,  sino 
para  los  casos  que  no  pudieran  decidirse  por  los  otros,  no  pu- 
dieron ni  debieron  comprenderse  en  la  aprobación  de  dicho 
cuerpo  las  leyes  relativas  a  la  tortura,  puesto  que  en  aquellos 
habia  otras  que  determinaban  el  modo  de  hacer  las  probanzas, 
sin  el  uso  de  un  medio  tan  incierto,  como  terrible  i  doloroso.» 
Ni  aun  a  esta  cuestión  hubo  lugar  desde  que  las  mismas  leyes 
españolas  abolieron  i  condenaron  como  bárbaro  este  medio  de 
prueba;  i  desde  que  se  consagró  por  la  costumbre  i  por  las 
prácticas  la  doctrina  de  que  siendo  la  confesión  el  acto  mas 
serio  del  juicio  criminal,  porque  de  ella  depende  la  fortuna  o 
desgracia  del  reo,  el  juez  debe  conducirse  en  ese  acto  con  la 
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mayor  circunspección  i  rectitud,  sin  emplear  otros  medios  para 
descubrir  la  verdad  que  los  decorosos  i  justos  que  sujiere  la 
humanidad,  sin  abusar  de  su  autoridad  para  imponer  con  ella 
al  reo,  sin  valerse  de  amenazas,  sujestiones,  estrafcajemas;  pre- 
guntas capciosas,  ni  de  ningún  otro  medio  falaz  que  perturbe 
al  inocente  o  que  quite  a  la  confesión  sus  caracteres  legales  de 
libre,  franca  i  espontánea.  Esta  es  la  doctrina  que  se  halla 
consignada  en  todas  las  cartillas  del  foro,  i  la  que  aconsejan 
los  prácticos  como  mas  especialmente  propia  del  juez  que  «pro- 
fesa una  reíijion,  cuyo  divino  fundador  compareció  ante  un 
tribunal  falsa  i  atrozmente  acusado.»  ¿Cómo  consiliar  entonces 
con  esta  jurisprudencia,  ya  que  tampoco  es  conciliable  con  la 
Constitución,  el  empleo  de  los  azotes  para  arrancar  una  de- 
claración determinada  a  los  que  se  enjuician  como  reos  o  se 
traen  como  testigos?  Ni  el  buen  éxito  de  algunos  casos,  ni 
razonamiento  alguno  podrán  jamas  escusar  esa  práctica  tan 
bárbara  como  ilegal,  que  no  solo  arguye  arbitrariedad,  sino 
también  torpeza  de  parte  de  los  que  por  falta  de  sagacidad  o 
por  pereza  acuden  a  ella,  esponiéndose  a  cometer  un  crimen 
por  averiguar  otro,  i  a  que  el  proceso  que  forman  sea  tachado 
como  nulo,  porque  realmente  lo  es  la  confesión  que  se  obtiene 
contra  derecho  i  a  impulsos  del  temor,  de  la  amenaza,  de  la 
violencia  i  del  martirio. 

MWtíemám  14S« 

«La  casa  de  toda  persona  que  habite  el  territorio  chi- 
leno es  un  asilo  inviolable,  i  solo  puede  ser  allanada 
por  un  motivo  especial  determinado  por  la  Jei,  i  en  vir- 
tud de  orden  de  autoridad  competente.)) 

* 

Artícelo  fl>4ff« 


«La  correspondencia  epistolar  es  inviolable.   No  po- 
drán abrirse,  ni  interceptarse,  ni  registrarse  los  papeles 
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<o  efectos,  sino  en  los  casos  espresa  mente  señalados  por 
la  lci.» 


Estas  dos  disposiciones,  que  garantizan  la  •inviolabilidad  del 
domicilio  i  de  la  correspondencia  epistolar  i  del  equipaje,  se  re- 
fieren a  leyes  que  todavía  no  se  han  dictado.  Mientras  tanto 
los  casos  de  excepción  no  están  determinados,  en  la  práctica 
quedan  al  arbijrio  de  los  funcionarios  de  la  administración 
ejecutiva  o  judicial,  que  allanan  las  habitaciones  ola  corres- 
pondencia o  el  equipaje  sin  reglas  a  su  voluntad,  i  sin  respon- 
sabilidad. En  circunstancias  ordinarias,  la  correspondencia 
epistolar  es  jeneralmente  respetada,  el  allanamiento  se  verifica 
con  orden  de  alguna  autoridad,  i  los  efectos  de  una  persona 
no  se  sujetan  a  rejistro,  sino  a  la  entrada  de  los  puertos  de  mar, 
para  evitar  el  contrabando;  pero  en  estado  de  sitio  o  cuando  las 
circunstancias  son  de  conflicto  político,  se  traspasan  aun  esas 
fórmulas  i  tanto  el  domicilio  como  los  papeles  i  efectos  quedan 
a  la  merced  de  la  policía  i  de  cualquier  funcionario  de  la  admi- 
nistración. Esta  situación,  comprobada  por  infinitos  hechos 
conocidos,  hace  necesaria  una  reforma  de  los  artículos  consti- 
tucionales, que  convierta  en  realidad  lo  que  ahora  no  es  sino 
un  precepto  jenérico  i  vago,  que  no  se  cumple  ni  respeta. 

Articulo  148* 

«Solo  el  Congreso  puede  imponer  contribuciones  di- 
rectas o  indirectas,  i  sin  su  especial  autorización  es  prohi- 
bido a  toda  autoridad  del  Estado  i  a  todo  individuo 
imponerlas,  aunque  sea  bajo  pretesto  precario,  volunta- 
rio, o  de  cualquiera  otra  clase.» 


no 


«No  puede  exijirse  ninguna  especie  de  servicio  perso- 
nal, o  de  contribución,  sino  en.  virtud  de  un  decreto  ele 
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autoridad  competente,  deducido  de  la  lei  que  autoriza 
aquella  exacción,  i  manifestándose  el  decreto  j»al  contri- 
buyente en  el  acto  de  imponerle  el  gravamen.» 

. — « 

Estos  preceptos  son  claros  i  precisos:  las  contribuciones  i  los 
servicios  personales  no  pueden  imponerse  sino  en  virtud  de  una 
lei  del  Estado,  i  su  exacción  no  puede  verificarse  sino  por  me- 
dio de  un  decreto  de  la  autoridad  ejecutiva,  que  es  la  compe- 
tente, emanado  de  la  lei.  Pero  cuando  estas  formas  salvadoras 
se  echan  en  olvido,  no  hai  medio  espedito  de  proceder  contra 
el  funcionario  que  infrinje  los  artículos  constitucionales  que  las 
establecen.  El  código  penal  no  ha  clasificado  estos  delitos  ni 
los  ha  penado  todavía,  de  modo  que  en  los  casos  de  infracción 
que  han  ocurrido  en  la  práctica,  los  individuos  perjudicados 
han  acudido  al  Presidente  de  la  República  o  a  la  prensa  para 
denunciarlos,  pero  sin  lograr  una  reparación  competente. 
Toca  a  las  leyes  penales  llenar  este  vacio. 

^krt l etilo  ISMOu   - 

«Ningún  cuerpo  armado  puede  hacer  requisiciones, 
ni  exijir  clase  alguna  de  auxilios,  sino  por  medio  de  las 
autoridades  civiles,  i  con  decreto  de  estas.» 


La  infracción  de  esta  disposición  supone  un  delito  para  el 
cuál  no  señala  pena  la  Ordenanza  del  Ejército,  a  no  ser  que  se 
califique  según  ios  casos,  como  robo,  o  como  sedición.  De  to- 
dos modos  es  de  suponer,  que  el  acto  es  malo  i  deja  comprome- 
tida la  responsabilidad  de  sus  ejecutores  respeeto  de  los  que 
han  sufrido  la  exacción  o  prestado  el  auxilio  indebido. 

«Ninguna  clase  de  trabajo  o  industria  puede  ser  pro- 
hibida, a  menos  que  se  oponga  a  las  buenas  costumbres ',' 
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a  la  seguridad,  o  a  la  salubridad  pública,  o  que  lo  exija 
el  interés  nacional,  i  una  lei  lo  declare  asi.» 

ArMente  jt&ft* 

«Todo  autor  o  inventor  tendrá  lu  propiedad  escliisiva 
de  su  descubrimiento,  o  producción,  por  el  tiempo  que 
le  concediere  la  lei;  i  si  esta  exijiere  su  publicación,  se 
dará  al  inventor  la  indemnización  competente.» 


lié  aquí  constituida  la  libertad  de  industria.  Solo  lina  lei  del 
Estado  puede  poner  trabas  a  esta  libertad,  prohibiendo  una  in- 
dustria que  sea  opuesta  por  su  naturaleza  a  las  buenas  costum- 
bres, o  que  ponga  en  peligro  la  seguridad  o  la  salubridad  pú- 
blicas, o  que  sea  contraria  al  interés  nacional.  Mas  si-  el  poder 
legislativo  no  ha  calificado  el  caso,  dictando  la  lei  precisa,  la 
autoridad  administrativa  no  tiene  facultad  de  aplicar  el  artículo 
constitucional  a  un  caso  no  calificado  por  la  lei,  aunque  el  fun- 
cionario que  ejerce  esa  autoridad  advierta  que  tal  industria  o 
trabajo  tiene  alguno  de  los  caracteres  indicados  por  la  Consti- 
tución. Si  ocurre  semejante  circunstancia,  solo  le  corresponde 
poner  el  hecho  en  conocimiento  del  Poder  Lejislativo,  por  el 
conducto  legal,  tomando  entre  tanto  las  medidas  necesarias  a 
linde  evitarlos  daños  que  al  público  i  ai  empresario  de  tal  in- 
dustria pueden  sobrevenir  si  se  establece  esta  antes  de  ser  deci- 
dido el  caso  por  el  Congreso.  Si  se  estableciera,  por  ejemplo,  una 
fábrica  de  puñales  enherbolados,  sin  que  hubiera  lei  que  la 
prohibiese  determinadamente,  el  gobernador  del  departamento 
podría,  en  virtud  de  sus  atribuciones,-  suspender  el  jiro  del  es- 
tablecimiento, i  dar  cuenta  al  gobierno  para  que  recalase  la  lei 
que  debía  calificar  el  caso. 

Sin  embargo,  hai  industrias  que  pueden  comprometer  la  se- 
guridad o  la  salubridad,  en  razón  déla  localidad  que  elijen 
para  su  establecimiento,  i  entonces,  aunque  no  estén  prohibidas 
por'  la  ¡q¡,  ni  puedan  serlo  por  su  naturaleza,  la  Municipalidad, 
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■usando  de  sus  atribuciones  constitucionales,  puede  fijar  reglas 
para  su  ejercicio  i  determinar  el  lugar  en  que  ha  de  establecer- 
se, sin  que  estas  trabas,  adoptadas  en  obsequio  de  la  seguridad 
o  déla  salubridad  de  las  poblaciones,  puedan  calificarse  de  ata- 
ques a  la  libertad  de  industria,  i  sin  que  sea  necesaria  una  lei 
úel  Estado  para  llevarías  a  efecto,  puesto  que  no  se  trata  de 
constituir  nuevos  derechos,  ni  exacciones  de  la  propiedad  o  de 
la  libertad  individual. 

La  propiedad  esclusiva  que  el  artículo  m  concede  al  autor 
o  inventor  de  un  descubrimiento  o  producción  no  es  contraria 
*  la  libertad  industrial,  sino  que  la  corrobora.  En  esto  la  Cons- 
titución no  hace  otra  cosa  que  reconocer  el  derecho  natural  que 
el  hombre  tiene  tanto  para  aplicar  su  intelijencia  i  su  actividad 
para  apropiársela  materia,  sacando  de  ella  las  utilidades  que 
puede  prestar  en  provecho  del  inventor  i  de  la  sociedad,  como 
para  hacer  suyo  lo  que  es  una  emanación  de  su  pensamiento. 
ks  justo,  porque  es  una  condición  déla  libertad  individual,  re- 
conocer que  el  hombre  que  aplica  su  intelijencia,  sus  estudios, 
su  tiempo,  su  fortuna  i  su  salud  para  producir,  se  aproveche 
esclusivamente  de  su  invento  o  de  su  obra,  ya  sea  esta  indus- 
trial, ya  sea  de  literatura,  artes  o  ciencias,  para  sacar  de  ella 
las  ventajas  pecuniarias  que  se  propuso.  El  interés  de  la  socie- 
dad misma  está  ligado  a  este  derecho,  porque  le  conviene 
prestar  apoyo  a  la  esperanza  que  sirve  de  estímulo  a  esos  tra- 
bajos de  que  depende  tanta  parte  del  progreso  i  de  la  riqueza 
de  un  pueblo. 

Pero  la  Constitución  ha  querido  que  ese  derecho  esclusivo 
sea  temporal  i  no  perpetuo,  pues  solo  lo  reconoce  por  el  tiem- 
po que  concediere  la  lei,  Justa  es  esta  prescripción,  si  se  trata 
solo  de  un  proceso  industrial,  porque  el  interés  déla  sociedad 
exije  que  se 'multipliquen  i  se  hagan  comunes  ios  medios  de 
producción,  i  en  este  caso  es  necesario  que  la  lei  concilie  el 
derecho  del  inventor  con  el  interés  social,  de  modo  que  aquel 
no  se  convierta  en  un  monopolio  esclusivo  que  prive  a  la  in- 
dustria de  las  ventajas  de  la  difusión.  Mas  no  se  halla  en  este 
caso  la  propiedad  literaria,  porque  esta  puede  subsistir  perpe- 
tuamente, sin  perjuicio  de  la  sociedad,  que  se  aprovecha  desde 
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luego  del  pensamiento  publicado,  i  que  para  sacar  de  él  todas 
las  ventajas  posibles,  no  necesita  privar  al  autor  de  su  dere- 
cho. La  propiedad  literaria  no  consiste  en  el  derecho  esclusivo 
sobre  el  pensamiento  publjcado,  sino  en  el  derecho  que  el  es- 
critor tiene  sobre  la  forma  exterior  de  que  lo  ha  revestido:  esta 
forma  es  su  trabajo,  i  ella  es  la  que,  por  medio  de  la  reproduc- 
ción, da  beneficios  pecuniarios.  La  sociedad  no  ganaría,  ni  pue- 
de sacar  mayores  ventajas  que  las  qué  le  proporciona  el  pen- 
samiento de  un  escritor,  despojando  a  este  o  a  sus  herederos  del 
derecho  de  reproducción  que  le  pertenece  i  que  es  susceptible 
de  todos  los  caracteres  de  la  propiedad,  puesto  que  no  puede 
existir  desde  que  deje  de  ser  esclusivo. 

Hai  pues,  una  marcada  diferencia  éntrela  propiedad  literaria 
i  la  de  un  invento  industrial.  Aunque  el  oríjen  de  ambos  se 
halla  en  el  derecho  natural,  sus  caracteres  son  diferentes,  por- 
que aquella  puede  mantenerse  perfectamente  en  calidad  de  ab- 
soluta, como  la  propiedad  territorial,  sin  que  se  perjudique  la 
sociedad,  i  sin  que  se  menoscaben  las  ventajas  que  esta  puede 
sacar  de  la  obra;  mientras  que  un  invento  industrial  no  puede 
ser  perpetuamente  esclusivo  de  su  autor,  sin  que  desaparezcan 
las  ventajas  que  los  demás  pueden  obtener  haciéndose  común 
su  aplicación.  Rigorosamente  la  propiedad  literaria  es  el  derecho 
de  reproducción,  que  desaparece  desde  que  se  hace  común;  en 
tanto  que  la  propiedad  de  un  invento  industrial  consiste  en  su 
aplicación  esclusiva  concedida  al  inventor  por  la  iei  durante  un 
tiempo  proporcionado  para  conciliar  su  recompensa  i  provecho 
con  el  interés  de  la  sociedad  que#necesita  que  esa  aplicación 
llegue  a  ser  común,  porque  esa  comunidad  es  una  condición  de 
su  progreso.  El  derecho  de  un  autor  es  un  derecho  natural  que 
no  sufre  modificaciones  en  su  aplicación,  según  las  circunstan- 
cias, i  se  regla  sin  dificultad  por  los  principios  comunes  de  la 
lejislacion  civil.  Pero  el  derecho  de  un  inventor  resulta  de  la 
lei  especial»  que  lo  reconoce  i  que  lo  ampara  por  un  tiempo  li- 
mitado contra  el  derecho  que  la  Sociedad  entera  tiene  para 
aprovecharse  de  él.  Para  este  caso  es  indispensable  una  lei  que 
ponga  en  armonía  lo  que  es  una  condición  de  la  libertad  in- 
dividual, es  decir,  el  interés  personal  del  inventor,  con  lo  que 
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es  ima  condición  de  la  sociedad,  esto  es,  el  ínteres  que  la  in- 
dustria tiene  en  aprovecharse  $in  trabas  de  un  nuevo  medio  de 
progreso  i  de  riqueza. 

De.  aquí  procede  que  para  los  procesos  industriales  que  tienen 
los  caracteres  de  invento  se  necesita  una  patente  de  privilejio, 
la  cual  no  es  necesaria  para  el  uso  de  la  propiedad  literaria.  No 
se  puede  objetar  contra,  este  principio  la  costumbre  que  en 
otro  tiempo  hubo  de  conceder  privilejios  para  la  publicación 
de  los  libros,  porque  esa  costumbre  tuvo  un  oríjen  diverso, 
propio  del  atraso  del  tiempo  en  que  exigió,  i  porque  esos  pri- 
vilejios no  se  referían  a  la  propiedad  literaria,  sino  a  la  impre- 
sión i  publicación,  que  no  podían  tener  lugar  sin  privilejio.  La 
lejislacion  francesa,  que  es  la  mas  perfecta  en  esta  materia,  ha 
adoptado  este  principio  explícitamente.  Según  ella,  «las  pa- 
tentes; cualesquiera  que  sean,  no  se  conceden  sino  a  los  pro- 
cesos industriales,  es  decir,  a  procesos  susceptibles  de  dar  aquellos 
productos  que  la  mano  del  hombre,  o  los  trabajos  que  él  dirije 
pueden  fabricar,  i  que  pueden  entrar  en  el  comercio  para  ser  com- 
prados o  vendidos.»  Asi,  todo  loque  es  del  dominio  de  la  inte- 
ligencia, todo  lo  que  pende  del  entendimiento  humano,  las 
producciones  de  los  literatos,  de  los  artistas,  los  descubrimien- 
tos de  los  sabios,  cuando  no  son  aplicables  inmediatamente  a 
las  artes,  no  pueden  dar  lugar  a  las  patentes  de  invención.  Un 
decreto  de  20  de  octubre  de  1792  se  funda  sobre  estos  princi- 
pios para  prohibir  que  se  dé  patente  con  motivo  de  estableci- 
mientos de  finanzas,  i  la  corte  real  de  Grenoble  los  ha  apli- 
cado en  auto  de  \%  de  junio  de  '1 830,  decidiendo  que  un  método 
de  lectura,  aunque  tuviere  un  alfabeto  distinto  de  los  otros, 
no  podía  ser  objeto  de  una  patente  de  invención.  Los  procesos 
agrícolas  no  son  tampoco  susceptibles  de  apropiación;  no  entran 
en  ios  términos  de  la  íei,  i  es  tal  su  influencien  la  prosperidad 
pública,  que  no  se  podría,  sin  los  mas  graves  inconvenientes, 
someterlos  a  las  mismas  reglas  que  las  propiedades  industria- 
les. La  patente  que  se  concediera  para  estos  varios  casos,  se 
consideraría  como  nula.»  (4) 

(1)  Véase  a  Foucurt-Elcmcnts  de  droit  publie  et  administratif,  iib.  11, 
tit.  11,  cap.  XIV. 
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Con  todo,  ya  que  el  artículo  452  no  se  hace  cargo  de  estas 
diferencias  i  equipara  al  autor.de  una  producción  con  el  inven- 
tor  de  un  descubrimiento,  en  lo  tocante  a  la  temporalidad  de 
su  propiedad  eselusiva,  haremos  la  exposición  de  las  leyes  que 
reglamentan  este  derecho.  La  una  es  relativa  a  la  propiedad 
literaria,  i  la  otra,  a  los  privilejios  esclusivos. 

La  primera,  que  es  de  24  de  julio  de  4834  (4)  establece  que 
los  autores  de  todo  jénero  de  escritos,  o  de  composiciones  de 
música,  de  pintura,  dibujos,  escultura,  i  en  fin  todos  aquellos 
a  quienes  pertenece  la  primera  idea  en  una  obra  de  literatura 
o  letras,  tendrán  el  derecho  esclusivo,  durante  su  vida,  de 
vender,  hacer  vender,  o  distribuir  en  Chile,  sus  obras  por 
medio  de  la  imprenta,  litografía,  molde,  o  cualquiera' otro  me- 
dio de  reproducir  o  multiplicar  las  copias.  Este  derecho  se 
extiende  a  los  traductores,  i  lo  tienen  también  los^stranjeros, 
bien  entendido  que  la  propiedad  de  estos  se  limita  a  diez  años, 
si  la  obra,  de  que  hacen  edición  en  Chile,  hubiere  sido  ya  pu- 
blicada en  otropais.  Si  el  autor  fuese  un  cuerpo  colejiado,  la 
propiedad  le  pertenece  por  el  término  de  cuarenta  anos  con- 
tados desde  la  fecha  de  la  primera  edición  de  la  obra.  Las  obras 
postumas  pertenecen  al  propietario  del  manuscrito,  por  diez 
años,  contados  desde  la  primera  edición,  con  tal  que  se  publi- 
quen separadamente  i  no  en  una  nueva  edición  de  los  escritos 
publicados  ya  en  vida  del  autor,  porque  entonces  siguen  la 
suerte  de  estos.  Pero  si  el  manuscrito  postumo  es  solo  de  cor- 
recciones a  una  obra  publicada  'en  vida  del  autor,  el  poseedor 
tiene  necesidad,  para  gozar  su  propiedad  por  diez  años,  de 
presentarlo  ala  justicia  ordinaria  dentro  del  año  siguiente  al 
fallecimiento  del  autor  i  probar  que  eslejítimo.  Para  adquirir 
la  propiedad  literaria,  basta  depositar  en  la  biblioteca  pública 
de  Santiago  tres  ejemplares  de  la  obra  i  anunciar  en  el  frontis- 
picio la  persona  a  quien  pertenece.  Si  no  se  cumple  este  re- 
quisito, jio  existe  el  privilejio.  En  cuanto  a  los  herederos  del 
autor,  la  lei  ha  adoptado  la  jurisprudencia  de  la  lei  francesa  de 
49  de  julio  de  4793,  limitando  la  propiedad  a  cinco  años,  que 


(1)  Bol.,  lib.  6.°,  núm.  6.° 
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pueden  prorogarse  a  diez,  al  arbitrio  del  gobierno;  i  si  el  he- 
redero es  el  Estado  pasa  la  obra  a  ser  de  propiedad  común. 
En  esto  la  lei  se  ajusta  al  precepto  de  la  Constitución,  que 
quiere  que  la  propiedad  literaria  sea  temporal,  i  no  perpetua 
como  debiera  serlo  según  los  principios  del  derecho.  La  lei  ha 
copiado  en  todas  sus  determinaciones  la  jurisprudencia  france- 
sa, i  por  esto  creemos  que  los  vacíos  que  deja  i  las  cuestiones 
a  que  puede  dar  lugar,  deben  llenarse  i  resolverse  por  aquella 
jurisprudencia  en  caso  necesario,  i  a  ella  deben  ocurrir  los 
jueces,  para  mayor  ilustración. 

La  lei  que  regla  los  priyilejios  esclusivos  (1)  los  concede  al 
autor  o  inventor  de  un  arte,  manufactura,  máquina,  instru- 
mento, preparación  de  materias,  o  cualquiera  mejora  en  ellas, 
con  tal  que  jure  que  es  descubrimiento  propio  desconocido  en 
el  pais,  i  cumpla  con  otros  requisitos  exijidos  para  comprobar 
la  naturaleza  del  invento,  por  un  término  que  fija  el  Presidente 
de  ía>Bepública,  según  las  circunstancias,  i  que  no  puede  ex- 
ceder de  diez  años.  También  concede  priviíejio  esciusivo  ala 
introducción  de  artes,  industrias  o  máquinas  inventadas  en 
otras  naciones  i  desconocidas,  o  no  establecidas  ni  usadas  en 
Chile,  limitanpo  a  ocho  años  el  máximun  del  término.  En  todo 
caso,  este  término  comienza  a  contarse  desde  que  espira  el 
que  se  concede  para  el  establecimiento  del  proceso  industrial 
privilejiado.  El  priviíejio  puede  ser  jeneral  para  toda  la  Repú- 
blica, o  particular  para  cierta  localidad. 

La  patente  se  concede,  pues,  a  la  invención,  a  la  mejora  o 
perfeccionamiento,!  ala  importancia.  La  calidad  sobre  que  esen- 
cialmente recae  el  priviíejio  es  la  novedad,  esto  es,  que  el  pro- 
ceso industrial  de  que  se  trata  sea  desconocido  i  no  usado  en 
el  pais;  de  modo  que*  si  no  existe  el  secreto,  por  haberse  di- 
vulgado o  por  ser  conocido  de  otros  el  proceso,  no  puede  tener 
lugar  la  patente.  Este  principio,  sobre  el  cual  reposa  la 
lejislacion  francesa  relativa  a  la  materia,  es  aplicable  a  nuestra 
lei,  que  es  copia  de  aquella  i  que  lo  admite  esplícitamente.  Por 
esta  misma  consideración,  podemos  adoptar  la  diferencia  que 


(1)  Lei  de  9  de  setiembre  de  Í840,  Bol.,  lü>.  9,  núm.  7.  < 
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aquella  lejislacion  establece  entre  la  invención  i  el  perfecciona- 
miento, limitando  éste  a  un  nuevo  jénero  de  perfección  que  se 
funde  en  un  nuevo  pensamiento,  que  los  demás  ajentes  de  la- 
industria,  i  que  el  inventor  mismo  de  la  cosa  no  habían  con- 
cebido, i  que  ademas  procure  mayor  facilidad  para  el  trabajo  o 
mayor  utilidad:  por  consiguiente  no  se  consideran  como  mejora 
o  perfeccionamiento  digno  de  patente  las  simples  variaciones  a 
mudanzas  de  solo  formas  o  porporciones  de  las  máquinas  o  cosas 
antes  establecidas,  como  dice  nuestra  leí.  «El  perfeccionamiento 
constituye,  pues,  según  la  doctrina  francesa,  una  propiedad 
distinta  de  la  invención,  pero  de  Ja  misma  naturaleza.  Estos 
dos  derechos  coexisten  sin  dañarse  el  uno  al  otro.  Así  el  primer 
inventor  privilejiado  tiene  siempre  el  derecho  privativo  de 
esplotar  su  invención,  pero  no  puede  aplicar  a  ella  el  perfec- 
cionamiento sin  el  consentimiento  del  segundo  inventor.  Su- 
pongamos que  estando  privilejiado  un  inventor  de  máquinas  de 
vapor,  otro  individuo  imajina  un  aparato  para  evitar  el  peligro 
de  esplosion:  este  aparato  no  podrá  ser  adaptado  a  las  máqui- 
nas, sino  con  la  autorización  de  su  inventor,  e  igualmente  ésto 
no  podrá  fabricar  las  máquinas  para  adaptarles  su  aparato, 
sino  comprarlas  al  propietario  de  la  patente.  Si  cada  cosa 
puede  existir  por  separado,  se  comprende  la  existencia  de  los 
dos  derechos  distintos.  Mayor  dificultad  se  ofrece  si  se  trata, 
no  de  cosas  materiales,  sino  del  modo  de  proceder  en  la  fabri- 
cación, sin  que  el  perfeccionamiento  pueda  ser  empleado  inde- 
pendientemente del  proceso  primitivo.  Aplicando  los  mismos 
principios,  se  vé  .que  el  primer  privilejiado  no  podrá  servirse 
del  perfeccionamiento,  sin  la  autorización  de  su  autor,  i  que 
este,  si  no  se  pone  de  acuerdo  con  aquel,  estará  obligado  a 
aplazar  la  aplicación  de  su  mejora  hasta  la  época  en  que  el 
primer  proceso  privilejiado  caiga  bajo  el  dominio  público.  En 
la  mayor  parte  de  los  casos  será  del  interés  de  ambos  asociarse 
para  gozar  juntos  el  producto  de  su  descubrimiento.»  (1) 

En  cuanto  al  privilejio  concedido  a  la  importación,  nuestra 
lei  se  aparta  de  su  modelo  enteramente.  Según  la  lejislacion 

(i)  Foucart.  Obra  citada,  ib. 
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francesa,  (dos  principios  sobré  que  repoda  la  concesión  de  la 
patente  de  importación  no  son  los  mismos  que  motivan  las 
patentes  de  invención  i  de  perfeccionamiento.  Se  trata  aquí, 
no  de  recompensar  el  trabajo  i  la  industria,  asegurando  a  un 
inventor  el  goce  témpora!,  pero  esclusivo,  de  los  productos 
de  su  invención,  sino  mas  bien  de  alentar  por  la  misma  re- 
compensa a  los  que  enriquecen  a  la  Francia  con  un  descubri- 
miento estranjero.  Cualquiera,  dice  la  lei,  que  introduzca  el 
primero  en  Francia  un  descubrimiento  estranjero,  gozará  las 
mismas  ventajas  que  si  fuese  su  inventor.  Mas  para  gozar  las 
mismas  ventajas  que  el  inventor,  el  importador  debe  haber 
hecho  servicios  análogos,  porque  si  no  hace  mas  que  trasportar 
a  Francia  una  industria  que  era  del  dominio  público  en  los 
países  estranjeros,  no  merece  ningún  favor  particular.  Es  pre- 
ciso, pues,  para  obtener  una  patente  de  importación,  que  se 
trate  de  una  industria  p'rivilejiada  en  el  estranjero.  Esta  dis- 
tinción es  de  la  mayor  importancia,  porque  seria  hacer  una 
cosa  contraria  a  todos  los  principios  de  la  economía  social, 
restrinjir  en  Francia  a  un  solo  individuo  el  ejercicio  de  una 
ndustria  que  en  otro  pueblo  es  del  dominio  público:  la  Fran- 
cia se  encontraría  colocada,  respecto  a  esa  industria,  en  una 
condición  mui  inferior  a  la  de  los  países  estranjeros.  Por  la 
misma  razón,  el  privilejio  del  importador  no  puede  tener  mas 
duración  en  Francia,  que  la  que  tiene  el  privilejio  del  inventor 
en  su  país;  la  invención  caerá  bajo  el  dominio  público  en  Fran- 
cia cuando  caiga  en  el  pais  de  donde  viene.  (L.  de  7  de  enero 
de  1791,  art.  90.)  (1) 

Pero  la  doctrina  de  nuestra  lei  es  enteramente  contraria  a 
esos  principios  de  la  economía  social,  i  coloca  a  Chile  en  la 
condición  de  no  poderse  aprovechar  de  los  progresos  de  la 
industria  estranjera,  sino  a  costa  de  un  monopolio,  que  puede 
durar  hasta  ocho  años,  concedido  al  primero  que  importa,  no 
un  descubrimiento  privilejiado,  sino  artes,  industrias,  o  má- 
quinas inventadas  en  otras  naciones,  sin  mas  requisito  que  el  de 
ser  desconocidas  enteramente  en  Chile.  El  artículo  8.°  de  la 


(1)  Foucart,  ib. 
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leí  que  así  lo  determina  podria  naturalmente  admitir  la  sabia 
interpretación  que  se  da  en  Francia  al  9.°  de  la  lei  de  enero 
de  1791;  pero  ya  no  es  posible  eso,  porque  en  la  práctica  el' 
Poder  Ejecutivo  le  ha  dado  una  aplicación  tan  lata,  que  conce- 
de patentes,  no  solo  a  las  industrias  o  máquinas  que  son  del 
dominio  público  en  el  estranjero,  sino  aun  a  los  aparatos  e 
instrumentos  mas  sencillos  i  mas  comunes  que  se  usan  en  la 
agricultura  o  en  los  oficios  en  otros  países.  Si  esta  práctica  se 
propone  alentar  la  importación,  concediendo  una  patente  que 
pueda  indemnizar  los  costos  del  importador,  desconoce  las  ven- 
tajas que  sin  necesidad  de  patente  puede  producir  la  aplicación 
de  esos  medios  a  nuestra  industria,  i  coloca  a  Chile  en  la  pre- 
cisión de  no  poder  aprovechar  libremente,  i  a  medida  dé  sus 
exijencias,  los  progresos  de  la  industria  de  pueblos  mas  ade- 
lantados. Los  resultados  así  lo  prueban,  pues  que  las  nueve 
décimas  partes  de  las  patentes  concedidas  hasta  ahora  recaen 
sobre  procesos  industriales  que  son  comunes  i  aun  vulgares 
en  el  estranjero,  i  que  el  desarrollo  natural  de  nuestra  indus- 
tria traería  al  mercado  i  a  la  aplicación,  sin  que  fuese  necesario 
privilejiarlos. 

Remitiéndonos  a  la  lei,  en  cuanto  a  los  detalles  i  efectos  del 
privilejio,  pasaremos  a  tratar  otra  materia. 


CAPÍTULO  XI. 

DISPOSICIONES    JENERALES. 

Articulo  153* 

t(La  educación  pública  es  una  atención  preferente  del 
gobierno.  El  Congreso  formará  un  plan  jeneral  de  edu- 
cación nacional;  i  el  Ministro  del  Despacho  respectivo  le 
dará  cuenta  anualmente  del  estado  de  ella  en  toda  la 
República.» 


Last* 


-C.  P, 
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Artículo  154. 


aHabráuna  superintendencia  de  educación  pública,  a 
cuyo  cargo  estará  la  inspección  de  la  enseñanza  nacio- 
nal, i  su  dirección  bajo  la  autoridad  del  gobierno.» 


La  educación  pública  es  una  atención  preferente  del  gobier- 
no,-es  decir,  del  Estado,  i  por  consiguiente  de  todas  las  auto- 
ridades que  constituyen  el  Estado.  En  esta  virtud  el  primer 
encargo  que  la  Constitución  hace  al  Estado  es  el  de  dictar  una 
lei,  formulando  el  plan  jeneral  de  educación  nacional,  lei  que 
todavía  no  se  ha  dado,  i  que  es  de  una  necesidad  urjente  i  vi- 
tal. Semejante  plan  debe  abrazar  desde  la  instrucción  primaria 
hasta  la  científica,  de  modo  que  la  educación  tenga  unidad  por 
sus  principios  i  su  fin,  i  pueda,  en  cada  uno  de  sus  jéneros  i 
especies,  dar  respectivamente  resultados  útiles  a  la  sociedad. 
Desgraciadamente  falta  ese  plan  en  todos  los  ramos  de  la  edu- 
cación; i  aun  en  la  instrucción  científica,  apesar  de  la  empeño- 
sa atención  que  se  le  ha  prestado,  falta  la  unidad  que  debería 
tener  para  que'los  que  la  reciben  tengan  principios  fijos  i  lójica 
en  sus  conocimientos  i  en  la  aplicación  de  estos. 

La  superintendencia  de  educación  pública  que  crea  la  Cons- 
titución está  establecida  i  reglamentada  por  la  lei  de  19  de  no- 
viembre de  4842,  que  funda  la  Universidad  de  Chile,  i  por  los 
reglamentos  i  decretos  que  le  son  referentes.  (4) 

Esa  superintendencia  es  ejercida  por  el  Rector  de  la  Univer- 
sidad con  su  consejo,  con  cuyo  acuerdo  le  corresponde  la  di- 
rección de  los  establecimientos  literarios  i  científicos  nacionales, 
la  inspección  sobre  todos  los  demás  establecimientos  de  educa- 
ción, i  la  jurisdicción  correspondiente  sobre  todas  los  emplea- 
dos en  la  instrucción  pública,   ejerciendo  tales  atribuciones 


(i)  Bol.,lib.  10,  núm.  11. 
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conforme  a  las  leyes   i  a  las  órdenes  e  instrucciones  que  reci- 
biere del  Presidente  de  la  República. 

El  Consejo  universitario  se  compone  del  Rector,  de  dos 
miembros  nombrados  por  el  Presidente  de  la  República,  de  los 
cinco  decanos  de  las  facultades  i  del  secretario  jeneral  de  la 
Universidad.  Las  disposiciones  que  dicta  este  cuerpo,  en  ejer- 
cicio de  la  superintendencia  de  la  educación  pública,  siempre 
que  contengan  reglas  jenerales,  deben  ser  sometidas  ala  apro- 
bación del  gobierno.  De  esta  manera  se  cumple  lo  dispuesto 
en  el  artículo  154  de  la  Constitución,  que  quiere  que  la  direc- 
ción de  la  enseñanza  nacional  se  baile  bajo  la  autoridad  del 
Gobierno. 

Artículo  155* 

«Ningún  pago  se  admitirá  en  cuenta  a  los  tesoreros 
del  Estado,  sino  se  hiciese  a  virtud  de  un  decreto  en  que 
se  esprese  la  lei,  o  la  parte  del  presupuesto  aprobado 
por  las  cámaras,  en  que  se  autoriza  aquel  gasto.» 


Ya  hemos  explicado  todo  lo  relativo  a  esta  materia  hablando 
de  la  lei  de  presupuestos. 

Artículo  ISO* 

«Todos  los  chilenos  en  estado  de  cargar  armas  deben 
hallarse  inscriptos  en  los  rejistros  de  las  milicias,  si  no 
están  especialmente  exceptuados  por  la  lei.» 


Artículo  1SV«  ■ 

«La  fuerza  pública  es  esencialmente  obediente.  Nin- 
gún cuerpo  armado  puede  deliberar.» 
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Articulo  158* 


«Toda  resolución  que  acordare  el  Presidente  de  la 
República,  el  Senado  o  la  Cámara  de  Diputados  a  pre- 
sencia o  requisición  de  un  ejército,  de  un  jeneral  ál 
frente  de  fuerza  armada,  ó  de  alguna  reunión  de  pue- 
blo, que,  ya  sea  con  armas  o  sin  ellas,  desobedeciere 
a  las  autoridades,  es  nula  de  derecho,  i  no  puede  pro- 
ducir efecto  alguno.» 

Articulo  VHkW 

((Ninguna  persona  o  reunión  de  personas  puede  tomar 
el  título  o  representación  del  pueblo,  arrogarse  sus  de- 
rechos, ni  hacer  peticiones  a  su  nombre.  La  infracción 
de  este  artículo  es  sedición.» 

Artículo  1SIK 

«Ninguna  majistratura,  ninguna  persona,  ni  reunión 
de  personas  pueden  atribuirse,  ni  aun  o  pretesto  de 
circunstancias  extraordinarias,  otra  autoridad  o  derechos 
que  los  que  espresamente  se  les  haya  conferido  por  las 
leyes.  Todo  acto  en  contravención  a  este  artículo  es 
nulo.» 


Las  determinaciones  jenéricas  que  se  contienen  en  estos  tres 

últimos  artículos  necesitan  ser  esplicadas  en  el  código  penal, 

de  modo  que  pierdan  la  vaguedad  que  en  la  Constitución  las 

lace  inútiles.  Bien  se  comprende  que  el  objeto  det  artículo 

158  es  asegurar  la  independencia  del  Presidente  de  la  Repú- 


^m    '     « 
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Mica,  del  Senado  i  de  la  Cámara  de  Diputados  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones;  pero  es  evidente  que  si  ocurriese  el  caso  pre- 
visto en  este  artículo,  sena  en  circunstancias  de  no  tener  ya 
vigor,  ni  la  Constitución,  ni  las  leyes,  puesto  que  si  aquellas 
autoridades  tenían  que  tomar  una  resolución,  violentadas  por  la N 
fuerza  armada  o  poruña  reunión  de  pueblo,  seria  por  razón  de 
hallarse  completamente  desquiciada  la  máquina  política.  ¿Qué 
importa  que  la  lei  diga  que  en  tales  circunstancias  no  puede 
producir  efecto  alguno  semejante  resolución,  si  ese  efecto  ha 
de  ir  envuelto  en  el  resultado  de  la  conflagración?  Si  en  esta 
triunfa  la  fuerza,  el  efecto  es  real  i  quedará  apoyado  por  el 
triunfo;  pero  si  prevalece  la  autoridad  constituida,  su  nulidad 
será  indisputable,  aunque  la  lei  no  la  haya  declarado  de  ante- 
mano. Por  eso  creemos  que  el  artículo  citado,  tal  como  está, 
es  inútil,  mientras  una  lei  especial  no  lo  esplique,  establecien- 
do que  se  comete  el  crimen  de  sedición,  cuando  se  exije  vio- 
lentamente una  resolución  de  cualquiera  autoridad,  i  que  lle- 
gado para  esta  el  caso  de  tener  que  deliberar  bajo  el  imperio 
de  la  violencia,  solo  podrá  hacerlo  para  reprimirla  i  castigarla 
perentoriamente. 

La  disposición  de  los  artículos  459  i  460  son  inútiles  en  la 
Constitución  i  pertenecen  al  código  penal,  porque  solo  en  éste 
puede  hallarse  la  clasificación  exacta  i  precisa  de  todos  los  ca- 
sos comprendidos  en  ellas  i  la  determinación  de  las  penas. 
Consignados  de  la  manera  que  aparecen  esos  principios,  no 
pueden  aplicarse,  porque  casos  habrá  en  que  no  exista  ni  la  in- 
tención ni  la  consumación  del  delito  i  que  sin  embargo  están 
comprendidos  en  los  términos  vagos  de  esos  artículos;  mientras 
que  pueden  ocurrir  otros  en  que  el  verdadero  delito  sea  escu- 
sado  o  disfrazado  con  paralojismos  deducidos  de  la  manera 
de  entender  una  lei  o  de  aplicar  una  atribución.  Prueba  de 
esto  se  halla  en  la  aplicación  que  se  dá  al  artículo  siguiente: 

Articulo  1G1« 


«Declarado  algim  punto  de  la  República  en  estado  de 
sitio,  se  suspende  el   imperio  de  la  Constitución  en  el 
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territorio  comprendido  en  la  declaración;  pero  duran- 
te esta  suspensión,  i  en  caso  de  que  usase  el  Presidente 
de  la  República  de  facultades  extraordinarias  especiales, 
concedidas  por  el  Congreso,  no  podrá  la  autoridad  pú- 
blica condenar  por  sí,  ni  aplicar  penas.  Las  medidas  que 
lomare  en  estos  casos  contra  las  personas  no  pueden 
exceder  de  un  arresto  o  traslación  a  cualquier  punto  de 
la  República.» 


El  efecto  de  una  declaración  de  sitio  es  suspender  el  imperio 
de  la  Constitución  en  el  territorio  comprendido  en  la  declara- 
ción; i  se  da  en  la  práctica  tal  latitud  a  esta  suspensión,  que  se 
supone  que  esta  frase,  visiblemente  relativa  a  la  suspensiou  del 
Habeas  corpus,  esto  es,  de  las  garantías  individuales  aseguradas 
por  la  Constitución,  importa  también  la  suspensión  de  todo  el 
orden  político,  de  todos  los  derechos  nacidos  de  este  orden, 
la  anulación  del  Estado,  cuya  autoridad  i  poderes  se  creen  tras- 
ladados, en  suma,  a  manos  del  Presidente  de  la  República.  Ya 
hemos  demostrado  en  otro  lugar  cuan  absurda  es  esta  interpre- 
tación, i  cuánto  tiene  de  irracional  el  suponer  que  la  Constitu- 
ción haya  querido  destruirse  así  misma  i  establecer  una  monar- 
quía absoluta  en  casos  de  conmoción  interior  o  de  ataque 
exterior,  que  pueden  ser  salvados,  sin  necesidad  de  anular  la 
organización  que  ella  da  al  Estado.  Basta  ver  el  contexto  del 
artículo  464,  para  persuadirse  de  que  la  suspensión  del  imperio 
de  la  Constitución  solamente  se  refiere  al  Babeas  corpus,  i  no 
al  orden  político,  puesto  que  en  él  se  lee  que  en  ese  caso  de 
suspensión  i  en  el  de  tener  el  Presidente  facultades  extraordina- 
rias concedidas  por  el  Congreso,  la  autoridad  pública,  es  decir, 
el  Ejecutivo,  no  podrá  condenar  por  sí,  ni  aplicar  penas,  i  que 
las  medidas  que  tomare  contra  las  personas,  no  pueden  exceder  de 
un  arresto  o  traslación  a  cualquier  punto  de  la  República.  Si  este 
artículo  hubiese  querido  suspender  el  orden  político,  la  orga- 
nización del  Estado,  habría  atribuido  mas  poderes  al  Ejecutivo, 
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no  habría  dejado,  como  deja  virtualmentc,  su3)sistentes  los  tri- 
bunales de  justicia,  que  son  los  únicos  que  pueden  condenar  i 
aplicar  penas;  i  habría  derogado  la  última  parte  del  número  20 
del  artículo  82,  que  supone  i  da  por  sentado,  i  no  como  dispu- 
table, que  el  Congreso  puede  reunirse  estando  pendiente  el  tér- 
mino de  una  declaración  de  sitio,  i  por  supuesto  la  suspensión 
del  imperio  de  la  Constitución,  en  cuyo  caso  de  reunión  del 
Congreso,  se  tiene  solamente  como  um  proposición  de  tóla  de- 
claración de  sitio  hecha  sin  su  autoridad. 

No  obstante  esta  evidencia,  el  Ejecutivo  ha  creído  tan  de 
veras  que  una  declaración  de  sitio  suspende  el  imperio  de  la 
organización  del  Estado,  que  frecuentemente  ha  espedido  de- 
cretos, concediendo  como  por  gracia  que  se  hagan  elecciones 
en  el  término  del  sitio,  (1)  i  se  ha  estendido  hasta  violar  las  ga- 
rantías de  la  independencia  del  Congreso,  que  no  son  de  las 
individuales  que  se  suspenden  con  el  estado  de  sitio,  aprisionan- 
do a  sus  miembros,  i  aun  desterrándolos  fuera  del  pais,  escusa- 
do  con  el  arbitrio  de  forzarlos  a  solicitar  este  destierro  por 
medio  de  una  orden  de  traslación  a  puntos  inhabitables  de  la 
República.  Esto  es  incurrir  en  el  caso  previsto  por  el  artículo 
460,  atribuyéndose  otra  autoridad  que  la  que  espresamente  sé 
le  ha  conferido  en  las  leyes;  i  sin  embargo,  la  observancia  de 
este  artículo  no  ha  sido  reclamada,  porque  nada  significaría  que 
se  anulase  el  acto  ejecutado  en  contravención  a  él,  tanto  por 
.que  ya  se  han  sufrido  sus  efectos,  cuanto  porque  el  artículo  no 
manda  indemnizar  al  que  los  sufre,  ni  aun  señala  la  autoridad 
que  debe  declarar  esa  nulidad.  Por  eso  hemos  dicho  que  en  la 
aplicación  del  artículo  464,  se  ven  pruebas  que  atestiguan  cuan 
inútil  e  insignificante  es  la  disposición  del  160. 


Artícralo  1®£* 


«Las  vinculaciones  de  cualquiera  clase  que  sean,  tanto 
las  establecidas  aquí,  como  las  que  en  adelante  seesta- 

(1)  Pueden  verse  en  el  Bol.,  entre  otros,  el  dec.  de  13  de  feb.  de  1840, 
Bol.,  Lib.  9.  °  ,  n.  2,  i  la  declaración  de  8  de  marzo  de  1846,  Bol.,  liK  1-í-, 
o.  3,  etc. 
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Mecieren,  no  impiden  la  libre  enajenación  de  las  pro- 
piedades sobre  que  descansan,  asegurándose  a  los  su- 
cesores llamados  por  la  respectiva  institución  el  valor 
délas  que  se  enajeren.  Una  lei  particular  arreglará  el 
modo  de  hacer  efectiva  esta  disposición.» 


La  Constitución  de  828  Jiabia  declarado  en  su  artículo  426 
«abolidos  para  siempre  los  mayorazgos,  i  todas  las  vinculacio- 
nes que  impidan  el  enajenamiento  libre  de  los  fundos.  Sus  ac- 
tuales poseedores,  decía,  dispondrán  de  ellos  libremente,  excep  - 
to  la  tercera  parte  de  su  valor  que  se  reserva  a  los  inmediatos 
sucesores,  quienes  dispondrán  de  ella  con  la  misma  libertad.» 
El  artículo  127  imponía  a  los  poseedores,  que  no  tuviesen  he- 
rederos forzosos,  la  obligación  de  dejar  los  dos  tercios,  que  les 
habían  sido  reservados,  a  los  parientes  mas  inmediatos. 

A  los  cuatro  años  de  la  fecha  de  esta  Constitución,  i  sin  em- 
bargo de  que  aquel  precepto  habia  sido  puesto  en  práctica  por 
la  disolución  de  un  mayorazgo  (i),  el  Congreso  ordinario  de 
1832,  sin  embargo  de  estar  en  receso,  i  de  no  haber  sido  con- 
vocado extraordinariamente  para  el  efecto,  proveyó  una  solici- 
tud particular  declarando  que— «Los  artículos  de  la  Constitución 
(de  1828),  relativos  a  mayorazgos,  m  aplicación  e  intelijencia, 
exijian  especial  declaración  del  cuerpo  lejislativo,»  remitiendo 
el  negocio  a  las  comisiones  de  lejislacion  i  justicia  para  que 
propusieran  el  proyecto  de  lei  que  exijian  las  circunstan- 
cias. (2) 

Tales  fueron  los  antecedentes  del  arf.  162  de  la  Constitución 
vijente,  que  vino  a  suspender  los  efectos  de  la  abolición  de  las 
vinculaciones,   respetando  las  establecidas  i  las  que  en  ade- 


(1)  Esta  disolución  fué  ratificada  por  la  lei  de  16  de  diciembre  de 
1848.  Bol.,  lib.  16,  núm.  12,  que  estableció  lo  siguiente:  «La  disposición 
del  art.  162  de  la  Constitución  de  1833  no  anula  las  disoluciones  de  yin- 
culos  que  se  hubieren  llevado  a  efecto  con  arreglo  a  la  Constitución 
de  828.» 

(2)  Nota  del  Congreso  al  Ejecníiw   en   5  de  setiembre  de  1832.  Bol., 
ib.  5.°,  núm.  12. 
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lante  se  establecieren,  con  la  calidad  de  reducirlas  al  valor 
que  tuviesen  las  propiedades  vinculadas,  cuya  enajenación  se 
permite  según  el  arreglo  que  había  de  establecer  una  lei  es- 
pecial. 

Solo  el  44  de  julio  de  4852  vino  a  dictarse  esta  lei  (4),  des- 
pués de  prolongados  e  interesantes  debates  sobre  diversos  i 
contradictorios  proyectos  presentados  a  las  Cámaras.  Ella  dis- 
pone que,  para  la  enajenación  de  los  bienes  vinculados,  deban  > 
éstos  tasarse  por  tres  peritos  nombrados,  el  uno  por  el  actual 
poseedor,  el  otro  por  el  inmediato  sucesor,  i  el  tercero  por¡]  la 
Corte  de  Apelaciones.  Aprobada  por  este  tribunal,  con  ciertos 
trámites,  la  tasación,  se  constituye  en  censo  al  cuatro  por  cien- 
to-anual su  valor,  deducidos  los  costos  de  ella  i  de  las  demás 
dilijencias  conducentes  a  la  vinculación,  debiendo  también 
aprobarse  por  la  Córtela  imposición.  Exvinculada  una  finca, 
el  actual  poseedor  tiene  derecho  para  enajenarla  en  cualquier 
tiempo,  como  si  jamas  hubiese  estado  vinculada,  i  sus  herede- 
ros testamentarios  o  lejítimos,  incluso  el  sucesor  inmediato, 
pueden  repartirse  de  ella,  como  de  los  demás  bienes  libres  del 
difunto,  con  arreglo  a  las  leyes  comunes.  La  vinculación  que- 
da reducida  al  censo  constituido,  i  éste  se  rije  por  las  mismas 
leyes  i  reglas  que  los  otros,  sucediéndose  en/el  los  llamados, 
conforme  al  orden  establecido  en  la  fundación  respectiva. 

Sin  embargo,  las  disposiciones  de  esta  lei  no  corresponden 
a  otras  vinculaciones  que  no  tienen  el  carácter  de  los  mayo- 
razgos, para  las  cuales  se  necesitan  otras  reglas.  Toca  al  Con- 
greso completar  la  lejislacion  en  este  punto.- 


(1)  Bol.,  lib.20,  núm.  7.° 
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CAPÍTULO  XÍL 


BE    LA    OBSERVANCIA    I    REFORMA    DE    LA  CONSTITUCIÓN. 

Articulo    IOS* 

«Todo  funcionario  público  debe,  al  tomar  posesión  de 
su  destino,  prestar  juramento  de  guardar  la  Consti- 
tución.» 


Este  artículo  no  se  observa  sino  respecto  de  ciertos  aííos 
funcionarios,  que  por  leyes  o  reglamentos  deben  prestar  jura- 
mento al  recibirse  de  su  empleo,  tales  como  los  consejeros  i 
ministros  de  Estado,  los  intendentes  i  majistrados  judiciales. 

Artieial©  S©4. 

«Solo  el  Congreso,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el -artí- 
culo 40  i  siguientes,  podrá  resolver  las  dudas  que  ocur- 
ran sobre  la  intelijencia  de  algunos  de  sus  artículos.  » 


Toca  solo  al  Congreso  nacional  interpretar,  esplicar  i  deta- 
llar, por  medio  de  leyes  especiales,  las  disposiciones  de  la 
Constitución.  El  uso  de  esta  atribución  puede  ser  de  un  impor- 
tante i  provechoso  efecto  para  la  República,  puesto  que  por 
medio  de  leyes  pueden  ser  sino  modificados,  a  lo  menos  apli- 
cados en  un  buen  sentido  los  preceptos  del  Código  fundamen- 
tal, i  neutralizados,  hasta  cierto  punto,  los  males  que  pueden 
nacer  de  sus  defectos  o  de  1&  falsa  aplicación  de  sus  disposi- 
ciones. Con  todo,  es  una  verdadera  desgracia  que  los  intere- 
ses políticos  sean  en  la  mayor  parte  de  los  casos  los  que  dicten 
una  resolución  complementaria  o  esplicativa  de  la  Constitu- 
ción, i  no  los  principios  de  justicia  ni  el  bien  del  país.  Este  es 
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un  mal  irremediable,  entretanto,  i  solo  el  patriotismo  i  la  inte- 
gridad pueden  evitarlo. 

Las  leyes  complementarias,  sobre  todo,  son  las  que  deciden 
de  la  bondad  del  Código  fundamental.  «Guando  la  Constitución 
se  baila  apoyada  en  las  leyes  civiles,  hemos  dicho,  lo  está 
también  en  la  vida  misma  de  la  sociedad;  pero,  si  por  circuns- 
tancias estrañas  sucede  lo  contrario,  existirá  sin  disputa  una 
lucha  abierta  entre  la  leí  fundamental  i  las  leyes  secundarias, 
i  éstas,  lejos  de  desenvolver  los  principios  de  aquella,  los  con- 
trariarán i  servirán  de  obstáculo  a  la  planteacion  del  sistema 
de  gobierno  que  se  adopte.  Casi  no  habría  necesidad  de  repe- 
tir estas  verdades,  si  por  desgracia  de  algunos  pueblos  no  se 
hubiese  ocurrido  a  darles  constituciones  improvisadas,  plajia- 
das  o  trasuntadas  de  otras,  mientras  que  en  sus  códigos  civiles 
existia  una  civilización  i  antecedentes  de  todo  punto  opuestos 
al  espíritu  de  la  reforma.  Los  desastres  que  han  señalado  esta 
última  época  de  los  pueblos  hispano-americanos,  i  que  los 
serviles  han  procurado  atribuir  ai  sistema  liberal,  casi  no  tie- 
nen otra  causa  mas  jeneral  i  mas  efectiva  que  la  que  acaba- 
mos de  indicar.» 

Artículo  !&&• 


«Ninguna  moción  para  reforma  de  uno  o  mas  artículos 
ele  esta  Constitución,  podrá  admitirse  sin  que  sea  apo- 
yada, a  lo  menos,  por  la  cuarta  parte  de  los  miembros 
presentes  de  la  Cámara  en  que  se  proponga.» 


m 

«Admitida  la  moción  a  discusión,  deliberará  la  Cáma- 
ra si  exijen,  o  no,  reforma  el  artículo  o  artículos  en 
cuestión.» 
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Artículo  US1*. 

«Si  ambas  Cámaras  resolviesen  por  las  dos  tercias 
partes  de  sufrajios  en  cada  una,  que  el  artículo  u  ar- 
tículos propuestos  éxijen  reforma,  pasará  esta  resolu- 
ción al  Presidente  de  la  República  para  los  efectos  de 
los  artículos  43,  44,  45,  46,  i  47.» 


Artículo  Irjftft* 

«Establecida  por  la  lei  la  necesidad  de  la  reforma, 
se  aguardará  la  próxima  renovación  de  la  Cámara  de 
Diputados;  i  en  la  primera  sesión  que  tenga  el  Congre- 
so, después  de  esta  renovación,  se  discutirá  i  deliberará 
sobre  la  reforma  que  haya  de  hacerse,  debiendo  tener 
oríjen  la  lei  en  el  Senado,  conforme  a  lo  prevenido  en 
el  artículo  40,  i  procediéndose  según  lo  dispone  la  Cons- 
titución para  la  formación  de  las  demás  leyes.» 


Una  sola  esplicacion  necesita  el  contexto  de  estos  artículos, 
i  es  relativa  al  467,  en  el  punto  que  exije  que  la  aprobación  de 
un  proyecto  de  reforma  sea  por  las  dos  tercias  partes  de  sufra- 
frajios  en  cada  una  de  las  Cámaras.  Se  entiende  esta  mayoría 
de  los  miembros  presentes  a  la  votación.  En  este  solo  artículo 
ha  suprimido  la  Constitución  esa  frase  especificativa,  que  usa 
siempre  que  habla  de  la  mayoría  de  los  dos  tercios,  i  debe  en- 
tenderse que  semejante  omisión  no  es  calculada  para  dar  a  en- 
tender que  se  exije  la  mayoría  de  los  dos  tercios  de  todos  los 
miembros  da  cada  Cámara,  porque  no  es  este  el  espíritu  de  ia 
Constitución,  sino  el  de  pedir  solo  la  mayoría  de  los  miembros 
presentes,  como  lo  ha  hecho  siempre  en  casos  análogos,  espre- 
sándolo así,  para  evitar  que  se  remueve  la  cuestión  que  se  sus- 
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eítókjo  el  imperio  de  la  Constitución  de  828,  con  el  protesto* 
de  que  esta  hablaba  de  esa  mayoría  en  los  casos  en  que  1.a 
exijia,  sin  espresar  si  se  contaban  todos  los  miembros  o  so- 
lamente los  asistentes  a  la  votación. 

En  cuanto  a  los  trámites  prescritos  para  la  reforma,  debe 
observarse  que  la  Constitución  casi  la  hace  imposible,  sacri- 
ficando a  su  estabilidad  la  satisfacción  de  las  exijencias  que 
pueden  surjir  de  nuevos  tiempos  i  de  nuevas  circunstancias. 
Cuando  ía  lei  no  facilita  reihedios  legales  para  las  emerjencias 
funestas,  ni  satisfacción  pronta  para  las  necesidades  urjentes, 
hai  el  peligro  de  que  unas  i  otras  busquen  su  remedio  i  satis- 
facción por  las  vias  de  hecho,  i  pongan  en  conflicto  las  institu- 
ciones, «Ya  sabemos  que  la  Constitución  debe  consagrar,  con- 
forme a  los  principios  del  derecho,  los  medios  del  desarrollo 
social,  que  debe  seguir  este  desorrollo,  modificarse,  transfor- 
marse con  el  estado  social,  con  sus  necesidades  i  sus  tenden- 
cias: luego  es  evidente  que  la  Constitución  no  puede  ni  debe 
ser  inmutable.  Por  el  contrario,  es  indispensable  que  contenga 
en  sí  misma  el  espíritu  de  la  reforma,  i  determine  las  condi- 
ciones bajo  las  cuales  debe  esta  efectuarse,  pero  de  tal  modo 
que  no  la  haga  difícil,  porque  eso  da  lugar  a  que  su  espíritu  se 
ponga  en  choque  con  el  movimiento  progresivo  de  la  sociedad  i 
su  descrédito  será  inevitable,  i  la  falsa  interpretación  o  el 
disimulo  vendrán  a  minarla  en  su  basé.»  Precisamente  a  esa 
capacidad  de  modificación  i  de  transformación,  sin  necesidad 
de  grandes  solemnidades  i  sin  tener  que  vencer  grandes  obs- 
táculos, debe  la  Constitución  inglesa  su  actual  perfección.  Los 
Estados  que  forman  la  Federación  de  Norte  América  i  la  Fede- 
ración misma  han  enmendado,  modificado  i  reformado  varias 
veces  sus  Constituciones,  con  gran  provecho  de  su  organiza- 
ción, de  su  estabilidad  i  progreso,  porque  no  han  tenido  grandes 
trámites  ni  tan  serios  obstáculos  que  vencer.  A  mas  de  esto  es 
preciso'tener  presente  que  cuando  una  reforma  es  necesaria  o 
cuando  la  exije  un  partido  vencedor,  esos  obstáculos  son  inútil 
les:  ella  se  opera,  a  pesar,  de  todo,  aunque  sea  violando  las 
disposiciones»  que  la  hacen  difícil:  prueba  de  ello  es  la  misma 
Constitución  que  comentamos,  la  cual   fué  dictada  sin  consí- 
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dcracion  a  las  prescripciones  que  la  de  828  habia  establecido 
sobre  el  particular. 

DISPOSICIONES    TRANSITORIAS. 

Artícelo  l.° 


I 


«La  calidad  de  saber  leer  i  escribir  que  requiere  el 
artículo  8.°  solo  tendrá  efecto  después  de  cumplido  el 
año  de  1840.» 


Artículo  ».° 


í  n*\ 


• 


«Para  hacer  efectiva  esta  Constitución,  se  dictarán 
con  preferencia  las  leyes  siguientes: 

\  .a  La  lei  jeneral  de  elecciones* 

2.a  La  de  arreglo  del  réjimen  interior. 

3.a  La  de  organización  de  tribunales  i  administra- 
ción de  justicia. 

4.a  La  del  tiempo  que  los  ciudadanos  deben. servir 
en  las  milicias  i  en  el  ejército,  i  la  de  reemplazos. 

5.a  La  del  plan  jeneral  de  educación  pública.» 


No  se  han  dictado  todavía  las  leyes  señaladas  en  los  números 
3.°,  4.°  i  5.°  La  falta  de  ellas  es  suplida  hasta  ahora  por  diver- 
sas disposiciones  que  de  tiempo  en  tiempo  se  han  dictado  en 
leyes  especiales  o  en  decretos  del  Ejecutivo  para  satisfacer  las 
necesidades  que  han  aparecido  respectivamente  en  sus  nego- 
ciados. El  orden  de  la  administración  de  justicia  es  el  mismo 
que  habia  al  tiempo  de  la  Constitución,  pero  algunas  medidas 
circunstanciales  se  han  dictado  sobre  este  punto,  tales  como  la 
de  nombramientos  i  dotación  de  jueces,  la  de  organización  de 
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ías  Cortes  de  Apelaciones  i  Consulados  de  comercio,  i  las  que  se 
refieren  al  modo  de  proceder  en  ciertos  casos  o  materias  de  la 
administración.  Otro  tanto  ha  sucedido  con  la  educación  públi- 
ca, respecto  de  la  cual  existen  varios  decretos  que  sisteman  la 
enseñanza  de  los  estudios  superiores  i  en  parte  la  instrucción 
primaria.  Pero  esa  misma  variedad  j  multiplicación  de  disposi- 
ciones dan  a  la  lejislacion  de  esos  ramos  una  vaguedad  i  tal 
complicación,  que  es  indispensable  acudir  cuanto  antes  aponer 
orden  i  sistema  en  ella,  para  el  bien  del  pais  i  para  la  mejor  es- 
pedición  de  los  negocios. 

Articulo  3»* 

«ínterin  no  se  dicte  la  leí  de  organización  de  tribuna- 
les i  juzgados,  subsistirá  el  actual  orden  de  administra- 
ción de  justicia.» 

Artículo  4U° 

«Publicada  esta  Constitución,  quedarán  sin  ejercicio 
los  empleos  que  en  ella  hayan  sido  suprimidos.» 

•  Artículo.  ^s° 

«Los  empleos  que  hayan  sido  conservados,  se  desem- 
peñarán en  adelante  con  arreglo  a  lo  que  previene  la 
misma  Constitución.» 


Arpíenlo  ü«° 

«En  el  año  de  1834  se  harán  las  elecciones  constitu- 
cionales para  renovar  en  su  totolidad  las  Cámaras  le- 
jislativas  i  Municipalidades,  i  hasta  entonces  durarán 
los  actuales  individuos  en  sus  funciones.» 
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Articulo  *.° 


aLa  renovación  de  Senadores  se  hará  en  los  primeros 
trienios,  por  suerte,  entre  los  nombrados  el  año  de 
1834.» 

«Sala  de  sesiones  en  Santiago  de  Chile,  a  22  de  mayo 
de  1833.— Santiago  Eche vers,  presidente,  Juan  de  Dios 
Vial  del  Rio,  vice-presidente,  Manuel,  obispo  i  vicario 
apostólico,  José  Antonio  de  Huici,  José  María  de  Rosas, 
José  Miguel  Irarrázabal,  Diego  Antonio  Barros,  Juan 
Manuel  Carrasco,  Estanislao  de  Arce,  Manuel  J.  Ganda- 
rillas,  Miguel  del  Fierro,  Mariano  de  Egaña,  Fernando 
Antonio  Elizalde,  Manuel  Camilo  Vial,  Gabriel  José  de 
Tocornal,  Agustín  Vial  Santalices,  José  Síanuel  As  torga, 
Enrique  Campino,  Estanislao  Portales,  José  Antonio  Ro- 
sales, José  Vicente  Bustillos,  Francisco  Javier  Errázuriz, 
Ramón  Renjifo,  José  Gaspar  Marin,  Ambrosio  Aldunate, 
Diego  Arriarán,  José  Puga,  Juan  de  Dios  Correa  de 
Saa,  Juan  Francisco  dé  Larrain,  José  Vicente  Izquier- 
do, Juan  Agustín  Alcalde,  Juan  Francisco  Meneses,  se- 
cretario.» 


«Por  tanto,  mando  a  todos  los  habitantes  de  la  Repú- 
blica tengan  i  guarden  la  Constitución  inserta  como  lei 
fundamental;  i  asi  mismo  ordeno  a  las  autoridades,  bien 
sean  civiles,  militares  o  eclesiásticas,  que  la  guarden  i 
hagan  guardar,  cumplir  i  ejecutar  en  tocias  sus  partes, 
imprimiéndose,  publicándose  i  circulándose.  Dado  en  la 
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Sala  principal  de  mi  despacho  en  Santiago  de  Chile  a 
28  de  mayo  del  año  de  1833. — -Joaquín  Prieto,  presiden- 
te déla  República,  Joaquín  Tocornal,  ministro  de  Estado 
en  los  Departamentos  del  Interior  i  Relaciones  Exterio- 
res, Manuel  Renjifo,  ministro  de  Estado  en  el  Departa- 
mento de  Hacienda;  Ramón  de  la  Gavareda,  ministro  de 
Estado  en  los  Departamentos  de  Guerra  i  de  Marina.» 


FIN. 
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ERRATAS  NOTARLES. 


for-mr  .... 

des 

hubieran  sancionado 

ra 

artículos  40  hasta  el 
uno  .    .    ... 
derechos     . 
derecho.     .     .     . 
en     .     .     .     .     . 


exposición  .     .     . 
Art.  81,1.  7     .     . 
de  los  artículos  33, 
para  , 


refrenacion.  . 
administrable  . 
proceso .     .     . 

fi)  .  .  .  . 

sesenta  i  un  mil 


étc 


formular     .     .     . 

dos 

hubiera  sido  sancionado 

por     .     . 
artículos  43,  etc. 
una 


decretos 
decreto  . 
a  .     .     . 


exponsion  .     .     . 
Artículo  84,  núm.  7 
de  los  artículos  93  etc 

por  I  .  .  . 
refrendación  .  , 
administrativa. 
el  proceso  .  . 
(2)  .  .  .  . 
ciento  sesenta  i 
doscientos  . 
comercio  .  . 
este  tráfico.  . 
de  las  prisiones. 


11  il 


somercio     .     .     . 
esta  tráfico,     .     . 
en  las  prisiones    . 
Falta  el- número  139  en  el  artículo  de  la  Constitu 

cion  que  principia — «Si  en  algunas 
Por  eso  .....     .  No  obstante 

de  un  inventor    .     .     .  a  un  invento 
importancia     .     ,     .     .  importación. 
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